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Yo, CATALINA CRESPO SANCHO, en 
mi condición de DEFENSORA DE LOS 
HABITANTES DE LA REPÚBLICA, según 
Acuerdo N°  6735-18-19,  dado por 
la Asamblea Legis lat iva en Ses ión 
Extraordinaria N° 24 celebrada el día 12 
de diciembre de 2018, por un período de 
cuatro años, comprendidos entre el 13 
de diciembre de 2018 al 12 de diciembre 
de 2022, me presento ante la Asamblea 
Legislativa a dar formal cumplimiento con 
mi deber de presentar ante ésta cámara 
el Informe de Labores consignado en el 
artículo 15 de la Ley de la Defensoría de los 
Habitantes de la República, Ley N° 7319, 
publicada en el Diario Oficial La Gaceta, 
N° 237 del 10 de diciembre de 1992; y su 
Reglamento, dictado mediante Decreto 
Ejecutivo N° 22266-J del 16 de julio de 1993.

Tomando como base de referencia los 
Principios de París, adoptados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 
mediante Resolución 48/134 del 20 de 
diciembre de 1993, como base orienta-
dora de las actividades que consignaré 
en éste Informe y que ha desarrollado la 
Institución Nacional de Derechos Humanos 
de Costa Rica de conformidad con los 
compromisos internacionales asumidos 
por el Estado costarricense; entre ellos, los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), 
aprobados por Naciones Unidas como 
parte integral de la Agenda 2030; y, los 
indicadores y directrices adoptados por 

PRESENTACIÓN

la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) para la pro-
moción y adopción de políticas públicas 
que favorezcan la igualdad, las oportuni-
dades y el bienestar para las y los habitan-
tes; al tenor del principio de independen-
cia que caracteriza a la Defensoría de los 
Habitantes.

En la presentación de este Informe se 
impone la necesidad de remembrar la 
finalidad de la creación de la Defensoría 
de los Habitantes: El espíritu de la norma 
constitutiva dispuesta en el proyecto de 
ley N° 10.218 –iniciativa de la ley N° 7319– 
tuvo la clara intención de crear un órgano 
independiente, que combatiera las ac-
tuaciones ilegales, incluso faltas de moral 
de la Administración Pública, entendida 
como una apatía de las personas que ejer-
cen la función pública para atender las 
necesidades de las personas, considerán-
dose que la Defensoría de los Habitantes 
viniera a fungir como un órgano adscrito 
del Poder Legislativo para servir de con-
tralor o vigilante de la Administración; así 
en el expediente legislativo del proyecto 
de cita, se indica:

“… este proyecto obedece 
a movimientos generales de 
democratizar el control de las 
libertades públicas y consti-
tuye este proyecto un cauce 
de comunicación entre los ciu-
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dadanos y los diversos servicios 
de la administración pública… 
va a combatir la inmoralidad 
administrativa… va a combatir 
arbitrariedades y también la 
ineficiencia en que la adminis-
tración pueda incurrir…”1 

Mediante la Ley Nº 7319 del 17 de noviem-
bre de 1992, se determinó que la Defensoría 
de los Habitantes fuera un órgano encar-
gado de velar porque la actividad del sec-
tor público se ajustara a la moral, la justicia 
y al ordenamiento jurídico. 

Bajo este escenario, el legislador, en 
el numeral 1 de la Ley N° 7319, Ley de 
la Defensoría de los Habitantes de la 
República, señaló el ámbito de competen-
cia que tendría esta Institución Nacional 
de Derechos Humanos, disponiendo:

“Artículo 1. Atribución general. 
La Defensoría de los Habitantes 
de la República es el órgano 
encargado de proteger los 
derechos e intereses de los 
habitantes. Este órgano velará 
porque el funcionamiento del 
sector público se ajuste a la 
moral, la justicia, la Constitución 
Política, las leyes, los conve-
nios, tratados, los pactos suscri-
tos por el Gobierno y los prin-
cipios generales del Derecho. 
Además, deberá promocionar 
y divulgar los derechos de los 
habitantes.”

Es así, como la Defensoría de los Habitantes, 
se constituye en un órgano encargado de 
la defensa e intereses de los habitantes, a 
través de la verificación de que los actos 
administrativos emitidos por los órganos es-
tatales, se encuentren ajustados al bloque 
de legalidad.

Está de más señalar que las actuaciones 
de la Administración Pública, se encuen-
tran debidamente regladas en diversos 

1	  Expediente Legislativo N° 10.218, p. 44.

instrumentos jurídicos que vinculan su 
accionar, entre éstos, la Constitución 
Política en su condición de norma jurídica 
de rango superior y la Ley General de la 
Administración Pública –LGAP- circun-
scriben las actividades estatales, esto en 
resguardo de los derechos e intereses de 
los habitantes, constituyendo uno de los 
pilares fundamentales de un Estado de 
Derecho al concebirse como una medida 
de contención de las potestades de impe-
rio de la Administración Pública.

Los cuerpos normativos en mención 
señalan:

Ar t ícu lo  11  Cons t i tuc ión 
Política. - Los funcionarios son 
simples depositarios de la au-
toridad. Están obligados a 
cumplir los deberes que la ley 
les impone y no pueden arrog-
arse facultades no concebidas 
en ella. Deben prestar jura-
mento de observar y cumplir 
esta Constitución y las leyes. La 
acción para exigirles la respon-
sabilidad penal por sus actos 
es pública.

La Administración Pública en 
sentido amplio, estará someti-
da a un procedimiento de 
evaluación de resultados y 
rendición de cuentas, con la 
consecuente responsabilidad 
personal para los funciona-
rios en el cumplimiento de sus 
deberes...

Art ícu lo  11  LGAP.-  1 .  La 
Administración Pública actu-
ará sometida al ordenamien-
to jurídico y sólo podrá re-
alizar aquellos actos o prestar 
aquellos servicios públicos que 
autorice dicho ordenamiento, 
según la escala jerárquica de 
sus fuentes. 2. Se considerará 
autorizado el acto regulado 
expresamente por norma es-

ii
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crita, al menos en cuanto a 
motivo o contenido, aunque 
sea en forma imprecisa.

De las normas de cita se colige el principio 
de legalidad, siendo éste el parámetro 
limitativo de las actuaciones estatales, 
el cual establece que los actos de la 
Administración deben están reglados en 
el ordenamiento jurídico, mismo que está 
integrado por las fuentes del derecho, 
que en el caso particular del derecho 
administrativo se encuentran plasmadas 
en el artículo 82 de la LGAP, claro está, en 
consonancia con el principio de jerarquía 
de las fuentes;3 esta circunscripción de la 
actividad administrativa al ordenamiento 
jurídico es lo que se denomina principio de 
juridicidad.

Es bajo ese esquema y modelo constitucio-
nal y legal, que se debe concebir el prin-
cipio de legalidad no únicamente como 
el acatamiento de la ley en sentido formal 
(dictaminado por el legislador) sino como 
el respeto a todo el ordenamiento jurídico, 
el cual se encuentra integrado por normas 
de diferentes rangos, como la Constitución 
Política, Tratados Internacionales, leyes, 
reglamentos, reglas y principios, lo que se 
conoce como bloque de legalidad.

2	  Artículo 8º.-El ordenamiento administrativo 
se entenderá integrado por las normas no escritas 
necesarias para garantizar un equilibrio entre la 
eficiencia de la Administración y la dignidad, la 
libertad y los otros derechos fundamentales del 
individuo.
3	  Artículo 6º.-1. La jerarquía de las fuentes del 
ordenamiento jurídico administrativo se sujetará 
al siguiente orden: a) La Constitución Política; b) 
Los tratados internacionales y las normas de la 
Comunidad Centroamericana; c) Las leyes y los 
demás actos con valor de ley; d) Los decretos del 
Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, los de 
los otros Supremos Poderes en la materia de su 
competencia; e) Los demás reglamentos del Poder 
Ejecutivo, los estatutos y los reglamentos de los entes 
descentralizados; y f) Las demás normas subordinadas 
a los reglamentos, centrales y descentralizadas. 2. Los 
reglamentos autónomos del Poder Ejecutivo y los de 
los entes descentralizados están subordinados entre 
sí dentro de sus respectivos campos de vigencia. 3. 
En lo no dispuesto expresamente, los reglamentos 
estarán sujetos a las reglas y principios que regulan los 
actos administrativos.

El órgano asesor superior ha señalado 
que “... la Administración Pública, y con-
secuentemente la Asamblea Legislativa, 
de la que también es parte, debe sujetar 
necesaria e imperiosamente sus actua-
ciones al bloque de legalidad, entendido 
este como “todo el orden jurídico y no 
sólo a la ley formalmente emanada de la 
Asamblea Legislativa...”.4

De igual manera ha sido entendido por 
otros órganos de control del Estado, 
inter alia la Contraloría General de la 
República, al contemplar como definicio-
nes básicas lo que debe entenderse por 
bloque de legalidad, indicando que es el 
conjunto de normas jurídicas escritas y no 
escritas, a cuya observancia se encuentra 
obligada la Administración Pública, el cual 
comprende tanto la ley como las normas 
de rango superior, igual o inferior a ésta, in-
cluidos los principios generales y las reglas 
de la ciencia y la técnica.5

Tanto los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) como los indicadores emanados de 
la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) comportan 
normas que hacen parte del bloque de 
legalidad. 

En este marco, la Defensoría de los 
Habitantes de la República ejerce el 
control de legalidad de las actuaciones 
administrativas en torno a varios parámet-
ros, entre los que destaca el análisis de 
la legalidad de la actuación funcionarial 
como límite positivo de toda actuación 
de la Administración, la cual debe encon-
trarse reglada en el espectro de normas 
que constituyen el ordenamiento jurídico, 

4	  Procuraduría General de la República, Opinión 
Jurídica 103-2000. Importante señalar que de 
conformidad con el artículo 2 de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de la República, los 
dictámenes y pronunciamientos son jurisprudencia 
administrativa.
5	  Resolución N° R-DC-24-2012, de las nueve horas 
del veintisiete de febrero de dos mil doce, mediante 
la cual se promulgan las Normas Técnicas sobre 
Presupuesto Público N-1-2012-DC-DFOE. 
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En suma, si existen normas y compromisos 
contemplados en instrumentos internacio-
nales que rigen el accionar administrativo, 
la Administración no puede desconocer-
los y se encuentra obligada a acatarlos. 
Es bajo este marco de referencia que 
la Defensoría de los Habitantes lleva a 
cabo el presente Informe, cuyo eje cen-
tral versa sobre el quehacer institucional 
y la situación-país de cara a los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) incorpora-
dos en la Agenda 2030 de las Naciones 
Unidas y que constituyen un llamamiento 
universal a la acción para poner fin a la 
pobreza, proteger el planeta y mejorar 
las vidas y perspectivas de las personas 
mediante la plasmación efectiva de los 
Derechos Humanos. De igual manera, el 
presente Informe incorpora el análisis de 

la situación país de cara a los indicadores 
de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE) a efectos 
de contribuir con el diseño de políticas que 
favorezcan la prosperidad, la igualdad, las 
oportunidades y el bienestar para TODAS 
las personas.

La metodología de análisis propuesta 
en este Informe, bajo un enfoque de 
Derechos Humanos, tiene por objeto dar 
cumplimiento al artículo primero de nues-
tra Ley constitutiva, que enfoca nuestro 
quehacer institucional de cara a la protec-
ción, promoción y defensa de los derechos 
e intereses de las y los habitantes; incorpo-
rando, para ello, las mejores prácticas 
internacionales que hoy son vanguardia a 
nivel mundial.

iv
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El 25 de setiembre del 2015, la Organización 
de las Naciones Unidas adoptó una nue-
va Agenda de desarrollo sostenible que 
comprende un conjunto de Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), los cuales 
tienen como fin convocar a los Estados 
miembros a trabajar por la atención de 
la pobreza, la protección del medio am-
biente y que para el 2030 los habitantes 
del planeta gocen de paz y prosperidad. 
La Agenda de los ODS tiene como lema 
“no dejar a nadie atrás”, los cuales, a pe-
sar de ser sumamente ambiciosos, buscan 
establecer un parámetro mínimo de cali-
dad de vida para los seres humanos en el 
planeta.

Cada uno de estos objetivos tiene metas 
específicas que buscan, en su conjunto, 
generar sostenibilidad económica, social 
y ambiental; por lo que los gobiernos de 
cada Estado deben identificar aquellos 
aspectos en los que se encuentran rezaga-
dos e implementar las acciones y políticas 
públicas necesarias a fin de obtener el 
mayor progreso posible. 

Los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
son: Fin de la Pobreza, Hambre Cero, Salud y 
Bienestar, Educación de Calidad, Igualdad 
de Género, Agua y Saneamiento, Energía 
Asequible y No Contaminante, Trabajo 
Decente y Crecimiento Económico, 
Industria, Innovación e Infraestructura, 
Reducción de las  Des igualdades , 

INTRODUCCIÓN

Ciudades y Comunidades Sostenibles, 
Producción y Consumo Responsables, 
Acción por el Clima, Vida Submarina, Vida 
de Ecosistemas Terrestres, Paz, Justicia e 
Instituciones Sólidas y, Alianzas para Lograr 
los Objetivos. En su totalidad, los objeti-
vos buscan acabar con la pobreza, el 
hambre, el sida, la discriminación contra 
mujeres y niñas, el deterioro del planeta 
y alcanzar en armonía el desarrollo de los 
seres humanos.

Los Principios de París, constituyen un ins-
trumento internacional que establece los 
principales criterios que deben cumplir las 
Instituciones de Derechos Humanos (INDH), 
adicionalmente, exigen que las INDHs se 
comprometan con el sistema internacio-
nal de derechos humanos, cooperen con 
el Sistema de las Naciones Unidas y con 
cualquier otro órgano del mismo, las ins-
tituciones regionales y las instituciones de 
otros países en el ámbito de la protección 
y promoción de los derechos humanos. 

En octubre del 2015, se llevó a cabo la déci-
ma segunda Conferencia Internacional del 
Comité Internacional de Coordinación de 
Instituciones Nacionales para la Promoción 
y Protección de los Derechos Humanos 
(anteriormente CIC y conocido en la ac-
tualidad como GANHRI, Alianza Global 
de Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos, por sus siglas en inglés), durante 
la cual se firmó una Declaración, en la que:

v
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(…) Los participantes acogie-
ron con beneplácito la adop-
ción por parte de los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas, 
de la Agenda del 2030 para el 
Desarrollo Sostenible (de aquí en 
adelante denominada: Agenda), 
como resultado de un proceso 
mundial que reunió a millones 
de diversos representantes, en 
un diálogo constructivo y con-
sulta inclusiva, a una escala sin 
precedentes hasta el día de hoy. 
La Agenda constituye un marco 
de transformación aplicable a 
todos los países, para unir a los 
sectores ambientales, sociales y 
económicos del desarrollo, con el 
fin de restablecer la armonía con 
la naturaleza. Los participantes 
hicieron un llamamiento a todos 
los Estados para que pusieran en 
marcha dicha Agenda.1

En este contexto, GANHRI ha apoyado el 
desarrollo de un instrumento internacional 
vinculante para brindar mayor protección 
a los derechos y la dignidad de las 
personas.

El 10 de octubre de 2015, la Defensoría 
de los Habitantes suscribió la Declaración 
de Mérida: “El papel de las Instituciones 
Nacionales de Derechos Humanos (INDH) 
en la ejecución de la Agenda 2030”. De 
acuerdo con este compromiso y para 
ser consecuente con esa declaración, la 
Defensoría de los Habitantes participó en 
el Pacto Nacional por el Avance de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible en Costa 
Rica, suscribiendo dicho Pacto el pasado 
09 de setiembre del 2016, en condición 
de testigo, junto con la Coordinadora 
Residente del Sistema de las Naciones 
Unidas en nuestro país. 

E n  I n f o r m e s  A n u a l e s  d e  L a b o r e s 
presentados anter iormente ante la 
Asamblea Legislativa, la Defensoría 
ha desarrollado los temas atendidos 

1	  Declaración de Mérida.

en la institución en vinculación con los 
ODS, relacionándolos con los Derechos 
Humanos y estableciendo una línea base 
de abordaje de las temáticas, analizando 
determinados ODS desde la óptica de 
trabajo de la institución.2  

En el Informe Anual correspondiente a 
los años 2015-2016, se realizó la labor 
de “(…) presentar su visión desde la 
experiencia institucional de las fortalezas 
y retos que tiene el Estado costarricense 
para el cumplimiento de la llamada 
Agenda 2030 construida a partir de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (en 
adelante “los Objetivos” o los “ODS”) (…)”3. 
Esta tarea fue asumida en su condición 
de Institución Nacional de Derechos 
Humanos, condición que se obtiene por 
el continuo cumplimiento de los Principios 
de París, los cuales fueron establecidos en 
el Taller de París, en 1991, y respaldados 
por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1993. La Defensoría de los 
Habitantes ostenta ante GANHRI con una 
acreditación de estatus “A”, es decir, 
que es una institución que cumple en su 
totalidad con los estándares establecidos 
en los principios anteriormente señalados.

Asimismo, cabe apuntar que, mediante 
Decreto Ejecutivo No. 40203-PLAN-RE-
MINAE del 15 de febrero del 2017, se 
estableció para Costa Rica un Sistema 
de Gobernanza Multinivel para los ODS. 
En dicho Sistema de Gobernanza se creó 
un Comité Consultivo Asesor del Consejo 
de Alto Nivel (político) en materia de los 
ODS, del cual la Defensoría forma parte 
desde el momento de su conformación. 
De la misma manera, desde el año 2017 a 
la fecha, la Defensoría ha formado parte 
del Foro Nacional de Cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible; espacio 

2	  Informe Anual 2015-2016: Vinculación ODS 
y Derechos Humanos. Línea base. Informe Anual 
Informe Anual de Labores 2016-2017: análisis sobre la 
Gobernanza de los ODS propuesta. Se crea a nivel 
interno el Programa Pobreza y Exclusión. Informe 
Anual 2018-2019: ODS 16: Sociedades Pacíficas, 
Justas e Inclusivas. 
3	  Defensoría de los Habitantes, Informe Anual 
2015-2016, página 2.

vi
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donde anualmente los diferentes actores 
involucrados presentan los avances a nivel 
país, en relación con el cumplimiento de 
los ODS.

En este contexto, el Informe Anual de 
Labores 2021-2022, no pretende hacer un 
análisis del cumplimiento de los ODS por 
parte del Gobierno de Costa Rica, sino, 
mediante una descripción del trabajo 
realizado por la Defensoría en el período 
2021-2022, reflejar aquellas cuestiones y 
denuncias que han sido planteadas por 
los habitantes ante la Institución, en su 
carácter también de Institución Nacional 
de Derechos Humanos de Costa Rica y 
los aspectos que, en relación con los ODS, 
han generado mayor preocupación a los 
habitantes de nuestro país.

Por otra parte, el informe incluye un 
capítulo sobre el compromiso adquirido 
por el país el 25 de mayo del 2021, cuando 
Costa Rica se adhiere a la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE).  Esta organización 
tiene como objetivo lograr la coordinación 
de las políticas económicas y sociales, 
mediante el intercambio y reproducción 
de buenas prácticas para maximizar el 
crecimiento económico y el desarrollo de 
los países miembros, así como el auxilio a 
aquellos Estados que no forman parte de 
dicha organización. Lo anterior no sólo ha 
implicado un esfuerzo por parte del país 
para cumplir con los estándares definidos 
por la OCDE para poder formar parte de la 
organización, sino que implica el desarrollo 
constante de políticas que impulsen 
el mejoramiento de la educación, la 
economía y el medio ambiente.

Esta adhesión puede generar grandes 
beneficios para el país; no obstante, es 
importante recordar la necesidad de que 
estos cambios se generen siempre dentro 
del ámbito de la protección y el respeto 
a los derechos humanos, a fin de que 
todas las poblaciones vulnerables (adultos 
mayores, niños, niñas y adolescentes, 
mujeres, personas LGTBIQ+, personas 

migrantes, indígenas, personas privadas 
de libertad, etc.) puedan beneficiarse de 
estas políticas, sin que dejen de disfrutar 
plenamente de aquellos derechos que 
son inherentes a la condición de ser 
humano. Por este motivo, el presente 
Informe incluye un capítulo en el que se 
desarrollan aquellos asuntos, planteados 
por los habitantes ante la Defensoría, en 
los que el pleno disfrute de los derechos 
humanos podrían verse afectados por los 
compromisos adquiridos ante la adhesión 
a este organismo.

Finalmente, y como se ha realizado en 
todos los informes anuales presentados 
desde el inicio de labores de esta institución, 
el Informe Anual de Labores 2021-2022 
incluye un capítulo relacionado con el 
desempeño administrativo y financiero de 
la Defensoría, así como con la información 
correspondiente sobre la recepción y 
trámite de las denuncias que ingresan a 
la institución, labor fundamental para la 
defensa y promoción de los derechos e 
intereses de los habitantes. 

Este informe está elaborado de manera 
tal, que refleje la labor que día con día 
desempeña la Defensoría de los Habitantes 
para defender y promover los derechos 
humanos y los intereses de los habitantes, 
mejorar la calidad de vida de quienes 
habitan en nuestro país; así como para 
que sirva de instrumento para mejorar la 
comprensión sobre el estado de situación 
en cuanto al logro de las metas de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible y de los 
compromisos que implica la adhesión a 
la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico.
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A
ACNUR 	 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados

ADII		  Asociación de Desarrollo Integral Indígena

AMPR 		  Áreas Marinas de Pesca Responsable

ANE		  Agenda Nacional de Evaluación

ARESEP 	 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos

ASADA 	 Asociaciones Administradoras de acueductos y alcantarillados

AYA 		  Acueductos y Alcantarillados

B
BCCR		  Banco Central de Costa Rica

BNCR 		  Banco Nacional de Costa Rica

BANHVI 	 Banco Hipotecario de la Vivienda

BID 		  Banco Interamericano de Desarrollo

C
CAI 		  Centro de Atención Institucional
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CAPEMCOL	 Centro	de	 Atención	 para	 Personas	 con	 Enfermedades		
	 	 Mentales en Conflictos con la Ley

CAT 		  Comité contra la Tortura

CBA 		  Canasta Básica Alimentaria

CCPDH 	 Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos

CCSS 		  Caja Costarricense de Seguro Social

CDN 		  Convención sobre los Derechos del Niño

CDPD 		  Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con

		  Discapacidad

CECADES	 Centro de capacitación y Desarrollo

CEDAW 	 Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación

 		  Contra la Mujer

CEJIL 		  Centro por la Justicia Internacional

CEN-CINAI 	 Centro de Educación y Nutrición-Centros Infantiles

CEPAL 		 Comisión Económica para América Latina y el Caribe

CERD 		  Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

CGR 		  Contraloría General de la República 

CICAP 		 Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública

CIAD 		  Comisión Institucional de Accesibilidad y Discapacidad

CICAP-UCR 	 Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública de la

		  Universidad de Costa Rica

CENAREC	 Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva

CIC		  Centro de Información Crediticia 

CIDH 		  Comisión Interamericana de Derechos Humanos

CINDE		  Coalición de Iniciativa para el Desarrollo

COLYPRO 	 Colegio de Licenciados y Profesores

CONASSIF	 Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero

CLEI 		  Comités Locales de Educación Indígena
x
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CNA		   Código de la Niñez y la Adolescencia

CNNA 		 Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia

CNREE 		 Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial

CNP 		  Consejo Nacional de Producción

CONAMAJ 	 Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia

		  del Poder Judicial

COI 		  Centro de Orientación e Información

CONACOES 	 Comisión Nacional Contra la Explotación Sexual Comercial

CONAPDIS 	 Consejo Nacional de Personas con Discapacidad

CONAPE 	 Comisión Nacional de Préstamos para la Educación

CONAPAM 	 Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor

CONAPDIS 	 Comisión Nacional de Personas con Discapacidad

CONASIDA 	 Consejo Nacional de Atención Integral al VIH y SIDA

CONATT 	 Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas

CONESUP	 Consejo Nacional de Educación Superior

CNE 		  Comisión Nacional de Emergencia

COREDES 	 Consejo Regional de Desarrollo de la Región Brunca

CORTE IDH 	 Corte Interamericana de Derechos Humanos

CTP 		  Consejo de Transporte Público

D
DCC 		  Dirección de Cambio Climático

DHA 		  Derecho Humano a la Alimentación

DHR 		  Defensoría de los Habitantes de la República

DIC-CTP o DIC Departamento de Inspección y Control del Consejo de Transporte Público

DESAF 		 Dirección de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares

DESC 		  Derechos Económicos, Sociales y Culturales
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DGME 		 Dirección General de Migración y Extranjería

DIEE 		  Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo

DIMEX 		 Documento de Identidad Migratorio

DUDH 		  Declaración Universal de Derechos Humanos

DUA 		  Diseño Universal para el aprendizaje

DIEE		  Dirección de infraestructura

DGSC 		  Dirección General de Servicio civil

E
EBAIS 		  Equipos básicos de atención integral en Salud

EDUS 		  Expediente Digital Único en Salud

ENAO 		  Encuesta Nacional de Hogares

ENADIS 	 Encuesta Nacional Hogares sobre discapacidad

EPD 		  Estrategia Puente al Desarrollo

EPU 		  Examen Periódico Universal

ERCnT 		 Enfermedad Renal crónica no tradicional

ERC 		  Enfermedad renal crónica

F 
FAO 		  Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 

FECODIS 	 Federación de Organizaciones con Discapacidad 

FEES 		  Fondo Especial de la Educación Superior 

FIV F		  ertilización In Vitro 

FIO 		  Federación Iberoamericana del Ombudsman 

FODESAF 	 Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares 

FONABE 	 Fondo Nacional de Becas 

FONAFIFO 	 Fondo Nacional de Financiamiento Forestal 
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FONATEL 	 Fondo Nacional de Telecomunicaciones 

G
GAM 		  Gran Área Metropolitana 

GANHRI 	 Alianza Global de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 

		  (por sus siglas en inglés) 

GpRD 		  Gestión para Resultados y Desarrollo 

H
HIVOS		  Instituto Humanista para la cooperación de los Países Bajos 

I
ICD 		  Instituto Costarricense Sobre Drogas 

ICE 		  Instituto Costarricense de Electricidad 

ICODER	 Instituto Costarricense del Deporte y Recreación 

IIDH 		  Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

IMAS		  Instituto Mixto de Ayuda Social 

INA		  Instituto Nacional de Aprendizaje 

INAMU 		 Instituto Nacional de la Mujer 

INCOPESCA 	 Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura 

INDH 		  Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 

INDER 		  Instituto de Desarrollo Rural 

INEC 		  Instituto Nacional de Estadística y Censos 

INFOCOOP 	 Instituto Nacional de Fomento Cooperativo 

INVU 		  Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo 

IPM 		  Índice de Pobreza Multidimensional 
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ITSP 		  Índice de Transparencia para el Sector Público Costarricense 

IVA 		  Impuesto Valor Agregado

IVM  		  Régimen de pensiones Invalidez , vejez y muerte 

L
LGBTI 		  Gays, Lesbianas, Bisexuales, Transgénero, Transexuales, Travestis e Intersex 

LGAP 		  Ley General de Administracion Pública 

LGME 		  Ley General de Migración y Extranjería 

LPVCM 	 Ley de Penalización de Violencia contra las mujeres

M
MAG 		  Ministerio de Agricultura y Ganadería 

MEP 		  Ministerio de Educación Pública 

MEIC 		  Ministerio de Economía Industria y Comercio

MIDEPLAN 	 Ministerio de Planificación Nacional 

MINAE 		 Ministerio de Ambiente y Energía

MIPYME 	 Micro, Pequeña y Mediana Empresa

MIVAH 		 Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos

MNPT 		  Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura

MS 		  Ministerio de Salud

MSP 		  Ministerio de Seguridad Pública

MTSS 		  Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

O
OACNUDH 	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos

		  Humanosxiv
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OCDE 		 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

ODS 		  Objetivos de Desarrollo Sostenible

OEA 		  Organización de Estados Americanos

ONU 		  Organización de las Naciones Unidas

OIM 		  Organización Internacional para las Migraciones

OIT 		  Organización Internacional del Trabajo

OMS 		  Organización Mundial de la Salud

OPS 		  Organización Panamericana de la Salud

P
PANEA 	 Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y Adolescente

PANI 		  Patronato Nacional de la Infancia

PGR 		  Procuraduría General de la República

PIEG 		  Política de Igualdad y Equidad de Género

PIB 		  Producto Interno Bruto

PEN 		  Programa Estado de la Nación en Desarrollo Sostenible,

		  Estado de la Educación Costarricense

PIFJ 		  Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales

PLANOVI 	 Plan Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar

PNDT	  	 Plan nacional de Desarrollo de las telecomunicaciones

PNUD 		  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

PONADIS 	 Política Nacional de Discapacidad

PYMES		  Pequeña y mediana empresas

R
REB		  Red de Educación del Bicentenario

RECOPE 	 Refinadora Costarricense de Petróleo
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REDCUDI 	 Red Nacional de Cuido

RIT 		  Red Institucional de Transparencia de la Defensoría de los Habitantes de la 	
		  República

RIPSS 		  Plan de rompimiento de redes

RNC 		  Régimen no Contributivo de Pensiones

S
SAN 		  Sistema de Seguridad alimentaria nutricional

SETENA 	 Secretaría Técnica Nacional Ambiental

SNGR 		  Sistema Nacional de Gestión de Riesgo

SNP 		  Sistema Nacional de Pensiones

SI 		  Solicitud de Intervención

SIDA 	 	 Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida

SINAC 		 Sistema Nacional de Áreas de Conservación

SINIRUBE 	 Sistema de Información y Registro Único de Beneficiario

SUMEVIG 	 Sistema Unificado de Medición Estadística de la Violencia de Género en 	 	
		  Costa Rica 

SUPEN		  Superintendencia de pensiones

SUGEF	 	 Superintendencia de entidades financieras

SUTEL 		  Superintendencia de Telecomunicaciones 

T
TSE 		  Tribunal Supremo de Elecciones 

U
UCCAEP 	 Unión Costarricense de Asociaciones y Cámaras Del Sector Empresarial 		
		  Privado 

UCR 		  Universidad de Costa Rica 
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UNED 		  Universidad Estatal a Distancia 

UNICEF 	 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

UNFPA 		 Fondo de Población de las Naciones Unidas 

UMRA		  Unidad de Medición reproductiva de alta complejidad

V
VIH 	 	 Virus de Inmunodeficiencia Humana
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1. Marco filosófico y estratégico.

La Defensoría de los Habitantes, al inicio 
de mi mandato como Defensora de los 
Habitantes de la República, aprobó en el 
20191 su Plan Estratégico Institucional 2019-
2023 (PEI 2019-2023), que en su proceso 
de elaboración tuvo una amplia parti-
cipación del funcionariado institucional; 
gracias a ello se logró: “…. orientar el ac-
cionar institucional hacia la consecución 
de sus objetivos y metas; (…) establece[r] 
un orden y prioriza[r] hacia dónde enfocar 
los esfuerzos tomando como referencia los 
recursos con que se cuentan y las deman-
das que se pueden y deben satisfacer; [y] 
dar seguimiento a lo planeado, evaluar lo 
alcanzado y re direccionar lo imprevisto”. 
Adicionalmente, este ejercicio institucional 
permitió revisar el marco filosófico y estra-
tégico de la institución y se renovó tanto la 
visión y misión institucional en los siguientes 
términos:

•	 VISIÓN: Seremos una institución di-
námica y fortalecida; accesible y re-
gionalizada, con legitimidad e inci-
dencia en todo el país; eficiente en 

1	  Acuerdo N° 2197 del 31 de enero de 2019

la utilización de las herramientas del 
ordenamiento jurídico; innovadora 
de sus estrategias de intervención 
para que sean acordes a la realidad 
nacional; contribuyendo así al me-
joramiento de la gestión del sector 
público y a la calidad de vida de las 
habitantes y los habitantes.

•	 MISIÓN: Proteger a las habitantes 
y los habitantes frente a las accio-
nes y omisiones del Sector Público, 
mediante un control de legalidad, 
justicia y ética por medio de la pre-
vención, defensa, promoción y di-
vulgación de sus derechos e intere-
ses. 

A partir de la vigencia del Programa 
Estratégico Institucional PEI 2019-2023, la 
Defensoría estableció diferentes procesos 
de planificación de corto, mediano y largo 
plazo se sustentaran en enfoque basado 
en derechos humanos y desde una pers-
pectiva de gestión para resultados2.

2	  En línea con lo planteado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo “La Gestión para 
Resultados (GpR) es una estrategia de gestión 
pública que conlleva tomar decisiones sobre la base 
de información confiable acerca de los efectos 
que la acción gubernamental tiene en la sociedad, 

DESARROLLO Y FORTALECIMIENTO 
INSTITUCION: “Hacia una Defensoría 
planificada con un enfoque de Derechos 
Humanos y en la gestión para el desarrollo 
(ODS-OCDE)”

CAPÍTULO 1

“Todos los derechos, para todas las perso-
nas, en todo lugar y a toda hora” CCS.

1
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Adicionalmente, la hoja de ruta para el 
período 2019-2023 se sustentó en cinco 
ejes de acción donde cada uno de ellos 
se encuentra vinculado a un proceso sus-
tantivo de trabajo, mismos que se encuen-
tran estructurados bajo objetivos estraté-
gicos, los que a continuación se reseñan:

•	 Consolidar la confianza de las y los 
habitantes en la defensa de sus de-
rechos e intereses mediante la iden-
tificación y diseño de estrategias de 
defensa oportunas, efectivas, inno-
vadoras e integrales que permita 
incidir a la vez, como resultado de 
ello, en la mejora del desempeño de 
las instituciones públicas y en cum-
plimiento de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible por parte del país.

•	 Contribuir mediante procesos de 
educación en Derechos Humanos 
(DDHH), dirigidos a la instituciona-
lidad pública y a la sociedad civil, 
para fortalecer el diálogo social y la 
convivencia democrática en pos de 
una sociedad inclusiva, pluralista, in-
formada, empoderada y respetuosa 
de los DDHH.

•	 Propiciar una cultura de mejora con-
tinua bajo la incorporación de estra-
tegias de desarrollo organizacional, 
mediante el fortalecimiento de pro-
cesos de trabajo y de la regionali-
zación institucional, para maximizar 
el valor público3 brindado a los y las 
habitantes.

•	 Propiciar una cultura de mejora con-
tinua bajo la incorporación de estra-
tegias de desarrollo organizacional, 

su objetivo final se traduce en el valor público que 
genera cada intervención pública.”
3	  De acuerdo con la Comisión Económica para 
América Latina se entiende como valor público “… 
el valor que los y las ciudadanos dan a los bienes y 
servicios recibidos del Estado si éstos satisfacen una 
necesidad sentida con calidad y oportunidad, es 
un mecanismo potente para el logro del desarrollo 
sostenible. El concepto no solo permite confluir 
objetivos sociales, económicos y ambientales en 
definiciones estratégicas e intervenciones de las 
instituciones públicas, sino también admite los 
principios para una implementación indivisible, 
universal, participativa y democrática”.

mediante el fortalecimiento de pro-
cesos de trabajo y de la regionali-
zación institucional, para maximizar 
el valor público brindado a los y las 
habitantes.

Potenciar las capacidades del talento 
humano mediante el desarrollo y gestión 
de sus conocimientos y destrezas como 
herramientas para mejorar la capacidad 
creativa en la educación y defensa de los 
derechos de las y los habitantes.

Impulsar el desarrollo y mejoramiento de 
la infraestructura física y tecnológica para 
potencializar las capacidades instituciona-
les a nivel central y regional.

De acuerdo con los lineamientos de la 
“Teoría de las organizaciones” se plasmó 
un marco filosófico y estratégico preciso 
que permitió que tanto la estrategia como 
la táctica estuvieran alineados con un 
enfoque de Derechos Humanos; y, que se 
priorizara la gestión sustantiva institucional 
en la atención, protección, promoción y 
defensa de los derechos e intereses de las 
y los habitantes, en función del plan estra-
tégico de la Defensoría de los Habitantes 
(PEI 2019-2023) de cara a la construcción 
de una institución eficiente, pertinente y 
moderna, que haga de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenibles (ODS-Agenda 2030-
ONU) y de los indicadores de bienestar 
generados por la Organización de la 
Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) los pilares en la hoja de ruta-país 
al 2030.

2. Mejora de procesos.

Dentro de la ruta de desarrollo que ha 
emprendido la Defensoría, la institución 
ha dado continuidad: a) al fortalecimien-
to de procesos y la eliminación de trabas 
burocráticas identificados a partir de la 
planificación estratégica institucional, y b) 
programación a largo plazo que deberá 
evaluarse y reformularse próximamente 
para ponerse en marcha a partir del 2023, 
esto ha implicado que los esfuerzos estén 
dirigidos hacia el logro de los objetivos y 

2
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metas establecidas en el plan estratégico, 
como se reseña a continuación.

2.1. Tipología: Uno de los proyectos más 
importantes en los que se trabajó durante 
el 2021-2022 ha sido la elaboración de la 
nueva estructura de la tipología institu-
cional, herramienta fundamental en el 
funcionamiento de la institución, construi-
da a partir de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), mediante la cual se esta-
blece la categorización de los asuntos, se 
proponen nuevas formas de trabajo, brin-
da el respaldo para ajustes estructurales 
que requiere la institución y genera mayor 
cantidad de datos respecto a información 
de registro; lo cual constituye una herra-
mienta técnica para hacer más eficiente y 
eficaz la gestión de la Defensoría. 

2.2. Mejora en los registros de las denun-
cias:  En línea con lo que se plantea en la 
propuesta de tipología se trabajó en pro-
mover el correcto registro de los datos del 
expediente, así como la incorporación de 
nuevos parámetros que permitan generar 
información fundamental para la toma de 
decisiones, como por ejemplo la variable 
de “Alcance”, parámetro que permite 
iniciar con la medición de incidencia de la 
gestión institucional, permite clasificar y di-
ferenciar las denuncias de naturaleza co-
lectiva; o que afectan a una colectividad, 
respecto de aquellas de orden individual. 
Permitiendo su ubicación espacial a nivel 
territorial.

Otro parámetro incorporado en la captura 
de información es el dato de la víctima de 
la denuncia planteada, en casos, espe-
cialmente de poblaciones vulnerables, la 
persona que presenta la denuncia no es 
precisamente la que sufre la vulneración 
de un derecho, por ejemplo en casos de 
personas menores de edad, normalmente 
las personas que presentan la denuncia 
son los familiares o docentes, en la po-
blación adulta mayor tenemos a los fami-
liares, vecinos o amigos, así mismo en la 
población privada de libertad. 

La captura de nuevos datos, así como la 
depuración de los actuales, es parte del 
Plan de Depuración de Datos que busca 
desarrollar la herramienta informática 
con la que cuenta la institución con el fin 
de generar más información y de mayor 
calidad para el establecimiento de estra-
tegias y la toma de decisiones oportunas.

2.3. Cambio de Nomenclatura en las 
Direcciones de la Institución.

En el marco del alineamiento de los proce-
sos institucionales de cara a la mejora en 
el tratamiento de la casuística generada 
a partir de las denuncias que interpo-
nen las personas habitantes, se procedió 
a renovar el marco competencial de 
cada Dirección y por ende su cambio de 
Nomenclatura.

En la actualidad y con miras a la mejor ad-
ministración de los casos, las Direcciones 
de Defensa fueron denominadas bajo los 
siguientes títulos.

2.3.1.  Dirección de Admis ibi l idad y 
Atención Inmediata.

2.3.2. Dirección de Gobernanza Pública.

2.3.3. Dirección de Calidad de Vida.

2.3.4. Dirección de Mujer.

2.3.5. Dirección de Asuntos Laborales.

2.3.6. Dirección de Niñez, Adolescencia y 
Juventud.

2.3.7.  Di rección de Igualdad y No 
Discriminación.

2.3.8. Dirección de Regionales.

2.3.9. Instituto de Educación de Derechos 
Humanos.

2.3.10. Dirección de Estudios Económicos y 
Desarrollo

3
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2.4. Política de Rotación.

La Defensoría de los Habitantes de la 
República, desde su fundación hasta el 
día de hoy, mantuvo una política estática 
en relación a las personas que trabajaban 
en cada Dirección de la Institución, lo 
cual contraviene la sana administración, 
y también, las políticas de control interno 
que ha emitido la Contraloría General  de 
la República (CGR), de ahí que, en esta 
Administración, por vez primera en su his-
toria, la totalidad de las y los funcionarios 
Directores fueron rotados de puesto en 
cumplimiento de dicha normativa dela 
CGR.

3. Procesos de planificación y evalua-
ción institucional

El Plan Anual Operativo (PAO), es el plan 
de corto plazo que busca la eficiencia y 
eficacia articulado a los recursos finan-
cieros, humanos y tecnológicos. En este 
proceso, se delegó en la Dirección de 
Planificación y Desarrollo Institucional (en 
adelante DPDI), la función de acompañar 
y asesorar a las diferentes unidades para 
formular objetivos y metas concretas y cla-
ras, de manera que pueda garantizar los 
productos y servicios que las Direcciones 
deben lograr enlazado con el presupuesto 
asignado. Estos compromisos por su nivel 
de importancia y rigurosidad marcan los 
ejes de acción en materia de defensa y 
de educación en derechos humanos y la 
dinámica de trabajo de las direcciones 
sustantivas.

Aspectos conceptuales y metodológi-
cos: La Defensoría se encuentra en fase 
de implementación de la Gestión para 
Resultados y Desarrollo (GpRD), buscando 
con ello, no sólo la articulación entre la 
planificación de las metas y objetivos con 
el presupuesto, sino también, que la pla-
nificación institucional se oriente a partir 
de los cinco pilares GpRD: Planificación 
para Resu l tados ;  P resupuesto  por 
Resultados; Gestión Financiera, Auditoría 
y Adquisiciones; Gestión de Programas y 

Proyectos; y Seguimiento y Evaluación, en 
todas las direcciones de la Institución.

4. El Sistema de Control Interno como 
base del sistema de planificación 
institucional

La institución ha seguido trabajando fuer-
temente para perfeccionar su sistema de 
control interno, en el marco del Acuerdo 
N° 2319 del 16 de febrero de 2021, vigente 
en la actualidad. 

Durante el período 2021-2022 y de confor-
midad con el tercer Objetivo Estratégico 
Institucional, el cual es propiciar una cul-
tura de mejora continua bajo la incorpo-
ración de estrategias de desarrollo orga-
nizacional, mediante el fortalecimiento de 
procesos de trabajo y de la regionalización 
institucional, para maximizar el valor públi-
co brindado a los y las habitantes, se ha es-
tablecido como Objetivo Operativo desa-
rrollar el Sistema de Control Interno, como 
estrategia para coadyuvar en el buen uso 
de los recursos públicos, así como garan-
tizar eficiencia y eficacia de la gestión; 
integrando a toda la organización.

4.1. La Autoevaluación Institucional de 
Control Interno 2021

Durante el 2021, se aplicó la Autoevaluación 
Institucional anual, como así lo dispone la 
Ley General de Control Interno N° 8292. 
Una vez aplicada la herramienta, recibi-
das las matrices y efectuado el correspon-
diente análisis, se detectaron, entre otros, 
los siguientes hallazgos: “Los resultados que 
proporcionó este ejercicio, permiten cons-
tatar que el componente de ambiente de 
control se ha fortalecido y son pocas las 
debilidades por enmendar, estableciendo 
para ello algunas actividades correctivas 
con el de mejora”. 

4.2. El Sistema Específico de Valoración de 
Riesgos (SEVRI) 2021

En el presente año 2022, por vez prime-
ra en la historia institucional, se aplicó el 
análisis de la valoración de riesgos a nivel 

4



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
institucional de forma distinta a como ve-
nía aplicando y en su lugar se impuso su 
realización de conformidad con los linea-
mientos  establecidos en el artículo 18 de 
la Ley Nº 8292 ibidem, a efectos de contar 
con un Sistema Específico de Valoración 
del Riesgo Institucional (SEVRI),  que permi-
ta identificar de forma adecuada el nivel 
de riesgo institucional y adoptar los  méto-
dos de uso continuo y sistemático, a fin de 
analizar y administrar los riesgos.  

Para tales efectos se emitió del Acuerdo N° 
2131 del 8 de febrero de 20184, en correla-
ción con el Oficio N° DPDI-DH-1131-2021, 
a efectos de que los análisis en materia 
de riesgos institucionales correspondiesen 
con los criterios y directrices generales pro-
mulgados por la Contraloría General de la 
República.

Los resultados obtenidos con el SEVRI, 
permitieron llegar, entre otras, a la si-
guiente conclusión:  “Los datos arrojados 
de la matriz principal, evidenciaron que, 
a nivel general,  el mayor número de 
porcentaje de parámetro de riesgo se 
destaca como  permisible, lo cual infiere 
un parámetro positivo para la administra-
ción, en cuanto a la categorización de la 
mayoría de los riesgos.”  No obstante, se 
adoptaron medidas correctivas referidas 
para cada riesgo en los  diversos niveles: 
por parte de la Jerarquía, las y los titulares 
subordinados; y,  funcionarios específicos; 
en función de los distintos alcances  de 
cada riesgo y de cara a los diferentes 
grados de responsabilidad administrativa. 

5. Metodologías y herramientas de for-
talecimiento del trabajo funcionarial 
de cara a la persona Habitante. 

5.1. Elaboración de una nueva metodolo-
gía de evaluación del desempeño de cara 
al trabajo funcionarial tomando como 
parámetro de medición el cumplimien-
to de las responsabilidades del Manual 
Descriptivo de Puestos y la evaluación del 

4	  Informe del Sistema Específico de Valoración de 
Riesgos (SEVRI) 2021.

cumplimiento de las metas de gestión insti-
tucional contempladas en el PAO.

La entrada en vigencia de la Ley de 
Empleo Público impone como reto, para la 
Institución Nacional de Derechos Humanos 
la construcción de una nueva metodolo-
gía que integre factores para la evalua-
ción del desempeño a partir de su vin-
culación con la evaluación de la gestión 
institucional, es decir, la satisfacción de la 
persona usuaria de nuestros servicios de 
protección y promoción de derechos; así 
como el cumplimiento objetivo de las fun-
ciones adscritas al cargo y contempladas 
en el Manual Descriptivo de Puestos.

Este nuevo modelo de evaluación del des-
empeño tiene por objetivo el fomentar la 
eficacia de los funcionarios de la DHR bajo 
parámetros objetivos que estimulen su 
desarrollo profesional y la contribución de 
cada funcionario al logro de la eficiencia 
en el servicio público. 

6-. Infraestructura Organizacional:

6.1. Organización:

De conformidad con la independencia 
administrativa y funcional reconocida a 
la Defensoría, la Institución, a través de 
su jerarca, tiene la potestad de definir la 
estructura organizacional que garantice 
en mejor forma el cumplimiento de las 
funciones y atribuciones reconocidas a la 
Institución. 

Esta estructura, fue modificada mediante 
acuerdo No. 2438 del 08 de abril del 2022 
quedando de la siguiente manera:

1) Al Despacho del Jerarca Institucional, 
estarán adscritas las siguientes direcciones:
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a.	Dirección de Despacho

b.	Dirección de Asuntos Jurídicos

c.	Dirección de Planificación y Desarrollo 
Institucional

d.	Departamento de Tecnologías de la 
Información

e.	Departamento de Comunicación 
Institucional

f.	 Unidad de Asuntos Internacionales

g.	Unidad de Asuntos Legislativos

h.	Unidad de Atención de Quejas y 
Consultas de Habitantes

i.	 Unidad de Mecanismo Nacional 
de Supervisión de la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad por el Estado de Costa 
Rica

2) Consejo de las personas habitantes y de 
las personas funcionarias

3) Auditoría Interna

4) Dirección Administrativa

a.	Departamento Financiero-Contable

b.	Departamento de Recursos Humanos

c.	Departamento de Proveeduría y 
Servicios Generales

d.	D e p a r t a m e n t o  d e  A r c h i v o  y 
Correspondencia

e.	Unidad Médica y Salud Ocupacional 
(Según acuerdo N° 1675 del 25 de enero 
de 2012)

5) Dirección de Admisibilidad

6) Direcciones de Defensa

a.	Dirección de la Defensoría de la Mujer

b.	D i r e c c i ó n  d e  I g u a l d a d  y  n o 
Discriminación

c.	Dirección de Calidad de Vida

d.	Dirección de Gobernanza Pública

e.	Dirección de Niñez, Adolescencia y 
Juventud 

f.	 Dirección de Estudios Económicos y 
Desarrollo

g.	Dirección de Asuntos Laborales

7) Instituto de Educación en Derechos 
Humanos de la Defensoría de los Habitantes

8) Dirección de Oficinas Regionales

a.	Oficina Regional Brunca

b.	Oficina Regional Atlántica

c.	Oficina Regional Huetar Norte

d.	Oficina Regional Chorotega

e.	Oficina Regional Sur Sur

9) Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura (Creado como órgano con des-
concentración máxima de la Defensoría 
de los Habitantes mediante Ley N° 9204 del 
12 de diciembre del 2013)

6.2. Descripción de Unidades 
Organizacionales.

Despacho de la Defensora y del Defensor 
Adjunto, está conformado por:

El Defensor (a) de los Habitantes y el 
Defensor (a) Adjunto (a), una persona 
Director(a) de Despacho a quien le co-
rresponde coordinar las relaciones con el 
personal asignado al despacho y con las 
diferentes Direcciones de la Defensoría, 
personal de confianza, personal profesio-
nal y personal de apoyo.  También cuenta 
con un Director de Asuntos Jurídicos y la 
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Dirección de Planificación y Desarrollo 
Institucional que coadyuvan en su que-
hacer diario.  Las funciones del Despacho 
son: 

•	 Facilitar el planeamiento y colaborar 
en el control de la gestión institucio-
nal: Coordinar la elaboración de los 
estatutos y demás normas internas 
de la institución.

•	 Conocer, evaluar y elaborar una 
recomendación al Defensor (a) de 
los Habitantes sobre las solicitudes 
de las Direcciones de Defensa para 
revocar admisibilidades, e informes 
finales. 

•	 Ordenar, previa autorización del De-
fensor (a) de los Habitantes, la aper-
tura de expedientes y el correspon-
diente registro de las investigaciones 
de oficio que sean de interés institu-
cional. 

Dirección de Asuntos Jurídicos

De acuerdo con el  contenido del 
Estatuto Autónomo de Organización 
de la Defensoría de los Habitantes de 
la República (DHR) y sus reformas, se 
procedió a establecer en el ejercicio 
administrativo una modificación en al 
cuerpo jurídico de cita, con la intención 
de organizar institucionalmente el ejercicio 
administrativo y de forma paralela uniformar 
estrategias de dirección, que mejoraran 
el cumplimiento de las atribuciones que 
por mandato estatutario despliega la 
Dirección de Asuntos Jurídicos, misma que 
se encuentra adscrita al Despacho de la 
Defensora de los Habitantes.

En ese estadio, le correspondió a la 
dirección ejercer funciones dentro del 
ámbito de la juridicidad, en virtud de 
constituirse en el órgano superior consultivo, 
técnico-jurídico de la institución, ejerciendo 
actos que apoyan, orientan o resuelven 
las necesidades requeridas, cuando así es 
solicitado. Además, correspondió emanar 

posición legal, en resguardo y garantía, a 
las pautas institucionales conforme con los 
objetivos desarrollados en el plan anual de 
trabajo. 

Dentro de las actividades desarrolladas, se 
llevaron a cabo las funciones acordes con 
los siguientes planteamientos.

a.	 Análisis en plazos establecidos, 
según las solicitudes de inter-
posición de procesos judiciales 
que ingresan a la Dirección a 
efectos de ejercer una defen-
sa oportuna y efectiva de los 
derechos de habitantes en el 
ámbito judicial.

b.	 Formulación y revisión de recur-
sos jurisdiccionales como fue 
ene caso específico, procesos 
constitucionales, contencioso 
administrativo y laborales. 

c.	 Se brindó asesoría técnico jurí-
dica requerida, a través de la 
emisión de criterios jurídicos for-
males, para la toma de decisio-
nes oportuna y eficaz por parte 
de la administración superior.

d.	 Facilitación de asesoría jurídica 
para respaldar jurídicamente 
las decisiones y actos que emi-
te la institución en todos los pro-
cesos de contratación admi-
nistrativa que realiza. Aunado 
a la elaboración y revisión de 
Acuerdos administrativos.

e.	 Elaboración de citaciones di-
rigidas a funcionarios públicos 
incumplientes en plazos cortos 
para promover mayores niveles 
de eficiencia y eficacia en el 
proceso de defensa.

f.	 Se ejerció la defensa técnica 
de la institución cuando es 
recurr ida en procesos de 
amparo o en otro t ipo de 
procesos judiciales, revisando 
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en cada caso lo actuado por la 
institución para generar, de ser 
el caso, insumos que permitan 
la adopción de medidas de 
mejora continua.

g.	 Se requir ió la elaboración 
de procesos  que l leva a 
cabo la DAJ a través de la 
elaboración de procedimientos 
que  perm i ten  ident i f ica r 
oportunidades de mejora en 
la gestión para incrementar la 
eficiencia y la eficacia en cada 
de las acciones que se realizan.

Ahora bien, mediante la creación y pos-
terior publicación en el diario Oficial la 
Gaceta del Acuerdo 2342 del 11 de mayo 
de 2021, se establecieron cambios que 
permitieron adecuar la práctica conforme 
con los lineamientos técnicos, que com-
ponen el ordenamiento jurídico, precisa-
mente en atención de los requerimientos 
dictados a solicitud por el Despacho de la 
Jerarca. Lo descrito, con respeto absoluto 
a la independencia funcional y de criterio 
de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Dentro de ese ejercicio, la Dirección ha 
debido ejercer esas atribuciones con es-
pecial cuidado, en representación y en 
defensa de los intereses institucionales, en 
procesos administrativos y judiciales, tanto, 
donde la institución ha sido demandada, 
o bien cuando con fundamento en las 
potestades delegadas por el legislador, ha 
procedido a elevar a instancias superiores, 
sea administrativas y jurisdiccionales, en 
defensa de los derechos e intereses de 
los y las habitantes; con la intención de 
proteger, garantizar y buscar una repara-
ción, frente acometidas o situaciones que 
como fue indicado contraviene el bloque 
de juridicidad.

Lo descrito, a partir de acciones, omisio-
nes o simples actuaciones de las adminis-
traciones públicas, en el ejercicio de sus 
atribuciones.

Además, se ejercieron actividades como 
la presentación de coadyuvancia, como 
complemento y atención de situaciones 
que afectan el Estado democrático de 
derecho, encaminadas a la libertad de 
prensa, actividad piñera, utilización del 
agroquímico en perjuicio de las abejas 
(fipronil), falta de resolución administrativa, 
en relación con ajustes y determinación 
tarifaria en combustibles.

En esa línea, se ha debido recurrir incluso 
a presentar acciones ante el Ministerio 
Público, precisamente cuando en el ejer-
cicio de la actividad administrativa, han 
sido detectadas situaciones contrarias a la 
legalidad y que deben ser puestas en co-
nocimiento de la autoridad competente, 
para que determine lo procedente en el 
caso concreto.

Igualmente, en cumplimiento de las atribu-
ciones y en cumplimiento de los requerido 
por la Defensora de los Habitantes, se han 
emitido dictámenes relacionados entre 
otros temas:

Criterio jurídico sobre vacunación del fun-
cionariado, ejercicio y autonomía de las 
auditoría interna, exenciones por créditos 
familiares ante el Ministerio de Hacienda, 
suscripción de convenios de cooperación 
interinstitucional, atención de contrata-
ción administrativa en el SICOP, criterio 
sobre aspectos referente a plazas labo-
rales y recurso humano, validez de los 
correos electrónicos como forma de co-
municación administrativa, resoluciones y 
criterios técnico jurídicos, delegación de 
firmas, régimen de prohibición laboral del 
funcionariado, sobre actividades ajenas a 
la Defensoría de los Habitantes, participa-
ción de la Defensoría de los Habitantes, en 
redes y comisiones locales, aplicabilidad, 
acumulación y goce de vacaciones del 
personal, citación de funcionarios por 
parte de la institución, extensión de certi-
ficaciones documentales, entre otros; que 
han permitido orientar la actividad institu-
cional, conforme al conjunto de normas, 8
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reglas y valores que forman parte de la 
actividad organizacional.

Aunado  a lo anterior, se da la partici-
pación en los proyectos de creación o 
reforma de la normativa interna de la 
institución.

Recuento de acciones jurisdiccionales 
cursadas

Ø RECURSOS DE AMPARO 

· Expediente: 21-016997-0007-CO. DHR: 
accionante Estado: rechazado de plano 
La DHR interpuso un recurso de amparo 
contra el señor Carlos Alvarado Quesada, 
ex Presidente de la República, y contra el 
señor Elián Villegas Valverde, ex Ministro 
de Hacienda, ante la omisión de las auto-
ridades recurridas en asumir la obligación 
encomendada por el legislador, en el 
transitorio XL de la Ley de Fortalecimiento 
de las Finanzas Públicas, N° 9635, que es-
tablece el deber de instalar los equipos y 
los sistemas de la tecnología que posibilite 
la inspección no intrusiva del 100% de las 
mercancías que pasen como exportacio-
nes o importaciones por las fronteras terres-
tres, puertos y aeropuertos de todo el país. 

· Expediente: 21-014068-0007-CO DHR: par-
te interesada Estado: declarado sin lugar 
La DHR se apersonó al proceso como par-
te interesada a fin de solicitar una medida 
cautelar en favor de una persona menor 
de edad, dentro de proceso de amparo 
en el cual la parte recurrente denunció di-
versas actuaciones achacables al Patrono 
Nacional de la Infancia, relacionadas con 
la finalidad de brindar el derecho a la 
lactancia materna y garantizar el vínculo 
materno de la persona menor de edad. 

· Expediente: 21-023974-0007-CO DHR: re-
currida Estado: declarado sin lugar Recurso 
de amparo interpuesto por habitante que 
reclamó la dilación en atender una solici-
tud interpuesta ante la Defensoría, referida 
a ARESEP. 

· Expediente: 21-004852-0007-CO DHR: re-
currida Estado: declarado sin lugar Recurso 
de amparo interpuesto por habitante que 
reclamó la dilación en atender una solici-
tud interpuesta ante la Defensoría, referida 
a proyecto VIH. 

· Expediente: 21-022865-0007-CO DHR: 
recurrida Estado: declarado con lugar 
Recurso de amparo interpuesto por ha-
bitante que reclamó la dilación en aten-
der una solicitud interpuesta ante la 
Defensoría, referida al estado de vacu-
nación de las personas funcionarias en la 
DHR. Mediante resolución Nº 2022-002068 
la Sala Constitucional atendió una gestión 
de adición y aclaración interpuesta por la 
DHR, mediante la cual determinó que la 
declaratoria del recurso con lugar no im-
plicaba especial condenatoria en costas, 
daños y perjuicios. 

· Expediente: 21-014788-0007-CO DHR: 
recurrida Estado: en trámite La Sala 
Constitucional brindó audiencia a la DHR 
sobre recurso de amparo referido a la falta 
de protocolos y reglas técnicas que deben 
existir como consecuencia de la reforma 
al artículo 70 del “Reglamento para las ac-
tividades de Aviación Agrícola”, de 16 de 
octubre de 2003, que en criterio del accio-
nante coloca en grave peligro a la salud 
de las personas -particularmente a gestan-
tes y niños- que residen en las cercanías 
de las fincas bananeras que se ubican en 
el cantón de Matina, quienes día a día se 
ven expuestos a agroquímicos. 

· Expediente: 21-008505-0007-CO DHR: 
recurrida Estado: declarado con lugar 
Recurso de amparo interpuesto por ha-
bitante que reclamó la dilación en aten-
der una solicitud interpuesta ante la 
Defensoría, referida al PANI. El recurso fue 
declarado con lugar sin especial conde-
natoria en costas, daños y perjuicios. 

Ø AMPAROS DE LEGALIDAD 

· Expediente: 21-002644-1027-CA DHR: 
recurrente Estado: declarado con lugar 
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Amparo de legalidad interpuesto por la 
DHR contra ARESEP, por la falta de reso-
lución de una gestión interpuesta el 29 
de octubre de 2020, referida a la meto-
dología tarifaria para fijar el precio de los 
combustibles. 

Ø JURISDICCIÓN LABORAL 

· Expediente: 22-000148-0173-LA Proceso: 
solicitud de medidas cautelares DHR: 
demandada Estado: sentencia de pri-
mera instancia declaró sin lugar Persona 
funcionaria de la Defensoría solicitó me-
didas cautelares ante la decisión de la 
Administración de trasladar su plaza de 
una Dirección a otra. 

· Expediente: 21-000527-0942-LA Proceso: 
demanda ordinaria laboral empleo públi-
co DHR: demandada Estado: Juzgado se 
declaró incompetente Persona ex funcio-
naria de la Defensoría reclama pagos re-
troactivos por concepto de zonaje, recla-
sificación y reajustes salariales. El Juzgado 
de Trabajo se declaró incompetente en 
razón de la materia, y ordenó remitir el 
asunto al Tribunal Procesal Contencioso 
Administrativo.

La Auditoría Interna es quien vela por que 
se cumpla la normativa vigente y el control 
interno.		

La Dirección de Admisibilidad es la res-
ponsable de recibir las quejas y consultas 
que se presentan ante la Defensoría de los 
Habitantes. Corresponde a esta Dirección 
la declaratoria, mediante resolución moti-
vada, de la admisibilidad o inadmisibilidad 
de las quejas, así como la apertura del res-
pectivo expediente cuando corresponda, 
la orientación y evacuación de consultas 
que formulen los habitantes por cualquier 
medio y la tramitación de expedientes por 
omisión de respuesta forma la atención 
inmediata, en coordinación con las direc-
ciones de Defensa, de aquellos asuntos 
que por su naturaleza requieran la urgente 
intervención de la institución.

La Dirección de Oficinas Regionales dirige 
la labor de las seis oficinas regionales de 
la Defensoría de los Habitantes en distintas 
zonas del país con el objetivo de llevar la 
atención y servicio lo más cercano posible 
del habitante. 

La Dirección de la Defensoría de la Mujer 
es un órgano consolidado de la estructura 
orgánica de la institución, su existencia se 
fundamenta en lo establecido por el artí-
culo 23 de la Ley Nº 7142, en los resultados 
alcanzados por el movimiento costarri-
cense de mujeres y en los compromisos 
asumidos por la institución al verificarse el 
traslado de la Defensoría de la Mujer a la 
Defensoría de los Habitantes. Le corres-
ponde atender, tramitar, investigar y pre-
parar el informe final de las investigaciones 
de oficio y de las quejas admitidas de con-
formidad con la competencia institucional 
en los casos sobre violaciones a los dere-
chos e intereses de las mujeres originados 
de las actuaciones u omisiones del sector 
público. Asimismo, promoverá y velará por 
la incorporación de la perspectiva de gé-
nero en todo el quehacer de la Defensoría 
de los Habitantes. 

L a  D i r e c c i ó n  d e  I g u a l d a d  y  N o 
Discriminación a la que le corresponde 
atender, tramitar, investigar y preparar 
el informe final de las investigaciones de 
oficio y de las quejas admitidas de confor-
midad con la competencia institucional 
en los casos sobre violaciones a los dere-
chos e intereses de las personas, que por 
su especial condición o situación, resultan 
especialmente vulnerables a las accio-
nes u omisiones del sector público y que 
por lo tanto requieren de una protección 
especial o de garantías reforzadas. Esta 
Dirección atiende los siguientes sectores 
de la población: Indígenas; personas pri-
vadas de libertad; personas migrantes; 
personas adultas mayores; personas con 
discapacidad, y poblaciones discrimi-
nadas por cualquier otra razón. Esta di-
rección conoce además de los asuntos 
relacionados con actuaciones arbitrarias 
de las fuerzas policiales y la dilación de la 
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justicia y otros aspectos vinculados a la ac-
tividad no jurisdiccional del Poder Judicial. 

A la Dirección de Niñez, Adolescencia y 
Juventud le corresponde, atender, trami-
tar, investigar y preparar el informe final 
de las investigaciones de oficio y de las 
quejas admitidas de conformidad con la 
competencia institucional asignada en los 
casos sobre violaciones a los derechos e 
intereses de las personas originados de las 
actuaciones u omisiones del sector público 
relacionado con los derechos e intereses 
de la niñez, la adolescencia y juventud. 
Asimismo, promueve y vela por la incorpo-
ración de la perspectiva de protección de 
los derechos de la niñez, la adolescencia 
y la juventud en todo el quehacer de la 
Defensoría de los Habitantes. 

El Instituto de Educación de Derechos 
Humanos, es el órgano encargado de 
facilitar el conocimiento de los habitantes 
acerca de sus derechos, de las institucio-
nes creadas para hacerlos efectivos y de 
la Defensoría como un recurso útil en la 
defensa y protección de éstos, tomando 
en consideración los procedimientos y nor-
mativa vigente.

La Dirección de Calidad de Vida, atiende, 
tramita, investiga y prepara el informe final 
de las investigaciones de oficio y de las 
quejas admitidas de conformidad con la 
competencia institucional en los casos so-
bre violaciones a los derechos e intereses 
de las personas originados de las actua-
ciones u omisiones del sector público rela-
cionados con la protección del ambiente, 
el acceso a la salud, al agua, la vivienda 
de interés social y la incidencia de la acti-
vidad humana en el entorno.

La Dirección de Gobernanza Pública, es la 
encargada de atender, tramitar, investigar 
y preparar el informe final de las investiga-
ciones de oficio y de las quejas admitidas 
de conformidad con la competencia 
institucional en los casos sobre violaciones 
a los derechos e intereses de las personas 
originados de las actuaciones u omisiones 

del sector público relacionados con la 
prestación de los servicios públicos, los de-
rechos de los habitantes como contrapar-
te del Estado, el servicio público, el funcio-
namiento administrativo y financiero de los 
gobiernos locales, el derecho de acceso a 
la tierra y el derecho al trabajo. 

La Dirección Administrativa-Financiera, es 
la Dirección que tiene por función garanti-
zar la correcta planificación y ejecución de 
las actividades administrativas, financieras, 
contables, de recursos humanos y abaste-
cimientos de todos los insumos requeridos 
para efectuar el resto de labores institu-
cionales.  Está compuesta por los departa-
mentos Financiero-Contable, de Recursos 
Humanos, de Proveeduría y Servicios 
Generales, Archivo y Correspondencia y la 
Unidad Médica y Salud Ocupacional. 

La Dirección de Estudios Económicos y 
Desarrollo, es el órgano consultivo téc-
nico económico encargado de realizar 
investigaciones de carácter general so-
bre asuntos relacionados con los intere-
ses económicos de los y las habitantes, 
el transporte público, y el manejo de la 
Hacienda Pública. 

La Dirección de Asuntos Laborales, es la 
responsable por atender, tramitar, investi-
gar, y preparar los  informes finales de las 
investigaciones de oficio y de las quejas 
admitidas de conformidad con la compe-
tencia institucional en los casos sobre vio-
laciones a los derechos e intereses de las 
personas originados de las actuaciones u 
omisiones del sector público, relacionados 
con la materia de nombramientos y con-
tratación; sistemas salariales, incluyendo 
formas y tiempos de pago, reconocimien-
tos salariales; acoso laboral, e inspección 
del trabajo. Debe velar por el cumplimien-
to de los convenios con OIT, pensiones, 
condiciones de trabajo y ambiente labo-
ral, clasificación de puestos y movimiento 
de personal; y la objetividad y transparen-
cia en la gestión de recursos humanos en 
el sector público costarricense. 11
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6.3. Organigrama institucional: nos sumarios (PAIS) para nombrar interi-
namente a personal en plazas vacantes 

6.4. Recursos Humanos

La Defensoría de los Habitantes de la 
República de Costa Rica cuenta con 186 
plazas asignadas a la institución.  En este 
momento hay 132 plazas ocupadas en 
propiedad y 19 ocupadas de manera tem-
poral (10 a plazo fijo por tratarse de plazas 
de confianza, 2 propietarios ascendidos 
interinamente y únicamente 7 funcionarios 
nombrados de manera interina en plazas 
vacantes). Un 62% (93) de las plazas son 
ocupadas por mujeres y un 38% (58) son 

ocupadas por hombres.  En esta distribu-
ción tenemos que 137 funcionarios están 
destacados en las Oficinas Centrales mien-
tras que 14 son los que se distribuyen en 
las Sedes Regionales. Al mes de mayo del 
2022 se encuentran 35 plazas vacantes. 

La DHR cuenta con diferentes modali-
dades para llenar plazas desocupadas . 
Por ejemplo los concursos internos suma-
rios (CIS), para sustituir a personal que se 
desliga temporalmente de su puesto en 
propiedad; los procesos abreviados inter-
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puras; proceso abreviado externo sumario 
(PAES) para nombrar interinamente perso-
nal externo en plazas vacantes puras; los 
concursos internos para nombrar en pro-
piedad personal de la Institución en plazas 
vacantes y finalmente los concursos exter-
nos o públicos para nombrar en propie-
dad a personal externo de la Defensoría. 

De acuerdo con el “Estatuto de selección, 
nombramientos en propiedad e interinos y 
ascensos” emitido mediante acuerdo No 
1978 del 01 de marzo del 2016 y su reforma, 
la Institución promueve la participación y 
la inserción laboral de la diversidad pobla-
cional, según el artículo primero de dicho 
estatuto; procurando garantizar la más 
amplia participación posible de grupos 
étnicos y poblacionales históricamente ex-
cluidos de los espacios de inserción laboral 
en el Sistema Institucional Costarricense.

Es importante mencionar que, durante el 
período 2021 y lo que llevamos del 2022 se 
han efectuado 18 concursos. No todos ter-
minados de manera satisfactoria, ya que 
algunos fueron declarados infructuosos y 
algunos otros fueron revocados.

El personal profesional de la Defensoría se 
destaca por ser un personal multidiscipli-
nario, que no solo cuenta con abogados, 
sino que además hay trabajadores socia-
les, psicólogos, politólogos, sociólogos, 
administradores públicos, periodistas, y 
economistas, entre otras disciplinas.

Con el fin de acelerar el proceso de los 
concursos, se han realizado una serie de 
ajustes, a través de una reforma al Estatuto 
de Selección, Ascensos y Nombramientos. 
Dicha reforma lo que busca es hacer 
los procesos más expeditos y establecer 
mecanismos para asegurar una adecua-
da participación y procesos céleres y 
transparentes

6.5. Sedes

La Defensoría de los Habitantes cuenta 
con oficinas centrales en donde está des-
tacada la mayor parte de su personal.  
Además, cuenta con 6 sedes regionales 
que son las siguientes:

•	 Sede Regional Chorotega. Ubicada 
en el cantón de Liberia, Guanacas-
te.

•	 Sede Regional Huetar Norte. Ubica-
da en el cantón de San Carlos, Ala-
juela.

•	 Sede Regional Brunca. Ubicada en 
el cantón de Pérez Zeledón, San 
José.

•	 Sede Regional Atlántico.  Ubicada 
en el cantón de Limón, Limón.

•	 Sede Regional Pacífico Central. Ubi-
cada en el cantón de Puntarenas, 
Puntarenas. 

•	 Oficina Regional Sur-Sur.  Ubicada 
en el cantón de Corredores, Punta-
renas.

De estas 6 sedes regionales, hay 4 locales 
que se alquilan, y 2 que son prestados a 
través de convenios firmados con dife-
rentes organizaciones. Todas las sedes, a 
excepción de la Sede Regional Huetar 
Norte, son accesibles a las personas con 
discapacidad. La Administración ha to-
mado la previsión de, en la medida de lo 
posible, dotar a estas sedes con todos los 
insumos y activos necesarios para cumplir 
con su labor.  Cada sede regional cuenta 
con un vehículo asignado, de acuerdo a 
las características de su zona para realizar 
las visitas y/o giras de inspección que le 
corresponden. 

Desde el punto de vista de accesibilidad 
tecnológica e informática, la Defensoría 
cuenta con 3 enlaces de Internet. Un enla-
ce de 150Mbps que da acceso a Internet 
a todo el personal de oficinas centrales. 
Un enlace de 50Mbps destinado al acce-
so remoto: Oficinas regionales y previsión 
para teletrabajo. Un enlace de 50Mbps 
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destinado al servicio web y acceso de 
aplicaciones web. Además, sirve como 
respaldo a los dos enlaces anteriores. Todo 
el personal tiene acceso a internet de la 
Institución. Todo el personal cuenta con 
una computadora portátil.

La institución cuenta con diversos me-
dios para la atención de los habitantes.  
Cualquier persona puede accesar nues-
tros servicios ya sea de forma personal, a 
través de nuestra página web, de manera 
telefónica, vía WhatsApp, a través del 
“permiso 16”, la línea 800, o a través del 
correo electrónico correspondencia@dhr.
go.cr.  Además, en caso de requerirse, la 
institución cuenta con personal capaci-
tado en el manejo del lenguaje de señas 
(Lesco) que emplean las personas con 
discapacidad auditiva. Y en casos con 
grupos más amplios se puede solicitar la 
contratación de una persona profesional 
en el tema.  

6.6. Presupuesto:

Con el propósito de desarrollar los obje-
tivos estratégicos del programa a través 
de los productos: “Formas de intervención 
en defensa de los derechos e intereses de 
los y las habitantes ante una vulneración 
de instituciones del sector público; e in-
tervenciones en educación de derechos 
humanos”, la Defensoría de los Habitantes 
dispuso de recursos para el ejercicio eco-
nómico del 2021, asignados en el progra-
ma 808: Defensoría de los Habitantes, por 
¢5,987.28 millones; y ejecutó durante el pe-
ríodo la suma de ¢5,002.39 millones, lo que 
implica un 83.55% del total de los recursos 
asignados.

El comportamiento de la ejecución finan-
ciera del presupuesto durante el año 2021; 
en la partida de Remuneraciones alcanzó 
una ejecución efectiva del 82.63% del 
presupuesto asignado; lo anterior influen-
ciado en gastos de remuneraciones apli-
cados fundamentalmente en la Defensa 
de Derechos, la Promoción y Divulgación 
de los mismos y la Gestión Administrativa.  

En la partida de Servicios la ejecución es 
del 96.27% correspondiente a todos los 
servicios de Alquileres, Servicios Públicos, 
Servicios de Seguridad, Limpieza, Seguros, 
Mantenimiento y otros. Con respecto a los 
Materiales y Suministros, esta partida tuvo 
una ejecución del 80.97% y está relacio-
nada con la adquisición de Inventarios, 
la inversión en Bienes Duraderos 94.36% 
que está vinculada con la adquisición 
de licencias de los sistemas informáticos, 
y las Transferencias Corrientes una ejecu-
ción real del 82.24%, y su gasto relevante 
está asignado a Transferencias a la CCSS, 
Prestaciones Legales e incapacidades.  

A continuación, un detalle del comporta-
miento de cada una de las partidas presu-
puestarias asignadas:

6.6.1. Remuneraciones:

•	 Es importante mencionar que la De-
fensoría de los Habitantes es una 
institución que presta servicios de 
Defensa y Promoción de Derechos 
Humanos y durante el año ejecutó 
el 82.63% de sus recursos presupues-
tarios en Capital Humano, lo que 
representa un valor de ¢4,470.45 mi-
llones y son asignados para el pago 
de salarios y demás pluses, como lo 
son: anualidades, prohibición, tiem-
po extraordinario, incentivo salarial, 
carrera profesional, y contribución 
patronal a la CCSS entre otros. 

•	 Por otra parte resulta relevante in-
dicar que el factor que incidió en 
el nivel de ejecución en Remune-
raciones es debido al compromiso 
de responsabilidad fiscal, asumido 
por la Institución con el Ministerio 
de Hacienda (Oficios DH-580-2020 
y DH-593-2020 del 03 y 06 de agos-
to del 2020, respectivamente) para 
contribuir a la contención del gasto 
público a través del congelamiento 
de una importante cantidad de pla-
zas vacantes, lo cual implicó la no 
ocupación de plazas, ni el uso de los 
recursos presupuestarios obtenidos 
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por ese concepto. Los procesos que 
se lograron llevar a cabo en el 2021 
con el fin de ocupar algunas de las 
plazas vacantes y mitigar la falta de 
personal en algunas áreas, se com-
pletó parcialmente lo cual nos per-
mitió incrementar el nivel de empleo 
al 82.25%.

•	 Lo anterior implicó que se presen-
taran ahorros en esta partida, al 
disponer de plazas de Profesionales 
vacantes durante el año, especial-
mente plazas asignadas a defensa 
de derechos, gestión administrativa 
y para el Mecanismo de Supervisión 
de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapaci-
dad por el Estado Costarricense; de 
personas que se jubilaron y otras que 
renunciaron.   

6.6.2. Servicios:

•	 La partida de Servicios alcanzó un 
global de 96.27% de ejecución.  En 
lo que corresponde a las Subparti-
das de Servicios (Partida 1), en espe-
cial las relacionadas con Alquileres, 
Servicio de Agua y Alcantarillado, 
Correos, Telecomunicaciones, Ener-
gía Eléctrica, Información, Comisio-
nes y gastos por servicios financieros 
y comerciales, Servicios de transfe-
rencia electrónica de información 
y Otros servicios básicos; alcanzaron 
un 94.73%, lo que evidencia una eje-
cución óptima del período.  

•	 Con respecto a la subpartida 10404: 
Servicios en Ciencias Económicas y 
Sociales se presupuestó ¢4.0 millones 
para la elaboración del Índice de 
Transparencia.  Esta medición que 
realiza la Defensoría de los Habitan-
tes de la información contenida en 
las páginas web de las instituciones 
públicas ha resultado un exitoso es-
tímulo para la mejora continua del 
sector público costarricense en ma-
teria de transparencia y acceso a la 
información. Las anteriores medicio-
nes realizadas (6 a la fecha) han per-

mitido ir detallando las significativas 
mejoras de la institucionalidad en 
su desempeño, así como los princi-
pales retos a desarrollar en los próxi-
mos años. Este es un proyecto muy 
importante para la Institución, y los 
recursos se ejecutaron en un 100%. 

•	 En relación con la subpartida 10406: 
Servicios Generales, para este pe-
ríodo concentró un 36.11% del pre-
supuesto de la partida, y refleja una 
ejecución efectiva del 100.00% de 
los recursos en la atención de los 
servicios de seguridad y vigilancia, 
limpieza del edificio y oficinas regio-
nales, custodia de documentos del 
archivo institucional, y monitoreo de 
seguridad en oficinas regionales y 
otros gastos menores.    

•	 Los gastos de viajes y de transportes 
(grupo 105), que contiene la subpar-
tida de viáticos al interior del país 
presentan una ejecución efectiva 
de un 84.40%, lo anterior debido a 
que persiste la emergencia sanitaria 
y a una contención del gasto por la 
crisis fiscal.   

•	 El ítem de Seguros (10601) reporta 
un porcentaje de ejecución efecti-
va de un 100.00%, correspondiente 
al pago de las pólizas de seguros de 
los vehículos institucionales, póliza 
de riesgos del trabajo, seguro contra 
robo, seguro contra incendio, res-
ponsabilidad civil, equipo electróni-
co, y terremotos entre otros.  

•	 En el caso de las Subpartidas de 
Mantenimiento (10801, 10804, 10805, 
10806, 10807 y 10808) en promedio 
alcanzaron una ejecución de un 
87.62%; este nivel de ejecución fue 
afectado por la aprobación de la 
modificación de presupuesto por 
decreto legislativo H-15, tramitado el 
06 de mayo 2021 y que fue aproba-
da por la Asamblea Legislativa hasta 
el 17 de diciembre 2021, lo que im-
plicó que no se lograran ejecutar los 
recursos programados para el man-
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tenimiento de las casetas 1 y 2 de se-
guridad y las aulas de capacitación 
por ¢2.0 millones; en  su defecto se 
habría alcanzado un 94.45% de eje-
cución. 

6.6.3. Materiales y Suministros

•	 Referente a las Subpartidas del gru-
po de Materiales y Suministros (Par-
tida 2) que corresponden a los in-
ventarios de la Institución, o sea a 
los consumos de materiales y sumi-
nistros, la ejecución efectiva es del 
80.97%. 

•	 En este grupo, las subpartidas con 
mayor concentración de recur-
sos son: Los Combustibles (20101), 
Productos Farmacéuticos y Medi-
cinales, Tintas Pinturas y Diluyentes 
(20104), Productos de Papel, Cartón 
e Impresos (29903) y Útiles y mate-
riales de limpieza; los cuales repre-
sentan un 65% de presupuesto de la 
partida y que obtuvieron una ejecu-
ción del 99.34%.   

•	 Por otra parte, el nivel de ejecución 
de esta partida fue afectada por 
la aprobación de la modificación 
de presupuesto por decreto legisla-
tivo H-15, tramitado el 06 de mayo 
del 2021 y que fue aprobada por la 
Asamblea Legislativa hasta el 17 de 
diciembre del 2021, lo que implicó 
que de los recursos programados 
por la suma de ¢3.46 millones, no se 
lograron ejecutar ¢2.8 millones; de lo 
contrario se habría alcanzado una 
ejecución del 96.24%.

6.6.4. Bienes Corrientes

•	 Con respecto a las inversiones de 
capital y bienes duraderos, su eje-
cución refleja un 94.36%, y dentro de 
estos ítems se destacan las Subparti-
das 5.01.05:   Equipos de Cómputo y 
5.99.03 Bienes Intangibles; que con-
tienen el 100.00% de los recursos pre-
supuestados.  

•	 En la subpartida 5.01.05:  Equipos de 
Cómputo, el presupuesto asignado 
fue de ¢2.66 millones y se ejecutó el 
18.23% de los recursos.  Se trasladó 
para el período 2022 el compromi-
so no devengado del contrato No. 
0432020000100085-00 (43085) por 
¢2,17 millones para la atención de 
resolución administrativa.

•	 En la subpartida 5.99.03 Bienes Intan-
gibles se dispuso de ¢36.71 millones, 
y alcanzó una ejecución del 99.02%.  
En esta partida, los recursos progra-
mados son los gastos recurrentes 
anualmente.

•	 Es importante recalcar que la par-
tida de bienes duraderos, que es 
una partida para, entre otros, hacer 
inversión en tecnología, no ha sufri-
do aumento en los últimos años, lo 
que ha implicado que la Institución 
sufra un debilitamiento en todo lo 
relacionado con infraestructura tec-
nológica, desarrollo de sistemas, se-
guridad cibernética y actualización 
de equipos de cómputo. Lo cual 
es sumamente preocupante, sobre 
todo porque uno de los pilares de la 
administración moderna, está basa-
do en el desarrollo tecnológico que 
tengan las Instituciones, que les per-
mita desarrollar mejores herramien-
tas y servicios para la atención de su 
cliente interno y su cliente externo. 
En este sentido se requiere urgente-
mente mayor asignación presupues-
taria en este rubro para proceder 
con los desarrollos indicados.

6.6.5. Transferencias Corrientes

•	 En lo que concierne a la partida de 
Transferencias Corrientes, su ejecu-
ción efectiva es del 82.24%. Una de 
las subpartidas con una mayor canti-
dad de recursos corresponde a Pres-
taciones Legales (Subpartida 60301), 
que tuvo una asignación presupues-
taria de ¢44.5 millones y una ejecu-
ción muy positiva del 77.73% de los 
recursos, equivalente a ¢34.59 millo-
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nes. El remanente de recursos se fun-
damentó en que algunas personas 
comunicaron su interés de jubilarse, 
sin embargo, aplazaron su decisión.   

•	 También en la partida de transfe-
rencias, se ejecutaron los recursos 
del CONARE (Subpartida 60103), por 
¢6.2 millones por la participación de 
la Defensoría en el Proyecto “Estado 
de la Nación, que es un insumo rele-
vante para la actividad de defensa 
que lleva a cabo la Institución, este 
se ejecutó totalmente en el segundo 
semestre.  

•	 Las transferencias de las Cuotas Es-
tatal a la Caja Costarricense de Se-
guro Social por el Seguro de Pensio-
nes y de Salud, alcanzó un 79.67% de 
ejecución.  Estas subpartidas están 
relacionadas con la partida de Re-
muneraciones y el ahorro presenta-
do se generó debido al compromi-
so asumido por la Institución con el 
Ministerio de Hacienda (Oficios DH-
580-2020 y DH-593-2020 del 03 y 06 
de agosto del 2020, respectivamen-
te) para contribuir a la con-
tención del gasto público a 
través del congelamiento 
de una importante cantidad 
de plazas vacantes, lo cual 
implicó la no ocupación de 
plazas ni el uso de los recur-
sos presupuestarios obteni-
dos por ese concepto. 

•	 Lo anterior, implicó que se 
presentaran ahorros al dis-
poner de plazas de Profe-
sionales vacantes durante el 
año, especialmente plazas 
asignadas a defensa de de-
rechos, gestión administrati-
va y para el Mecanismo de 
Supervisión de la Conven-
ción sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad por 
el Estado Costarricense, así como de 
personas que se jubilaron y otras que 
renunciaron.   

•	 Con respecto a la subpartida de In-
capacidades (60399) se presupues-
tó ¢19.44 millones y se ejecutaron 
¢18.33 millones, que corresponde a 
un 94.29%. Es importante destacar 
que esta subpartida no es progra-
mable y la Institución debe disponer 
de recursos suficientes para atender 
las obligaciones que surjan.

•	 Por último, se ejecutó en su totalidad 
la transferencia a la Alianza Global 
de Instituciones Nacionales de Dere-
chos Humanos (GANHRI) por el pago 
de membresía anual de ¢3.4 millo-
nes, para mantener la categoría “A” 
por el cumplimiento de los Principios 
de París y formar parte del Comi-
té Internacional de Coordinación 
(CIC)  de las Instituciones Nacionales 
para la Promoción y Protección de 
las Derechos Humanos .

6.6.6. Presupuestos aprobados por la 
Asamblea Legislativa para los períodos 
comprendidos entre el año 2018 y el año 
2022. 

De lo anterior se concluye que la Defensoría 
de los Habitantes lejos de recibir presu-
puestos incrementales para el eficiente 
desarrollo se sus actividades, más bien ha 

PERIODO

PRESUPUESTO 
APROBADO 

POR ASAMBLEA 
LEGISLATIVA

AUMENTO O 
DISMINUCIÓN

2018 6 361 000 000,00

2019 6 288 000 000,00 -	 (73 000 000,00)

2020 6 290 000 000,00 2 000 000,00

2021 5 987 279 954,00 -	 (302 720 046,00)

2022 5 899 833 477,00 -	 (87 446 477,00)

TOTAL 
ACUMULADO

-	 (461 166 523,00)
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visto decrecer su asignación presupuesta-
ria en los últimos años, lo que al final está 
desembocando en:

•	 La no renovación de la tecnología 
con que trabaja. (Sistemas, Equipo, 
ciberseguridad, etc.)

•	 No poder brindar el mantenimiento 
correspondiente a los activos con los 
que dispone.

•	 No poder actualizar muchos de los 
activos que ya están entrando en 
etapa de obsolescencia.

•	 Limitación de cobertura de costos 
de operación, dado que apenas se 
pueden cubrir dichos costos.

 

7. Atención, Admisibilidad y Atención 
Inmediata de las Personas Habitantes 
usuarias de los servicios de la 
Defensoría. 

La Defensoría de los Habitantes, como 
Institución Nacional de Derechos Humanos 
(INDH), promueve que el ejercicio de la 
función pública tenga como eje transver-
sal de su gestión la consecución de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
en favor de los Derechos Humanos de 
las personas en nuestro país; así como la 
adopción de políticas públicas que bajo 
el influjo de las normas OCDE transformen 
la prestación de los servicios que brinda la 
institucionalidad pública en pro del bien-
estar de las y los habitantes. A partir de un 
enfoque basado en derechos humanos, 
en virtud del cual se debe de atender a 
todas las personas, en especial a aquellas 
vulnerabilidades por las desigualdades y 
brechas del desarrollo.

El trabajo de la Defensoría, promocionado 
los ODS y los indicadores de desarrollo de 
la OCDE pretende construir una ruta-país 
para el pleno disfrute de los derechos 
humanos; a través del reto que compor-
ta construir mayores y mejores condi-
ciones de vida para todas las personas 
habitantes.

En materia de promoción y divulgación de 
Derechos Humanos, uno de los aspectos 
fundamentales de la apropiación de este 
enfoque, como base del quehacer insti-
tucional, conlleva comprender y actuar 
para que toda la población, sin discrimi-
nación alguna, participe activamente en 
lograr el desarrollo humano sostenible que 
promulgan los objetivos de la Agenda 2030 
aprobada por las Naciones Unidas (ONU). 
De ahí que la estrategia institucional verse 
sobre su rol de promotora y defensora de 
derechos, involucrándose y exigiendo es-
pacios de participación efectiva para las 
personas, desde la identificación misma 
de los problemas, el diseño de las estrate-
gias para su abordaje, hasta la ejecución, 
supervisión y evaluación de los procesos 
correspondientes que conlleva la solución 
de los obstáculos que afectan el ejercicio 
de los derechos.

7.1. Atención de quejas de las personas 
habitantes.

De cara al cumplimiento de las labores 
de defensa y educación en derechos 
humanos que competen a la Defensoría 
y, a partir de lo que implica el desarrollo 
del quehacer institucional teniendo como 
base dicho enfoque, se distribuyen las 
funciones entre los órganos que la inte-
gran, según los distintos niveles y etapas 
de intervención que corresponde a cada 
asunto que se aborda. En este sentido y, 
de acuerdo con el Estatuto Autónomo 
de Organización de la Defensoría de los 
Habitantes, la Dirección de Admisibilidad y 
Atención Inmediata:

“(…) tiene por función la recep-
ción de las quejas y consultas, que 
se presenten ante la Defensoría 
de los Habitantes. Corresponderá 
a esta Dirección la declaratoria, 
mediante resolución motivada, de 
la admisibilidad o inadmisibilidad 
de las quejas, así como la aper-
tura del respectivo expediente 
cuando corresponda, la orienta-
ción y evacuación de consultas 

18



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
que formulen los habitantes por 
cualquier medio y la tramitación 
de expedientes por omisión de 
respuesta. Corresponderá de igual 
forma la atención inmediata, en 
coordinación con las direcciones 
de Defensa, de aquellos asuntos 
que por su naturaleza requieran la 
urgente intervención de la institu-
ción, todo lo anterior de acuerdo 
con las facultades que la Ley de la 
Defensoría de los Habitantes y sus 
Reglamentos le otorgan. 

Además, corresponde al Dirección 
de Admisibilidad: 

a) Proporcionar información y 
orientación a las personas que 
lo soliciten sobre el trámite y pro-
cedimientos para interponer 
quejas ante la Defensoría de los 
Habitantes.

b) Decidir mediante acto motiva-
do sobre la admisibilidad o inad-
misibilidad de las quejas.

c) Recibir quejas que por cualquier 
medio sean presentadas ante la 
Defensoría e iniciar el trámite de 
apertura del expediente respec-
tivo cuando se determine que el 
asunto planteado está dentro de 
la competencia de la institución.

d) Proporcionar orientación a 
los habitantes sobre el trámite 
a seguir y las autoridades o de-
pendencias a que debe dirigirse 
cuando las quejas sometidas a 
conocimiento de la Defensoría se 
declaren inadmisibles.

e) Colaborar con la Dirección 
de Promoción y Divulgación de 
Derechos en las actividades de 
Defensa programadas.

f) Realizar todas aquellas otras fun-
ciones que le indique el Defensor 

(a) de los Habitantes o que se de-
sarrolle en la normativa interna de 
la institución.”

En síntesis, se colige de lo anterior que, las 
personas usuarias son atendidas desde 
esta área, que tiene a su cargo la recep-
ción, registro e instrucción inicial de todas 
las quejas y consultas planteadas por la 
población, así como la orientación y ase-
soría ante consultas de habitantes, y la 
declaración de inadmisibilidad cuando 
no competa a la Defensoría la tramitación 
del asunto; así como la atención inme-
diata de los asuntos que así lo requieran. 
Las denuncias son recibidas a través de 
una estrategia multicanal, en que aparte 
del apersonamiento, para interponer una 
queja, también es materialmente posible 
interponer tales quejas vía telefónica, por 
medios digitales o por correo postal.

Al ser la Defensoría de los Habitantes el 
canal de recepción de los múltiples asun-
tos que se someten a su conocimiento por 
parte de la población, la magistratura de 
influencia cobra especial sentido a efec-
tos de anticipar problemas nacionales en 
franco crecimiento o situaciones críticas 
que de manera específica afectan a al-
gún sector en particular. 

La denuncia ciudadana ubica a la 
Defensoría en una posición privilegiada 
frente a la comprensión de los problemas 
nacionales, así como de sus eventuales 
vías de solución de cara al Estado Social y 
Democrático de Derecho.

Dentro del proceso de recepción de 
denuncias , la Defensoría ha puesto en 
marcha procesos internos que mejoran la 
calidad y eficacia en esta materia, como 
por ejemplo del establecimiento, por vez 
primera en la Historia de la Institución, del 
Digesto Institucional, así como formularios 
de trabajo que mejoran la identificación 
de necesidades y mejoras del Sistema 
de Gestión Documental de Expedientes 
(SOL), la construcción y actualización de la 
Tipología Institucional de Categorización 
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de Derechos, la elaboración del Manual 
del  Macroproceso de Defensa de 
Derechos e Intereses, la construcción de 
Protocolos internos para el abordaje de 
diversas temáticas, aunado al apoyo y 
acompañamiento de intervenciones e 
investigaciones estructurales, entre otros, 
todo lo cual ha mejorado el desempeño 
institucional en las labores de defensa y 
educación en derechos humanos.

Dentro del total de asuntos atendidos por 
la Defensoría de los Habitantes durante 
el año 2021, existe una amplia gama de 
temáticas que se atienden año con año, 
desde consultas relativas a derechos en 
materia de arrendamientos o de aplica-
ción de garantías en la compra de elec-
trodomésticos por parte de comercios 
privados, hasta solicitudes de intervención 
para la defensa de derechos de personas 
costarricenses que residen en el extranjero 
o para que se brinde repre-
sentación letrada en pro-
cesos judiciales a personas 
que no cuentan con recursos 
económicos para cubrir los 
honorarios de una persona 
profesional en derecho. Estos 
asuntos son ejemplo de te-
máticas que se encuentran 
fuera del ámbito de compe-
tencia de la Defensoría de 
los Habitantes por lo que son 
recibidos, registrados y se 
tienen por atendidos luego 
de completada una asesoría 
u orientación respecto a generalidades 
de la normativa que aplica en el caso, 
institución o instancia judicial a la que pue-
de recurrir para la atención de fondo, así 
como otras sugerencias en cuanto a la for-
malidad o no de las gestiones que puede 
o debe hacer para la debida canalización 
del asunto.

También existe otro subgrupo de casos 
que son atendidos mediante una asesoría 
u orientación al habitante que, por el fon-
do, sí son susceptibles de la intervención 
de la Defensoría con las limitaciones que 

la ley establece, es decir, que para poder 
canalizarlas a través de la intervención 
formal de la Defensoría se requiere que 
la o las personas interesadas realicen pre-
viamente gestiones ante la Administración 
Activa competente, según lo establecido 
en el artículo 48 del Decreto Ejecutivo n.° 
22266 de 15 de junio de 1993 –Reglamento 
a la Ley n.° 7319, Ley de la Defensoría 
de los Habitantes de la República–, y 
en los artículos 10 y 13 del Manual del 
Macroproceso de Defensa de Derechos e 
Intereses.

Este tipo de atenciones a personas habi-
tantes representaron en el año 2021 más 
del 75% de las intervenciones atendidas, 
de entre un total de 16360 Registros de 
Intervención (RI) cuyo trámite estuvo a 
cargo de la Dirección de Admisibilidad y 
Atención Inmediata, conforme se observa 
en la siguiente tabla:

Es importante subrayar, además, que estos 
16,360 casos atendidos por la Defensoría 
representan, aproximadamente, el 48% 
del total de las 34,161 denuncias que 
se conocieron durante el año 2021 en 
época de pandemia. Las temáticas que 
aglomeraron la mayor cantidad de esos 
asuntos sometidos a conocimiento de la 
Defensoría, bajo esta modalidad de in-
tervención, versaron sobre prestación de 
servicios de salud y prestación, en general, 
de servicios públicos, asistencia social y 
educación, según se muestra en la siguien-
te tabla:

Fuente: Dirección de Planificación y Estrategia Institucional. Abril 2022.

20



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República

Esta clasificación por derechos vulnerados 
de los casos corresponde con la clasifi-
cación por entidad denunciada, pues 
la Caja Costarricense de Seguro Social 
(CCSS), el Instituto Mixto de Ayuda Social 
(IMAS), el Ministerio de Educación Pública, 
el Instituto Costarricense de Acueductos 
y Alcantarillados (ICAA) y algunos cen-
tros de programa institucional del Sistema 
Penitenciario Nacional, se encuentran en-
tre aquellas instituciones que más asuntos 
hacen referencia de acuerdo con el de-
talle que se observa en la siguiente tabla:

En general, todos los centros que son parte 
del Sistema Penitenciario Nacional repre-
sentaron, en conjunto, más de 2,000 casos 
en el 2021 (registros de admisión a cargo 

de la Dirección de Admisibilidad), siendo 
que la mayoría de los asuntos (más de 
1,300) estuvieron relacionados con vulne-
raciones al Derecho a la Salud de las per-
sonas privadas de libertad, casos algunos 
que se coordinan con la intervención de 
la Dirección de Calidad de Vida y de la 
Dirección de Igualdad y No discriminación 
para valorar las intervenciones necesarias 
inter-áreas.

Habiendo planteado este marco gen-
eral del comportamiento básico de los 
múltiples asuntos que fueron conocidos 
y atendidos por la Defensoría, mediante 
la Dirección de Admisibilidad y Atención 
Inmediata, durante el año 2021, resulta 
importante destacar que la superación 

Fuente: Dirección de Planificación y Estrategia Institucional. Abril 2022.

Nota: En la categoría “PRIVADO” se incluyen todos aquellos asuntos que no corresponden a un tema de 
Administración Pública o bien, al momento del registro, la problemática aún no se podía relacionar con la omi-
sión o acción irregular por parte de alguna entidad pública.

Fuente: Dirección de Planificación y Estrategia Institucional. Abril 2022.
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de las condiciones de pobreza en que 
vive un importante sector de la población 
en nuestro país comporta el mayor reto 
de cara a los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS-Agenda 2030-ONU) y 
este factor es condición, sine qua nom, 
para el cumplimiento de otros objetivos 
y metas de Desarrollo Sostenible. A partir 
de éste reconocimiento, es de especial 
relevancia mejorar la calidad y eficacia 
de la intervención de la institución pública 
costarricense a cargo del combate a la 
pobreza, el cual es responsabilidad del 
Instituto Mixto de Ayuda Social.

Durante el año 2021, entre los asuntos re-
gistrados y atendidos por la Dirección de 
Admisibilidad, la entidad pública que de 
forma más recurrente fue mencionada en 
los casos respecto a los que se requirió la 
intervención de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos (INDH), fue el Instituto 
Mixto de Ayuda Social con 2,077 casos.

Si bien no es novedoso que se destaque 
al IMAS por el elevado número de quejas 
y consultas en las que figura como enti-
dad pública de la Administración Activa 
involucrada, a partir del punto de inflexión 
que ha supuesto el surgimiento de la pan-
demia por COVID 19, las afectaciones en 
materia de empleo y economía de los ho-
gares, y del país en general, han incidido 
en un significativo aumento en la cantidad 
de registros de intervención que al efecto 
realizó la Dirección de Admisibilidad (Sede 
Central) en el año 2021. Entre los hechos 
sobre los que en específico versan las más 
de 2,000 quejas se tienen los siguientes:

•	 falta de asignación o incumpli-
miento en la realización de las citas 
(cuando son virtuales particularmen-
te) para plantear una solicitud de 
ayuda económica, aportar docu-
mentación u obtener la resolución a 
una solicitud ya planteada anterior-
mente;

•	 inconformidades, en general, con 
el funcionamiento del centro de lla-

madas habilitado por esa institución 
para la asignación de citas y para la 
canalización de todas las consultas 
sobre los trámites que realiza el IMAS;

•	 largos plazos de espera (varios me-
ses o años según comentan las y los 
habitantes) para la aplicación por 
primera vez o para efectos de ac-
tualización de las Fichas de Informa-
ción Social;

•	 denegatoria verbal de los beneficios 
económicos, sin una debida o clara 
justificación, es decir, debilidades en 
el debido proceso y motivación del 
acto administrativo denegatorio del 
beneficio pretendido;

•	 problemas puntuales relacionados 
con la solicitud y trámite para la 
asignación y acceso al programa 
Avancemos, Atención de Necesida-
des Básicas, Ideas Productivas, Me-
joramiento de Vivienda;

•	 inconformidades y múltiples dudas 
relativas a la aplicación de los resul-
tados en cuanto a categorización 
de la condición de pobreza de las 
personas, familias u hogares emitida 
por el Sistema Nacional de Informa-
ción y Registro Único de Beneficia-
rios del Estado.

A partir de este listado sintetizado de 
asuntos, y con una caracterización básica 
de la población que mayoritariamente 
refiere a estos asuntos (sin empleo o en 
la informalidad, mujeres jefas de hogar 
con hijos e hijas menores de edad, pobla-
ción con discapacidad o adulta mayor, 
entre otras características que les ubica 
en especiales condiciones de vulnerabili-
dad), la Dirección de Admisibilidad de la 
Defensoría participa de un proceso interno 
que convoca a las distintas unidades que 
también les compete el trámite de inter-
venciones que involucran a esta entidad, 
a fin establecer un protocolo interno de 
actuación, así como las estrategias institu-
cionales que se estarían ejecutando para 
el abordaje estructural de las acciones 
que, en materia de combate de la pobre-
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za, compete realizar a la Administración 
Activa, con lo cual se espera incidir en una 
atención más oportuna, efectiva y con 
una mayor valor público.

7.2. Intervenciones puntuales 
ejemplarizantes. 

7.2.1. Desabastecimiento de agua potable 
(369480-2021-RI).- El 6 de octubre se recibió 
una solicitud de intervención por parte de 
un habitante de Aserrí, ya que en su casa, 
donde además reside su madre quien es 
una adulta mayor de 87 años, tenían más 
de 15 días sin el servicio de agua potable 
por problemas en el sistema de bombeo, 
problema que solo estaba afectando su 
vivienda y, a pesar de los reportes a las 
autoridades del Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados (ICAA), no se 
les había brindado una solución.

La profesional a cargo del trámite por 
parte de la Dirección de Admisibilidad 
realizó diversas gestiones informales ante 
la Oficina Local del ICAA para conocer 
las acciones realizadas y promover que 
se mantuviera la atención diligente del 
caso para el pronto restablecimiento del 
servicio en la vivienda de dicha familia, 
producto de las cuales, al 15 de octubre 
se reportó que ya el servicio funcionaba 
con normalidad, lo que fue efectivamente 
confirmado por la madre del habitante 
quien además agradeció la intervención 
de la Defensoría.

Situaciones similares fueron las reporta-
das por vecinos de un sector de Santa 
Bárbara de Heredia (351733-2021-RI) sin 
agua potable en sus viviendas durante las 
horas diurnas por más de 10 días; asimismo, 
habitantes de un barrio de Cervantes de 
Cartago (353362-2021-RI) permanecieron 
por más de una semana sin recibir de ma-
nera regular el servicio de agua potable 
en sus viviendas y sin explicaciones claras 
del motivo por parte del prestador del ser-
vicio. En ambos casos, pocos días después 
de iniciado el seguimiento por parte de la 

Defensoría, se logró constatar la rehabilita-
ción del servicio.

7.2.2. Prestación de servicios de salud: 
tres semanas en espera de un traslado al 
Hospital del Trauma (372148-2021-RI).- Un 
habitante recurrió a la Defensoría por-
que desde el 12 de octubre de 2021 fue 
ingresado en el Hospital de San Ramón 
por lesiones producto de un accidente de 
tránsito y requería ser trasladado al Instituto 
Nacional de Seguros (INS) para la cirugía 
y tratamiento respectivo pero, al 4 de no-
viembre, permanecía a la espera, siendo 
que los dolores y malestar por las lesiones 
sufridas se mantenían muy fuertes. Por lo 
expuesto, se realizaron gestiones inme-
diatas ante las autoridades competentes 
del INS para conocer sobre las acciones 
adoptadas y por ejecutar a fin de coordi-
nar la atención inmediata del habitante 
en el Hospital del Trauma y, en caso de 
no ser posible ese traslado urgente, las 
acciones por ejecutar a fin de atender la 
condición apremiante manifestada por el 
habitante.

Resultado de esta gestión, el 5 de no-
viembre de 2021 se recibió respuesta por 
parte de la Jefatura Médica del Proceso 
Hospitalario-Hospital del Trauma en la que, 
además de indicar las razones por las que 
no se había podido efectuar el traslado a 
la fecha (estado pletórico del Servicio de 
Hospitalización), informó de las coordina-
ciones realizadas –a partir de la solicitud 
planteada– para el traslado prioritario del 
habitante en ese mismo día, el cual fue 
finalmente confirmado por él, quien agra-
deció la actuación de la Defensoría.

7.2.3. Demora en reconexión de servicio 
eléctrico en vivienda de persona adulta 
mayor (370093-2021-RI).- Se acudió a la 
Defensoría en virtud de que en el centro 
de San Joaquín de Flores el 11 de octu-
bre cayó un rayo e impactó el tendido 
eléctrico por lo que se interrumpió el fluido 
eléctrico en un sector, aunado a que algu-
nos cables quedaron expuestos y cuando 
pasó un camión se los llevó, lo que agravó 
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la situación para la rehabilitación del servi-
cio por parte de la Compañía Nacional de 
Fuerza y Luz (CNFL). Una adulta mayor de 
97 años se vio especialmente afectada, ya 
que, si bien el mismo lunes la CNFL realizó 
la rehabilitación del servicio, por la acción 
del vehículo que se llevó el cableado hubo 
daños en la prevista en su propiedad, por 
lo que se requirió realizar obras internas 
para que se le pudiese reconectar el ser-
vicio y, a pesar de haber cumplido con lo 
indicado y reportado el 12 de octubre, al 
medio día del 13 de octubre la habitante 
continuaba sin electricidad en su vivienda.

De inmediato se realizaron gestiones ante 
la agencia de la CNFL, que informó que 
el reporte para que se pudiese visitar la 
vivienda de la habitante se tuvo por efec-
tuado hasta el 13 de octubre a la 1:00 
p.m., pero que se contactaría al personal 
de la cuadrilla para que se procurara una 
pronta atención del caso. El 14 de octubre 
se recibió reporte del hijo de la habitante 
de que en horas de la noche del día ante-
rior se había efectuado la reconexión del 
servicio de electricidad.

7.2.4. Daños en propiedad privada y 
riesgo de personas por inacción estatal 
(341884-2021-RI).- Un vecino de Barrio 
Curime de Liberia, acudió a la Defensoría 
en búsqueda de lograr una solución a 
una problemática de más de dos años. En 
una de las propiedades colindantes cuyo 
dueño es la Fuerza Pública, había un árbol 
de Guanacaste y su gran ramaje había 
invadido incluso su propiedad y generaba 
daños en la estructura del techo de su 
vivienda, con el inminente riesgo que ello 
representaba para él y su familia; a pesar 
de plantear en copiosas ocasiones la pro-
blemática a las autoridades de la Fuerza 
Pública y del Ministerio de Ambiente y 
Energía (MINAE), no se tomaban las accio-
nes necesarias para suprimir la afectación, 
con el agravante de que por la afecta-
ción económica que percibió la familia 
durante la pandemia por COVID 19, no 
contaban con los recursos económicos 

suficientes para realizar reparaciones o 
modificaciones que mitigaran el daño.

Por ello se realizaron gestiones ante las 
autoridades competentes del Ministerio 
de Seguridad Pública, informándose a la 
Defensoría que existían limitantes legales 
para emprender las acciones requeridas, 
debido a que en realidad era el Instituto 
Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) 
la institución dueña del terreno donde 
estaba ubicado el árbol, y que la Fuerza 
Pública lo que contaba era con un con-
trato de comodato vencido y no se había 
obtenido respuesta de parte del INVU para 
su prórroga. Por lo tanto, se recurrió al INVU 
para conocer su criterio y la posibilidad de 
su intervención en procura de solucionar la 
problemática que aquejaba al habitante, 
obteniéndose como resultado que las au-
toridades del INVU emitieran la orden de 
poda del árbol siguiendo las indicaciones 
de las autoridades del MINAE, en virtud de 
lo cual se logró incidir en evitar un mayor 
daño a la vivienda y, eventualmente, a la 
integridad física de sus residentes.

7.3. Breve sinopsis estadística de algunas 
variables relevantes de los casos recibidos 
en la Defensoría de los Habitantes durante 
el 2021

7.3.1.	 Perfil sociodemográfico

Durante el 2021, la Defensoría de los 
Habitantes recibió un total de 34,161 de-
nuncias interpuestas por habitantes. De 
ellas la tercera parte, un 31%, proviene de 
la provincia de San José y la quinta parte, 
un 19%, procedente de Alajuela; ambas 
provincias agrupan el 50% del total de de-
nuncias recibidas. 

En tercer lugar, se encuentran las denun-
cias recibidas de Puntarenas con un 13%, 
seguidos por Guanacaste y Limón con un 
10% cada una. Dos provincias, Heredia y 
Cartago, muestran el menor número de 
denuncias recibidas durante el año con un 
5% cada una.24
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El caso de Heredia y Cartago llama la 
atención, porque son las únicas provincias 
que no cuentan con oficinas regionales 
en algún lugar de su geografía, aspecto 
que explica el bajo índice de denuncias 
recibidas en estas provincias. Sin embar-
go, este análisis ha llevado a la Defensoría 
a plantear la posibilidad de dar el servi-
cio de recepción de denuncias 
en estas provincias, por lo cual 
en el 2022 se instauró la Sede 
Regional Central, para dar un 
servicio ambulatorio en diferen-
tes localidades de la Gran Área 
Metropolitana. Actualmente se 
está en busca de espacio en la 
provincia de Cartago y se pla-
nea buscar espacios en otros 
cantones de Heredia y Alajuela. 
Adicionalmente, es importante 
mencionar que la Ley 7319 per-
mite que la Defensoría solicite es-
pacios, sin costo, en instituciones 
públicas para dar el servicio de 
la Defensoría. 

De las 34,161 denuncias recibidas, en 
cuanto al análisis por sexo, el comporta-

miento de los datos para el 2021 eviden-
cian que el 62% fueron interpuestas por 
hombres y el 38% por mujeres. El crecimien-
to en la denuncias recibidas por hombres, 
es probable que esté relacionado a fac-
tores de la coyuntura nacional como el 
desempleo y la pandemia, entre otros. 
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El gráfico 3 muestra, con diferentes niveles 
de desagregaciones, el comportamiento 
de la demanda de los servicios de la 
defensoría por rango de edad, nivel edu-
cativo y sexo, de manera que la lectura 
conjunta permite obtener algunos rasgos 
relevantes de las personas que acudieron 
a la Defensoría en el 2021. 

Al analizar los datos recopilados5 de las de-
nuncias por nivel de escolaridad, se con-
cluye que más de la mitad de las personas 
que acudieron a la defensoría poseen 
como máximo primaria completa (15,71% 
incompleta y 31,03% concluida). Es decir, 
se trata de un nivel de escolaridad bajo y, 
si a este dato se le agrega quienes no han 
concluido la secundaria, el porcentaje 
se incrementa al 66,7%. Este resultado es 

5	  Para el año 2021 los datos recogidos de nivel 
de escolaridad se lograron en un 50% de los registros 
de intervención recibidos, el análisis se realiza de los 
datos existentes.

revelador, ya que de cada tres personas 
que acuden a la institución, dos no han 
terminado la secundaria; y de cada dos, 
una no ha concluido la primaria. Lo an-
terior indica que las personas con bajo 
nivel educativo (secundaria incompleta o 
menos) acuden en mayor proporción a la 
Defensoría. 

Al desagregar el total de denuncias re-
cibidas por grupo de edad, las personas 
ubicadas en el rango de 35-44 años son 
las que acuden en mayor cantidad a la 
Defensoría, aunque la población entre 25-
34 años y 45-54 años, se encuentran muy 
cerca. Las personas entre 35 y 54 años de 
edad, en un 66,3%, son las que más hacen 
uso de los servicios de la Defensoría.

26



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
7.3.2. Composición geográfica y formas de 
recepción de denuncias

Si analizamos las denuncias recibidas por 
oficina receptora, tenemos que del 100% 
de las denuncias recibidos durante el 2021, 
en la sede central se recibió el 57%; mien-
tras que las Oficinas Regionales (OR) -en 
conjunto- recibieron el 43%. 

En el año 2020, debido a la pandemia del 
COVID 19, la institución debió adaptarse 
a nuevas formas de trabajo e implemen-
tar nuevas estrategias para la recepción 
de denuncias mediante otros medios, ya 
que el principal medio de recepción a lo 
largo de los años había sido el personal. A 
partir del 2019, se fortaleció la recepción 
telefónica pasando de tener dos agentes 
telefónicos a tener de forma permanente 
entre 8 y 16 agentes; integrando tanto 
a las diferentes Oficinas Regionales en 
conjunto con la Sede Central en una sola 
plataforma tipo call center de atención a 
nivel nacional.

Como se observa en el gráfico 5, el com-
portamiento del registro de denuncias de 
forma personal se ha visto invertido en 
relación a la recepción mediante la cen-
tral telefónica, además de la implemen-
tación de nuevas herramientas digitales 

para brindar mayor acceso a la población 
como el formulario web y WhatsApp.

En cuanto a un análisis por cantones se 
procede a la desagregación de los regis-
tros de intervención, recibidos durante el 
2021 en donde se observa que en los diez 
cantones con mayor cantidad de denun-
cias presentadas se concentra más del 
55% del total de las denuncias recibidas. 

Durante el 2021, más del 10% provinieron 
de Pérez Zeledón seguido del Cantón 
Central de Puntarenas con casi el 9% y el 
Cantón Central de Alajuela con casi el 7%.

El cuadro 1 muestra la distribución por 
cantón, en la recepción de las denuncias 
recibidas. Durante el 2021, más del 10% 
provinieron de Pérez Zeledón seguido del 
Cantón Central de Puntarenas con casi 
el 9% y el Cantón Central de Alajuela con 
casi el 7%.

7.3.3	 Entidades, derechos y hechos vio-
latorios más denunciados

El cuadro 2 permite identificar las entida-
des más denunciadas durante el 2021. 
De cada seis denuncias, una de ellas está 
vinculada con el IMAS. Este hecho viene 
a reafirmar el perfil de la persona denun-
ciante, ya que en la actual coyuntura 
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económica, donde los niveles de pobreza 
y desempleo no evidencian tendencias de 
mejora que se sostengan en el tiempo, las 
personas con menores niveles educativos 
son las más afectadas por estas dos varia-
bles y tienden a asistir a estas instituciones 
en procura de ser incorporados ya sea en 
algún programa asistencial o subsidio que 
les permita paliar las dificultades económi-
cas por las que atraviesan. 

En segundo y tercer lugar se encuentra 
la Caja Costarricense del Seguro Social y 
el Centro de Atención Institucional Jorge 
Arturo Montero Castro respectivamente, 
dos instituciones muy relacionadas en 
la atención de la población privada de 
libertad, comportamiento altamente re-
lacionado con el caso del distrito de San 
Rafael en Alajuela, ya que la mayoría de 
las denuncias provienen de los Centros de 
Atención Institucional6 ubicados en ese 
lugar. De las denuncias presentadas por la 
población privada de libertad el 55% son 
del derecho a la salud, específicamente la 
denegación, deficiencia o mal trato en la 
prestación del servicio de salud. 

Más allá de que como país, Costa Rica sea 
reconocido como referentes mundiales 
en salud y educación primaria, lo cierto 

6	  Conocido popularmente como La Reforma.

es que la institucionalidad al ser amplia, 
genera una serie de superposiciones que 
no impiden articular esfuerzos y mejorar 
en eficiencia y eficacia el cumplimiento 
de los derechos humanos. De hecho, la 
falta de coordinación provoca –desde 

Cuadro 1

Cantones que presentaron la mayor canti-
dad de denuncias en el año 2021

# CANTONES 2021 %
1 Pérez Zeledón 3549 10,4%
2 Alajuela 3010 8,8%
3 Puntarenas 2319 6,8%
4 San José 2162 6,3%
5 San Carlos 1887 5,5%
6 Liberia 1637 4,8%
7 Limón 1508 4,4%
8 Desamparados 1178 3,4%
9 Pococí 981 2,9%

10 Cartago 677 2,0%
11 Goicoechea 602 1,8%
12 Heredia 503 1,5%
13 Buenos Aires 452 1,3%
14 Corredores 437 1,3%
15 Tibás 406 1,2%

Fuente: Dirección de Planificación y Desarrollo 
Institucional con datos del Sistema de Gestión 
Documental Defensoría de los Habitantes
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hace muchos años-  que varias entidades 
realicen las mismas funciones, lo hace 
que se requiera la intervención de más de 
una institución para atender peticiones 
específicas de las personas. Claramente, 
esta duplicidad de funciones atrasa 
y agrava la situación de violación de 
derechos humanos. 

Claramente, esta duplicidad de funciones 
atrasa y agrava la situación de violación 
de derechos humanos.

Lo anterior se evidencia en el gráfico 
N°6, donde se ilustra la composición, por 
derecho y hecho violatorio de las denun-
cias recibidas durante el 2021 y al mismo 
tiempo, permite identificar que cinco 
derechos concentran más del 75% de los 
denunciados. el Derecho a la Eficiencia 
en la Prestación de los Servicios Públicos 
es el más denunciado, ya que de cada 
tres denuncias que recibe la Defensoría, 
una se encuentra relacionada con esta 
categoría.

Este tema no es nuevo, lo hemos indicado 
por años; y pese a ello, la gestión adminis-
trativa del sector público sigue incumplien-
do los principios de Buen Gobierno7, sigue 
sin ser capaz de cumplir con los estándares 
deseables y adecuados de derechos hu-
manos que exige un Estado de Derecho, 
democrático como el costarricense. Si 
bien, a lo largo de los años, se notan 
algunos avances en aspectos importan-

7	 Eficiencia, eficacia, legalidad, justicia, 
participación y transparencia, según PNUD.

tes –en muchos casos resultan aislados y 
cortoplacistas-.

La Defensoría de los Habitantes, año tras 
año, ha venido evidenciando que el país, 
a pesar de adoptar una serie de principios 
de buena administración, se encuentra 
aún muy lejos de una gestión eficiente y 
más bien, caracterizándose por permane-
cer en el tiempo una serie vulneraciones 
de los derechos humanos, mismas que se 
ven profundizadas por la pandemia del 
COVID-19, el alto desempleo que afecta a 
un importante segmento de la población, 
la pobreza estructural que persiste a pesar 
de los diferentes programas para atacarla, 
la creciente desigualdad que ha vuelto a 
Costa Rica uno de los países más desigua-
les de América Latina, la exclusión de los 
beneficios del crecimiento económicos de 
importantes sectores de la población que 
se encuentran en condición y situación de 
vulnerabilidad. Todos y cada uno de los as-
pectos que la Defensoría, como Institución 
Nacional de Derechos Humanos; ha veni-
do exponiendo y denunciando a lo largo 
del tiempo ante distintas autoridades 
parlamentarias.

Cuadro 2

Entidades más denunciadas. Datos 2021 

Fuente: Dirección de Planificación y Desarrollo Institucional con datos del Sistema de Gestión Documental 
Defensoría de los Habitantes
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De acuerdo con la más reciente Encuesta 
Nacional de Hogares (ENAHO) (Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos, 2021), 
las regiones Pacífico Central, Huetar Caribe 
y Huetar Norte, no varían significativamen-
te respecto al porcentaje de hogares en 
pobreza total estimado del año anterior; 
en tanto la cifra de pobreza extrema cam-
bia estadísticamente en las tres regiones. 
En el caso de la Región Pacífico Central, el 
total de pobreza es de 30.9 %, el segundo 
más alto desde el 2010, únicamente supe-
rado por la estimación del 2020 (34.7 %). En 
esta región, la pobreza extrema disminuyó 
2.9 puntos porcentuales, pasando de 11.3 
% en el 2020, a 8.4 % en el 2021.

Mientras tanto, la pobreza total en las re-
giones Huetar Caribe y Huetar Norte es de 
32.4 % y 31.9%; en ambas éste es el nivel 
de pobreza más alto desde el 2010. Con 
respecto a la pobreza extrema, en ambas 
regiones hay un aumento estadísticamen-
te significativo, de 2.2 puntos porcentuales 
en la Huetar Caribe y de 3.1 puntos por-
centuales en la Huetar Norte. En la Región 
Huetar Caribe, la estimación de este año 
(10.4 %) es la segunda más alta desde el 
2010, superada por la observada en el 
2015 de 11%, mientras para la Huetar Norte 
la cifra del 2021 es la más alta reportada 
en toda la serie ENAHO, con 12.9 %.

Por su parte, la Región Brunca presenta un 
comportamiento bastante diferente con 

respecto a las otras regiones: es la única 
región con un aumento estadístico tanto 
en la pobreza extrema como en la pobre-
za total. Ambos casos corresponden a la 
mayor variación experimentada entre las 
regiones; además, se ubica como la región 
con el mayor nivel de pobreza total en el 
2021. El porcentaje de hogares en pobreza 
del 2021 en la Región Brunca es de 33.5 %, 
lo cual corresponde a un aumento de 7.0 
puntos porcentuales con respecto al 2020, 
cuando se ubicó en 26.5 %. Por su parte, 
la pobreza extrema se estima en 10.2 %, lo 
que equivale a un aumento de 4.3 puntos 
porcentuales.

Asimismo, es claro que la pobreza en to-
das y cada una de estas regiones está 
por encima del promedio nacional del 
18% para el año 2021, lo cual confirma la 
desigualdad geográfica advertida por la 
Defensoría en años anteriores1

Para el año 2021, el ingreso promedio en 
los hogares del país aumentó un 11.2%. A 
pesar de ese crecimiento, los hogares de 
las regiones Brunca y Huetar Norte tuvieron 
un descenso en sus ingresos, mientras que 
el aumento en los ingresos en las demás 
regiones no fue suficiente para llevar la 
pobreza a su nivel pre pandemia, el cual 
se ubicaba, en promedio, alrededor del 
20%. Destaca, además, la situación de la 
Región Caribe, cuyos ingresos aumentaron 

1	 Véase Informe Anual 2020-2021

FIN 
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en un 4.8%, pero la pobreza aumentó en 
casi un 3%, poniendo en evidencia los pro-
blemas de desigualdad que pueden estar 
aquejando a esta región. 

Las familias en condición de pobreza o 
riesgo social, requieren del apoyo del 
Estado a través de los programas se-
lectivos asistencia y promoción social, 
como es el caso de todos los programas 
del Instituto Mixto de Ayuda Social, sub-
sidios de la Red de Atención Progresiva 
para el cuido integral de las personas 
adultas mayores del Consejo Nacional 
de la Persona Adulta Mayor, Programas 
Pobreza y Discapacidad y Promoción de 
la Autonomía Personal de las Personas con 
Discapacidad del Consejo Nacional de 

la Persona con Discapacidad, Régimen 
No Contributivo de Pensiones de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, entre 
otros; siendo los casos del IMAS y la Caja 
Costarricense de Seguro Social, a través 
del Régimen No Contributivo de Pensiones, 
los que más denuncias generan ante la 
Defensoría de los Habitantes.

Adicionalmente, el alto nivel de pobreza 
y el aumento en la cantidad de familias 
en esta condición, genera una mayor de-
manda de programas de asistencia social-
principalmente de los programas de bien-
estar familiar y desarrollo educativo que 
brinda el Instituto Mixto de Ayuda Social 
en las regiones en las que la Defensoría 
tiene presencia mediante sus oficinas re-

Figura 1 
Comparación de la pobreza por región, años 2020 y 2021

Fuente: ENAHO, 2021, INEC. El resaltado no es del original

Fuente: ENAHO, 2021, INEC. El resaltado no es del original

Figura 2 
Crecimiento del ingreso por hogares según la región.
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gionales. La incapacidad institucional del 
gobierno para atender esta demanda, 
tanto en lo que se refiere a la disponibi-
lidad presupuestaria, como a la capa-
cidad instalada para atender todas las 
solicitudes de beneficio económico, hace 
que se disparen las inconformidades en la 
prestación del servicio, y que por ende las 
y los habitantes recurran de manera más 
frecuente a la Defensoría de los Habitantes 
en busca de soluciones. 

En el caso del IMAS, las denuncias y viola-
ciones de los derechos de los y las habi-
tantes se presentan en dos fases: Fase 1: 
la solicitud de una cita a través del centro 
de llamadas (call center), y demás medios 
habilitados por la institución para la pre-
sentación de nuevas solicitudes de apoyo 
económico, y/ o la aplicación y reno-
vación de la Ficha de Inclusión Social (FIS), 
la cual es necesaria para determinar la 

clasificación socioeconómica, así como la 
priorización para la selección de personas 
u hogares beneficiarios de los programas.

En relación con el call center, las personas 
experimentan diversas limitaciones; en 
particular, es común que no consigan que 
les ingrese la llamada, agotando todo el 
saldo de sus líneas celulares o que, consi-
guiendo comunicarse con un operador, se 
les indique que no hay cupo en la Unidad 
Local de Desarrollo Social (ULDS) en la 
que la persona requiere ser atendida. Esto 
implica otro aspecto generador de exclu-
sión, la posesión de un teléfono celular; lo 
cual, tratándose de población en pobreza 
y dado que la telefonía pública es prácti-
camente inexistente, impide que gran par-
te de esta población acceda al sistema 
anteriormente mencionado. 

La segunda fase se presenta cuando las 
personas usuarias ya lograron obtener 

Figura 3 
Porcentaje de denuncias tramitadas contra el IMAS en cada 
Oficina Regional de la Defensoría  

Fuente: Elaboración propia con base en Datos del Sistema de Gestión Documental, DHR

una cita. En esta fase se denuncia falta 
de información, plazos excesivos e incer-
tidumbre en cuanto al trámite que se le 
está dando a la solicitud de beneficios, 
sin que haya definición del tiempo en 
que deberá esperarse para la resolución 
de lo solicitado, en el caso de que exista 
contenido presupuestario para otorgarle 
el beneficio. Las dificultades que enfrentan 
las personas que buscan los servicios del 
IMAS se extienden incluso a su Contraloría 
de Servicios, la cual no ha logrado incidir 

en el mejoramiento del servicio brindado 
ni en la disminución de las quejas, en el 
tanto solamente se ha argumentado que 
la disponibilidad de citas depende de la 
“demanda del servicio” y la capacidad 
del IMAS de cada localidad para atender-
la, por lo que dicho departamento no tie-
ne la facultad de gestionar u otorgar citas 
y/o beneficios. 

Esta problemática se ha presentado 
con mayor intensidad en la Regional de 
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Puntarenas (43 % de las denuncias fueron 
contra el IMAS), seguido por la Regional 
Brunca con un 22% de denuncias contra 
dicha institución. 

Durante el año 2021, en medio de la pan-
demia por COVID-19 que afrontó el país, 
una de las poblaciones más afectadas fue 
la conformada por las mujeres jefas de ho-
gar que, en muchos casos, han visto cómo 
cesaron sus fuentes de trabajo y, en otros, 
cómo sus contratos laborales fueron sus-
pendidos. En estos escenarios, las mujeres 
no tienen posibilidad de ayudas estatales 
más que las otorgadas por el Instituto Mixto 
de Ayuda Social. 

Todos los obstáculos anteriormente señala-
dos, hacen que las mujeres tengan mayor 
dificultad para atender sus necesidades y 
las de sus dependientes más básicas. Así 
es que el Estado sigue adeudando a esta 
población, condiciones mínimas para el 
desarrollo efectivo de sus derechos, acre-
centando su exclusión social, incidiendo 
en el incremento de la pobreza que aflige 
y aqueja a los hogares de estas mujeres. 
La Defensoría se ha pronunciado sobre 
la necesidad que el Estado formule po-
líticas públicas específicas a largo plazo 
a través de planes de acción en materia 
de reducción de la pobreza, con la im-
plementación de acciones afirmativas 
dirigidas a las jefas de hogar, que generen 
más oportunidades para mejorar su cali-
dad de vida, por medio de la provisión de 
herramientas, a través de la capacitación, 
desarrollo de habilidades, educación, ac-
ceso de recursos económicos y fuentes de 
trabajo formal; lo que las proveería con el 
empoderamiento económico para una 
vida plena, digna y libre de toda carencia.

En el caso de la CCSS-RNC, se han reci-
bido numerosas denuncias de personas 
que enfrentan dilación excesiva para se 
resuelvan oportunamente las solicitudes 
de pensiones del RNC. Y aún en el caso 
de que se obtenga un análisis positivo de 
dicha solicitud de pensión, el beneficio 
no se concreta por las limitaciones presu-

puestarias que argumenta la CCSS, lo que 
hace que el otorgamiento del beneficio 
se limite a la cantidad de pensiones que 
cada sucursal puede aprobar por mes y 
que existan personas que deben esperar 
más de 1 año para ver materializada su 
expectativa de beneficio.

Además, en otras situaciones vinculadas 
con el acceso a la seguridad social, como 
el acceso al seguro por el Estado, dicho 
tipo de aseguramiento se suspende con 
base en información del SINIRUBE, la cual 
indica que la persona no se encuentra en 
condición de necesidad, por lo que las 
áreas de salud solicitan que el o la solici-
tante vaya al IMAS a solicitar una copia de 
su FIS. Sin embargo, para que se le brinde 
copia de este documento, se les pide de 
igual forma solicitar una cita de atención 
por medio del call center, por lo que se 
quedan sin el seguro y sin ayuda social, lo 
cual acrecienta el problema al no contar-
se con acceso a la atención médica y a 
medicamentos para enfermedades cróni-
cas en la mayoría de casos. 

Gran parte de las denuncias que se rea-
lizan contra la CCSS por solicitudes de 
pensión del Régimen No Contributivo, 
corresponden a personas que presentan 
algún tipo de discapacidad. Personas 
pertenecientes a este grupo de población 
vulnerable presentaron durante el 2021, 
321 denuncias, de las cuales 178, equiva-
lente a un 55%, se refirieron a la violación 
a su derecho de acceso a la Seguridad 
Social, siendo la mayoría relacionadas con 
la tramitación de pensiones en el mencio-
nado régimen.

Las pensiones del Régimen No Contributivo 
son beneficios que se otorgan a personas 
que se encuentran en situación de pobre-
za y que, o no cotizaron para el régimen 
jubilatorio que les hubiese correspondi-
do, o cotizaron para el mismo en forma 
insuficiente. La cantidad de denuncias 
recibidas en la Defensoría por problemas 
en el trámite de este tipo de pensiones, 
evidencia que un número importante de 
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personas con discapacidad están por de-
bajo de la línea de la pobreza.

La situación de pobreza de las personas 
con discapacidad no solamente es un 
problema de falta de ingresos, sino de 
necesidades insatisfechas. Las y los miem-
bros de este segmento de la población 
cuentan con necesidades derivadas de 
la discapacidad, entre las que se pueden 
mencionar productos de apoyo (sillas de 
ruedas, andaderas, bastones, audífonos, 
procesadores de voz, suministro de pa-
ñales, etc.), accesibilidad (cuando una 
persona adquiere una discapacidad, en 
ciertas ocasiones tienen que hacer mo-
dificaciones en su residencia, como am-
pliación de puertas o de servicio sanitario, 
inversión en el transporte para ir a los cen-
tros educativos, laborales o de salud) y ser-
vicios de apoyo (la asistencia personal, la 
interpretación en lenguaje de señas, etc.).

Según la Encuesta Nacional  sobre 
Discapacidad (ENADIS), las personas con 
discapacidad se encuentran ubicadas 
entre los sectores de la población con me-
nos recursos económicos. Dicha encuesta 
indica que cerca del 53% del total de las 
PeSD (personas con discapacidad) se ubi-
can en los quintiles I y II, es decir, el 40% de 
los hogares con menores ingresos agrupa 
alrededor de la mitad de la población con 
discapacidad, mientras que la población 
sin discapacidad agrupa alrededor del 
37% de las personas.

A pesar de que el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible N° 1 no menciona ninguna 
meta relacionada con el tema de disca-
pacidad, la información anterior pone 
de manifiesto la urgencia de incluir a las 
personas que presentan esta condición 
dentro de los programas de lucha contra 
la pobreza y de incorporar la misma como 
un componente en los instrumentos de 
medición de dicha condición.

El artículo 28 de la Convención Sobre 
los  Derechos de las  Personas con 
Discapacidad, ratificada mediante la 

Ley N° 8661 del 7 de agosto del 2006, en 
su párrafo 2° inciso c), señala que entre 
las medidas que deben de implementar 
los Estados para proteger y promover el 
ejercicio del derecho de las personas con 
discapacidad a la protección social, se 
encuentra: “Asegurar el acceso de las 
personas con discapacidad y de sus fami-
lias que vivan en situaciones de pobreza a 
asistencia del Estado para sufragar gastos 
relacionados con su discapacidad, inclui-
dos capacitación, asesoramiento, asis-
tencia financiera y servicios de cuidados 
temporales adecuados”.

Cabe destacar del fragmento anterior-
mente transcrito, que se reconoce que 
las personas con discapacidad cuentan 
con necesidades adicionales y que los 
Estados deben tomar esto en cuenta a fin 
de ayudar a sufragar los gastos derivados 
de dichas necesidades.

En cuanto a los desafíos-país en el tema, 
desde el Informe Anual de Labores 2015-
2016, la Defensoría de los Habitantes 
consideró la hipótesis de un inadecuado 
direccionamiento de los recursos para 
combatir la pobreza, que explicara, al me-
nos en parte, el por qué no ha disminuido 
a pesar de la importante inversión social 
realizada en los últimos años (para 2015 
ascendía al 13,2% del PIB), y advirtió que 
el sistema de protección social exhibía 
desarticulación y duplicidades, por todo 
lo cual propugnó conformar “un sistema 
de Protección Social que coadyuve a 
realizar el Derecho Humano al Desarrollo” 
y que “tenga a la cabeza un ente rector 
encargado de dictar las políticas públicas 
y del proyecto-país que se requieren para 
alcanzar el cumplimiento de los ODS” 
(Defensoría de los Habitantes, 2016: 21 y 52) 

A partir de tales reflexiones, en el año 2017 
se emprendió una investigación desde la 
Dirección de Gobernanza Pública de la 
Defensoría, con el propósito de analizar la 
gobernanza del sector estatal encargado 
de atender el problema de la pobreza en 
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Costa Rica (expediente N° 242295-2017-
SI). El resultado de dicha investigación 
formuló 4 recomendaciones principales al 
Presidente de la República y varios minis-
tros y ministras, con los siguientes resultados 
al día de hoy: 

•	 Se reasignó la rectoría del sector en-
cargado de atender la pobreza, re-
tirándosela al Presidente del IMAS 
–como en anteriores gobiernos- y asig-
nándosela al MTSS, como establece el 
ordenamiento jurídico.

•	 Se reformó el Reglamento Orgánico 
del Poder Ejecutivo y desapareció el 
Consejo Presidencial Social, con lo 
cual se suprimieron las competencias 
sin sustento legal que le fueron asigna-
das en la Administración 2014-2018 en 
relación con el combate a la pobreza.

•	 Se emitió el Plan Nacional Sectorial del 
Sector Trabajo, Desarrollo Humano e 
Inclusión Social, una obligación tam-
bién pendiente de cumplir desde el 
año 2013, que revelaba la ausencia de 
planificación por parte de la rectoría 
sectorial encargada de luchar contra 
la pobreza.

•	 Se emitió el Plan Estratégico Nacional, 
un instrumento de planificación para 
períodos no menores de 20 años que 
debe expresar los objetivos, políticas, 
metas y lineamientos para alcanzar la 
visión de futuro sobre el desarrollo del 
país. El PEN, presentado por la enton-
ces Ministra de Planificación el 19 de 
abril de 2022, aún está pendiente de 
ser publicado como Decreto Ejecutivo 
y contiene 109 intervenciones especí-
ficas, cuyas inversiones involucran pro-
yectos de infraestructura, iniciativas de 
política pública, planes y programas, 
organizadas en cinco ejes temáticos: 
Inclusión Social, Capital Humano e In-
novación, Infraestructura y Conectivi-
dad, Desarrollo Económico y Descar-
bonización.

Entre los desafíos que subsisten en esta 
materia, el primero es examinar si el PEN re-
cién emitido responde al Enfoque Basado 

en Derechos Humanos, que entre otras 
cosas prevé una nutrida participación de 
actores sociales, políticos y productivos en 
la construcción de estrategias de desa-
rrollo de largo plazo; calibrar la voluntad 
política de la nueva administración para 
adscribir sus programas de gobierno a la 
ruta marcada para las próximas décadas; 
el fortalecimiento orgánico del MTSS como 
rector del combate a la pobreza y la emi-
sión de políticas públicas específicas y sus 
planes de acción para luchar contra este 
flagelo; de todo lo cual, la Defensoría esta-
rá especialmente pendiente con ocasión 
del cambio de mando del gobierno en 
este 2022.

Asimismo, en cuanto a la igualdad de 
derechos a los recursos económicos, el 
acceso a servicios básicos, la propiedad 
y el control de las tierras, la Defensoría ha 
dado seguimiento a las acciones realiza-
das por el Poder Ejecutivo para el efectivo 
cumplimiento de la Ley N° 9221, “Ley mar-
co para la declaratoria de zona urbana 
litoral y su régimen de uso y aprovecha-
miento territorial”; especialmente, en lo 
que corresponde a la verificación de las 
acciones y medidas administrativas imple-
mentadas por la Comisión Interinstitucional 
de Zonas Urbanas Litorales (CIZUL).

Dicha ley fue concebida como una nor-
mativa que beneficiaría a las poblaciones 
ubicadas en las zonas costeras, recono-
ciendo la problemática que afecta a los 
habitantes de la zona marítimo-terrestre, 
el desorden administrativo existente y la 
ausencia de una política clara respecto a 
estas áreas, que equilibre la protección del 
ambiente con el desarrollo integral de las 
poblaciones locales. Además, establece 
que el ordenamiento de la zona marítimo-
terrestre no debería conllevar necesaria-
mente el desalojo de las personas que du-
rante décadas han ocupado estas áreas 
ni la demolición de las obras que han cons-
truido; por lo que la Asamblea Legislativa, 
de manera paralela, también aprobó la 
Ley N° 9242 “Ley para la regulación de 
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las construcciones existentes en la Zona 
Restringida de la Zona Marítimo-Terrestre”.

Pese a lo anterior, la Defensoría mantiene 
el señalamiento de que, a la fecha, esas 
modificaciones no han significado un 
mejoramiento en las condiciones de vida 
para los pobladores de las zonas costeras; 
los cuales, en su gran mayoría, son de es-
casos recursos y se encuentran en condi-
ciones de pobreza y pobreza extrema. 

Ahora bien, desde la entrada en vigen-
cia de la Agenda 2030, la Defensoría ha 
advertido al país sobre el hecho de que 
si durante alrededor de dos décadas, la 
pobreza estuvo estancada en el 20% a 
pesar de la enorme inversión de recursos 
en políticas y programas para su combate 

Figura 4 
Cambios estructurales necesarios para avanzar hacia el cumplimiento del ODS N°1

Fuente: Elaboración propia con base en informes con recomendaciones del Programa Pobreza y Exclu-
sión de la DHR

(situación pre pandemia), ¿cómo se es-
peraría alcanzar las ambiciosas metas del 
ODS N° 1?

A partir de ese momento, en diferentes 
estudios e investigaciones estructurales, 
este Órgano Defensor ha evaluado 
diferentes aspectos de la institucionalidad 
nacional en materia de pobreza, lo cual 
le ha permitido señalar la necesidad de 
cambios profundos en las estrategias del 
país para el combate de la pobreza con 
miras al cumplimiento de las metas del 
ODS N° 1. Esos planteamientos se ilustran 
en la siguiente figura. 

Paralelamente, a partir del punto de vista 
de la arquitectura y funcionamiento de la 
institucionalidad responsable del combate 
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a la pobreza, desde la entrada en vigen-
cia de la Agenda 2030, la Defensoría ha 
advertido sobre la necesidad de cambios 
y reformas tanto a nivel normativo como 
organizacional:2

•	 Revisión de la arquitectura, rectoría y 
estructura de esa institucionalidad

•	 Revisión y racionalización de los pro-
cedimientos para el otorgamiento de 
beneficios o ayudas, a la luz de los prin-
cipios del debido proceso y el derecho 
de defensa, en particular en lo relativo 
al SINIRUBE y a la calificación del esta-
do o situación de pobreza

•	 Revisión del funcionamiento y la lógi-
ca de operación del “Call Center” del 
IMAS

•	 Dotación de mayores recursos para 
las pensiones del RNC para personas 
mayores en situación de pobreza, así 
como una revisión de la lógica con la 
que se establecen sus metas de cober-
tura con miras a la universalización 

•	 Revisión de los procesos del IMAS para 
la atención de personas en situación 
de pobreza, con el fin de adecuar ta-
les procesos a la idiosincrasia y particu-
laridades regionales, como en el caso 
del Caribe costarricense

En relación con ese último planteamien-
to, además de situaciones que generan 
problemáticas comunes ante el IMAS y la 
CCSS, la experiencia de la Defensoría en 
las zonas donde tiene sedes regionales3, 

2	  Ídem
3	  Las competencias territoriales de cada una 
de las Oficinas Regionales de la Defensoría es la 
siguiente:

Sede Regional Atlántica: los seis cantones de la 
provincia de Limón (Guácimo, Limón, Matina, 
Pococí, Siquirres y Talamanca) 
Sede Regional Brunca: Buenos Aires, Osa, Pérez 
Zeledón. 
Sede Regional Chorotega: los once cantones de la 
provincia de Guanacaste (Abangares, Bagaces, 
Cañas, Hojancha, La Cruz, Liberia, Nandayure, 
Nicoya, Santa Cruz y Tilarán) 
Sede Regional Norte: Guatuso, Los Chiles, Río Cuarto 
de Grecia, San Carlos, San Isidro de Peñas Blancas, 
Upala y Zarcero 
Sede Regional Pacífico Central: Aguirre, Esparza, 
Garabito, Montes de Oro, Orotina, Parrita, 
Puntarenas (cantón) y San Mateo. 

muestra que cada zona geográfica pue-
de presentar situaciones particulares:

•	 Puntarenas: Alta demanda y depen-
dencia de las ayudas del IMAS, en 
comparación con otras regiones4  

•	 Brunca: Afectaciones a la permanen-
cia en el sistema educativo de Perso-
nas Menores de Edad y Adultas Jóve-
nes por retraso en la aprobación de 
Becas del Programa Avancemos, des-
atención de referencias institucionales, 
la dilación en el análisis de solicitudes 
y la falta de pago de beneficios apro-
bados.

•	 Atlántica: La oficina regional recibe re-
lativamente pocas denuncias contra 
el IMAS, a pesar del nivel de pobreza 
de la región. Esto puede ser explicado 
por la desinformación y desconfianza 
de los habitantes hacia la institucionali-
dad pública, a tal grado de que no so-
licitan las ayudas con tanta frecuencia 
como en otras regiones.5 En contrapo-
sición, muchas personas de escasos re-
cursos se acercan a la DHR solicitando 
asesoría legal gratuita y por referencia 
de usuarios que ya recibieron ese tipo 
de atención.

•	 Regional Norte: La región tiene una in-
migración descontrolada, lo que ge-
nera un aumento en la desigualdad 
social, aumento del desempleo, mayor 
demanda de beneficios sociales como 
aseguramiento por el Estado, becas, 
entre otros.

•	 Chorotega: Al igual que la Región Nor-
te, se presenta una gran cantidad de 
migrantes en condición irregular sin 
control alguno. A ello se une que, al 
igual que en Puntarenas, la cantidad 
de personas que dependen de las ayu-
das del IMAS es sumamente cuantiosa. 

Fuente: página de la Defensoría de los Habitantes de 
la República, www.dhr.go.cr
4	  Así se comprobó en la investigación 
“Caracterización de la vivencia de las y los habitantes 
en condiciones de pobreza de las regiones 
Huetar Caribe y Pacífico Central”, expediente N° 
250657-2017-SI-IO.
5	  Esta posibilidad se desprende de la investigación 
“Caracterización de la vivencia de las y los habitantes 
en condiciones de pobreza de las regiones 
Huetar Caribe y Pacífico Central”, expediente N° 
250657-2017-SI-IO
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Todo lo anterior, pone en evidencia que la 
pobreza en nuestro país es abordada des-
de una perspectiva de Estado benefactor 
y asistencialista, con limitada atención a 
las diferencias geográficas-culturales y 
con escasa visión de largo plazo: se “atien-
de” la pobreza; se ayuda a sobrevivir en 
esas condiciones e incluso se estimula la 
dependencia de las ayudas, pero difícil-
mente las personas superan su situación 
de pobreza. De seguir por ese camino, 
difícilmente el país cumplirá el ODS N° 1. 
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Una de las funciones básicas del ser hu-
mano es comer; función que es necesaria 
no solo para sobrevivir, sino que, a través 
de una adecuada alimentación, las per-
sonas pueden obtener no sólo beneficios 
en cuanto a su desarrollo físico, sino tam-
bién a nivel cognitivo y de capacidades 
intelectuales. 

La Defensoría, en su Informe Anual del 
período 2015-2016, indicó que“ (…) El 
Derecho Humano a la Alimentación1 está 
contemplado en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales al reconocer “…el derecho de 
toda persona a un nivel de vida adecua-
do para sí y su familia, incluso alimentación 
(…) adecuada, y a una mejora continua 
de las condiciones de existencia” (artículo 
11, párrafo 1) así como “el derecho funda-
mental de toda persona a estar protegida 
contra el hambre” (artículo 11, párrafo 2). 
A su vez, el Comité afirma que “el dere-
cho a una alimentación adecuada está 
inseparablemente vinculado a la dignidad 
inherente de la persona humana y es in-
dispensable para el disfrute de otros de-
rechos humanos consagrados en la Carta 
Internacional de Derechos Humanos. Es 
también inseparable de la justicia social, 
pues requiere la adopción de políticas 

1	  Comité de Seguridad Alimentaria Mundial 
(2015). Marco estratégico mundial para la seguridad 
alimentaria y nutricional. Tomado de https://www.
fao.org/fileadmin/templates/cfs/Docs1213/gsf/
GSF_Version_2_SP.pdf

económicas, ambientales y sociales ade-
cuadas, en los planos nacional e interna-
cional, orientadas a la erradicación de la 
pobreza y al disfrute de todos los derechos 
humanos por todos (artículo 11, párrafo 2)”

El Comité de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas brinda la siguiente definición del 
derecho a una alimentación adecuada: 
“El derecho a la alimentación adecuada 
se ejerce cuando todo hombre, mujer o 
niño, ya sea solo o en común con otros, 
tiene acceso físico y económico, en todo 
momento, a la alimentación adecuada 
o a medios para obtenerla. El contenido 
básico del derecho a la alimentación 
adecuada comprende (...) la disponibili-
dad de alimentos en cantidad y calidad 
suficientes para satisfacer las necesidades 
alimentarias de los individuos, sin sustan-
cias nocivas y aceptables para una cul-
tura determinada, (y) la accesibilidad de 
esos alimentos en formas que sean soste-
nibles y que no dificulten el goce de otros 
derechos humanos. (...) La accesibilidad 
comprende la accesibilidad económica 
y física”2.

En el 2021, se actualizó el Marco estratégi-
co mundial para la seguridad alimentaria 
y la nutrición (GSF), el cual es uno de los 
instrumentos que realiza el Comité de 
Seguridad Alimentaria Mundial, el cual se-

2	  Ídem.

HAMBRE 
CERO2
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ñala como causas estructurales del ham-
bre y la malnutrición, las siguientes:

“(…) a) Gobernanza

i.	 Estructuras de gobernanza inade-
cuadas para garantizar la estabilidad 
institucional, la transparencia, la rendi-
ción de cuentas y el estado de derecho 
y la no discriminación, que conducen a 
la toma de decisiones eficientes y sus-
tentan el acceso a los alimentos y mejo-
res niveles de vida;

ii.	 Guerra, conflicto y falta de seguri-
dad que juegan un papel importante 
en la profundización del hambre y la in-
seguridad alimentaria; en estados frági-
les, el conflicto, la inestabilidad política 
y las instituciones débiles intensifican la 
inseguridad alimentaria;

iii.	 Compromiso político de alto nivel 
inadecuado y priorización de la lucha 
contra el hambre y la desnutrición, in-
cluido el incumplimiento de las prome-
sas y compromisos anteriores y la rendi-
ción de cuentas insuficiente;

iv.	 Coherencia inadecuada en la for-
mulación de políticas y priorización de 
políticas, planes, programas y financia-
miento para abordar el hambre, la des-
nutrición y la inseguridad alimentaria, 
centrándose en particular en las pobla-
ciones más vulnerables y con inseguri-
dad alimentaria;

v.	 Servicios estatales inadecuados en 
áreas rurales e involucramiento de re-
presentantes de las comunidades en 
los procesos de toma de decisiones que 
afectan sus medios de vida;

vi.	 Cooperación y financiamiento frag-
mentados, dispersión de la asistencia en 
un gran número de proyectos que ca-
recen de escala para tener un impacto 
significativo y se suman a los altos costos 
de administración.

b) Cuestiones económicas y productivas

i.	 La pobreza y el acceso inadecuado 
a los alimentos, a menudo como resul-
tado del alto desempleo y la falta de 
suficiente trabajo decente; sistemas de 
protección social inadecuados; distribu-
ción desigual de los recursos producti-
vos como la tierra, el agua, el crédito y 
el conocimiento; poder adquisitivo insu-
ficiente para los trabajadores de bajos 
salarios y los pobres de las zonas rurales 
y urbanas; y baja productividad de los 
recursos;

ii.	 Crecimiento inadecuado de la pro-
ducción agrícola;

iii.	 La falta de un sistema comercial 
multilateral abierto, no discriminatorio, 
equitativo, libre de distorsiones y trans-
parente que promueva la agricultura y 
el desarrollo rural en los países en desa-
rrollo podría contribuir a la inseguridad 
alimentaria mundial;

iv.	 La continua inseguridad de la te-
nencia de la tierra y el acceso a la tie-
rra, el agua y otros recursos naturales, en 
particular para las mujeres agricultoras;

v.	 Inversión internacional y nacional 
insuficiente en el sector agrícola y la in-
fraestructura rural, en particular para los 
productores de alimentos a pequeña 
escala;

vi.	 Acceso insuficiente por parte de los 
productores a tecnologías, insumos e 
instituciones relevantes;

vii.	 Enfoque insuficiente en la produc-
ción ganadera en los sistemas agrícolas;

viii.	 Infraestructura inadecuada para re-
ducir las pérdidas posteriores a la cose-
cha, así como para brindar acceso a los 
mercados;

ix.	 Altos niveles de desperdicio de ali-
mentos;

x.	 Falta de asistencia técnica integral 
para los productores de alimentos.
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c) Cuestiones demográficas y sociales

i.	 Atención insuficiente prestada al 
papel y la contribución de las mujeres y 
sus vulnerabilidades especiales con res-
pecto a la desnutrición, y las múltiples 
formas de discriminación legal y cultural 
que sufren; esto incluye las vulnerabili-
dades nutricionales particulares de las 
mujeres y los niños que a menudo no se 
abordan adecuadamente.

ii.	 Cambios demográficos: crecimien-
to demográfico, urbanización y migra-
ción rural-urbana; empleo rural y falta 
de oportunidades para la diversificación 
de los medios de vida; y las crecientes 
desigualdades entre los grupos de po-
blación dentro de los países

iii.	 Sistemas de protección social efec-
tivos e inadecuados, incluidas las redes 
de seguridad;

iv.	 La marginación y discriminación de 
grupos vulnerables como pueblos indí-
genas, desplazados internos o refugia-
dos, y la exclusión social y cultural que 
sufren la mayoría de las víctimas de la in-
seguridad alimentaria y la desnutrición;

v.	 Los determinantes sociales de la 
desnutrición, incluido el acceso a agua 
potable y saneamiento, atención ma-
terno-infantil y atención médica de ca-
lidad;

vi.	 Prevención y tratamiento de plagas 
y enfermedades relacionadas con la 
inseguridad alimentaria y nutricional: el 
consumo inadecuado y excesivo de ali-
mentos, muchas veces con carencia de 
micronutrientes esenciales, puede oca-
sionar graves problemas de salud, entre 
ellos, desnutrición y obesidad;

vii.	 Bajos niveles de educación y alfa-
betización que impactan en la desnutri-
ción, incluidas prácticas perjudiciales de 
alimentación/comportamiento;

viii.	 Apoyo inadecuado dedicado a 
proteger las mejores prácticas de ali-
mentación infantil y de la primera infan-
cia.

d) Clima/Medio Ambiente

i.	 La preparación y respuesta inade-
cuadas ante desastres es un factor que 
contribuye al hambre, que afecta todas 
las dimensiones de la seguridad alimen-
taria. Las personas con inseguridad ali-
mentaria, muchas de las cuales viven 
en zonas marginales, están despropor-
cionadamente expuestas a los peligros 
naturales y son las menos capaces de 
hacer frente a sus efectos;

ii.	 Degradación de los ecosistemas y 
agotamiento de los recursos naturales, 
especialmente de la biodiversidad

iii.	 El impacto del cambio climático en 
la agricultura, incluida la degradación 
de la tierra, el aumento de la incertidum-
bre sobre el rendimiento de los cultivos y 
la intensificación de las inundaciones y 
sequías; y también sus efectos sobre los 
más vulnerables;

iv.	 Uso insostenible de los recursos na-
turales;

v.	 Atención inadecuada a la gestión y 
conservación sostenible de la pesca y la 
silvicultura como factor para preservar 
su contribución a la seguridad alimen-
taria.3

 
En Costa Rica, la normativa en relación 
con este tema es muy dispersa y está 
encomendada a diversas instituciones. Es 
por lo anterior que, en el 2008, se formula 
el Plan Nacional de Alimentos, el cual se 
basó en los principios de producción con 
sostenibilidad y competitividad, enfoque 
integral y solidaridad. Asimismo, el Plan 
busca que se asegure la disponibilidad de 
los alimentos, se garantice que los grupos 
vulnerables tengan acceso a los alimentos 
y que se evite el incremento de los niveles 
de pobreza; además de garantizar la ino-
cuidad de los alimentos y que haya toda 
una organización entre las instituciones 

3	  Comité de Seguridad Alimentaria Mundial 
(2021). Marco estratégico mundial para la seguridad 
alimentaria y nutricional. Tomado de https://www.
fao.org/cfs/policy-products/onlinegsf/2/en/
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públicas y la empresa privada para lograr 
dichos objetivos.

Dado lo anterior, la Defensoría, en el do-
cumento del Informe Anual de Labores 
correspondiente a los años 2015 y 2016, se 
plantearon las siguientes debilidades que 
en el momento existían en torno al tema:

•	 Rectoría carente de potestades y con-
diciones suficientes para ejercer esa 
función.

•	 Carencia de indicadores para medir 
los componentes de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional, tampoco se 
cuenta con información sobre la dispo-
nibilidad de alimentos, que sustenten 
la emisión y ejecución de políticas pú-
blicas en SAN (Seguridad Alimentaria y 
Nutricional).

•	 Inexistente monitoreo y evaluación so-
bre el impacto de programas y accio-
nes. Posible uso ineficiente de recursos. 

 
Además, Costa Rica carece de una in-
corporación legal del derecho humano a 
la alimentación y de la SAN. Esto dificulta 
la defensa de este derecho y el esta-
blecimiento de responsabilidades por su 
vulneración. 

Desde que Costa Rica asumió el compro-
miso con los ODS, la Defensoría manifestó 
su preocupación por la carencia de ins-
trumentos jurídicos que permitan la ade-
cuada defensa del derecho humano a la 
alimentación y de la seguridad alimentaria 
(SAN). Por ello, en conjunto con entidades 
técnicas y académicas especializadas 
en seguridad alimentaria4, la Defensoría 

4	  La Comisión está conformada por representantes 
de Alianza por el Derecho Humano a la Alimentación 
en Centroamérica, Asamblea Legislativa (Una 
Diputada y Asesores de varios Diputados varias, 
representantes sindicales del Consejo Nacional 
de la Producción, FAO-Costa Rica (Representante 
para Costa Rica y varios consultores), Instituto de 
Desarrollo Rural, Instituto Nacional de las Mujeres,  
Instituto Tecnológico de Costa Rica (Escuela de 
Agronegocios), Ministerio de Salud (Dirección 
Planificación Estratégica y Evaluación de Acciones 
en Salud, Municipalidad de Santa Ana, Secretaría 
Ejecutiva de Planificación Sectorial Agropecuaria 

impulsó en octubre del 2015, la redacción 
de una iniciativa de ley para dotar al país 
del marco jurídico e institucional necesario 
para superar las carencias actuales. 

Desde entonces, este proyecto de ley 
ha sido analizado en diferentes legislatu-
ras y ha sido sometido a consulta de la 
Defensoría en múltiples ocasiones. En cada 
consulta, la institución expuso las virtudes y 
falencias de la versión consultada, hasta 
que se recibió en consulta el expediente 
N° 22110, Ley Marco para la promoción de 
la seguridad alimentaria y nutricional, so-
bre el cual, en enero de 2022, la institución 
manifestó no tener objeciones en relación 
con su aprobación. Si bien es cierto, ese 
texto es menos ambicioso que la iniciati-
va de ley original, contiene los elementos 
mínimos necesarios para la efectiva tutela 
del derecho humano a la alimentación y 
de la seguridad alimentaria de las y los ha-
bitantes, con prioridad para la población 
más vulnerable.

La propuesta tiene como objetivo central 
“establecer el marco normativo para es-
tructurar, articular y coordinar acciones 
de la institucionalidad pública en materia 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
(SAN), cuya finalidad es tutelar y garanti-
zar plenamente el Derecho Humano a la 
Alimentación y a la Seguridad Alimentaria 
y Nutricional de la población, con prioridad 
de atención a la población vulnerable”. En 
concordancia, define los conceptos de 
“derecho humano a la alimentación” y 
“seguridad alimentaria” que no existen en 
el ordenamiento jurídico costarricense en 
este momento, al tiempo que establece 
que la SAN debe ser una política de esta-
do prioritaria y debe permear a toda polí-
tica pública nacional, sectorial, regional y 
territorial. 

(SEPSA), Universidad de Costa Rica (Escuela de 
Nutrición, Facultad de Ciencias Agroalimentarias, 
Facultad de Derecho. Algunos participantes, a pesar 
de ser miembros o funcionarios de una organización, 
indicaron que deseaban participar en las reuniones a 
título personal.
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El proyecto plantea los principales debe-
res del Estado costarricense en relación 
con la SAN. Entre estos deberes destaca: 
la promoción de ésta como medio para 
alcanzar la plena realización del Derecho 
Humano a la Alimentación de las y los 
habitantes, así como la coordinación y 
articulación (gubernamental y no guber-
namental) en todos los niveles. Otro deber 
estatal que este proyecto hace explícito 
es la generación de datos, indicadores 
e información desagregada por sexo 
– género, grupo etario y otras variables 
que permitan cuantificar los esfuerzos del 
Estado en la materia. Asimismo, incorpora 
el deber estatal de prever acciones que 
puedan atentar contra la SAN y promover 
una producción sostenible de alimentos 
nutritivos e inocuos, de manera inclusiva, 
competitiva, rastreable y diversificada.

En materia institucional, se define la orga-
nización institucional para la SAN, con la 
dirección política por parte de varias car-
teras ministeriales reunidas en un Consejo 
Director, una secretaría como órgano 
ejecutivo y un Consejo Técnico Consultivo, 
conformado por un representante propie-
tario y su suplente de los sectores contem-
plados en el Consejo Director, más cinco 
representantes propietarios y sus suplentes 
del sector no gubernamental, con repre-
sentación de los sectores: agro productivo, 
gobiernos locales, industria alimentaria, 
personas consumidoras y sociedad civil. 
Finalmente, se establece la obligación de 
cada cartera ministerial, representada en 
el Consejo Director, de incorporar en su 
presupuesto anual los recursos necesarios 
para la ejecución, seguimiento y evalua-
ción de las intervenciones públicas conte-
nidas en el Plan Nacional SAN en el marco 
de la Política de Estado.
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En su informe Anual 2015-2016, la Defensoría 
introdujo el tema relacionado con el ODS 
3: Salud y Bienestar del siguiente modo:

(…) La salud es un elemento esen-
cial para la búsqueda de la fe-
licidad individual y alcanzar el 
desarrollo nacional. El contar con 
servicios de salud disponibles, ac-
cesibles, aceptables y de calidad 
son esenciales para garantizar el 
derecho humano a alcanzar el 
más alto nivel posible de salud, y 
combatir la pobreza. Esto a la vez 
permite a la población contribuir 
mejor y por más largo tiempo con 
el bienestar común. 

El derecho a la salud es inclu-
yente y abarcador, pues todos 
y todas deben tener a mano 
las herramientas para alcanzar 
su mejor estado de salud física, 
mental y social, sin discriminación 
de ningún tipo. Esto necesaria-
mente comprende otros aspectos 
que determinan la salud como el 
agua, el medio ambiente sano, 
sanidad y acceso a información 
y educación relacionadas con la 
salud.(…)1

La reciente pandemia generada por el 
virus del Covid 19, no solo dejó patente la 

1 Informe Anual 2015-2016, Defensoría de los 
Habitantes de la República, pág. 36

importancia que tiene el acceso a servi-
cios de salud que cumplan con las carac-
terísticas de disponibilidad, accesibilidad 
calidad y aceptabilidad, sino también las 
limitaciones que diferentes poblaciones 
vulnerables entre los habitantes tienen 
para que se respete su derecho a alcanzar 
el más alto nivel posible de salud.  

Mortalidad materna:

En cuanto a lo relacionado con la mor-
talidad materna, es importante recordar 
que la Conferencia Internacional sobre 
Población de Desarrollo celebrada en El 
Cairo en septiembre de 1994, estableció 
como unos de sus objetivos fundamenta-
les, la reducción de la tasa de mortalidad 
materna y la garantía en el acceso a ser-
vicios de salud sexual y reproductiva. Estos 
objetivos fueron revisados tanto en 2009 
durante la reunión Cairo +15 como en el 
2013, cuando se lleva a cabo la Primera 
Reunión de la Conferencia Regional sobre 
Población y Desarrollo de América Latina 
y el Caribe, la cual generó el proceso de 
Consenso de Montevideo -en el que Costa 
Rica participa- y en el que se reconoció, 
nuevamente, que el ejercicio pleno de los 
derechos sexuales y los derechos repro-
ductivos es esencial para el goce de otros 
derechos fundamentales, exponiéndose la 
mortalidad materna como una violación a 
los derechos humanos.

SALUD Y 
BIENESTAR3
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En Costa Rica existe un amplio marco le-
gal de protección a los derechos de las 
madres, los niños, las niñas y las familias, 
incluyendo el artículo 51 de la Constitución 
Política. Asimismo, existen normas con-
cretas promulgadas para reducir la ma-
ternidad infantil y la mortalidad materna, 
entre las que se encuentran el Decreto 
Ejecutivo Nº 28147-S, publicado en La 
Gaceta Nº 205 del 22 de octubre de 1999, 
“Reglamento sobre el Sistema 
Nacional de Evaluación de 
Mortalidad Materna”2 y la 
“Guía de Atención Integral a 
las Mujeres Niños y Niñas en el 
periodo prenatal, parto y pos-
parto”, publicada en 2009, 
que definen lineamientos cla-
ros para garantizar la aten-
ción segura, la identificación 
oportuna de los riesgos obsté-
tricos, el reconocimiento de 
la condición de humana a las 
mujeres, así como la atención 
de calidad y con calidez.  

Adicionalmente, el país ha construido una 
sólida estructura institucional para la reco-
pilación de datos e indicadores de salud 
en relación con la salud materna, que le 
permite contar con una base técnica para 
tomar acciones oportunas y dirigidas a los 
sectores o zonas con mayor necesidad de 
mejoramiento, condiciones con las que no 
cuentan muchos países de la región.

A pesar de estas ventajas técnicas y jurídi-
cas, la Defensoría identifica que los datos 
de los últimos años evidencian la falta de 
implementación de las acciones priorita-
rias que se requieren. Cabe resaltar que, 
si bien Costa Rica presenta datos que 
superan la meta señalada en la Agenda 
2030, es inaceptable que sigan presentán-
dose muertes maternas3 que pueden ser 

2	  Artículo 12, Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Ley N° 7739 del 06 de enero de 1998.
3	  Cuando se habla de mortalidad materna en 
relación con las estadísticas de salud, se trata de 
la muerte de una mujer mientras está embarazada 
o dentro de los 42 días de terminar un embarazo, 
independientemente de la duración y la localización 

prevenibles a partir de la atención ade-
cuada, oportuna y humanizada, así como 
de una gestión de los servicios eficiente y 
transparente.

Conforme lo reseña el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos (INEC), se observa 
un aumento sistemático en la mortalidad 
materna a partir del 2019, y una baja en la 
natalidad.

Según la información más reciente, el re-
porte para el año 2021 refleja una razón 
de mortalidad materna de 4.1 por cada 
10.000 nacidos vivos, lo que demuestra el 
aumento de muertes maternas y la dismi-
nución de nacimientos.

del embarazo, por cualquier causa vinculada o 
agravada por el embarazo o su manejo, pero no por 
causas accidentales o incidentales.  
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Otro dato importante es que la distribución 
de la razón de mortalidad según provin-
cia, ubica a las provincias de San José y 
Guanacaste con las razones más altas por 
cada 10.000 nacimientos.

La Organización Mundial de la Salud 
(OMS), ha señalado reiteradamente que 
los países deben tomar decisiones basa-
das en datos para garantizar la atención 
eficiente y eficaz a todas las mujeres du-
rante todas las etapas del embarazo.  

La Defensoría sostiene que es imprescin-
dible la inversión sostenida para el mejor 
funcionamiento de los sistemas de salud, la 
formación y sensibilización del personal, la 
garantía de atención obstétrica oportuna 
y ágil y la información a las usuarias; todo 
ello para garantizar el derecho a la salud 
de las mujeres en estado de gestación.

Los esfuerzos y medidas que se implemen-
ten para mejorar los datos reportados, de-
ben dirigirse a los componentes del siste-
ma de salud y de la gestión de los servicios 
en los que se haya identificado la mayor 
incidencia de muertes maternas, por una 
parte, y a aquellos en los que no se cuente 
con la garantía de calidad, recurso huma-
no especializado y calificado, así como 
equipamiento e infraestructura.  

La Defensoría estima que, de no adoptar-
se medidas puntuales a corto plazo, el país 
continuará reportando el aumento de la 
mortalidad materna, lo que constituye una 

clara violación de los derechos humanos 
y se aleja de los propósitos mundiales de 
garantizar la vida y la salud de las mujeres.

Salud mental y Covid-19:

Como señalamos al inicio de 
este apartado, la pandemia 
por Covid-19 ha producido un 
significativo y negativo impacto 
en la actividad sanitaria nacio-
nal. Es importante recordar que 
la priorización en la asignación 
de recursos sanitarios no es 
una novedad, sino algo inhe-
rente a cualquier sistema de 
salud, como lo son los tiempos 
de espera en circunstancias 
regulares, los “triages” en los 
servicios de emergencia y los 

medicamentos esenciales. Ante la rápida 
expansión del coronavirus y el inmenso uso 
de recursos sanitarios que ello conlleva en 
un corto periodo de tiempo, las decisiones 
a tomar se deben llevar a cabo desde el 
interés de todos los pacientes ingresados y 
no solo de los pacientes con coronavirus, 
de forma que, dependiendo de esa priori-
zación de los recursos, todos los pacientes 
que lo precisen sean atendidos de la mejor 
manera posible.

Tanto el país, como el mundo entero, han 
vivido la expansión del COVID-19 con una 
buena dosis de incertidumbre acerca de 
su control epidemiológico a corto plazo, 
con el agravante que vino a absorber a la 
administración activa, así como a los entes 
de control, provocando que la atención 
de otros padecimientos o enfermedades 
claves fuese “dejado de lado” de forma 
transitoria. Tal es el caso de otras enfer-
medades transmisibles como el VIH, al 
que, aunque se le ha dado seguimiento 
en cuanto al monitoreo de acciones de la 
CCSS y el Ministerio de Salud, al Proyecto 
de Ley y acciones relacionadas con la 
Profilaxis pre exposición (PreP), lo cierto 
es que dichas acciones se vieron merma-
das por la abrumadora demanda de la 51



emergencia sanitaria de la pandemia por 
COVID-19. 

En materia de enfermedades no transmi-
sibles, esta Defensoría ha puesto especial 
énfasis en lo relacionado con la Salud 
Mental, tanto en lo referente al seguimien-
to de la Política Nacional de Salud Mental 
2012-2021, como en la particularidad del 
impacto de la emergencia sanitaria vivida 
por el COVID-19.

La Organización Mundial de la Salud 
(OMS), ha hecho un llamamiento global 
para la instauración nacional de los ser-
vicios comunitarios de salud mental. En 
muchas naciones, el cierre de los hospita-
les psiquiátricos o la ejecución de proce-
sos de desinstitucionalización, no ha ido 
acompañado de un desarrollo de servicios 
comunitarios, lo cual ha dejado un va-
cío que conlleva la desprotección de las 
personas afectadas por diversos tipos de 
padecimientos mentales.

Según el Informe sobre el Sistema de Salud 
Mental en Costa Rica, llevado a cabo en 
el año 2008 por el Departamento de Salud 
Mental y Abuso de Sustancias (MSD) de la 
OMS4, para ese año, el espacio de aten-
ción al factor de la salud mental se encon-
traba rezagado, tanto a nivel de inversión 
económica como hacia una atención 
integral con un enfoque de respeto a la in-
tegridad de la persona. Siendo Costa Rica 
firmante de la Declaración de Caracas5, 
30 años después se siguen presentando 
limitados avances en este sentido, soste-
niendo una estructura centralizada como 
lo son los Hospitales Psiquiátricos. Cabe 

4	  IESM-OMS. INFORME SOBRE EL SISTEMA DE SALUD 
MENTAL EN COSTA RICA. Informe de la Evaluación 
del Sistema de Salud Mental en Costa Rica utilizando 
el Instrumento de Evaluación para Sistemas de Salud 
Mental de la OMS (IESM-OMS), COSTA RICA, 2008. 
https://www.bvs.sa.cr/saludmental/informe.pdf
5	  Declaración de Caracas, Conferencia sobre 
la reestructuración de la atención psiquiátrica en 
América Latina dentro de los Sistema Locales de 
Salud (SILOS), realizada en esa ciudad el 14 de 
noviembre de 1990, convocada por la Organización 
Panamericana de la Salud-Organización Mundial de 
la Salud (OPS-OMS), 1990. https://www.oas.org/dil/
esp/declaracion_de_caracas.pdf

destacar que el modelo manicomial no 
sólo tiene fundamento en una cultura insti-
tucional, sino en una práctica muy arraiga-
da en la sociedad, que se basa en la idea 
errónea de que el hospital psiquiátrico es 
el lugar donde deben estar las personas 
con discapacidad psicosocial.

En el 2012 se aprueba la Política Nacional 
de Salud Mental 2012-20216, en la cual se 
proponen una serie de postulados teóricos 
y objetivos operativos. La Defensoría de los 
Habitantes considera que la CCSS ha re-
forzado su eje de Psiquiatría Comunitaria y 
desde este servicio, se canalizan las accio-
nes de seguimiento y monitoreo de las per-
sonas ubicadas en los albergues privados 
financiados por el CONAPAM y CONAPDIS. 

Sin embargo, es necesario que las de-
más instituciones como el Ministerio de 
Educación, el Ministerio de Trabajo, el 
Instituto Nacional de Enseñanza y las 
Municipalidades cumplan con sus respon-
sabilidades y se involucren activamente 
para que se pueda llevar a cabo una in-
serción social real. 

Todos los avances que han informado la 
CCSS y el Ministerio de Salud dan cuenta 
de la progresiva instalación del modelo 
comunitario en la atención de pacientes 
psiquiátricos, derribando los paradigmas 
constitutivos de la atención cerrada y 
manicomial. Sin embargo, no se pueden 
dejar de considerar las limitaciones exis-
tentes que han dificultado el proceso, de 
cuya evolución estará pendiente esta 
institución.

Con el advenimiento de la pandemia, una 
importante parte de los progresos se han 
desacelerado, sobre todo porque muchos 
de los servicios de internamiento hospita-
lario se vieron reducidos, para dar lugar 
a la atención de pacientes con compli-
caciones por Covid-19 que requerían de 
internamiento.

6	  Política Nacional de Salud Mental 2012-2021. 
Ministerio de Salud. San José, Costa Rica, 2012. https://
www.bvs.sa.cr/saludmental/politicasaludmental.pdf
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A nivel laboral, el interés por el desempleo 
ha dejado al margen la preocupación por 
condiciones dignas de trabajo, como un 
espacio potenciador de salud y calidad 
de vida. La afectación que la población 
pueda estar teniendo a nivel de salud 
mental, no deja exenta a la fuerza laboral, 
y particularmente aquellos puestos de tra-
bajo aún más expuestos, como lo es el per-
sonal sanitario, que debe enfrentar en la 
primera línea a pacientes con COVID-19.

Una invest igación real izada por la 
Universidad Estatal a Distancia7 (UNED, 
2021), evidenció que ante la pandemia, 
una gran parte de la población presen-
taba sintomatología depresiva, ansiedad 
generalizada, miedo al contagio y bajos 
niveles en resiliencia, entre otros resultados 
relevantes. Adicionalmente, la emergen-
cia misma y la perspectiva de contagiarse 
o que se contagien personas a su alrede-
dor, demostró tener reacciones físicas y 
emocionales adversas en 9 de cada 10 
personas.

La salud integral y el derecho a un trabajo 
digno se convierten en factores protecto-
res, estableciendo las condiciones mínimas 
de trabajo (trabajo decente y digno), por 
lo que se considera fundamental conocer 
la afectación a nivel psico-emocional de 
las personas en los lugares donde desem-
peñan sus labores, así como generar una 
comprensión más amplia del impacto en 
la población en general. La promoción de 
la salud mental en el ámbito laboral debe 
incluir en sus planes estratégicos, acciones 
que permitan entornos y condiciones de 
vida que propicien la salud mental y per-
mitan a las personas adoptar y mantener 
modos de vida saludables. Dichas accio-
nes se convierten en una prioridad frente 
a las condiciones que por la pandemia se 
presentan para la población en general, 
pero también, en los espacios laborales, 

7	  Salud mental y relaciones con el entorno en 
tiempos de COVID-19. Informe de Investigación. 
Universidad Estatal a Distancia (UNED), Costa Rica, 
2021.  https://investiga.uned.ac.cr/wp-content/
uploads/2021/01/INFORME-Salud-mental-en-tiempos-
de-COVID-19.pdf

en donde se deben aumentar las posibili-
dades para que más personas tengan una 
mejor salud mental. 

Salud mental en personas menores de 
edad: La pandemia del suicidio

En relación con la necesidad de promover 
la salud mental de las personas menores 
de edad, la Defensoría de los Habitantes 
emitió recomendaciones al Patronato 
Nacional de la Infancia (PANI) y a la Caja 
Costarricense de Seguro Social (CCSS) de-
bido a una denuncia recibida por el abor-
daje institucional deficiente que se brindó 
a una estudiante adolescente indígena, 
con posteridad a un presunto intento de 
suicidio8. 

La adolescencia es una etapa de la vida 
que presenta desafíos, retos, oportunida-
des y amenazas, entre las que se encuen-
tran el entorno digital peligroso, el consu-
mo de drogas, la violencia, la explotación 
sexual o económica, la trata, la migración, 
la presión para tener un buen rendimiento 
académico o, incluso, la definición de la 
identidad sexual. Por ello, es necesario 
invertir en todas aquellas medidas que 
fortalezcan la capacidad de las y los ado-
lescentes, de manera que puedan superar 
estos riesgos y abordar las situaciones so-
ciales que los excluyen. 

En particular, las y los adolescentes indí-
genas tienen derecho a una atención de 
la salud mental adecuada, culturalmente 
pertinente e integral, lo que implica accio-
nes interinstitucionales e interdisciplinarias, 
para crear ambientes protectores que 
brinden oportunidades de crecimiento en 
diversos aspectos, como lo son la educa-
ción, salud, proyectos de vida, ocio y es-
parcimiento. En este marco, es importante 
que el Sistema Nacional de Protección 
Integral trabaje articuladamente. Y en 
particular, se requiere un trabajo conjunto 
entre el PANI (por ser la institución de pro-

8	  DHR, Informe Final con Recomendaciones, 
Expediente N° 375152-2021, Oficio N° 03121-2022-DHR 
del 30 de marzo 2022.
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tección especial) con la CCSS (por ser la 
institución de brinda atención sanitaria). 
Pero también se requiere de las acciones 
que puede emprender el Ministerio de 
Educación Pública, garantizando a las 
personas adolescentes oportunidades de 
estudio, recreación y acompañamiento.

Respecto de la pandemia, otro impacto 
importante de la misma es la afectación a 
la salud mental de la población como con-
secuencia de la imposición de medidas 
de distanciamiento físico y social, pérdida 
del empleo y los problemas económicos 
que se presentaron como consecuencia 
de dichas medidas. Dicha afectación, 
vista desde un enfoque de salud integral, 
no se ha abordado necesariamente como 
una prioridad por parte de las instituciones 
gubernamentales en general, por sobre la 
salud física y la estabilidad económica. 

La Enfermedad Renal Crónica no 
Tradicional (ERCnT) o Nefropatía 
Mesoamericana:

Otra enfermedad no transmisible priori-
zada en el trabajo de la Defensoría es la 
Enfermedad Renal Crónica no Tradicional 
(ERCnT) o Nefropatía Mesoamericana. En 
los cuatro últimos decenios, un número 
cada vez mayor de personas jóvenes, en 
conglomerados de comunidades agrí-
colas socialmente vulnerables de varios 
países centroamericanos, han presentado 
una forma grave de insuficiencia renal 
de etiología incierta conocida como 
Enfermedad Renal Crónica de causas 
no tradicionales (ERCnt) o Nefropatía 
Mesoamericana9, la cual es principalmen-
te una enfermedad ocupacional, por lo 
que debe colocarse a la persona traba-
jadora en el centro.10 Hay evidencia inter-

9	  https://www.paho.org/hq/dmdocuments/2013/
CD52-8-s.pdf
10	  Taller Internacional sobre Nefropatía 
Mesoamericana (2°: 2015 nov. 18-20 : San José, 
Costa Rica) Nefropatía Mesoamericana: informe del 
segundo taller internacional de investigación sobre 
men = Mesoamerican nephropathy: report from the 
second international research workshop on men / 
David Wegman ...[et. al.]. -- 1 ed. – Heredia, C.R.: 
SALTRA / IRET- UNA, 2017. 207 p.: il.; 21.5 x 25.5 cm. 
-- (Serie Salud; Trabajo y Ambiente; n° 34). Publicado 

nacional creciente sobre el papel causal 
del trabajo extenuante, el calor y la deshi-
dratación como factores de riesgo; y se ha 
progresado en la clarificación de las vías 
fisiopatológicas del estrés por calor que 
conducen a la enfermedad renal cróni-
ca.11 Por lo cual, en comunidades agríco-
las, este es un problema multifacético que 
requiere un enfoque integral y múltiple a 
corto, mediano y largo plazo, inclusive más 
allá del modelo biomédico. 

En Costa Rica, la ERCnt afecta zonas del 
Pacífico Norte y no se contempla como 
parte de los sistemas rutinarios de vigilan-
cia epidemiológica, razón por la que los 
registros sobre la presencia de la enferme-
dad se encuentran circunscritos a aquellos 
casos que ameritan hospitalización por 
esta causa. 12 La zona de mayor afecta-
ción en Costa Rica se encuentra localiza-
da en la provincia de Guanacaste, al nor-
te del país, en zonas predominantemente 
agrícolas y con altitudes inferiores a los 500 
metros sobre el nivel del mar. El compor-
tamiento de la mortalidad de la ERCnT en 
la Región Chorotega evidenció ser la más 
elevada en el país, con una contribución 
importante para la mortalidad prematura 
asociada a la misma y se ha configurado 
como una condición sostenida durante los 
últimos años. 

La situación debe de ser abordada con-
templando intervenciones en los servicios 
de salud para atender la demanda de 
la población, las cuales deben garantizar 
una mayor seguridad a los trabajadores y 
generar políticas educativas orientadas a 
la prevención de daño renal crónico. En 
razón de lo anterior, la ERCnt es un proble-
ma de salud pública prioritario y la inter-
vención del Estado y de toda la sociedad, 
incluidos los empresarios y los trabajadores, 

también con la serie: Informe técnicos IRET, n° 36 ISBN 
978-9968-924-35-1. Página 8
11	  Ob. Cit. Página 64
12	  Factores Asociados a Enfermedad Renal 
Crónica. Región Chorotega.  Informe Final de 
Resultados. Roy Wong McClure,  Marvin Cervantes 
Loaiza  y Leandra Abarca Gómez.  CCSS. 2014.  
Página 7.
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es urgente.13 La fuerte voluntad política 
en todos los niveles de decisión para en-
frentar la epidemia, se refleja en los avan-
ces que esta Defensoría evidencia en la 
labor de la Comisión Interinstitucional de 
Nefropatía Mesoamericana. No obstante, 
las deficiencias de información sobre la 
magnitud y extensión de la enfermedad, 
así como sobre la ineficacia de las políticas 
y acciones emprendidas, aún persisten. 
Por lo tanto, se deben continuar los esfuer-
zos en todos los niveles de decisión con 
acciones como las siguientes: determinar 
la magnitud de la población afectada; 
aplicar medidas preventivas eficaces y 
evaluar el impacto de las intervenciones 
clínicas y preventivas; desarrollar capaci-
dades, tanto para los sistemas de salud, 
como para los equipos de salud en el 
trabajo y el medio ambiente; mejorar la 
prevención en el lugar de trabajo y que la 
Comisión Interinstitucional de Nefropatía 
Mesoamericana que coordina el Ministerio 
de Salud, realice todos los esfuerzos para 
que todos los actores claves colaboren de 
forma coordinada, sobre todo en el ámbi-
to local.  

Aunque Costa Rica es el primer país con 
un decreto con definición de caso sospe-
choso y caso de paciente confirmado con 
enfermedad renal crónica no tradicional 
nefropatía mesoamericana, dicho pade-
cimiento no ha sido abordado desde los 
servicios de salud de la CCSS como una 
enfermedad ocupacional, lo cual afecta 
el diagnóstico temprano y manejo de la 
ERC, así como el procedimiento adminis-
trativo para la atención de riesgos ocu-
pacionales ante el Instituto Nacional de 
Seguros.

13	  Taller Internacional sobre Nefropatía 
Mesoamericana (2°: 2015 nov. 18-20 : San José, 
Costa Rica) Nefropatía Mesoamericana: informe del 
segundo taller internacional de investigación sobre 
men = Mesoamerican nephropathy: report from the 
second international research workshop on men / 
David Wegman ...[et. al.]. -- 1 ed. – Heredia, C.R.: 
SALTRA / IRET- UNA, 2017. 207 p.: il.; 21.5 x 25.5 cm. 
-- (Serie Salud; Trabajo y Ambiente; n° 34). Publicado 
también con la serie: Informe técnicos IRET, n° 36 ISBN 
978-9968-924-35-1. Página 22

El Ministerio de Salud se encuentra en un 
proceso avanzado de modificaciones re-
gulatorias tendientes a hacer el ajuste ne-
cesario a partir de la aprobación del de-
creto que regula la definición de caso de 
nefropatía mesoamericana, con el propó-
sito de que se regule la detección precoz y 
se remita la correspondiente referencia de 
casos confirmados al INS. Lo anterior, a fin 
de que se incluya en coberturas especia-
les por medio del Seguro por el Estado a las 
personas con ERCnt que no tienen trabajo 
u otra forma de aseguramiento.

La construcción de las agendas consen-
suadas con participación de la sociedad 
civil para la atención de las causas e im-
pacto de la ERCnT está pendiente y, dada 
la naturaleza multicausal del evento que 
aporta el conocimiento actual de la en-
fermedad y las competencias de la CCSS, 
la agenda referida es competencia del 
Ministerio de Salud. La propuesta de inves-
tigación epidemiológica sobre esta con-
dición en población con cobertura por 
los servicios de salud institucionales está 
pendiente, debido a falta de presupuesto 
institucional.

Finalmente, es posible contar con un mo-
derado impacto positivo en las recomen-
daciones del informe llevado a cabo por 
esta Defensoría. En este sentido, se ha pro-
ducido la modificación de las regulacio-
nes del Ministerio de Trabajo y del Ministerio 
de Salud respecto de la prevención y 
la detección precoz de la enfermedad 
renal de origen laboral. Adicionalmente, 
la Caja Costarricense de Seguro (CCSS) 
ha expresado su conformidad con dotar 
de un espacio específico en los EBAIS de 
la Región Chorotega para la consulta de 
las personas con riesgo de daño renal 
ocupacional. De igual forma, la CCSS ha 
manifestado que ampliará y fortalecerá el 
Programa de Atención de la Enfermedad 
Renal Crónica con un capítulo dedicado 
a la Nefropatía Mesoamericana para la 
Región Chorotega. 55
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Sin embargo, como consecuencia de la 
pandemia, el progreso de estas medidas 
ha sido más lento, al punto de que es has-
ta principios del año 2022 que la CCSS está 
retomando la realización de una investi-
gación en esta materia y eventualmente 
reforzar los servicios del primer nivel de 
atención para los casos sospechosos de 
este padecimiento en la clase trabajadora 
de la agricultura.

La problemática de las listas de es-
pera en los servicios de Salud de la 
CCSS:

Como se señalado previamente, otras 
enfermedades crónicas no transmisibles 
fueron desplazadas por la emergencia por 
COVID, lo cual se evidencia claramente 
en el impacto en las listas de espera, las 
cuales se originan por un desbalance en-
tre la oferta y la demanda, toda vez que 
las demandas en materia de salud son 
prácticamente infinitas, y están permea-
das por diferentes factores; siendo este 
fenómeno común a cualquier servicio de 
salud en el mundo. 

La Caja Costarricense de Seguro Social 
(CCSS), como el principal ente prestata-
rio de servicios de atención de la salud, 
ha enfrentado por años este problema. 
Ante esta situación, la Defensoría asumió 
el compromiso, desde el 2019, de construir 
una estrategia de defensa de los Derechos 
Humanos de la población ante este fenó-
meno. En este sentido, se estableció una 
mesa de alto nivel que definió como punto 
de partida los siguientes temas:

•	 Evolución del plan de acción de la 
CCSS en el tema de listas de espera en 
los servicios de consulta externa, pro-
cedimientos y cirugías 

•	 Plan de Rompimiento de Redes (RIPSS) 

•	 Evolución de las brechas por especiali-
dad médica,

•	 Portafolio de inversión en equipamien-
to e infraestructura, 

•	 Campaña contra el ausentismo en las 
citas,

•	 Fortalecimiento del rol del Ministerio de 
Salud como ente rector para determi-
nar el efecto de cada uno de ellos en 
la mejora en la prestación del servicio 
y el impacto en la consecución del de-
recho a la salud. 

Se tenía una línea base para el año 2020, a 
fin de evaluar el progreso de la gestión de 
Listas de Espera, que la CCSS ha identifica-
do como “Plan para la Atención Oportuna 
de las Personas”. Sin embargo, a causa de 
la pandemia de la COVID 19 y a partir del 
mes de marzo del 2020, la CCSS dedicó la 
mayor parte de sus esfuerzos a prepararse 
para hacerle frente a esta enfermedad, 
tomando la decisión de atender princi-
palmente solo casos oncológicos, emer-
gencias y prioritarios, cancelando con 
ello procedimientos y cirugías electivas de 
todas las demás patologías. Asimismo, a fin 
de evitar contagios, canceló citas presen-
ciales de consulta externa y comenzó a 
otorgarlas en la medida de sus posibilida-
des vía teléfono o por videollamadas.

En marzo del 2021, la Defensoría elaboró, 
con información proporcionada por la 
CCSS, un estado de situación de tiempos 
de espera en cirugías, consulta externa y 
procedimientos en la CCSS, evidenciándo-
se lo siguiente: 

•	 Consulta externa: aumentó el plazo de 
espera por consultas pasando de 151 
días en diciembre de 2019 a 157 días 
de espera promedio en diciembre de 
2020.

•	 Procedimientos: Para procedimientos, 
el plazo promedio de espera en días 
fue para diciembre del 2019 de 142 
días, en diciembre de 2020 de 116 días 
y con la información adicional a di-
ciembre del 2021, el promedio era de 
134 días.

•	 Cirugías: El área quirúrgica pasó de 
una espera de 341 días en diciembre 
de 2019 a un promedio de espera de 
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495 días al cierre del 2020, y a diciem-
bre del 2021, un promedio de 594 días 
siendo esta lista la más afectada.

Algunas acciones planificadas por la CCSS 
para atender el tema de los tiempos de 
espera incrementados por la pandemia 
COVID 19 (a lo que la Defensoría ha dado 
seguimiento), se encuentran: atención de 
patologías y procedimientos no posterga-
bles; instauración de medios alternativos 
de atención (virtual, telefónico) combina-
do con atenciones presenciales; estrate-
gia de desescalada de camas Covid 19, 
a fin de recuperar capacidad instalada 
para una programación mayor de cirugías 
electivas de bajo riesgo; continuidad en la 
depuración de las listas. 

Adicionalmente, la Caja Costarricense 
de Seguro Social mantuvo, durante el 
2020, entre otras, las siguientes estrategias 
adicionales: 

•	 Mejora de los sistemas y calidad de la 
información en listas de espera

•	 Gestión de salas quirúrgicas, 

•	 Disminución del ausentismo 

•	 Recordatorio de citas y cirugías

•	 Nuevo equipamiento que permite au-
mentar la producción y reducir riesgos

•	 Nueva infraestructura y mejora de la 
existente (reforzamiento del primer ni-
vel de atención, aumento de capaci-
dad en hospitales nacionales, regiona-
les y periféricos) 

•	 Fortalecimiento en el equipamiento en 
general de los hospitales y Áreas de Sa-
lud. 

•	 Dotación y formación de médicos asis-
tentes especialistas:  

•	 Gestión en Red de Servicios de Salud

•	 Gestión de camas hospitalarias

•	 Aumento de los procedimientos ambu-
latorios a nivel nacional

•	 Fortalecimiento de la red de Telesalud

•	 Grupos gestores de lista de espera

•	 Plan para la Adaptación y Recupera-
ción de los Servicios ante la Pandemia 
por COVID-19, a fin de reactivar, pro-
gresiva y gradualmente los servicios, lo 
cual incluye no solo los servicios esen-
ciales de salud y pensiones, sino tam-
bién los servicios financieros. 

La Defensoría estima que la CCSS ha pro-
cedido de forma correcta al mantener la 
atención de los casos como emergencias 
médicas o quirúrgicas y los casos oncoló-
gicos, entre otros. Para los otros tipos de 
casos, dadas las circunstancias excep-
cionales, no se trata de un rechazo a la 
atención sanitaria, solo de un justificado 
aplazamiento, lo cual no implica que ello 
genere problemas de acceso a los servi-
cios de atención en salud de los pacientes 
que esperaban ser atendidos, según lo 
dispuesto por la Sala Constitucional y la 
Defensoría. 

Sin embargo, por un estado de necesidad 
y para atender la emergencia, los recur-
sos deben priorizarse; por lo que, desde 
una perspectiva bioética, las medidas 
especiales mencionadas con anterioridad 
son correctas, en razón de que, desde un 
punto de vista clínico, se deben atender 
con prioridad los casos más graves o con 
peor evolución. Hasta el momento, estas 
medidas excepcionales han contado con 
criterios de priorización eminentemente clí-
nicos, valorando la gravedad de los casos 
para la respectiva asignación de recursos.

Servicios de salud en la población 
privada de libertad:

Si se habla de universalización de los ser-
vicios de salud, es fundamental referirse 
al acceso a los mismos por parte de la 
población privada de libertad sin ningu-
na discriminación. Y es que toda persona 
privada de libertad goza de los mismos 
derechos y garantías individuales, sociales, 
culturales, económicas y políticas, de los 
que son titulares los habitantes del país y 
sin distinción alguna, salvo aquellos que 
sean incompatibles con la modalidad de 
ejecución de la pena o custodia en que 
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se encuentre dicha persona. El Estado, 
representado por el Ministerio de Justicia 
y Paz, es el primer obligado en resguardar 
los derechos de la población privada de 
libertad y, por tal motivo, el órgano encar-
gado de su custodia y tratamiento, el cual 
debe garantizar la satisfacción de todos 
los derechos que no se ven afectados con 
la propia naturaleza de la reclusión.

Es clara la responsabilidad directa de la 
Administración Penitenciaria de velar por 
el derecho a la salud de las personas pri-
vadas de libertad, mientras permanezcan 
en el centro penitenciario. Lo anterior, 
significa que existe una obligación con-
junta con la Caja Costarricense de Seguro 
Social para brindar cobertura y atender a 
este sector de la población, en los casos 
requeridos y según el nivel de complejidad 
que se presente en cada situación.

El derecho a la salud, en estos casos, 
implica el financiamiento estatal de los 
seguros de enfermedad y maternidad de 
los privados de libertad, bajo el instituto 
de “Asegurados por cuenta del Estado”, a 
partir de lo dispuesto en el artículo 177 de 
la Constitución Política, donde se señala 
que el seguro de salud es universal y cubre 
a todos los habitantes del país, y por tanto; 
no podría excluirse a las personas privadas 
de libertad del ejercicio de sus derechos 
fundamentales, más allá de lo relacionado 
con su libertad personal.

Por ello, existen convenios denominados 
“Convenio Específico de aseguramiento 
y financiamiento interinstitucional entre la 
Caja Costarricense de Seguro Social y el 
Ministerio de Justicia y Paz”, y “Convenio 
entre la Caja Costarricense de Seguro 
Social y el Ministerio de Justicia y Paz”, cu-
yos objetivos son establecer los lineamien-
tos de la forma de pago y financiamiento 
del aseguramiento de las personas priva-
das de libertad, así como las prestaciones 
sanitarias por brindar y los responsables de 
las mismas.  

Debido a la necesidad de que dichos ser-
vicios se brinden a las personas privadas 
de libertad, la Defensoría de los Habitantes 
recomendó14 a ambas instituciones la re-
negociación de dicho Convenio; de tal 
suerte que su actualización permitiera un 
proceso más fluido en la prestación de los 
mencionados servicios. En el curso del año 
2019, las autoridades de ambos sectores 
iniciaron el proceso de negociación; no 
obstante, con el desarrollo de la pande-
mia por COVID-19, se produjo una parali-
zación de esos procesos. No es sino hasta 
fechas recientes que se han retomado las 
conversaciones iniciales para implementar 
un nuevo curso en el tema. La actualiza-
ción del convenio como herramienta de 
gestión interinstitucional, resulta de nece-
saria y pronta intervención para mejorar 
los procesos de gestión de atención de la 
salud de la población privada de libertad. 
A la fecha, persisten las denuncias de la 
población penitenciaria que reflejan las 
deficiencias de coordinación entre las 
entidades involucradas, falta de conoci-
miento y aplicación del convenio actual, 
ausencias a citas programadas, proble-
mas de entrega oportuna de medicamen-
tos, importancia de la automatización de 
la información15 e incorporación del EDUS 
en el sistema de atención penitenciaria, 
así como insuficiencia de recursos huma-
nos; que en definitiva colocan en la pa-
lestra la brecha de atención en salud que 
tiene la población penitenciaria en el país.  

Asimismo, es importante referir la necesi-
dad de definición y construcción conjun-
ta de un modelo de atención en salud 
del Sistema Penitenciario Nacional, que 
establezca las líneas técnicas generales, 
recursos humanos, equipamientos, proto-
colos, entre otras consideraciones. Dicho 
modelo, no sólo es el punto de referencia, 
sino también el encuadre institucional que 
permite la ejecución y en principio, la ga-
rantía del disfrute del derecho a la salud.  

14	  Informe Final del Expediente N° 210654-2016
15	  Defensoría de los Habitantes, oficio DH-1450-2022 
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Servicios de salud y la población 
adulta mayor:

Otra de las poblaciones afectadas 
por las medidas tomadas por la Caja 
Costarricense de Seguro Social para 
enfrentar la pandemia del Covid 19, es 
la conformada por las personas adultas 
mayores. Entender el envejecimiento 
de la población como el aumento en la 
proporción de personas mayores con res-
pecto a la población total que, además, 
muestra una tendencia a una mayor lon-
gevidad, implica brindar respuestas a una 
población que demanda y demandará la 
prestación de servicios adecuados a sus 
necesidades específicas, resultando inelu-
dible modificar el sentido de las políticas 
institucionales a partir del reconocimiento 
de las personas mayores como titulares de 
derechos16.

El respeto, la protección y el cumplimiento 
de los derechos de este grupo poblacio-
nal, coloca a la persona en la edad de la 
vejez en el centro de atención o interven-
ción, a través de una visión más integral 
que conduzca a generar las acciones ca-
paces de atender aquellas áreas o ámbi-
tos en los que esta población se manifiesta 
desprotegida o vulnerada.

Las personas mayores han sido conside-
radas desde una perspectiva asistencial 
basada en una deficitaria visión de la 
vejez, impregnada de diversos prejuicios 
y estereotipos, desprovista de un modelo 
que admita la especificidad y, promueva 
nuevas prácticas que contribuyan a for-
talecer la independencia y autonomía de 
las personas al llegar a la edad más avan-
zada del ciclo de vida. 

Ciertamente, admitir la especificidad de 
las personas mayores como titulares de 
derechos, abarca diversos ámbitos, siendo 

16	  La Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos humanos de las Personas 
Mayores (2015), contempla el marco de protección 
que exige a los Estados el envejecimiento como 
fenómeno poblacional, cuyo enfoque debe ser 
incluido en la adopción de las políticas públicas.  

que en el campo de la salud, todavía pre-
valece el enfoque biologista y de enfer-
medad, que excluye otros aspectos que 
exigen valorar el actual paradigma de 
envejecimiento y vejez para alcanzar la 
igualdad real de este grupo etario. 

Durante el período que corresponde a 
este informe, entiéndase el segundo año 
de pandemia, las quejas recibidas en la 
Defensoría resaltan la urgencia de reali-
zar los esfuerzos necesarios para agilizar 
los cambios requeridos hacia un modelo 
que reconozca la especificidad de esta 
población como grupo diferenciado, a fin 
de garantizar el acceso a los servicios de 
salud y su adaptación a las necesidades 
de este colectivo. 

La casuística atendida muestra que, en 
virtud de la implementación del esquema 
de protección para esta población fren-
te al riesgo de contagio del Coronavirus 
Covid-19, se desestimaron otras necesida-
des de salud de las personas mayores, que 
oportunamente habían sido tratadas me-
diante el criterio médico que determinó la 
prioridad de atención y, por consiguiente, 
los tiempos de espera. 

Así, se observa que las citas programadas 
con anterioridad y con largos tiempos 
de espera, fueron canceladas, sin aviso 
previo y sin reprogramación inmediata. 
También, se registra disconformidad en 
cuanto a la consulta telefónica; la cual, se-
gún indican las personas mayores, se limita 
a seguimiento y control de enfermedades 
crónicas, lo que dificulta el abordaje físico 
de nuevas alertas de salud que requieren 
de la atención presencial. 

Asimismo, y ante la dificultad de recibir 
atención presencial, no sólo para consulta 
médica, sino también para recibir la guía 
y educación en cuanto a la realización 
de otros procedimientos, los habitantes 
denuncian las dificultades administrativas 
para una gestión adecuada y respetuosa 
de sus derechos e intereses. Tal es el caso 
de la presentación para valoración de las 
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referencias de especialidades médicas o 
procedimientos diagnósticos, que supo-
nen un protocolo determinado, el cual 
no se explica con claridad, ni se indica el 
plazo de resolución para contar con la cita 
requerida. En los últimos meses, los trámites 
relacionados con el recibo, valoración y 
asignación de la cita respectiva se han 
estado realizando, por parte de algunos 
hospitales, por la vía de la aplicación 
WhatsApp y el paciente es cargado con 
la obligación de estar consultando conti-
nuamente a fin de obtener la correspon-
diente respuesta por parte del nosocomio 
en cuestión. 

Valga destacar que además del aumento 
en el retraso de las citas para cirugías, se 
adiciona el tiempo de aplicación de las 
medidas sanitarias a consecuencia de la 
pandemia, por lo que se requiere de un 
plan remedial en el cual la población ma-
yor sea considerada de manera prioritaria 
y diferenciada,  a fin de traducir positiva-
mente la ganancia de la esperanza de 
vida después de los 60 años.

Tener presente el enfoque diferenciado en 
la programación de cirugías, contribuye a 
determinar nuevas medidas y distintos cri-
terios de prioridad; por ejemplo, cuando se 
trata de cataratas. La Defensoría es cons-
ciente de la demanda en este servicio y su 
relación con el envejecimiento biológico, 
pero también lo es en cuanto al riesgo de 
dependencia y funcionalidad que presen-
ta para la persona mayor, por lo que se 
estima que este criterio debe ser revisado; 
sobre todo cuando la práctica de estas 
intervenciones actualmente requiere de 
una estancia hospitalaria, aunque corta, 
que igualmente incide en la espera de las 
y los pacientes. 

Es preciso señalar que el criterio esgrimido 
para justificar la negación del servicio en 
salud, en sus diversas prestaciones, ha sido 
el cumplimiento de las medidas sanitarias 
y los lineamientos girados al efecto. Sin 
embargo, en lo atinente a los lineamien-
tos establecidos, la Defensoría conoció 

casos relacionados con el lineamiento de 
prioridad por cáncer que en particular, no 
había sido gestionado con la diligencia 
debida para alcanzar un análisis integral 
de la referencia correspondiente y se asig-
nó cita al próximo espacio disponible17.

Cabe concluir que los casos atendidos, re-
velan la situación de desventaja en que se 
encuentra la persona mayor frente al ser-
vicio de salud, lo que la condiciona para 
controlar y gestionar su propia salud, así 
como procurarse un buen grado de inde-
pendencia y una vejez saludable. A me-
dida que aumenta la esperanza de vida, 
es urgente que esta población disponga 
de las herramientas necesarias para asu-
mir responsablemente las acciones de 
prevención, atención, tratamiento y re-
habilitación para conservar la salud física 
y mental, con miras a un goce de mayor 
bienestar, aún en entornos vulnerables y 
en situaciones de emergencia.  

En este sentido, resulta útil tener pre-
sente la declaración de la Década del 
Envejecimiento Saludable 2020-2030, 
proclamada por Naciones Unidas18, cuyo 
objetivo es que la expectativa de vida sa-
ludable resulte acorde conforme aumenta 
la esperanza de vida de las personas. 
Responde al reto que implica “vivir más 
años” y una apuesta para mejorar las con-
diciones de vida de la población mayor.

La estrategia mundial sobre envejecimien-
to y salud de la OMS en la que se fun-
damenta la Década de Envejecimiento 
Saludable, es también un plan de acción, 
dada su vinculación con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, como conjunto indi-
visible e integrado de las prioridades para 

17	  Expediente N° 376176-2022-RI, en el cual se 
resuelve el adelanto de cita correspondiente para ser 
valorado por la especialista respectiva en el II Nivel 
de Atención.
18	  Se fundamenta en la Estrategia Mundial de 
la OMS sobre Envejecimiento y la Salud, el Plan 
de Acción Internacional de Naciones Unidas para 
el Envejecimiento (Madrid 2002) y los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible de la Agenda 20-30 de 
Naciones Unidas.
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“no dejar a nadie atrás”, tal como lo esta-
blece, al señalar:

El logro de estos ambiciosos obje-
tivos exigirá la adopción de medi-
das concertadas para encauzar 
las numerosas contribuciones que 
las personas mayores pueden 
aportar al desarrollo sostenible 
y velar por que no se queden 
atrás. La estrategia ofrece un 
marco para alcanzar los objetivos 
previstos al centrarse en la capa-
cidad funcional de las personas 
mayores. Este enfoque puede 
aplicarse a cada objetivo, a fin de 
garantizar que se presta la debida 
atención a las necesidades y de-
rechos de las personas mayores. 
En cuanto al Objetivo 3, este enfo-
que constituye un cambio impor-
tante con respecto a las anteriores 
prioridades sanitarias mundiales, 
en las que se hacía hincapié con 
frecuencia en reducir la mortali-
dad a edades más tempranas. En 
cambio, la presente estrategia se 
centra en la calidad de los años 
adicionales que estas intervencio-
nes nos permiten disfrutar.

Servicios de salud y la población 
LGTBI:

En el caso de las personas con identidad 
diversa, la violación al derecho a la salud 
como derecho integral, es una de las de-
nuncias más frecuentes que se plantean 
desde la sociedad civil.  Para ellas, el 
ámbito médico ha sido un espacio de vio-
lencia, que frecuentemente las aleja de 
los servicios y afecta directamente la po-
sibilidad de la prevención o el tratamiento 
oportuno de las enfermedades, incluyen-
do las ITS y el VIH. En parte, esta realidad 
responde a una concepción todavía muy 
reciente que ubicaba la realidad de las 
identidades diversas como una patología 
mental vinculada con la sexualidad, pero 
actualmente con el CIE-11( Clasificación 
internacional de enfermedades, 11° edi-

ción), es reconocida como condición 
especial de salud, reforzando  la atención 
desde los servicios de salud sobre las ne-
cesidades de estas personas, a partir de la 
seguridad social.

En este sentido, desde el año 2018, la CCSS 
suministra a las personas trans y no binarias, 
los procesos de hormonización para ade-
cuar las características físicas a la iden-
tidad de género autopercibida, desde 
una visión integral del derecho a la salud. 
Durante el periodo de la pandemia, no se 
presentaron nuevas denuncias en relación 
con los procesos de hormonización, pero 
a fines del año 2021, la Defensoría de los 
Habitantes recibió una alerta realizada por 
un grupo de organizaciones de hombres 
trans y personas no binarias,19 con respec-
to al desabastecimiento del medicamento 
testosterona enantato 250 mg. inyectable. 
amp. 1 ml, tanto en la CCSS como en las 
farmacias. 

En el proceso de investigación, se determi-
nó que no existe un desabastecimiento en 
la bodega central de la institución, pero sí 
pueden existir problemas a nivel de la distri-
bución, según la solicitud de cada uno de 
los centros médicos y regiones.  Mediante 
Decreto Ejecutivo N° 41496-S, se declaró 
de interés público la aplicación del proto-
colo de hormonización como una estrate-
gia para brindar una atención integral a 
las personas con identidades de género 
diversas.  No obstante, la Defensoría ob-
serva con preocupación la posibilidad 
de que persistan barreras actitudinales 
que están afectando el acceso a la hor-
monización de esta población. El acceso 
a estos procesos de hormonización no 
depende únicamente de la existencia de 
los medicamentos o la atención por parte 
de los especialistas que participan en el 
proceso, sino también la sensibilización y 
capacitación de todo el personal que, de 
forma directa o indirecta, participa en el 
proceso.

19	  Expediente N° 369239-2021-RI.
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Servicios de salud para las mujeres:

En cuanto al acceso al derecho a la salud 
por parte de las mujeres, la atención inte-
gral en salud en el proceso reproductivo, 
específicamente la atención obstétrica 
humanizada y de calidad, a servicios óp-
timos de salud de la mujer durante el 
embarazo, parto y puerperio, así como a 
servicios que integren la interrupción del 
embarazo en los casos previstos por la ley, 
garantizar el acceso universal a técnicas 
de fertilización asistida y a métodos de 
anticoncepción modernos y adecuados 
según las necesidades de las mujeres, son 
acciones indispensables para el avance 
en el cumplimiento de los ODS y sus metas.

En informes anteriores, la Defensoría ha 
señalado algunos temas que se han cons-
tituido en deudas históricas en materia de 
los derechos a la salud sexual y reproduc-
tiva de las mujeres, y se ha referido a los 
retos pendientes para la garantía plena 
e integral de los derechos de las mujeres 
a la salud. También ha hecho referencia 
a la ruta transitada para generar algunos 
avances que requieren de sostenibilidad y 
compromisos desde las instituciones para 
asegurar su vigencia y, en concreto, su 
disponibilidad y fácil acceso a los servicios 
de salud.

A través de la sentencia del 28 de noviem-
bre de 2012 en cuanto al caso Artavia 
Murillo y Otros vs. Costa Rica (Caso “FIV”), 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH), máximo tribunal de 
la región, declaró la responsabilidad del 
Estado por la prohibición de la técnica 
de FIV y se refirió específicamente a los 
derechos sexuales y reproductivos. Se de-
terminó que la autonomía reproductiva, el 
acceso a los servicios de salud reproduc-
tiva -incluyendo el acceso a los avances 
científicos- y los derechos a la protección 
de la vida privada y familiar, a la libertad e 
integridad personal y a fundar una familia, 
son derechos reproductivos. La Corte IDH 
también señaló que la CCSS debía incluir 
el acceso a la FIV como parte de sus pro-

gramas y tratamientos de reproducción 
asistida e infertilidad, de conformidad con 
el deber de garantía respecto al principio 
de no discriminación.

En el año 2017, la CCSS emitió el Protocolo 
Clínico de Baja Complejidad que se apli-
ca en el Hospital San Juan de Dios, Dr. 
Calderón Guardia, Dr. Adolfo Carit Eva 
y México; y el Protocolo Clínico de Alta 
Complejidad que se aplicaría una vez 
construida y equipada la respectiva uni-
dad. En enero de 2019, la Defensoría asis-
tió, junto con la representación legal de 
las víctimas, a la inspección efectuada por 
las autoridades de la Gerencia Médica 
de la CCSS a la Unidad de Medicina 
Reproductiva-Alta Complejidad ubicada 
anexo al Hospital Dr. Adolfo Carita Eva y, 
en esa visita, se informó que la misma se 
inauguraría en junio del 2019.

El 3 de junio del 2019, se emitió el Manual de 
Procedimientos de la Unidad de Medicina 
Reproductiva de Alta Complejidad en 
la Red de Servicios de Salud de la CCSS 
(UMRA) y, en julio de ese año, se inauguró 
esa Unidad. En ese mismo mes, una dele-
gación de la Corte IDH efectuó una visita 
a la Unidad como parte de la supervisión 
de cumplimiento de sentencias. Mediante 
resolución del 22 de noviembre de 2019, la 
Corte IDH indicó, entre otros aspectos que, 
en caso de emitirse alguna regulación 
posterior sobre la materia, ello no podrá 
implicar una regresión en la protección y 
garantía de los derechos humanos alcan-
zados a través del Decreto de Autorización 
para la realización de la técnica de 
Reproducción Asistida de Fecundación in 
vitro y Transferencia Embrionaria, N° 39210 
del 10 de septiembre del 2015.

En la actualidad, la Defensoría se encuen-
tra investigando la atención brindada a 
las mujeres y parejas que han solicitado 
la aplicación de dicha técnica, con el 
propósito de rendir las recomendaciones 
pertinentes para que el servicio garantice 
los derechos de las personas usuarias y se 62
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ajuste a los estándares técnicos necesarios 
para no dejar a nadie atrás.

En cuanto a métodos de prevención del 
embarazo, en el país existe el Decreto 
Ejecutivo  N° 41772-S: “Dispensación de 
los anticonceptivos orales de emergen-
cia” del 23 de abril de 2019, que permite 
la comercialización libre o sin receta 
de  Levonorgestrel, anticonceptivo oral 
de emergencia (AOE), sin restricción de 
acceso por razones de edad.  Contra este 
decreto se han presentado varios recursos 
y acciones de inconstitucionalidad, que se 
encuentran acumulados en el expediente 
N° 19-010502-0007-CO, el cual se encuen-
tra en trámite ante la Sala Constitucional. 
Previo a la publicación de este decreto, 
no se encontraba disponible en el país 
un producto específico y no se incluía 
en ningún instrumento o guía legal, salvo 
en el marco de aplicación del Protocolo 
Interinstitucional de Atención Integral a 
Víctimas de Violación Sexual en edad 
joven y adulta (primeras 72 horas de ocurri-
do el evento).

A partir de la autorización de este medica-
mento, se elimina una de las barreras en 
el acceso a servicios de anticoncepción 
y las relacionadas con el ejercicio del 
derecho a la información sobre métodos 
anticonceptivos. También se avanza en el 
cumplimiento de la recomendación 31.c) 
emitida por el Comité CEDAW con ocasión 
al Sétimo Examen Periódico20, y lo dispues-
to en Informe del Grupo de Trabajo sobre 
el Examen Periódico Universal (EPU)21, que 
insta al país a facilitar el acceso a la anti-
concepción de emergencia.

20	  “31.c) Ponga en marcha campañas de 
concienciación sobre los métodos anticonceptivos 
modernos y vele por que las mujeres y las adolescentes 
tengan acceso a métodos anticonceptivos seguros 
y asequibles, en particular en las zonas rurales y 
remotas”. CEDAW/C/CRI/CO/7 Comité sobre la Eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW). 
Naciones Unidas. 21 de julio de 2017. 
21	  A/HRC/42/12 Consejo de Derechos Humanos. 
Asamblea General de Naciones Unidas. 5 de julio de 
2019.

Por otra parte, es necesario reseñar que, 
durante el año 2021, la Defensoría conti-
nuó recogiendo quejas de mujeres em-
barazadas que recibieron con dificultad 
la atención médica durante su embarazo 
en los servicios de salud de la Caja, por 
encontrarse morosas con el seguro volun-
tario o de trabajadora independiente que 
mantenían con esa institución; siendo que 
a muchas de ellas se les requirió el pago 
previo para la atención médica, y a otras, 
se les emitieron facturas por los servicios 
médicos recibidos. 

Esta es una realidad a la que muchas 
mujeres embarazadas deben enfrentarse 
ya que, por encontrarse en situación de 
vulnerabilidad o de pobreza, no pueden 
hacer frente al pago de los aseguramien-
tos, ni mucho menos de las facturas por 
servicios médicos que les son giradas, 
forzándolas a desistir de acudir a las citas 
programadas durante su embarazo y post-
parto, por temor a la generación de segui-
das facturas y cobros a su cargo. 

Al mismo tiempo, estas mujeres embara-
zadas que no pudieron continuar con el 
pago del seguro voluntario o de trabaja-
dora independiente, sufrieron el rechazo 
de sus solicitudes de aseguramiento con 
cargo del Estado por parte de la CCSS, 
configurándose así, en una flagrante vio-
lación de los derechos humanos de estas 
personas, priorizándose el aspecto eco-
nómico, sin tomar en cuenta su situación 
social y económica y el riesgo en las que 
se expone su salud y la del bebé que está 
por nacer.

El Estado debe garantizar la protección 
especial a todas las mujeres embara-
zadas que no pueden sufragar ninguna 
modalidad de aseguramiento; por ello, la 
Defensoría ha recomendado a la CCSS 
que, en este tipo de casos, realice una 
revisión y un estudio de la situación parti-
cular de las denunciantes, de manera que 
determine la procedencia de anular las 
facturas emitidas por la prestación de ser-
vicios médicos de atención prenatal y al 
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mismo tiempo, analice el otorgamiento del 
seguro por el Estado, en cumplimiento con 
la obligación establecida en la normativa 
internacional y nacional, específicamente 
en la Ley N° 7739, Código de la Niñez y la 
Adolescencia, la CEDAW en su artículo 12 
y la Recomendación 31.d., que demanda 
la adopción de medidas para proteger a 
las mujeres embarazadas, en consonancia 
con las recomendaciones formuladas por 
esta Defensoría.22 

Vacunación y Covid-19:

Luego de que en las anteriores páginas 
se han mencionado las múltiples afecta-
ciones que la pandemia del Covid-19 ha 
generado en el acceso de los habitantes 
a los servicios de salud, y teniendo claro 
que la vacunación es una de las respues-
tas asertivas que contribuye en su control y 
mitigación, en relación con las campañas 
de vacunación contra dicho virus, dos 
han sido las cuestiones atendidas por esta 
Defensoría:

•	 Respeto por el cumplimiento de los 
grupos prioritarios de vacunación.

•	 Justa y equitativa distribución de la va-
cuna en la población

Respecto de la primera cuestión, el mode-
lo de priorización de grupos de población 
para la aplicación de la vacuna para 
Covid-19 ha respondido a criterios técni-
cos-epidemiológicos y el Estado costarri-
cense, a través de sus instituciones, debe 
garantizar el respeto a dichos criterios, en 
un marco de total transparencia rendición 
de cuentas, dinamismo y en evaluación 
constante. 

Es un deber institucional enfatizar en la 
necesidad de que la implementación del 
modelo indicado sea respetada y se ga-
rantice transparencia en su aplicación, de 
tal suerte que toda situación irregular sea 
investigada e intervenida en forma inme-

22	  Defensoría de los Habitantes, SI-347707-
2021, Cierre de expediente y recordatorio de 
recomendación, Oficio N° 05666-2021-DHR del 27 de 
mayo de 2021.

diata por parte de la Administración acti-
va, para que se garantice la credibilidad 
y oportunidad del sistema institucional en 
la atención de la pandemia. La transpa-
rencia de la información en el proceso de 
vacunación es una herramienta indispen-
sable para garantizar el éxito del mismo. La 
Defensoría de los Habitantes, como órga-
no de control de legalidad, ha velado por 
el cumplimiento del modelo en cuestión y 
su estricto apego a los criterios científicos 
establecidos por las autoridades sanitarias. 

En este sentido, la Defensoría ha asumido 
el compromiso institucional de propiciar 
un acercamiento con la Auditoría de la 
CCSS –ente encargado de la supervisión 
del proceso- para que de forma periódica 
se comparta información acerca de los 
principales vicios encontrados en el mismo 
y de los procedimientos de investigación, 
así como de los derroteros por cumplir. 
Dicha auditoría ha podido evidenciar 
incumplimientos, errores y debilidades 
en la aplicación de la vacuna, los cuales 
reflejan la necesidad de optimizar la ca-
pacidad operativa del proceso de inmu-
nización de la CCSS en temas tales como: 
planificación, capacidad instalada, dis-
persión geográfica, partes interesadas y 
de comunicación.

Además, los sistemas de control de la jor-
nada de vacunación requieren fortalecer 
la gobernanza de datos, de forma tal que 
la información apoye la estrategia, el logro 
de los objetivos institucionales del proceso 
de inmunización contra el Covid-19 y la 
toma de decisiones en procura de corregir 
desviaciones en el proceso y fortalecer la 
rendición de cuentas.23

Respecto de la equitativa distribución de 
la vacuna en la población, la Defensoría 
ha monitoreado de distintas formas este 
proceso y considera que la vacunación 
contra el COVID-19 a nivel institucional no 
se ha realizado de una manera uniforme, 
en virtud de que se ha observado que 

23	  Contraloría General de la República. Informe 
DFOE-BIS-IF-0009-2021 del 28 de setiembre, 2021
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existen áreas de salud en las cuales se ha 
iniciado la vacunación de los grupos más 
avanzados, mientras que en otras unida-
des se observó que apenas aplican la va-
cuna a los primeros grupos. Para el primer 
trimestre del año 2021, a nivel nacional, si 
bien el país tenía un avance promedio en 
la aplicación de segunda dosis (según la 
población objetivo) de 36,9%, los rangos 
entre regiones varía de 28,8% (Brunca) a 
51,2% (Pacífico Central), según datos pues-
tos a disposición por la CCSS mediante su 
página web (actualizados a la semana 
del 26 al 30 de abril del 2021). Por ejemplo, 
la Región Central Sur, en comparación 
con la Región Central Norte, contaba 
con una mayor cantidad de población 
de más de 58 años por inmunizar; sin em-
bargo, ambas regiones mostraron un por-
centaje de avance similar (35,0% y 32,5%, 
respectivamente).24

Esta situación se evidenció no solo a nivel 
nacional, sino también dentro de cada 
una de las regiones, dado que existen 
brechas importantes entre las áreas de 
salud y/o centros vacunatorios. A nivel 
local, según los datos analizados por ca-
tegoría de personas mayores a 58 años, 
se muestra que la cifra de aplicación más 
alta se presentaba en el Área de Salud 
Colorado con 89,1%; seguidamente, se 
encuentran el Centro de Salud Acosta y el 
Área de Salud de Cóbano, alcanzando un 
avance de aplicación del 73,4% y 72,3% 
respectivamente. Contrariamente, los 
centros vacunatorios que evidenciaban 
un mayor rezago en la aplicación de dosis 
se encuentran Guápiles, Limón, Guácimo y 
Atenas; siendo las cifras cercanas a 16,1%, 
18,0%, 18,6% y 19,2% respectivamente. 25

24	  Auditoría de carácter especial referente al 
proceso de vacunación institucional contra COVID-19 
en los establecimientos de salud. Informe ASS-009-
2021, Reporte Nro.1 – Disponibilidad de datos sobre 
la vacunación y distribución de vacunas a nivel 
institucional 14 de mayo de 2021	
25	 Contraloría General de la República.  La 
Estrategia Nacional de Vacunación contra el 
COVID-19, presenta oportunidades de mejora. 6 de 
mayo de 2021

En la revisión efectuada con los equipos 
regionales de vacunación, se tuvo co-
nocimiento de una serie de limitaciones 
en el proceso a nivel local, relacionadas 
principalmente con la disponibilidad de 
recurso humano; en virtud que no se lo-
gran conformar los equipos completos de 
vacunación y esto atrasa la disponibilidad 
de información oportuna, utilización de 
personal vacunador en tareas de citar 
pacientes, gestión de filas, información a 
pacientes, ausentismo de los vacunado-
res, registro de información, determinación 
de la capacidad instalada que se efectúa 
con base en la vacunación semanal (dosis 
aplicadas y equipos vacunadores dispo-
nibles), pero no se puede asegurar si esta 
cantidad de dosis es lo máximo que se 
pudiera aplicar.

Ante las diferencias en el avance de la 
inmunización, resulta necesario fortalecer 
la estrategia de vacunación, en cuanto 
al criterio técnico de iniciar la jornada de 
vacunación de un nuevo grupo en áreas 
de salud donde se ha finalizado la inmuni-
zación de la subcategoría indicada por la 
CNVE, así como en la utilización de datos 
para la toma de decisiones. Pese a contar 
con un plan de comunicación para la 
inmunización contra el Covid-19, persiste 
la falta de información a la población, 
ocasionando que los grupos definidos no 
asistan a la aplicación de las vacunas, de 
acuerdo con lo señalado por la Gerencia 
Médica de la CCSS.

Debido a la pandemia por COVID-19, la 
formación de recursos humanos en salud 
también se vio afectada negativamente. 
Los procesos formativos fueron detenidos, 
ya que las clases tanto en las universidades 
formadoras de este recurso, como la prác-
tica presencial en establecimientos de 
salud no se pudieron llevar a cabo debido 
a que se procuró evitar el contagio tanto 
del personal como de los usuarios. Aun así, 
en relación con la dotación de médicos 
especialistas a los diferentes centros de 
salud, durante el año 2019 se asignaron un 
total de 179 nuevos especialistas en servi-
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cio social obligatorio, en 2020 se contó con 
203 profesionales, y en 2021 se han distri-
buido 57 profesionales a las distintas redes 
de servicios. Además, ingresaron a laborar 
como especialistas por medio de contrato 
de retribución, 106 profesionales en 2019, 
154 en 2020 y 101 durante el 2021.

Derecho a un ambiente sano y libre 
de contaminación: 

Aparte de lo relacionado con el acceso 
y prestación de los servicios de salud, el 
objetivo 3 también se enfoca en el bien-
estar de las personas, lo cual refiere al res-
peto y protección al derecho de los seres 
humanos a un ambiente sano y libre de 
contaminación.

Mediante e l  Decreto E jecut ivo N° 
40203-PLAN-RE-MINAE, “Gobernanza e im-
plementación de los objetivos de desarro-
llo sostenible en Costa Rica” publicado en 
La Gaceta N° 43, Alcance N° 46 del 1 de 
marzo de 2017, se señala que, en septiem-
bre de 2016, se firma el “Pacto Nacional 
por el Avance de los ODS en el marco de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
en Costa Rica” asumiéndose por parte del 
Gobierno de la República, un compromiso 
público para la consecución de los ODS. 
Asimismo, este decreto dispone que todas 
las instituciones públicas, dentro del ámbi-
to de sus competencias, deberán prestar 
colaboración para el cumplimiento de las 
ODS en Costa Rica, conforme al principio 
de la debida coordinación.

En consecuencia con los ODS y lo indicado 
en el Decreto Ejecutivo supracitado, ade-
más de lo estipulado en la Constitución 
Política y normativa nacional e internacio-
nal para velar por el derecho a un ambien-
te sano y a la salud, la Defensoría conside-
ra que tanto el MOPT como el Ministerio 
de Salud deben promulgar la normativa 
tendiente a garantizar una vida sana y 
promover el bienestar de la población. 
Por lo tanto, la reglamentación que se 
elabore en materia de contaminación por 
ruido debe cumplir con las recomenda-

ciones de la OMS basadas en numerosos 
estudios, en los cuales se ha demostrado 
la afectación en la salud de las personas 
a causa de la contaminación por ruido 
proveniente de fuentes móviles, como lo 
es los vehículos automotores, así como en 
los estudios realizados en Costa Rica, en 
los cuales se ha demostrado niveles de 
ruido por encima de lo recomendado por 
la OMS y por reglamentos del Ministerio de 
Salud, los cuales nunca han aplicado para 
fuentes móviles. De acuerdo con lo an-
terior, ya se está en etapa de revisión del 
Reglamento para el control del ruido emiti-
do por vehículos automotores26. Asimismo, 
el Ministerio de Salud y el MOPT están coor-
dinando acciones para la elaboración de 
una normativa que reglamente el artículo 
116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas 
Terrestres y Seguridad Vial, relacionado 
con la actividad de perifoneo en el país27, 
muy arraigada en el comercio de las di-
ferentes comunidades y de la que no se 
tiene mayor control, la cual genera niveles 
de ruido molestos.

Si bien es cierto, las directrices para limi-
tar la exposición de las personas al ruido 
procedente del tráfico de vehículos re-
comendadas por la OMS para los países 
europeos, están muy por debajo de lo 
que plantea el MOPT en la normativa vi-
gente –lo cual no varía en la propuesta de 
modificación--, así como de actividades 
conexas, como el perifoneo, la Defensoría 
considera que dichas directrices deben 
ser acatadas o, por lo menos, establecer 
un tiempo prudencial para que la flota 
vehicular en el país vaya realizando los 
cambios necesarios para cumplir con 
estos parámetros en el mediano plazo, 
con el fin de que la población pueda ir 
adquiriendo tecnologías menos ruidosas o 
modificando los escapes para disminuir el 
ruido, así como que se desarrolle un mayor 
control de las actividades ruidosas en las 
diferentes comunidades.

26	  Expediente 296237-2019
27	  Expediente 350795-2021
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Denuncias recibidas en la Defensoría: 
Análisis regional:

En cuanto a las denuncias recibidas en las 
oficinas de la Defensoría que se encuen-
tran fuera de la Gran Área Metropolitana, 
las violaciones a los derechos comproba-
das y tramitadas en las materias cubiertas 
por el Objetivo de Desarrollo Sostenible N° 
3, no necesariamente responden a pro-
blemas estructurales-país, sino que se ex-
plican por deficiencias o carencias a nivel 
regional. Por ello, las Oficinas Regionales 
de la Defensoría, a partir del conocimiento 
específico de la situación en sus zonas, han 
desarrollado estrategias de defensa suma-
mente efectivas y expeditas, para salva-
guardar el derecho a la salud de las per-
sonas que han solicitado su intervención. 

Cabe señalar que, como podría esperar-
se, la pandemia por COVID-19 aumentó 
la cantidad de solicitudes de intervención 
al agravarse los problemas ya preexisten-
tes, por lo que esa variable per se, no será 
analizada. 

En la Oficina Regional Brunca, se ubican 
5 hospitales que brindan los servicios de 
atención y protección del derecho a la 
salud a los y las habitantes de cada uno 
de los cantones de la Zona Sur, atendien-
do a una población de 331.645 habitantes 
en 6 cantones28. A pesar de la existencia 

28	  Fuente: INEC. Recuperado de: https://
www. inec.cr/censos/censos2011?keys=pobl

de especialidades médicas en hospitales 
periféricos como el de Osa, Corredores, 
Golfito y Coto Brus, la ausencia de ciertas 
especialidades médicas que la población 
requiere, persiste. Ante este faltante, estos 
hospitales refieren a pacientes de sus juris-
dicciones para que sean atendidos en el 
Hospital Regional Dr. Fernando Escalante 
Pradilla, donde, en principio, existe mayor 
oferta de especialidades y equipos mé-
dicos para la atención de la población. 
Estas referencias generan que este hospi-
tal sea una de las instituciones con mayor 
incidencia de denuncias ante la Oficina 
Regional, teniendo como tema principal, 
la disconformidad de los pacientes ante 
los tiempos de espera para la práctica 
de un procedimiento quirúrgico o para 
ser atendidos en citas de seguimiento por 

el especialista mientras se espera por la 
realización del procedimiento quirúrgico, 
existiendo registros donde las citas pueden 
superar más de un año para ser atendi-
dos. Todo lo anterior deja en claro para 
la Defensoría, que el problema de listas 
de espera es de carácter multicausal y, 
consecuentemente, requiere de acciones 
afirmativas de intervención por parte de la 
institución aseguradora.  Ello con los mati-
ces y particularidad regionales que se han 
señalado anteriormente. 

acion&at=All&prd=All&field_anio_documento_
value%5Bvalue%5D%5Bdate%5D=

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Integrado de Defensa

El porcentaje de solicitudes de intervención relacionadas con el ODS N° 3 
que se tramitaron en el último año en cada Oficina Regional es el siguiente:
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Este fenómeno puede explicarse, al me-
nos parcialmente, por el hecho de que, 
si bien los hospitales de cantones como 
Corredores, Coto Brus, Osa y Golfito rea-
lizan esfuerzos para dotarse de espe-
cialidades médicas, los profesionales 
contratados suelen estar por plazos de 3 
años y luego se trasladan a otros centros 
hospitalarios más cercanos al Gran Área 
Metropolitana u hospitales regionales de 
la Caja Costarricense de Seguro Social.  
Aspiraría entonces la Defensoría de los 
Habitantes a que, a partir de la dinámica 
de la distribución de especialistas, vía ser-
vicio social obligatorio o contrato de retri-
bución social, se garantice la continuidad 
en la asignación de los profesionales, de 
tal suerte que el servicio no sea desprovisto 
de la atención especializada.  Informa adi-
cionalmente la Defensoría que en las ne-
gociaciones que dos veces al año, realiza 
la CCSS con los especialistas -y que en las 
cuales esta institución participa como testi-
go de honor-, siempre prevalece el criterio 
de garantía de continuidad del servicio 
para que los habitantes no sufran perjuicio.

En cuanto a la población privada de liber-
tad, el 84 % de las solicitudes de interven-
ción en materia de salud se vincula con el 
Centro de Programa Institucional Antonio 
Bastida de Paz, mientras que el 16% corres-
ponde a la Unidad de Atención Integral 
Pablo Presbere. Esta situación puede ser 
explicada por el hecho de que, según da-
tos aportados por la Dirección del Centro 
Antonio Bastida de Paz, éste cuenta con 
una capacidad real para albergar a un 
total de 706 personas, pero en la actua-
lidad alberga a un total de 950 privados 
de libertad, lo que implica un 34,56% de 
hacinamiento en las instalaciones. Las 
limitaciones en cuanto a personal de 
seguridad, contribuyen a agravar el pro-
blema, al generar retrasos al momento de 
programar salidas para exámenes, citas o 
procedimientos médicos.

En la Oficina Regional Atlántica, la afec-
tación a la salud y bienestar de las per-
sonas es la mayor fuente de solicitudes 

de intervención que se presentan ante la 
Defensoría y se originan en motivos como 
suspensiones o atrasos en intervenciones 
quirúrgicas en el Hospital Tony Facio y falta 
de personal por incapacidad de los doc-
tores que se contagian con Covid-19. Este 
problema fue más agudo en los Centros 
de Atención Institucionales de la Región, 
(UAI 20 de diciembre, CPI Carlos Luis Fallas 
y CPI Marcus Garvey), ya que los brotes del 
Covid-19 obligaron al personal médico de 
dichos centros a enfocarse en la atención 
de esta enfermedad, teniendo que dejar 
de lado momentáneamente la atención 
médica ordinaria.

Ahora bien, debe destacarse que la inci-
dencia de quejas del Centro Programa 
Institucional Marcus Garvey es la menor 
de los tres centros. Una causa probable es 
que, a diferencia de otros centros, este CPI 
no tuvo rotación de personal médico en el 
último año.

Sin perjuicio de lo anterior, es clara la falta 
de especialistas en el Hospital Tony Facio, 
mientras que la construcción del nuevo 
hospital no se vislumbra en el mediano pla-
zo. Por otro lado, preocupan los problemas 
comprobados en cuanto la inexistente 
priorización en la atención de personas 
mayores y otras poblaciones vulnerables, 
cuando de listas de espera se trata. 

La Oficina Regional Chorotega, al igual 
que las oficinas anteriores, aunque en 
menor proporción, reporta violaciones al 
derecho a la salud en relación con la pres-
tación de servicios médicos estatales, con 
mayor incidencia en la población privada 
de libertad; esto último debido a la despro-
porción entre la población penitenciaria y 
el equipo humano asignado para brindar 
el servicio. Asimismo, se denuncia con 
frecuencia la suspensión de tratamientos 
porque no se reciben oportunamente los 
medicamentos prescritos, lo cual obede-
ce en gran parte a que el despacho de 
recetas depende de la correspondiente 
Área de Salud de la CCSS, la cual no des-
pacha con la celeridad requerida y no se 
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coordina oportunamente con el CAI del  
Ministerio de Justicia.

Otra de las afectaciones que se denun-
cian tiene relación con las listas de espera 
cuando se requiere una atención médica 
o una cirugía en los servicios de la CCSS, 
situación que, como se ha expuesto, no es 
exclusiva de las personas privadas de liber-
tad, sino que afecta a todas las personas 
aseguradas, con lo que queda en eviden-
cia la carencia de una respuesta oportuna 
de los centros médicos para la atención 
de la salud restaurativa. 

Por su parte, la Oficina Regional Norte 
tramita denuncias por dilación o suspen-
sión de citas médicas, procedimientos 
quirúrgicos, hospitalizaciones de Personas 
Menores de Edad (PME) y problemas para 
la atención en salud a personas privadas 
de libertad en el CPI Nelson Mandela, pues 
se trata de un establecimiento carcelario 
con espacio para 388 privados de libertad 
que durante la mayor parte del año 2021 
albergó a una población superior a las 
500 personas. Al contar solamente con un 
médico y un enfermero, la demanda de 
servicios se incrementa sin posibilidad de 
ser cubierta de manera eficiente por falta 
de recurso humano disponible. La situ-
ación se agrava, pues para poder asistir 
a la atención médica, se requieren de al 
menos dos custodios y las limitaciones en 
el personal de seguridad, impiden la asis-
tencia efectiva a los centros de salud para 
recibir atenciones ordinarias. 

Otro de los agravantes para la atención 
médica en los centros carcelarios se dio 
por brotes de COVID, ya que eso impli-
caba que los pabellones fueran puestos 
en aislamiento y, como consecuencia de 
ello, no se valoraban otras enfermedades 
ni tampoco se podía llevar los internos a 
ninguna cita médica o judicial fuera del 
establecimiento.

En cuanto a las personas menores de 
edad, se pudo identificar que el sistema 
hospitalario no contaba con un protocolo 

para visitas y cuido de pacientes menores 
de edad hospitalizados sin acompaña-
miento de los padres, por lo que se real-
izó la intervención correspondiente para 
garantizar el vínculo de los niños, niñas y 
adolescentes con sus progenitores.

Se evidenció la dicotomía de requisitos 
para ingreso a centros hospitalarios, ya 
que, por ejemplo, en la zona de cuido de 
pacientes neonatos, se solicita que los pa-
dres tengan una prueba COVID negativa; 
sin embargo, el lineamiento COVID señala 
que los establecimientos de salud solo 
refieren dicha prueba a pacientes con sín-
tomas, lo cual generó problemas para que 
los padres de familia pudiesen ingresar a 
dicha zona y, por ende, los neonatos no 
tenían acceso a lactancia materna.

Finalmente, la Oficina Pacífico Central, 
en su mayoría atendió casos de personas 
privadas de libertad que denuncian no 
recibir atención médica al solicitarla o di-
lación en la entrega de sus medicamentos. 

Se observa, entonces, que el Derecho 
a la Salud en las diversas regiones en las 
cuales se cuenta con Oficina Regional 
de la Defensoría de los Habitantes no es 
de pleno goce y disfrute de los habitan-
tes; situación que se agrava cuando se 
observan las denuncias relacionadas con 
la población privada de libertad, la cual 
solamente tiene limitado su derecho a 
la Libertad de Tránsito, pero sus demás 
derechos deben mantenerse incólumes y 
ser respetados. 
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En el Informe Anual de la Defensoría co-
rrespondiente a los años 2015-2016, se 
señaló:

(…) La educación es un requisito 
fundamental para la prevención 
de la pobreza y un indicador por 
excelencia para medir la des-
igualdad y el desarrollo, de ahí 
la importancia de proponer una 
línea base para proyectar la edu-
cación equitativa y de calidad, 
según se propone, al año 2030.

En términos de gratuidad, la 
Constitución Política establece, en 
su artículo 78, que la educación 
desde preescolar hasta la edu-
cación diversificada es gratuita y 
costeada por el Estado y en cuan-
to a la Educación Superior, esta-
blece que para las personas de 
escasos recursos se adjudicaron 
becas y auxilios económicos.(…)1

La situación económica del país es uno 
de los condicionantes de la vulnerabilidad 
educativa, variable de la cual depen-
de en gran medida el acceso pleno del 
Derecho a la Educación y ello conlleva, 
no solo la permanencia en las aulas, sino 
también el éxito en la consecución de los 
objetivos escolares.

1	  Informe Anual 2015-2016, Defensoría de los 
Habitantes de la República, página 62

Ante el deterioro en los ingresos y la afec-
tación a los índices de pobreza que se 
produjeron como resultado de la crisis sani-
taria causada por el Covid 19, así como la 
falta de medidas gubernamentales para 
que los efectos de la crisis se distribuyeran 
equitativamente según las posibilidades 
de cada sector, las autoridades guber-
namentales optaron por paliar la situa-
ción con los programas de Transferencias 
Monetarias Condicionadas “Crecemos” y 
“Avancemos”, en procura de mantener 
a las personas estudiantes en los centros 
educativos. No obstante, estos programas 
no estuvieron exentos de recortes presu-
puestarios, los cuales generaron incerti-
dumbre en cuanto al cumplimiento de 
la meta del Plan Nacional de Desarrollo, 
relacionada con la cantidad de transfe-
rencias que se planeó otorgar durante el 
año 2021. En esa coyuntura, la Defensoría 
de los Habitantes solicitó al Instituto Mixto 
de Ayuda Social (IMAS), informar sobre las 
acciones adoptadas, siendo que la institu-
ción menciona esfuerzos para contar con 
el presupuesto correspondiente para el úl-
timo trimestre del año, así como la puesta 
en marcha de la metodología para la ve-
rificación de la condicionalidad educativa 
de las personas beneficiarias; lo anterior 
gracias a un convenio con el Ministerio de 
Educación.2

2	  IMAS-SGDS-ARDS-NE-ULDSAM-0266-2021, de 
fecha 5 de setiembre de 2021,  IMAS-SGDS-1320-2021, 
de fecha 18 de octubre del 2021

EDUCACIÓN DE 
CALIDAD4
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Pese a lo expuesto, el trámite de la casuís-
tica ligada a los requisitos, impedimentos y 
trámites burocráticos del servicio que reci-
ben las personas usuarias del IMAS en rela-
ción con la solicitud, tramitología y conti-
nuidad de los beneficios de los Programas 
Avancemos y Crecemos, al igual que el 
período anterior, representa la mayoría 
de las denuncias que se investigan en 
la Dirección de Niñez, Adolescencia y 
Juventud. Debido a esto, se mantiene la 
vigencia la recomendación hecha por la 
Defensoría de los Habitantes en cuanto a 
la urgencia de tomar medidas que garan-
ticen una educación inclusiva, equitativa 
y de calidad, tal y como lo establecen los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Tecnología y Conectividad Educativa:

Una de las limitaciones que se presentaron 
debido a las medidas de distanciamiento 
tomadas por el Estado costarricense en 
razón de la pandemia por el Covid-19, 
se encuentra la gran brecha digital que 
restringe el acceso igualitario a la educa-
ción. Tal y como se señaló en el Informe 
Anual del año 2021 de esta Defensoría, la 
emergencia por el COVID-19 evidenció 
“la crítica situación del acceso a la tec-
nología y a la conectividad para los y las 
estudiantes que reciben servicios en el sis-
tema educativo” y de forma particular, el 
MEP identificó los cuatro escenarios en que 
se encontraban las y los estudiantes, a sa-
ber: “1. Estudiantes con acceso a internet 
y dispositivo en casa; 2. Estudiantes que 
cuentan con dispositivo y con acceso a 
internet reducido o limitado; 3. Estudiantes 
que cuentan con dispositivos tecnológi-
cos y sin conectividad; 4. Estudiantes que 
no poseen dispositivos tecnológicos ni 
conectividad.”

Si bien, en febrero del 2020, el Ministerio 
de Educación Pública informó sobre la 
ejecución de la segunda fase de la Red 
Educativa Bicentenario (REB), para dotar 
de conexión a internet a los centros educa-
tivos del país, a la fecha existen diferentes 
aspectos por atender por parte del Estado 

para garantizar el acceso a la conectivi-
dad para todos los y las estudiantes, par-
ticularmente a partir de la Orden emitida 
por la Contraloría General de la República 
(N° DFOE-CAP-ORD-00001-2021), en la que 
se indicó que el MEP debía:

1. Adoptar, a la brevedad posible, las 
medidas necesarias a efecto de reto-
mar y asumir directamente las compe-
tencias esenciales y los deberes públi-
cos vinculados a la Red Educativa del 
Bicentenario contenidas en el oficio 
DM-1492-12-2019 y el Anexo N° 2 al 
Convenio Marco de Cooperación en-
tre el Ministerio de Educación Pública 
y la Fundación Omar Dengo para la 
implementación de la Red Educativa 
del Bicentenario, conforme lo dispues-
to en la Constitución Política (Título VII 
en lo que corresponda), Ley Orgánica 
del Ministerio de Educación Pública 
N° 3481, Ley Fundamental de la Edu-
cación N° 2160 y Ley de Creación del 
Consejo Superior de Educación Públi-
ca N° 1362.

2. Ordenar en un plazo de 24 horas a la 
Fundación Omar Dengo la suspensión 
inmediata de cualquier actuación que 
se encuentre en ejecución con moti-
vo de la suscripción del Anexo N° 2 al 
Convenio Marco de Cooperación en-
tre el Ministerio de Educación Pública y 
la Fundación Omar Dengo para la im-
plementación de la Red Educativa del 
Bicentenario.3 (Los subrayados no son 
del original)

Para la Defensoría de los Habitantes, es ne-
cesario reiterar, una vez más, que el Estado 
en su conjunto, debe realizar “…todos 
los esfuerzos necesarios para garantizar 
el derecho fundamental a la educación, 
incluyendo las metas del ODS 4, relacio-
nadas con una educación de calidad, en 
general, y en particular para aquellas po-
blaciones de estudiantes sin conectividad 
o conectividad limitada. Ello, de forma 
que puedan contar con dicho servicio de 

3	  Contraloría General de la República. DFOE-
CAP-0684 del 11 de octubre del 2021
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manera universal y de acceso permanen-
te, y se atiendan las necesidades reales y 
específicas para cada población (dispo-
nibilidad de energía eléctrica, conectivi-
dad, dispositivos, programas informáticos 
especializados, etc.). En este sentido, es de 
especial relevancia la situación de las y los 
estudiantes indígenas o quienes presentan 
algún tipo de discapacidad.”4

Acceso a la Educación Superior:

En cuanto al acceso de la población a 
la Educación Superior, de acuerdo con 
el Estado de la Educación 2021, entre los 
años 2007 y 2017, el porcentaje de la po-
blación de 25 a 34 años con educación 
universitaria se mantuvo alrededor del 
28%, reportando un leve incremento en el 
2019, cuando alcanzó el 31%. En la misma 
línea, mientras que el porcentaje de per-
sonas graduadas de secundaria pasó del 
46% en 2010 al 60% en 2021, la admisión a 
las universidades apenas se incrementó en 
cinco puntos porcentuales en el mismo pe-
ríodo, pasando del 29% al 34%. Otro dato 
revelador es que solamente el 30% de per-
sonas jóvenes de zona rural ingresaron a 
la universidad, frente al 70% de la urbana; 
además de que el 55,3% de los estudiantes 
que asisten a las universidades públicas 
pertenecen a los dos quintiles de ingresos 
más altos del país5.

Cabe subrayar que la educación es, por 
antonomasia, el medio más legítimo y 
eficaz para lograr el ascenso social. Así, 
la limitada cobertura que reporta la edu-
cación superior, se constituye en un ver-
dadero obstáculo para miles de personas 
jóvenes que aspiran a gozar de una mejor 
calidad de vida en el futuro, pero ven trun-
cado ese anhelo debido a las limitaciones 
existentes para acceder a la educación 
superior, indispensable para optar por los 
puestos laborales más calificados y, por 

4	  Defensoría de los Habitantes de la República. 
Informe Anual 2021. Página 82.
5	  Los datos que se presentan en este apartado 
se tomaron del Estado de la Educación 2021. https://
estadonacion.or.cr Educacion_WEB, Capítulos 6 y 7.

consiguiente, los mejor remunerados en el 
mercado.

Esta situación también plantea un desa-
fío de cara al cumplimiento de las metas 
4.3 y 4.4 de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, los cuales buscan asegurar el 
acceso igualitario de hombres y mujeres a 
la formación técnica, profesional y superior 
de calidad, así como aumentar considera-
blemente el número de jóvenes y adultos 
que tienen las competencias necesarias 
en el ámbito técnico y profesional.

El Estado de la Educación esboza como 
explicación de esta baja cobertura la su-
matoria de varios factores, entre los que se 
encuentran la desaceleración económica 
del país de hace ya varios años, aunada a 
la crítica situación fiscal y los efectos que 
ha tenido la pandemia de Covid-19 en las 
finanzas de las universidades.

Ante este panorama, la Defensoría de los 
Habitantes hace un llamado a las auto-
ridades universitarias y hacendarias para 
que, de la mano de las medidas dirigidas 
a atacar las causas de la situación, enfo-
quen sus esfuerzos en la identificación y 
apoyo de estrategias puntuales para au-
mentar la cobertura y atacar las brechas 
de inequidad existentes en la educación 
superior. Entre otras acciones, se sugiere 
establecer metas de incremento progre-
sivo en la cobertura de corto y mediano 
plazo, así como darlas a conocer a la 
población en general; procurando que 
el incremento de los recursos se refleje en 
un aumento proporcional de la cobertura 
y valorando el establecer cuotas de ad-
misión para poblaciones históricamente 
excluidas a manera de acción afirmativa, 
entre otras.

Educación e inclusión de las personas 
con discapacidad:

Otro aspecto importante a tomar en 
cuenta es la inclusión educativa, la cual 
se enmarca en el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible 4, mediante la promoción de 
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oportunidades de aprendizaje para to-
das las personas, garantizando inclusión, 
equidad y calidad de dicha educación. 
En esta línea, en el año 2021, ante la 
Defensoría de los Habitantes se presenta-
ron 43 denuncias relacionadas con la vio-
lación del derecho a la educación de las 
personas con discapacidad, lo que equi-
vale a un 13%. Es por ello que la Dirección 
de Niñez y Adolescencia y el Mecanismo 
Nacional de Supervisión de la Convención 
Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad concluyeron una investiga-
ción de oficio mediante la cual se verificó 
el grado de cumplimiento de las normas 
de educación inclusiva contempladas 
en la Convención Sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y en el 
Decreto Ejecutivo “Establecimiento de la 
Inclusión y la Accesibilidad en el Sistema 
Educativo Costarricense”.6

A partir de los resultados de dicha inves-
tigación, se recomendó al Ministerio de 
Educación la implementación de un Plan 
de capacitación sistemático y continuo, 
dirigido al personal docente y adminis-
trativo. Sobre el particular, el MEP informó 
que este plan dio inicio en noviembre 
del 2021, proyectando 3000 personas 
docentes capacitadas con el “Curso 
Diseño Universal para el Aprendizaje: un 
enfoque para el desarrollo de aprendiza-
jes esperados y habilidades en el contexto 
educativo”. Adicionalmente el Instituto de 
Desarrollo Profesional (IDPUGS) y el Centro 
Nacional de Recursos para la Educación 
(CENAREC) planifican impartir 10 cursos 
(informativos y de estrategia) durante los 
años 2022 y 2023.

Se evidenció en los hallazgos, la inquie-
tud de los docentes con respecto a la 
inclusión de personas menores de edad 
con discapacidad al Sistema General de 
Educación. El avance hacia una educa-
ción inclusiva para las personas con disca-
pacidad en Costa Rica es incipiente, dado 
que no ha permeado la idea de que los 

6	  Decreto Ejecutivo N° 4095-MEP del 13 de febrero 
del 2018.

centros de enseñanza especial segregan 
a las y los estudiantes con discapacidad y 
les limita las oportunidades de desarrollo.

Según la Encuesta Nacional  sobre 
Discapacidad (ENADIS), existen brechas 
importantes entre personas con y sin dis-
capacidad en el campo educativo. Así, 
el porcentaje de personas con discapa-
cidad sin instrucción es significativamente 
mayor que el de las personas sin disca-
pacidad. El primer grupo cuenta con un 
7,4%, en tanto que el último presenta un 
2,8%. Brechas similares se observan en los 
siguientes niveles de instrucción. Por ejem-
plo, las personas con discapacidad tienen 
un porcentaje de primaria incompleta del 
19,6% y las personas sin discapacidad del 
10%.

Además de lo anteriormente mencionado, 
se considera importante reseñar que un 
porcentaje significativo de las denuncias 
recibidas por violación del derecho a la 
educación se refieren a la inaccesibilidad 
física de los centros educativos.

Si bien el Ministerio de Educación ha 
hecho un esfuerzo para transformar la 
planta física de los centros educativos, lo 
cierto es que aún falta mucho por hacer. 
Como se puede apreciar en los informes 
anuales de años anteriores, la Defensoría 
de los Habitantes ha insistido en la impor-
tancia de invertir recursos en la remodela-
ción de la infraestructura educativa. Este 
Despacho está consciente de la situación 
fiscal que atraviesa el país; sin embargo, 
las necesidades de las personas con dis-
capacidad han sido pospuestas durante 
mucho tiempo y requieren ser atendidas.

En relación con esta situación, la Dirección 
de Infraestructura Educativa informó que 
ha iniciado un Inventario Nacional de 
Infraestructura Educativa, esperando ob-
tener datos sobre disponibilidad, cober-
tura, estado de rampas, escaleras, eleva-
dores, señalización de duchas o inodoros. 
La Defensoría está atenta a la conclusión 
del levantamiento de datos y el posterior 
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análisis técnico de la información que sea 
brindada.

El artículo 24 de la Convención Sobre 
los  Derechos de las  Personas con 
Discapacidad reconoce el derecho a la 
educación inclusiva de este sector de la 
población. Dicho precepto es uno de los 
más extensos de la Convención, estable-
ciendo que las personas con discapaci-
dad deben ir a las mismas escuelas y cole-
gios que el resto del estudiantado, con los 
apoyos y ajustes razonables que requieran.

En cuanto a la política de educación in-
clusiva, se informó que la Política Curricular 
(Acuerdo CSE 07-44-2016), contempla “…
el Diseño Universal para el Aprendizaje 
(DUA), es un marco que promueve la 
flexibilización del currículo al asumir la 
variabilidad individual como norma y no 
como excepción”, por lo que en la política 
curricular ya se cuenta con la Política de 
Educación Inclusiva.

La Dirección de Servicio Civil (DSC), por 
su parte, se comprometió a capacitar al 
personal que realiza el reclutamiento del 
personal docente, programa que dio inicio 
en el mes de octubre de 2021 con la plata-
forma y guía del Centro de Capacitación 
y Desarrollo (CECADES). Lo anterior se basa 
en la Resolución DG-R-037-2021 que abar-
ca tanto título I como II, teniendo como 
meta la desensibilización y el abordaje 
de los protocolos a seguir en la atención 
y contratación de personas con discapa-
cidad. En materia de concursos docentes, 
se destaca el reconocimiento de puntos 
a las personas docentes que cuenten con 
cursos de capacitación relacionados con 
productos de apoyo a las Personas con 
Discapacidad.

Sin embargo, queda mucho camino por 
recorrer y pendiente superar esa con-
cepción tradicional de la educación de 
las personas con discapacidad que aísla 
a las y los estudiantes que presentan tal 
condición de los demás. Es preciso respe-
tar la diversidad educativa, a fin de que 

las diferencias entre las personas no sean 
motivo para separar y menos en el campo 
educativo.

El concepto de vulnerabilidad es un gran 
ausente como criterio a evaluar al mo-
mento de asignar becas a estudiantes con 
discapacidad, así como el reforzamiento 
en la comunicación del Lenguaje de se-
ñas, en las personas con discapacidad 
sensorial y la modificación del inciso e) del 
artículo 10 y los incisos d) y e) del artículo 
12 del Decreto 40529-MEP, Reglamento de 
Matrícula y Traslado de los estudiantes, el 
cual establece restricciones al acceso de 
estudiantes con discapacidad al Sistema 
General de Educación, así como el artícu-
lo 4 del Decreto Ejecutivo N° 40955.

En materia de inclusión, tal y como se se-
ñaló, existen tanto avances como eviden-
tes desafíos. La OCDE realizó una serie de 
recomendaciones al respecto, entre las 
que destaca la necesidad de contar con 
una profesión docente de alta calidad, lo 
cual fue planteado por la Defensoría ante 
el CONESUP. Al respecto, se rescata el for-
talecimiento de la capacitación inicial y 
las modificaciones en el proceso de reclu-
tamiento por parte de la DSC.

En cuanto al tratamiento de la casuística, 
la Defensoría de los Habitantes se adhiere 
a las aspiraciones de la Convención de las 
Personas con Discapacidad, de manera 
que se garanticen los derechos de la po-
blación en el ambiente educativo.7 

Los retos de la infraestructura 
educativa:

En cuanto al tema del estado de la infraes-
tructura educativa en el país, existe un 
grave rezago, sobre el cual la Defensoría 
de los Habitantes se ha pronunciado reite-
radamente, sin que el Estado haya llevado 
a cabo acciones concretas para mejorar 
las condiciones en las que miles de estu-

7	  Defensoría de los Habitantes de la República, 
Expediente N° 310419-2020, Informe Final con 
Recomendaciones Oficio N° 02637-2021-DHR del 17 
de marzo 2021.
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diantes ejercen su derecho a la educa-
ción. El informe del Estado de la Educación 
2021 esboza que “En la década previa a la 
pandemia, el sistema educativo registraba 
un desempeño inercial con importantes 
rezagos en acceso, equidad y calidad de 
sus servicios. Costa Rica vive un “apagón 
educativo” que ha recortado aún más los 
conocimientos de cohortes estudiantiles y 
ha ampliado las asimetrías y la exclusión 
educativa. La crisis de la pandemia evi-
denció las bajas capacidades instituciona-
les para mitigar los impactos y adaptarse 
solventemente a las nuevas condiciones 
del contexto nacional”8.

A febrero del 2022, el Ministerio de Salud 
informó de la existencia de 795 órdenes 
sanitarias emitidas a centros educativos, 
de las cuales 632 ya se encuentran ven-
cidas, concentrándose la mayoría en las 
direcciones regionales Brunca y Huetar 
Caribe9, lo que conlleva a que 19 centros 
educativos no reúnen las condiciones bá-
sicas para retornar de manera presencial 
este periodo lectivo. Pese a esta realidad, 
contradictoriamente el presupuesto para 
infraestructura educativa fue reducido en 
más de un 60% para el año 2022.

Como ref lejo de esta s i tuación, la 
Defensoría de los Habitantes emitió re-
comendaciones a favor del Colegio 
Técnico Profesional de Puntarenas, la 
Escuela Térraba, la Escuela Brown Brown 
y el Colegio Académico de Guácimo, 
señalando la violación al derecho a la 
educación de la población estudiantil y la 
urgencia de acciones para atender el pé-
simo estado de estos centros educativos, 
en los que inclusive existe incumplimiento 
en materia de protección de incendios. 
Asimismo, en los últimos años, la Defensoría 
ha tenido que emitir recomendaciones 
en los casos de decenas de centros edu-
cativos por el mal estado en el que se en-
cuentran sus instalaciones, circunstancia 

8	  Estado de la Nación, Estado de la Educación, 
2021, pág. 34.
9	  Ministerio de Salud, oficio N° MS-DGS-0574-2022 
del 2 de febrero de 2022, suscrito por el Dr. Pedro 
González Morera, Director General de Salud.

que impacta directamente en el proceso 
educativo.

Dicho impacto, vulnera con más fuerza a 
los niños y niñas de zonas rurales e indíge-
nas, quienes, en algunos casos, no pueden 
ingresar a sus centros educativos debido a 
su condición de inhabitabilidad, ni tienen 
acceso a la virtualidad, como es el caso 
de la Escuela el Líder de Bijagua, la Escuela 
Sión, el Liceo Rural Usekla, el Liceo Rural 
China Kicha y la Escuela Monte Sión, lo 
cual les coloca en una posición de doble 
vulnerabilidad. Estos centros educativos 
llevan años esperando la construcción de 
edificios seguros, por lo que le correspon-
de al Estado respondiendo a su deber de 
diligencia, el imponer plazos razonables, 
atender de manera adecuada las nece-
sidades particulares y analizar las buenas 
prácticas que recomienda la OCDE, 
como lo hizo el MOPT en el caso de de la 
escuela Rafael Vargas Quirós de Colima 
de Tibás y las obras que se requirieron en 
la Circunvalación Norte, proceso que sola-
mente duró seis meses.

Acerca de la meta que indica la necesi-
dad de aumentar la oferta de docentes 
calificados, es importante retomar los ha-
llazgos contenidos en el Informe del Estado 
de la Educación 202110, en el cual se 
identificaron limitaciones y oportunidades 
de mejora en las competencias digitales 
de las personas docentes como lo son la 
brecha de conectividad existente entre 
las personas estudiantes en el país (hoga-
res, centros educativos y comunidades); 
la debilidad de las competencias digitales 
de los docentes para la pedagogía; las di-
ferencias entre los docentes con respecto 
al uso de las tecnologías de la información 
y la comunicación en el proceso pedagó-
gico (niveles: inicial, intermedio y avanza-
do); y la inexistencia en el país de estánda-
res mínimos (conocimientos y habilidades) 

10	  Octavo Estado de la Educación. Capítulo 4 
“Competencias Digitales Docentes para integrar 
las Tic en el Aula”. Programa Estado de la Nación. 
Setiembre 2021.
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de los docentes en su formación inicial o 
en su desarrollo profesional.

Adicionalmente, en el apartado de con-
clusiones y recomendaciones del Estado 
de la Educación 2021, se hizo referencia, 
entre otros aspectos a los siguientes:

1. 	 La necesidad de proveer de cone-
xión a internet de banda ancha simé-
trica a todos los centros educativos y 
asegurar su uso para el aprendizaje y 
el desarrollo profesional docente;

2. 	 El implementar un programa nacio-
nal de desarrollo profesional para los 
docentes en el área de competencias 
digitales (práctica pedagógica, eva-
luación, uso crítico de la información, 
uso responsable de las tecnologías de 
información, selección y creación de 
recursos educativos digitales y autode-
sarrollo);

3. 	 Desarrollar estrategias de atención 
diferenciadas para cada segmento de 
docentes, según nivel y materias;

4. 	 Diseñar un programa de formación 
profesional en Tecnologías de la Infor-
mación y la Comunicación (TIC) apli-
cadas a procesos pedagógicos;

5. 	 Elaborar un marco nacional de 
competencias digitales docentes (arti-
culación entre instancias en la forma-
ción inicial y desarrollo profesional do-
cente y el MEP);

6. 	 Empoderar y responsabilizar a las 
direcciones regionales educativas y a 
centros educativos para integrar las 
TIC en los procesos educativos y de 
gestión.

En lo que se refiere a la oferta de docen-
tes calificados en competencias digitales, 
a partir de lo señalado por el Estado de 
Educación 2021, el país cuenta con un 
diagnóstico y algunas propuestas de tra-
bajo, de manera que es primordial que 
las autoridades educativas consideren lo 
indicado en dicho insumo para la toma 
de decisiones que permitan alcanzar los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible para el 
2030.

Es necesario recordarle al Estado lo indica-
do por el Comité de los Derechos del Niño 
de la Organización de Naciones Unidas 
en la Observación General N° 25 (2021) 
relativa a los derechos de los niños en re-
lación con el entorno digital: “Los Estados 
partes deben lograr que, antes de la con-
tratación y durante el empleo, se imparta 
formación relacionada con el entorno 
digital a los profesionales de la enseñan-
za en todos los niveles a fin de apoyar el 
perfeccionamiento de sus conocimientos, 
aptitudes y prácticas.”11

La casuística reportada para este informe, 
da cuenta de la poca coordinación entre 
los centros penitenciarios en diversos as-
pectos, como lo son la falta de expediente 
académico al llevarse a cabo el traslado 
de una persona privada de libertad de 
un centro a otro. Esta situación incide en 
atrasos en la matrícula de nivel, dado que 
hasta que no se cuente con la información 
que acredite el nivel de estudio aprobado, 
no se permite realizar la matrícula al nivel 
que corresponde.

Situación similar se evidencia en la trami-
tación de becas por parte de las personas 
privadas de libertad que se encuentran 
estudiando. Para el trámite de la beca, 
existe una coordinación entre el Área 
Educativa del Centro Penitenciario y el 
Instituto Mixto de Ayuda Social. Desde el 
área educativa, se recolectan la informa-
ción y requisitos y se trasladan al IMAS para 
la aprobación de la ayuda. Al respecto, 
se han evidenciado casos en los cuales, 
por una negligente tramitología de los fun-
cionarios del área educativa, no se remite 
la información en tiempo para el debido 
trámite, lo que incide de manera negativa 
en el otorgamiento del beneficio para la 

11	  Comité de los Derechos del Niño. Observación 
General N° 25 relativa a los derechos de los niños en 
relación con el entorno digital, página 7. Organización 
de las Naciones Unidas. Marzo 2021.
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persona solicitante, pues no va percibirlo 
durante ese periodo.12 

La administración constituye el contacto 
directo entre las personas privadas de 
libertad y el IMAS, por lo que se debe man-
tener un canal fluido entre ambas partes 
(IMAS y personas privadas de libertad), 
siendo su deber tramitar adecuadamente 
las solicitudes de los interesados (formula-
rios completos), además de socializar la 
información que brinda el IMAS, con el fin 
de que no se presenten situaciones en las 
que el solicitante no pueda obtener el be-
neficio económico.

En relación con la experiencia de las 
Oficinas Regionales de la Defensoría en 
el acercamiento con las necesidades de 
infraestructura y mobiliario de centros edu-
cativos en sus respectivas áreas geográ-
ficas, intervenciones que son registradas 
para luego ser remitidas a la Dirección 
de Niñez, Adolescencia y Juventud de 
la Defensoría para su trámite, se tiene lo 
siguiente:

En giras institucionales realizadas por par-
te del personal de Defensoría de la Sede 
Regional Norte, se comprobó la precarie-
dad de algunos centros educativos, cuyos 
casos fueron remitidos a la Sede Central 
de la Defensoría para su investigación. 
Además, se evidenció que existen pro-
blemas de acceso a la matrícula efectiva 
en los centros educativos, esto a raíz de 
problemas administrativos y locatarios que 
limitan la recepción de los educandos que 
solicitan el ingreso, sin lograrse una res-
puesta a las necesidades comunales de 
matrícula por cercanía. Ejemplo de estas 
situaciones son los casos de la escuela y el 
colegio de Bijagua. La escuela recibió sus 
primeras órdenes sanitarias en el año 2015 
por deterioro eléctrico y riesgo de incendio 
acentuado por tratarse de una antigua 
construcción en su mayoría de madera. El 
costo del proyecto es de alrededor de 500 
millones de colones y ya toda la parte pre-
parativa, diseño y demás están listos, solo 

12	  Expediente N° 371412-2021.

está pendiente la asignación presupuesta-
ria para iniciar las obras, pero el MEP alega 
inexistencia de recursos. Actualmente, la 
escuela está cerrada y los estudiantes es-
tán recibiendo clases mediante una “mo-
dalidad a distancia”13.

Por su parte, el Colegio de Bijagua, con 
una población estudiantil de 426 estudian-
tes, en la cual el 98% prefirió la presencia-
lidad por los problemas de conectividad 
que les impiden recibir lecciones virtuales, 
tiene órdenes sanitarias desde el año 2011 
por problemas en las baterías sanitarias, 
instalación eléctrica e infraestructura en 
general. El Huracán Otto, en el año 2017, 
aceleró el deterioro del inmueble. Sin em-
bargo, todavía al día de hoy, ni siquiera 
existe presupuesto para ejecutar el plan 
de obras urgentes. 14

En la Región Chorotega, al igual que en 
el resto del país, la pandemia por Covid 
19 obligó al Estado a tomar medidas en 
relación con la presencialidad de los estu-
diantes, decantándose por establecer la 
modalidad virtual, lo cual representó una 
brecha significativa para los estudiantes 
de familias de escasos recursos, tanto 
por limitaciones en el servicio de internet, 
como en limitaciones de acceso a los 
equipos tecnológicos. Esta circunstancia 
generó que muchos menores se vieran 
obligados a desertar del sistema educati-
vo. Además, muchas de las plantas físicas 
de los centros educativos presentan con-
diciones no aptas para atender a la pobla-
ción estudiantil, lo que se ha convertido en 
un obstáculo para regresar a la presencia-
lidad, pues si bien ya se dio la apertura de 
los centros educativos, el hecho de que las 
estructuras de las escuelas no cuenten con 
las condiciones para recibir a los menores, 
sigue constituyendo una barrera para el 
estudiantado.

Un ejemplo de esta realidad, es la Escuela 
de Brasilito de Santa Cruz, destruida por 
el terremoto de Nicoya en el año 2012. 

13	  Expediente 353039-2021.
14	  Expediente 382395-2022-RI
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Desde ese momento hasta la actualidad, 
los estudiantes han enfrentado diversas 
limitaciones y carencias para recibir lec-
ciones, principalmente por el tema de no 
contar con instalaciones adecuadas para 
el proceso educativo; y a pesar que han 
pasado ya más de diez años del evento, 
el sueño prometido de la nueva escuela 
sigue sin concretarse, al punto que ac-
tualmente, por esfuerzo de la Junta de 
Educación, cuentan ya con una propie-
dad de más de una hectárea, pero la 
obtención de los recursos para la construc-
ción de la nueva escuela sigue sin avance 
alguno. Este caso actualmente se encuen-
tra en trámite por parte de la Dirección de 
Niñez, Adolescencia y Juventud en ofici-
nas centrales15.

La Región Brunca recibió la denuncia de la 
directora del centro Educativo Unidocente 
de Coyoche de Laurel, perteneciente al 
circuito 11 de la Dirección Regional de 
Educación Coto, quien expuso la situación 
que presentaba dicho centro educativo 
bajo el código presupuestario #3141, que 
para este periodo lectivo 2022, aumentó 
su matrícula en 3 estudiantes más, tenien-
do una matrícula total de 4 estudiantes y, 
en razón de ello, solicitó a la Dirección de 
Programas de Equidad del MEP, se actua-
lizará la matrícula del centro y, por ende, 
el presupuesto para el periodo 2022. Sin 
embargo, el MEP no resolvió dicha solicitud 
en tiempo y forma, lo cual afectaría di-
rectamente el funcionamiento del centro 
educativo, ya que no se podrían pagar 
los servicios básicos como luz y agua, así 
como la compra de suministros de higiene 
básicos y con ello, generar el cierre de-
finitivo de la escuela. Recientemente, la 
oportuna intervención de la Dirección de 
Niñez, Adolescencia y Juventud, logró que 
se asignará el presupuesto.16

 Finalmente, mientras en la Oficina Pacífico 
Central no se han tramitado casos de esta 
naturaleza, la Regional Atlántica tiene co-
nocimiento de que al menos una centena 

15	  Expediente N° 352974-2021-RI.
16	  Expediente N° 374418-2021-RI.

de centros educativos de la provincia de 
Limón se encuentra con órdenes sanita-
rias por problemas de infraestructura; de 
los cuales, los casos de las escuelas de 
Limoncito17 y la Escuela Líder de Batán18 
son dos claros ejemplos.

Desde el año 2005, el Centro Educativo 
Barrio Limoncito está en lista de espera 
para tener un centro educativo nuevo, 
luego de más de 10 órdenes sanitarias y 
el cierre definitivo en el año 2017. Al día 
de hoy, no se ha iniciado la construcción 
del Centro Educativo. Los estudiantes re-
ciben clases en la explanada de la Iglesia 
Católica de la comunidad, en condiciones 
deplorables y no adecuadas para ellos. A 
pesar de que ya se tiene el proyecto cons-
tructivo listo, no se vislumbra al día de hoy 
un pronto inicio de los procesos adminis-
trativos para el inicio de la construcción; 
ni siquiera la DIEE tiene claridad sobre la 
asignación presupuestaria para ejecutar 
el proyecto.

A inicios de abril de 2022, los vecinos de 
la comunidad Batán de Matina de Limón, 
cerraron la ruta 32, debido a que existen 
atrasos en el proceso constructivo de la 
Escuela Excelencia de Batán; no se tenía 
claridad sobre los procesos constructivos 
y los motivos de la dilación. En virtud del 
cierre, los funcionarios de dicha escuela se 
presentaron al lugar del cierre y se logró in-
terceder para que se levantara el bloqueo, 
para lo cual se adquirió el compromiso de 
conformar una mesa de diálogo el día 4 
de abril de 2022, con representantes de la 
DIEE y del Ministerio de Educación, donde 
participa la Defensora de los Habitantes 
como facilitadora del proceso.

Ese día se realizó la mesa de diálogo en la 
comunidad de Batán, con la participación 
de la directora de la DIEE, el señor vicemi-
nistro de Educación y la señora Defensora, 
entre otras autoridades locales; y se acor-
dó que la Junta de Educación iniciaría con 
el apoyo y asesoría de la DIEE el proceso, 

17	  Expediente N° 376883-2022-RI.
18	  Expediente N° 384284-2022-RI.
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a efecto de resolver el contrato actual, 
mismo que a la fecha presenta atrasos e 
incumplimientos por parte de la empresa 
contratada.

Otro elemento a tomar en consideración, 
es que, para la provincia de Limón en 
promedio, la población costarricense está 
envejeciendo. Limón goza de un bono 
demográfico de 95 mil personas jóvenes 
entre 10 y 19 años19, para el cual, existe 
un alto riesgo de desaprovechamiento, 
si el Estado no es capaz de incorporar 
esta gran cantidad de personas jóvenes 
al sistema educativo a fin de brindarles la 
instrucción académica, técnica y universi-
taria que requieren.

La situación actual de la educación cos-
tarricense y el eventual incumplimiento 
de las metas del ODS 4 deben generar 
una preocupación nacional con carác-
ter de emergencia, pues las brechas que 
se están presentando, ya por sí mismas, 
atentan contra la posibilidad de cumplir 
con el ODS1. Mientras los problemas a nivel 
de infraestructura en centros educativos 
están generando una cada vez más pro-
funda desigualdad que afecta la calidad 
de vida de las personas en lo inmediato y 
a futuro, también están colaborando en 
profundizar la ya de por sí, gran inequidad 
entre la zona central del país y las regiones 
fuera de ésta.

19	  Al respecto, véase El Estado de la Educación y la 
ENAHO, ambos 2021.

80



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República

Costa Rica ha incorporado al ordena-
miento jurídico varios instrumentos inter-
nacionales1 que: protegen y garantizan 
los derechos de las mujeres, definen con 
claridad los deberes de los Estados Parte 
y contribuyen a fundamentar legítima-
mente el rechazo a toda forma de discri-
minación mediante la adopción de todas 
las medidas necesarias para evitar estas 
manifestaciones y prevenir su repetición. 
La discriminación se presenta en muchas 
maneras, en todos los ámbitos, y puede 
ser evidente en el accionar institucional, 
o bien, presentarse como resultado de la 
implementación de una norma, política o 
decisión estatal.  

El ejercicio pleno de los derechos huma-
nos encuentra obstáculos derivados de 
las desigualdades establecidas a partir de 
una construcción social de los roles de gé-
nero de los hombres y las mujeres, lo cual 
ha promovido costumbres, prejuicios, este-
reotipos, e incluso normativa, que coloca 
a las mujeres en situación de desventaja.   

Esta distribución de roles ha generado que 
se considere tradicionalmente a las muje-
res como únicas responsables de la ma-
ternidad y los cuidados, lo que ha tenido 

1	  La Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer 
(Belem do Pará), la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José), y la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus 
siglas en inglés).

consecuencias directas sobre el derecho 
a la educación, al empleo y a la salud 
física y emocional, así como sexual y re-
productiva, y ha descartado la correspon-
sabilidad social existente sobre los niños y 
las niñas, así como con todas las personas 
que requieren cuidados. Adicionalmente, 
ha naturalizado la sexualización de las mu-
jeres y sus cuerpos, sin importar su edad, la 
violencia y el hostigamiento que se ejerce 
hacia ellas en todos los ámbitos, públicos y 
privados, laborales y educativos, además 
de su exclusión sistemática de los puestos 
de dirección o de toma de decisiones.

La discriminación y la violencia contra las 
mujeres está indiscutiblemente vincula-
da con otros factores que, junto con su 
género, afectan su vida en todos los es-
pacios en los que se desarrollen. El origen 
étnico y racial, la edad, la condición de 
discapacidad, la identidad, orientación 
y expresión de género y su condición de 
minoría, entre otros factores, han propicia-
do formas múltiples e interrelacionadas de 
discriminación, así como violencia sistemá-
tica perpetrada por agentes estatales y no 
estatales, despojándolas de su condición 
de humanas y titulares de derechos.

La Defensoría estima que el cumplimien-
to de los compromisos constitucionales 
y convencionales, así como el estable-
cimiento e implementación de políticas 
nacionales para la igualdad y equidad de 

IGUALDAD DE 
GÉNERO5
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género, además de otras acciones basa-
das en el reconocimiento e identificación 
de las múltiples causas de discriminación, 
contribuyen al alcance de las metas esta-
blecidas para este ODS. 

En 1994, la Convención Interamericana 
para Prevenir, Erradicar y Sancionar la 
Violencia contra las Mujeres, conocida 
como la Convención Belém do Pará, esta-
bleció que la violencia contra las mujeres 
constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, li-
mitando total o parcialmente a las mujeres 
en el reconocimiento, goce y ejercicio de 
tales derechos y libertades. La Convención 
también recuerda que la violencia contra 
la mujer trasciende a todos los sectores de 
la sociedad, independientemente de su 
clase, raza o grupo étnico, nivel de ingre-
sos, cultura, nivel educacional, edad o re-
ligión, y afecta negativamente sus propias 
bases. Asimismo, deja claro que este tipo 
de violencia es una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de las rela-
ciones de poder históricamente desiguales 
entre mujeres y hombres; llegando al con-
vencimiento de que la eliminación de la 
violencia contra la mujer es condición in-
dispensable para su desarrollo individual y 
social, así como para su plena e igualitaria 
participación en todas las esferas de vida.

La violencia contra las mujeres ha sido 
objeto de preocupación y su erradicación 
constituye un compromiso nacional frente 
a los mandatos de la Convención Belém 
do Pará. El femicidio es la expresión más 
cruel de la violencia contra las mujeres; es 
la forma mortal de este tipo de violencia, 
siendo su factor de riesgo el hecho de ser 
mujer. 

Según datos  de l  Observator io  de 
Género del Poder Judicial2, en el año 
2021, de acuerdo con la clasificación 
de la Subcomisión Interinstitucional de 
Prevención del Femicidio realizada el 16 

2	 https://observatoriodegenero.poder-judicial.
go .c r / index .php/soy -espec ia l i s ta -y -busco/
estadisticas/femicidio

de febrero dicho año, de un total de 65 
muertes violentas de mujeres ocurridas, 
se registraron 15 femicidios (9 según el art. 
21 de la Ley de Penalización de Violencia 
contra las Mujeres y 6 femicidios amplia-
dos); y 14 homicidios que no son conside-
rados como femicidios. Las restantes 35 
muertes están pendientes de ser clasifica-
das, a la espera de informes policiales y 
periciales o de revisión. 

En el año 2022, el Observatorio de Género 
del Poder Judicial informa que, al 9 de 
marzo, de un total de 9 muertes violentas 
de mujeres, la Fiscalía Adjunta de Género 
había clasificado como femicidio las 
muertes ocurridas el 11 de enero en San 
Rafael de Heredia y el 3 de marzo en La 
Garita Vieja, de Santa Cruz. Las restantes 7 
muertes que están pendientes de ser clasi-
ficadas, a la espera de informes policiales 
y periciales o de revisión.

Es mediante la Ley de Penalización de la 
Violencia contra las Mujeres (Ley Nº 8589 
del año 2007), que se define, en el artículo 
21, de forma restrictiva el femicidio como 
“La muerte de una mujer que mantenga 
una relación de matrimonio, unión de he-
cho declarada o no con su perpetrador”. 
Sin embargo, mediante reforma posterior, 
se incluyeron los asesinatos de mujeres en 
las relaciones de noviazgo, convivencia, 
no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o 
ruptura, siempre que la conducta no cons-
tituya un delito más grave o previsto con 
una pena mayor. De igual forma, se dejan 
por fuera otros escenarios en los que no 
median relaciones de pareja o sentimen-
tales con la persona agresora. 

Durante todo este tiempo, desde la apro-
bación de la ley mencionada, se ha 
manejado una conceptualización de fe-
micidio apegada a la Convención Belem 
do Pará a efectos de las estadísticas, 
conocida como femicidio ampliado. Este 
tipo de femicidio, visualiza las muertes de 
mujeres por razones de género que no 
están contempladas en los supuestos del 
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artículo 21 de la Ley de Penalización de 
Violencia contra las Mujeres (LPVcM), sien-
do su sustento normativo el artículo 2 de la 
Convención de Belém do Pará.

La Defensoría de los Habitantes, por medio 
de diversas reuniones y oficios, informó al 
Poder Judicial acerca de la necesidad de 
cumplir con el mandato de la Convención 
Belem do Pará con respecto al estable-
cimiento de las estadísticas de femicidio, 
según lo señalado por la Convención y no 
con un conteo diferenciado como femici-
dio ampliado. 

No es hasta el 23 de agosto de 2021 que 
se aprueba la nueva reforma a la Ley de 
Penalización de la Violencia contra las 
Mujeres, en la cual se agrega el artículo 21 
bis, “Femicidio en otros contextos”, el cual 
contempla los escenarios del femicidio 
que habían quedado fuera de la reforma, 
indicando lo siguiente: 

Se impondrá pena de prisión de vein-
te a treinta y cinco años a quien dé 
muerte a una mujer mayor o menor de 
edad, cuando concurra una de las si-
guientes circunstancias:

a) Cuando la persona autora se haya 
aprovechado de una relación o víncu-
lo de confianza, amistad, de parentes-
co, de autoridad o de una relación de 
poder que tuviere con la mujer víctima; 
u ocurra dentro de las relaciones fami-
liares de consanguinidad o afinidad 
hasta tercer grado; sea que comparta 
o no haya compartido el mismo domi-
cilio;

b) Cuando la persona autora tenga 
antecedentes de violencia perpetra-
da contra la mujer víctima, en el ám-
bito familiar, laboral, estudiantil, co-
munitario o religioso, aun cuando los 
hechos no hubiesen sido denunciados 
con anterioridad;

c) Cuando la persona autora sea clien-
te explotador sexual, tratante o proxe-
neta de la mujer víctima;

d) Cuando la mujer víctima se había 
negado a establecer o restablecer 
con la persona autora, una relación o 
vínculo de pareja permanente o ca-
sual, o a tener cualquier tipo de con-
tacto sexual;

e) Cuando la persona autora comete 
el hecho para preparar, facilitar, con-
sumar u ocultar un delito sexual;

f) Cuando la persona autora haya co-
metido el hecho utilizando a la mujer 
víctima como un acto de venganza, 
represalia o cobro de deudas en crí-
menes organizados de narcotráfico u 
otros delitos conexos.

g) Cuando la persona autora haya co-
metido el hecho en razón de la partici-
pación, el cargo o la actividad política 
de la mujer víctima.

La reforma del artículo 21 de la LPVcM, 
incorpora a la legislación nacional los 
escenarios del femicidio ampliado que 
habían quedado por fuera en la reforma 
del 10 de junio del 2021, siendo parte de 
un compromiso país con las mujeres y 
con el mandato de la Convención Belem 
do Pará. Asimismo, se da cumplimiento 
parcial a la recomendación 17.d que el 
Comité CEDAW entregó a Costa Rica en 
el séptimo informe periódico al país, acer-
ca de la asistencia oportuna a las mujeres 
víctima de la violencia sexual, así como la 
protección contra el femicidio. 

En cuanto al tema del hostigamiento se-
xual, el bloque convencional en derechos 
humanos en el sistema universal y en el 
sistema regional lo reconoce como una 
forma de discriminación y violencia por 
motivo de género. La Declaración sobre 
la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer (1967), sienta las bases a nivel de-
clarativo de lo que, en 1984, se convertirá 
en la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés).

El Comité de la CEDAW, ha indicado 
que la igualdad en el empleo puede 
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verse seriamente perjudicada cuando se 
somete a las mujeres a violencia por su 
condición de mujer, como es el caso del 
hostigamiento sexual en el lugar de traba-
jo. En su Recomendación General N° 19, 
el Comité indica que el “hostigamiento 
sexual generalmente implica conductas 
que pueden ser humillantes y con efectos 
en su salud y seguridad. Asimismo, resulta 
discriminatoria cuando la mujer tiene moti-
vos suficientes para creer que su negativa 
ante la conducta sexual propuesta podría 
causarle problemas en el trabajo, en la 
contratación, en el ascenso o crearle un 
medio de trabajo hostil”.

El Comité, en su séptimo informe periódico 
del año 2017, mediante la recomendación 
17.c, solicita al Estado costarricense, que 
se ocupe del acoso sexual de las mujeres, 
adoptando procedimientos que tengan 
en cuenta la perspectiva de género en las 
investigaciones de hostigamiento sexual 
e imponiendo sanciones apropiadas a los 
perpetradores.

Por su parte, la Convención Belem do Pará 
es clara al condenar el acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar. 

Aunado a lo anterior, el Comité de la 
CEDAW instituye dentro del elenco de 
responsabilidades internacionales de los 
Estados un deber de crear y mejorar cons-
tantemente sus bases de datos estadísti-
cos3. Por su parte, la Convención Belem 
do Pará, mediante su mecanismo de 
Seguimiento MESECVI, recomienda mejo-
rar el sistema estadístico para obtener in-
formación a nivel nacional, desagregada 
por sexo, edad, etnia, ruralidad y urbani-
dad, a fin de mejorar la recopilación esta-
dística en materia de violencia y género.

La Defensoría de los Habitantes ha parti-
cipado y apoyado al Sistema Unificado 

3	  Recomendación General N° 28 relativa al 
artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer. 
2010. Numeral 10.

de Medición y Estadística de la Violencia 
de Género (SUMEVIG) desde su crea-
ción; el cual, a nivel nacional, establece 
que las estadísticas con perspectiva de 
género son un mecanismo imprescindible para 
visibilizar las distintas manifestaciones de las 
desigualdades que viven las mujeres por el 
solo hecho de serlo. La SUMEVIG ha revisado 
y apoyado la metodología de la recolección 
de datos de hostigamiento sexual de la 
Defensoría de los Habitantes; así como 
los indicadores existentes al día de hoy 
y los demás indicadores que presentan 
otras instituciones integrantes del Sistema 
Unificado.

El Comité de la CEDAW, en su sétimo infor-
me, recomienda al Estado costarricense 
(recomendación 17.b), asignar recursos su-
ficientes al Sistema Unificado de Medición 
Estadística de la Violencia de Género y 
aumentar las actividades para reunir datos 
estadísticos y cualitativos sobre los casos 
de violencia de género contra las mujeres 
desglosados por sexo, edad, origen étnico 
y zonas rurales y urbanas.

Es relevante mencionar que, a nivel nacio-
nal, en el año 1995 se crea la Ley contra 
el Hostigamiento Sexual en el Empleo y 
la Docencia (N° 7476), estableciendo en 
su artículo 7 que las instituciones públicas 
están obligadas a reportar a la Defensoría 
de los Habitantes las denuncias de hosti-
gamiento sexual que les sean presenta-
das, a fin de que este órgano defensor 
tenga conocimiento formal de los casos, 
acceso al expediente e intervención fa-
cultativa en el procedimiento. Del reporte 
y resolución de los casos de Hostigamiento 
Sexual, la Defensoría extrae los datos para 
completar los indicadores de hostigamien-
to sexual a nivel nacional, convirtiendo a la 
Defensoría en un referente nacional de los 
datos en esta materia.

En el presente informe, se presentan los 
datos de los casos resueltos en el año 2020, 84
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en el tanto en el año 2022, se sistematizan y 
analizan los datos del 2021:  

En el año 2020, ingresaron a la Defensoría 
176 casos que fueron resueltos por motivo 
de hostigamiento sexual; en algunos de 
ellos existe más de una persona víctima y, 
en otros, uno o varios denunciados. Esto 
da por resultado que, en 176 casos, se 
encontraron 248 personas víctimas y 172 
presuntos hostigadores. 

En el año 2020, del total de 248 víctimas, 
las mujeres representan un 85.9% y los hom-
bres el 12.9%, confirmándose una vez más 
que son las mujeres las que representan el 

mayor número de personas hostigadas se-
xualmente. Los datos continúan reflejando 
que el hostigamiento sexual es una forma 
de violencia y discriminación que se da 
en contra de las mujeres. Contrariamente, 
cuando se habla de personas denuncia-
das, el 92.8% son hombres y solo un 7.2% es 
representado por mujeres.

En cuanto a la edad de las víctimas, los 
datos muestran que el 31.5% de las vícti-
mas son personas menores de edad; y que 
solo el 0.6% de las personas denunciadas 
pertenecen a esa misma categoría.

Distribución absoluta y relativa de los ca-
sos resueltos de hostigamiento sexual en 
el 2020 que se reportaron a la Defensoría 

de los Habitantes según cantidad de 
víctimas

TOTAL DE CASOS RESUELTOS
Cantidad de víctimas 

por caso Casos %
1 143 81,3%
2 12 6,8%
3 9 5,1%
4 6 3,4%
5 6 3,4%

Total de Casos 176 100%
Total de Víctimas 248  

Distribución absoluta y relativa de los ca-
sos resueltos de hostigamiento sexual en el 
2020 que se reportaron a la Defensoría de 

los Habitantes según cantidad de personas 
denunciadas

TOTAL DE CASOS RESUELTOS
Cantidad de personas 

denunciadas Casos %
1 172 97,7%
2 3 1,7%
3 1 0,6%

Total de Casos 176 100%
Total de Personas 

Denunciadas 181  

Distribución absoluta y relativa de los casos 
resueltos por hostigamiento sexual en el 

2020, que se reportaron a la Defensoría de 
los Habitantes, según sexo de la persona 

denunciante
PRESUNTA VÍCTIMA

Sexo Víctimas %
Mujer 213 85,9%
Hombre 32 12,9%
No se indica 3 1,2%
Total general 248 100%

Distribución absoluta y relativa de los casos 
resueltos por hostigamiento sexual en el 

2020, que se reportaron a la Defensoría de 
los Habitantes, según sexo del supuesto 

hostigador
PERSONA DENUNCIADA

Sexo Personas %
Hombre 168 92,8%

Mujer 13 7,2%
No se indica 0 0,0%
Total general 181 100%
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En cuanto al lugar donde ocurren los 
hechos, según la provincia, los casos re-
sueltos señalan que el 45.5% ocurren en 
San José y, por su parte, Limón, Heredia y 
Guanacaste, son las provincias donde me-
nos casos de hostigamiento sexual se han 
resuelto en el año 2020.

Tal y como el nombre de la ley lo indica, 
los casos de hostigamiento sexual se pre-
sentan en las relaciones en el empleo o la 
docencia, y los datos, además, revelan la 
relación de la persona denunciante con la 
persona denunciada. Asimismo, se obser-
va que el hostigamiento sexual se da más 
en igual posición de puesto de trabajo.

Mediante la recolección de datos, la 
Defensoría logra extraer las manifestacio-
nes que más se utilizaron en las denuncias 
de hostigamiento sexual reportadas por 
las instituciones. La forma más empleada 
de hostigar sexualmente continúa siendo, 
en un 62.4% de las ocasiones, las mani-
festaciones verbales y los acercamientos 
corporales se reportan en un 50.3% de las 
veces.

Distribución absoluta y relativa de las víctimas de 
casos resueltos por hostigamiento sexual en el 2020, 
que se reportaron a la Defensoría de los Habitantes, 

según edad de la persona denunciante
PRESUNTA VÍCTIMA

Edad Víctimas %
Persona menor de edad 78 31,5%
Persona mayor de edad 162 65,3%
No se indica 8 3,2%
Total general 248 100%

Distribución absoluta y relativa de los casos resuel-
tos por hostigamiento sexual en el 2020, que se 

reportaron a la Defensoría de los Habitantes, según 
edad del supuesto hostigador

PERSONA DENUNCIADA
Edad Personas %

Persona menor de edad 1 0,6%
Persona mayor de edad 179 98,9%

No indica 1 0,6%
Total general 181 100%

Distribución absoluta y relativa de los  
casos resueltos por hostigamiento sexual en 
el 2020, que reportaron a la Defensoría de 

los Habitantes según provincia en la que se 
presentaron los hechos

LUGAR DE LOS HECHOS    
Provincia Casos %
San José 80 45,5%
Alajuela 27 15,3%
Puntarenas 18 10,2%
Cartago 16 9,1%
Guanacaste 13 7,4%
Heredia 13 7,4%
Limón 9 5,1%
Total General 176 100%

Distribución absoluta relativa de los casos re-
sueltos por hostigamiento sexual en el 2020, que 

reportaron a la Defensoría de los Habitantes, 
según relación de la persona denunciante con 

la persona denunciada
PERSONA DENUNCIADA

POSICIÓN JERÁRQUICA   %
Igual posición de puesto en el 
trabajo 52 28,7%
Posición de autoridad en rela-
ción docente-estudiante 47 26,0%
Otro 40 22,1%
Superior jerárquico 15 8,3%
No se indica 13 7,2%
Relación estudiante-estudiante 10 5,5%
Menor jerarquía 4 2,2%
Igual posición de puesto en el 
estudio 0 0,0%
Total general 181 100%
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En cuanto al tiempo que debe durar el 
procedimiento, el artículo 5 de la Ley con-
tra el Hostigamiento Sexual indica que la 
institución cuenta con un plazo ordenato-
rio de tres meses para resolver. En los casos 
resueltos en el año 2020, solo el 22.2% de 
los expedientes cumplieron con dicho pla-
zo, mientras que el 29.5% de los casos (sien-
do el mayor número de los mismos), finalizó 
entre seis meses y un día y doce meses.

 

Los resultados de los procesos de hostiga-
miento sexual evidencian que, del total 
de expedientes resueltos, en 47 de ellos 
la persona declarada como responsable 
fue sancionada con suspensión laboral y 
amonestación escrita. Por su parte, es im-
portante resaltar que del 100% de los casos 
sancionados en 2020, en el 43,8 % de los 
casos de hostigamiento sexual se llega al 
despido de la persona declarada como 
responsable.

Distribución absoluta y relativa de los casos 
resueltos por hostigamiento sexual en el 

2020, que reportaron a la Defensoría de los 
Habitantes según tipo de sanción a persona 

denunciada declarada responsable
PERSONAS DENUNCIADAS RESPONSABLES

Tipo de Sanción   %
Despido 39 43,8%
Suspensión laboral de 16 a 30 
días 13 14,6%
Suspensión laboral de 9 a 15 
días 16 18,0%
Suspensión laboral de 1 a 8 
días 11 12,4%
Amonestación escrita 4 4,5%
Suspensión estudiantil 3 3,4%
Suspensión laboral más de 31 
días 0 0,0%
Otro 3 3,4%
Total general 89 100%

Las tres instituciones del sector público 
que más casos de hostigamiento sexual 
reportan como cerrados en el año 2020 
y que son reportados a la Defensoría de 
los Habitantes son: en el primer lugar, el 
Ministerio de Educación Pública, que re-
porta el 34,7% de los mismos, seguido por 
la Caja Costarricense de Seguro Social 
con el 15.3% y el Ministerio de Seguridad 
Pública con un 10.8%.

Porcentaje de las manifestaciones que se 
presentaron en los casos, de acuerdo con los 
casos resueltos por hostigamiento sexual en el 

2020 que reportaron a la  
Defensoría de los Habitantes 

PERSONA DENUNCIADA
MANIFESTACIONES CASOS %

Verbales 113 62,4%
Acercamientos 91 50,3%
Tocamientos 83 45,9%
Miradas lascivas 49 27,1%
Mensajes 46 25,4%
Obsequios 6 3,3%
Rumores 4 2,2%
Total de Personas 
Denunciadas 181  

Distribución absoluta y relativa de los casos 
resueltos por hostigamiento sexual en el 2020, 
que fueron reportados a la Defensoría de los 
Habitantes, según la duración del procedi-

miento administrativo
EXPEDIENTE

Duración del procedimiento Casos %
De 6 meses y un día a 12 
meses 52 29,5%
De 1 año y un día a 2 años 49 27,8%
Menos de 3 meses 39 22,2%
De 3 meses y un día a 6 
meses 30 17,0%
De 2 años y un día en 
adelante 6 3,4%
Total general 176 100%
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Al respecto, se evidencia que el conoci-
miento de la población en relación con Al 
especla ilicitud del hostigamiento sexual 
y la promoción de la denuncia, siguen 
siendo temas relevantes para eliminar esta 
forma de violencia sexual, debiendo for-
talecerse las acciones de sensibilización, 
capacitación y divulgación por parte de 
cada una de las instituciones públicas 
tanto respecto de su personal y como de 
las personas usuarias de sus servicios. Por 
su parte, la Defensoría de los Habitantes 
se mantendrá vigilante en relación con la 
incidencia de la reforma al artículo 5 rela-
cionado con el registro por 10 años de las 
sanciones en firme impuestas en el centro 
de trabajo o institución por conductas de 
hostigamiento sexual (Ley N° 9969 del 13 
de abril de 2021) y al artículo 38 sobre el 
nuevo plazo de ocho años para la interpo-
sición de la denuncia (Ley N° 10029 del 6 
de octubre de 2021).

En cuanto a la defensa de los derechos 
de las mujeres privadas de libertad, la 
Defensoría ha sido enfática en afirmar 
que el encierro tiene un efecto diferencial 
entre mujeres y hombres. No obstante, el 
Estado no toma en consideración las ne-
cesidades específicas de género, lo que 

Distribución absoluta y relativa de los casos re-
sueltos de hostigamiento sexual en el 2020 que se 
reportaron a la Defensoría de los Habitantes según 

institución del sector público.
Institución Casos %

Instituto Nacional de Aprendizaje 
(INA) 8 4,5%
Poder Judicial 17 9,7%
Ministerio de Seguridad Pública 
(MSP) 19 10,8%
Caja Costarricense de Seguro 
Social  (CCSS) 27 15,3%
Ministerio de Educación Pública 
(MEP) 61 34,7%
Otras 44 25,0%
Total general 176 100%

se pone de manifiesto, entre otras cuestio-
nes, en la necesidad de regionalización de 
los centros de atención institucional de las 
mujeres privadas de libertad, lo cual lleva 
a la población a incrementar el desarraigo 
y el rompimiento de vínculos afectivos de 
las mujeres con sus hijos, hijas y familiares.

Los instrumentos internacionales de de-
rechos humanos de las mujeres como 
la Declaración y Programa de Acción 
de Viena, el Programa de Acción de 
la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo (El Cairo), la 
Plataforma de Acción aprobada en la 
Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer (Beijing), la CEDAW y la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
aprobada por la Ley N° 7499 de 2 de mayo 
de 1995, constituyen compromisos interna-
cionales adquiridos por el Estado costarri-
cense para la protección y garantía de los 
derechos humanos de las mujeres.

Las actuaciones del Ministerio de Justicia y 
Paz en el tema de la regionalización de las 
mujeres privadas de libertad desconocen 
la especificidad de los derechos de las mu-
jeres, como lo exige el marco internacional 
de los Derechos Humanos, particularmen-
te las Conferencias de Viena y el Cairo.

En cuanto a la regionalización de los 
Centros de Atención Institucional para 
Mujeres, el Ministerio de Justicia y Paz no 
ha cumplido con su obligación de contar 
con Centros de Atención Institucional para 
mujeres en todo el país. El tratamiento dis-
criminatorio constituye una clara violación 
al principio de igualdad, pero, también 
constituye una violación a las obligaciones 
estatales de promover y respetar los dere-
chos humanos de las mujeres.

La Defensoría de los Habitantes ha reco-
mendado al Ministerio de Justicia y Paz 
desde hace más de 25 años, mediante sus 
informes anuales y en diferentes reuniones, 
la necesidad de la regionalización de los 
centros de atención institucional para 
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La Defensoría considera que,  el Estado 
debe continuar avanzando con la regio-
nalización y cumplir en los próximos meses 
con la promesa de abrir el CAI para muje-
res en Puntarenas y Pococí, extendiendo la 
regionalización al resto del país. Asimismo, 
la Defensoría estima que se debe de infor-
mar sobre las medidas adoptadas para 
cumplir con los siguientes aspectos: 

•	 Regionalizar en el resto del país los cen-
tros de atención institucional para ga-
rantizar el arraigo de las mujeres y no 
desvincularlas ni de sus familiares, ni de 
su entorno sociocultural, tomando en 
cuenta las necesidades de las mujeres 
de todas las regiones del país.

•	 Garantizar la atención ginecológica 
en los servicios de salud de los centros 
de atención institucional existentes 
y dar seguimiento a los tratamientos 
prescritos.  

•	 Garantizar el acceso de las mujeres pri-
vadas de libertad a métodos de anti-
concepción.

•	 Garantizar mayor acceso a opciones 
de trabajo y mejorar las condiciones 
existentes.

•	 Garantizar personal femenino de vigi-
lancia para la atención de la seguri-
dad en los centros de atención donde 
se ubique a las mujeres.

•	 Garantizar los servicios especializados 
para mujeres y el personal capacitado 
para la atención de las mujeres priva-
das de libertad en el CAI de Liberia.

•	 Garantizar un espacio para casa cuna 
en todos los Centros de Atención para 
mujeres.

Parte de lo expresado en el ODS 5: 
Igualdad de Género, se refiere a la elimi-
nación de toda forma de violencia contra 
mujeres y niñas, incluida la explotación 
sexual y todo tipo de explotación, pero 
existen grandes retrasos en la consecución 
de ese objetivo. Un claro ejemplo del reza-
go son las dificultades existentes en la pro-
tección efectiva de las personas menores 

mujeres privadas de libertad. Lo anterior 
obedecía al hecho de que las mujeres 
contaban solo con dos centros de aten-
ción institucional, mientras que para los 
hombres existen 14 centros, lo que eviden-
cia claramente una forma de tratamiento 
diferenciada por sexo que no toma en 
cuenta las necesidades específicas de las 
mujeres en la ejecución de la pena priva-
tiva de libertad, situación discriminatoria 
que, además, provoca serias repercusio-
nes de desarraigo tanto en las privadas de 
libertad como en sus familias. 

Las mujeres privadas de libertad hoy 
cuentan en San José con un Centro de 
Atención Institucional (CAI), que recibe 
población sentenciada e indiciada y otro 
denominado CAI , pero que en la realidad 
es un módulo que opera dentro de una 
cárcel para hombres, recibiendo única-
mente población indiciada y no senten-
ciada, sin contar con los servicios específi-
cos para esta población. Recientemente, 
después de muchos años de espera, en 
febrero de 2022, se inauguró un módulo 
para 32 mujeres en el Complejo de Pérez 
Zeledón.

Asimismo, debe mencionarse que el CAI 
para mujeres Vilma Curling Rivera, en San 
José, cuenta con un espacio estructurado 
y equipado para los hijos e hijas de las mu-
jeres privadas de libertad; conformado por 
una casa cuna para las personas menores 
de 3 años donde tienen habitación, cuido, 
alimento, servicio médico y, sobre todo, 
el vínculo invaluable con su madre. No 
obstante, el CAI de Liberia-Guanacaste 
no tiene casa cuna, obligando a que las 
mujeres de esa zona del país no opten por 
ese Centro para no apartarse de hijos e 
hijas menores de 3 años. El Estado tiene la 
obligación de tomar en consideración la 
atención especial que deben de recibir 
las mujeres en razón de su maternidad, lo 
cual implica, entre otras medidas, asegu-
rar los espacios para las mujeres privadas 
de libertad acompañadas por sus hijos 
o hijas en todos los Centros de Atención 
Institucional.  
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de edad víctimas de relaciones impropias, 
debido a debilidades en las maneras de 
abordaje del fenómeno y a la persistencia 
de patrones culturales y prácticas sociales 
que toleran y propician este tipo de ultraje. 

Así lo señaló la Defensoría de los Habitantes, 
en el informe final con recomendaciones 
N° 13299-2021-DHR, en el que apuntó que, 
a pesar del avance alcanzado con la 
aprobación de la Ley para la protección 
legal de las niñas y las adolescentes muje-
res ante la violencia de género asociadas 
a relaciones abusivas (Ley N° 9406), existen 
aún muchos retos por abarcar para ga-
rantizar la eficacia de la normativa y ase-
gurar su efectivo resultado. Al analizar las 
estadísticas de denuncias en la materia, se 
observa que las mismas alcanzan un total 
de 10.559 en los últimos tres años, siendo 
que únicamente el 2% de dichas denun-
cias llegan al momento de que se dicte 
sentencia. Este dato que resulta alarman-
te, no solo por lo exiguo del mismo, sino por 
las razones que lo explican: la mayoría de 
los casos no prosperan debido a la falta de 
confirmación de los hechos por parte de 
las víctimas. 

Por esta razón, la Defensoría le recomendó 
al Patronato Nacional de la Infancia (PANI) 
y a la Fiscalía General de la República, 
realizar acciones de coordinación para 
proveer la atención integral y procurar el 
abordaje técnico en los casos de relacio-
nes impropias mediante la articulación del 
Sistema Nacional de Protección Integral 
de Niñez y Adolescencia, buscando que 
las víctimas comprendan su condición de 
tales y evitando siempre su revictimización. 
Al respecto, el PANI informó de la con-
formación de una comisión para definir 
el proceso atencional, que prevenga la 
revictimización de la persona menor de 
edad, víctima de delitos sexuales, median-
te una estrategia de abordaje integral que 
incluya los informes y recomendaciones 
pertinentes al Poder Judicial, estimándose 
la incorporación a los procesos institucio-
nales a partir de setiembre de 2022. Este 
será un primer paso para brindar eficacia 

a la ley, pero también es necesario insistir 
en la modificación de patrones culturales 
y prácticas sociales por medio de pro-
cesos de coordinación, capacitación y 
sensibilización de los diferentes actores 
involucrados. 

Con el propósito de aportar a esto últi-
mo, en noviembre 2021, la Defensoría 
impartió dos charlas sobre el tema de 
relaciones impropias, la primera vía por 
medio de un webinario abierto a todo 
público y la segunda dirigida a ONGs 
de la Comisión Mixta de Atención a la 
Indigencia del Cantón de San José, adscri-
to a la Municipalidad de San José. 

Además, en coordinación con el Instituto 
de Educación en Derechos Humanos de 
la Defensoría, se impartió una charla, vía 
Facebook Live, en el mes de octubre de 
2021, sobre los alcances de la Ley para 
prevenir la revictimización y garantizar 
los derechos de las personas menores de 
edad en el sistema educativo costarricen-
se (Ley N° 9999).

En cuanto a la participación plena y efec-
tiva de las mujeres y la igualdad de opor-
tunidades de liderazgo a todos los niveles 
decisorios en la vida política, económica y 
pública, la Defensoría de los Habitantes ha 
generado acciones de incidencia para el 
avance de los derechos a la participación 
política y social de las mujeres con el pro-
pósito de que se cumplan los compromisos 
constitucionales y convencionales en ma-
teria de igualdad y que estos sean incor-
porados tanto a la legislación y normativa 
nacional, como a las políticas instituciona-
les. Se ha avanzado en materia electoral, 
pasando de las cuotas de género a la 
paridad horizontal y vertical; así como a la 
adopción del mecanismo de alternancia, 
con lo que, poco a poco, se han obtenido 
resultados favorables en la representación 
femenina en la Asamblea Legislativa.

En materia de participación social, se han 
efectuado las modificaciones necesarias 
para garantizar el acceso y permanencia 
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de las mujeres en los puestos de toma de 
decisión, en juntas directivas de organiza-
ciones e instituciones autónomas y otros 
espacios.

En el ámbito laboral, se han impulsado 
políticas fundamentales para la igualdad 
y equidad de género con el propósito de 
garantizar a las mujeres el ingreso y esta-
bilidad en espacios tradicional y cultural-
mente destinados para los hombres, y se 
ha procurado asegurar que un mayor nú-
mero de mujeres puedan ocupar jefaturas 
y direcciones.

Una de las acciones más recientes en esta 
línea, es la resolución N° DG-132-2021 de 
las catorce horas del dieciséis de diciem-
bre de 2021, que establece las Normas 
generales para la aplicación de Ascensos 
Directos, emitida por la Dirección General 
de Servicio Civil (DGSC), según la cual:

La selección se hará en dos eta-
pas, en la primera la ORH respec-
tiva deberá pasar a la jefatura 
responsable de la selección, úni-
camente el listado de las personas 
que hayan aprobado la primera 
fase con una nota igual o superior 
al 46% (en el caso de los puestos 
operativos, calificados y técnicos) 
y un 42% (en el caso de los puestos 
profesionales y gerenciales). (Estos 
porcentajes equivalen a un 70% 
del valor de total de los predicto-
res en cada caso).

Dicho listado, deberá estar sepa-
rado por sexo (femenino y mascu-
lino) y la jefatura correspondiente 
deberá dar prioridad a la promo-
ción de las personas cuyo sexo 
sea minoría en el correspondiente 
estrato ocupacional, según las 
características. (El resaltado no es 
original).

En razón de lo anterior, la Defensoría consi-
dera necesario que el Estado costarricen-
se informe en relación con las medidas 

que se están adoptando para dar cum-
plimiento a esta resolución, las referidas 
a las políticas internas para la igualdad y 
equidad de género, así como su plan de 
acción; los datos relativos a la distribución 
de puestos de jefatura o coordinación, se-
gún corresponda, desglosados por sexo y 
la información relacionada con los futuros 
procesos de selección de personal o de 
ascensos, lo cual permitirá generar una 
visión a futuro sobre una posible conforma-
ción paritaria de los puestos de toma de 
decisión; además de las acciones que se 
han adoptado para garantizar el acceso y 
permanencia de las mujeres en puestos de 
jefatura o dirección. 

También se encuentran bajo investigación 
denuncias recibidas en relación con el es-
tado de los nombramientos de jefatura o 
dirección y las gerencias en la CCSS, en ra-
zón de que, en la actualidad, la totalidad 
de los puestos de gerencia se encuentran 
ocupados por hombres.4 En el mismo sen-
tido, se encuentra en trámite una investi-
gación sobre el proceso conocido como 
Evolución 2021 desarrollado en el ICE, con 
el propósito de verificar si los resultados de 
dicho proceso contribuirán o no a sostener 
a los avances alcanzados, tanto en el de-
sarrollo de políticas internas de igualdad 
de género, como en el acceso de más 
mujeres a puestos de jefatura o coordina-
ción en la gestión de una institución cuya 
naturaleza ha sido considerada un territo-
rio masculino mayoritariamente.5 

La Defensoría sostiene que el Estado debe 
implementar acciones concretas en los 
procesos de selección y nombramiento, 
así como procesos sostenidos de capaci-
tación para garantizar mayor presencia 
de mujeres en los puestos de liderazgo, as-
pirando a alcanzar la paridad de género.

Acerca de lo mencionado anteriormente 
sobre el tema de la representación feme-
nina en la Asamblea Legislativa, se tiene 
como punto de referencia los resultados 

4	  Ver Expediente N° 368165-2021.
5	  Ver Expediente N° 379190-2022.
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de las elecciones nacionales del año 2014, 
las cuales no arrojaron resultados parita-
rios, ya que el porcentaje de diputadas 
electas fue del 33.3%. Por ello, se compren-
de que, mediante la resolución N° 3603-
E8-2016, el Tribunal Supremo de Elecciones 
modificó parcialmente su jurisprudencia 
y ordenó a los partidos políticos definir en 
su normativa interna los mecanismos de 
cumplimiento de la paridad, tanto ver-
tical como horizontal. Esta modificación 
se aplicó en las elecciones del 2018 y los 
partidos políticos presentaron las listas de 
sus candidaturas garantizando la paridad 
de género en los términos ordenados por 
el Tribunal. Ese año resultaron electas 26 
diputadas, lo que representó el 45.6%. 

Este año, el proceso electoral definió resul-
tados históricos, ya que, para el período 
2022-2026, de las 57 curules legislativas, 
27 (47.3 %) serán ocupadas por mujeres. 
Como puede observarse en el siguien-
te cuadro, a partir de la aplicación del 
mecanismo de alternancia y paridad ho-
rizontal y vertical, más mujeres pudieron 
encabezar las papeletas para diputación 
por provincias y por partido, lo que generó 
resultados paritarios para la provincia de 
Guanacaste y se superó este porcentaje 
en Alajuela, Cartago y Limón.  

La Defensoría estima que, esta confor-
mación es producto de una larga ruta 

recorrida para concretar la llegada de las 
mujeres a los puestos de elección popular. 
Este resultado debe constituir, en adelan-
te, el punto de partida para los siguientes 
procesos electorales como una consolida-
ción de la democracia paritaria vigente 
en Costa Rica.

Como se ha indicado anteriormente, el 
derecho a la participación en la vida so-
cial y política incluye tanto los cargos de 
elección popular, como aquellos puestos 
de dirección, coordinación o jefatura en 
instancias públicas y privadas.

En el informe anual anterior, la Defensoría 
señaló que, en setiembre de 2019, la 
Asamblea General  de la Comis ión 
Nacional de Asuntos Indígenas designó la 
Junta Directiva para el período 2019-2021, 
siendo conformada por seis hombres y 
una mujer; lo que provocó que las mu-
jeres presentaran un recurso de amparo 
ante la Sala Constitucional, tramitado 
bajo el expediente N° 19-019087-0007-CO, 
reprochando la ausencia de una confor-
mación paritaria. La Defensoría presentó 
un Informe Técnico para Mejor Proveer, 
solicitado por la Sala, en el que señaló, en-
tre otros aspectos, que se debe garantizar 
en las asociaciones de desarrollo integral 
indígenas (ADII), la exigencia de confor-
mar una nómina que respete el principio 
de paridad de género, ya que, si no se 
garantiza que las mujeres sean nombradas 
como delegadas en la primera etapa del 
proceso, se torna más difícil que la com-
posición final de la Junta Directiva cumpla 
con la paridad de género que exige el 
marco convencional y, específicamente, 
la Ley N° 8901 (Porcentaje mínimo de mu-
jeres que deben integrar las Directivas de 
Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones 
Solidaristas).  

Mediante el voto N° 2020-014310 de las 
nueve horas veinte minutos del 31 de julio 
de dos mil veinte, la Sala Constitucional de-
claró sin lugar el Recurso de Amparo, pero 
estableció la responsabilidad de incentivar 
la participación desde las comunidades y 

Diputaciones electas 2022-2026 por provin-
cia, según sexo
Provincia Total de 

diputa-
ciones

Hombres Mujeres

San José 19 10 9
Alajuela 11 5 6
Cartago 7 3 4
Heredia 6 4 2
Guanacaste 4 2 2
Puntarenas 5 4 1
Limón 5 2 3
Total 57 30 27

Fuente: Elaboración propia con datos del TSE.
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desde las asociaciones de desarrollo con 
el propósito de que la siguiente integra-
ción refleja una representación paritaria y 
equitativa.

En seguimiento a la sentencia citada, la 
Defensoría solicitó a la Junta Directiva de 
CONAI referirse a las medidas adoptadas 
para cumplir con la disposición, lo que 
tuvo como resultado una coordinación in-
terinstitucional con el INAMU y DINADECO 
para el trabajo con las comunidades.

Por primera vez en su historia, a partir de 
setiembre de 2021, la Junta Directiva de 
la CONAI cuenta con una presidenta 
y con una integración paritaria, lo que 
representa un avance significativo en el 
acceso y permanencia de las mujeres en 
los puestos de toma de decisiones, una rei-
vindicación de los derechos de las mujeres 
indígenas en Costa Rica, la consolidación 
del principio de paridad y del derecho a la 
participación política, de representación 
y participación en la toma de decisiones.

Este es también el resultado de la imple-
mentación de la Ley N° 8901, cuya vigen-
cia ha favorecido la participación de las 
mujeres en puestos de toma de decisión y 
se ha generado importante jurisprudencia 
a través de la casuística, lo cual ha am-
pliado las oportunidades de las mujeres. 
El 12 de abril del 2021, se publicó en el 
Diario Oficial La Gaceta el Reglamento 
a esta Ley -más de diez años después de 
su entrada en vigencia- el cual detalla 
los requisitos y procedimientos que deben 
adoptarse para la inscripción de las juntas 
directivas de asociaciones, sindicatos y 
asociaciones solidaristas.  

Contra este Reglamento, se presentó una 
acción de inconstitucionalidad, la cual fue 
rechazada por el fondo mediante el voto 
de la Sala Constitucional N° 24151-2021 
del 27 de octubre de 2021. Esta senten-
cia se constituye en un valioso prece-
dente que reitera la posición del Tribunal 
Constitucional en relación con la Ley N° 
8901 y dispone claramente la importancia 

de las medidas legislativas y reglamenta-
rias adoptadas por el Estado. En el voto se 
indica:

(…) La Ley de Porcentaje Mínimo 
no puede ser considerada como 
una medida legislativa innecesa-
ria, toda vez que no existe funda-
mento racional para argumentar 
que, sin la imposición legal del 
principio paritario, exista alguna 
probabilidad cierta de que en el 
corto plazo se pueda alcanzar 
una representación equitativa en 
los consejos directivos de las aso-
ciaciones de la sociedad civil. Así 
entonces, resulta una acción legis-
lativa proporcionada y razonable 
al fin perseguido. (…)

(…) Para contrarrestar el trato 
históricamente discriminatorio 
del que ha sido objeto la mu-
jer, el Estado ha implementado 
“acciones afirmativas”, es decir, 
políticas públicas cuyo objetivo 
es compensar esas condiciones 
y apoyarlas en el ejercicio de sus 
derechos. Ese apoyo se ha tradu-
cido, entre muchos otros aspec-
tos, en mecanismos de protección 
que potencien la participación 
-incluso en forma imperativa-, de 
la mujer en distintos ámbitos del 
quehacer político, económico y 
social, como sería su participación 
en los órganos de toma de deci-
sión, mediante el nombramiento 
de un número equivalente de mu-
jeres. La ausencia de mujeres en 
los centros de poder de toma de 
decisiones, ha provocado, entre 
otros problemas, que se omita to-
mar en consideración sus necesi-
dades y puntos de vista, al regular 
aspectos de la vida socio-política, 
incluso aquellos que le son intrín-
secos a ellas. En ese sentido, las 
acciones afirmativas promueven 
otorgar un trato calificado y una 
protección particularmente acen-
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tuada, en este caso a favor de las 
mujeres, con el objeto de nivelar 
una condición que ha sido, históri-
camente, diferente. (…)

A pesar de estos avances normativos, el 
trato discriminatorio y desigual se mantiene 
vigente en relación con las mujeres 
cooperativistas, quienes, a la fecha, son 
objeto de exclusión y violencia política, ya 
que aún no pueden acceder a los puestos 
directivos a través de la aplicación del 
principio de paridad.  

Sobre el particular, la Defensoría rindió un 
criterio afirmativo sobre el proyecto de 
ley “Reforma de la Ley de Asociaciones 
Cooperativas y creación del Instituto 
Nacional de Fomento Cooperativo (N° 
4179 del 22 de agosto de 1968) y adición 
de un nuevo título IV (Creación del Comité 
para la Igualdad y la Equidad de Género y 
los Derechos de las Mujeres del movimiento 
cooperativo”, Expediente Nº 21.051), en 
razón de que favorece el avance de los 
derechos de las mujeres a la participación 
en la vida social y política a través de 
una medida concreta para atender la 
ausencia de obligación legal de garantizar 
la igualdad y no discriminación para el 
acceso a los puestos directivos de las 
cooperativas.

La Defensoría considera que la aplicación 
de la paridad en la integración de los 
órganos directivos de las asociaciones 
cooperativas contribuirá a la eliminación 
de los obstáculos enfrentados por las 
mujeres cooperativistas para formar parte 
de las instancias de toma de decisiones y 
verificar una representación acorde con 
la realidad de la conformación de las 
cooperativas. 
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El derecho humano al agua es reconocido 
por múltiples instrumentos jurídicos tales 
como la Convención sobre los Derechos 
del Niño y en convenios de derecho inter-
nacional humanitario (Protocolo Adicional 
al Convenio de Ginebra del 12 de agos-
to de 1949); así como en declaraciones 
ministeriales como la Declaración sobre 
Dublín sobre Agua y Desarrollo Sostenible 
de 1992; Declaración Ministerio del Foro 
Mundial del Agua de Kyoto de 2003 y la 
Recomendación 1731 de 2006 del Consejo 
de Europa “Contribución de Europa por el 
Mejoramiento de la Gestión del Aguas”; 
Convención de 1992 sobre la protección 
y la utilización de los recursos de agua 
transfronterizos y de los lagos internacio-
nales adoptado en Londres en 1999; y 
el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de derechos económicos, socia-
les y culturales (Protocolo de San Salvador) 
de 1988. 

En noviembre de 2002, se celebra la sesión 
N°29 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas y se emite la Observación General 
N°15 titulada “El derecho al agua”, cons-
truida a partir de los artículos 11 y 12 
del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales del 19 
de diciembre de 1966. De esta manera, 
se establece que “el derecho humano 
al agua deriva del derecho a un nivel o 

calidad de vida adecuada y del derecho 
a la salud, siendo indispensable para ase-
gurar condiciones humanas mínimas de 
existencia”1. Asimismo, dicha Observación 
General definió el derecho humano de la 
siguiente manera:

El derecho humano al agua es el 
derecho de todos a disponer de 
agua suficiente, salubre, acepta-
ble, accesible y asequible para el 
uso personal y doméstico.

En el análisis del derecho a un medio am-
biente sano y equilibrado y el derecho 
humano al agua, debe contemplarse, 
obligatoriamente, el derecho a la salud, 
ya que cualquier afectación al ambiente 
llega a perjudicar la salud de la población 
y, sin acceso al agua potable, el bien-
estar de las personas se ve perjudicado. 
La Sala Constitucional se ha referido a la 
materia en múltiples pronunciamientos y 
ha señalado que el derecho a la salud 
y a la vida son derechos fundamentales 
del ser humano que dependen del acce-
so al agua potable; además de que los 
órganos competentes tienen la responsabilidad 
ineludible de velar para que la sociedad, como 
un todo, no vea mermados estos derechos 
(resolución N°2019-8698 del 17 de mayo de 
2019). 

1	  Grethel Aguilar Rojas y Alejandro Iza (2009). 
“Derecho Ambiental en Centroamérica. Tomo I”, 
UICN Serie de Política y Derecho Ambiental No. 66, 
Gland, Suiza.

AGUA LIMPIA 
Y SANEAMIENTO6
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El derecho a la salud que se encuentra 
reconoc ido  en  e l  a r t ícu lo  21  de 
la Constitución Política, debiendo ser 
resguardado por las personas que tienen 
la competencia legal para hacerlo. En el 
ámbito de los tratados y convenciones 
internacionales, tanto las constituciones 
de la Organización Mundial de la Salud, 
como de la Organización Panamericana 
de la Salud (artículo 1), reconocen la salud 
como derecho humano. 

Finalmente, siendo un avance para el 
desarrollo de Costa Rica, el 2 de julio de 
2020, se publica en La Gaceta N°159, la 
Ley N°9849, en la cual se reconoce, dentro 
del artículo 50 de la Constitución Política, 
el derecho humano al acceso al agua 
potable, complementando el derecho 
a un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado.

El agua es primordial para asegurar la 
salud de las personas y también para el 
desarrollo de la sociedad. Actualmente, 
el recurso hídrico adquiere una mayor 
importancia, ya que las fuentes de agua 
potable se están agotando debido a la 
contaminación, al cambio climático y su 
uso desmedido, por lo que es vital que 
los criterios de sostenibilidad del recurso 
incorporen, además, la función ecológica 
del mismo.  

La Defensoría de los Habitantes ha dado 
prioridad a la atención que el Estado debe 
prestar para que todas las personas tengan 
acceso al agua potable; especialmente, 
aquellas que se encuentren en mayores 
condiciones de vulnerabilidad, ya sea 
por su situación socioeconómica, o 
por su ubicación geográfica en zonas 
rurales de difícil acceso. Por este motivo, 
se ha venido realizando una labor de 
rendición de cuentas y acompañamiento 
a  l a s  i n s t i t u c i o n e s  c o m p e t e n t e s ; 
particularmente, al Instituto Costarricense 
de Acueductos y Alcantaril lados, en 
el proceso de brindar acceso al agua 
potable a comunidades como por 
ejemplo en Isla Caballo, en el golfo de 

Nicoya y de Crucitas de Cutris, en la zona 
norte del país. 

En este sentido, desde la Defensoría se ha 
realizado una labor de acompañamiento 
al AyA, la Municipalidad de Puntarenas 
y el SINAC, la cual ha incluido varias 
visitas a Isla Caballo; con el fin de que las 
instituciones, con la participación de la 
comunidad, avancen en la definición y 
ejecución del proyecto requerido para 
dotar de agua potable a los habitantes 
de la isla. Además, se ha realizado una 
labor de rendición de cuentas con el AyA 
en cuanto a las acciones ejecutadas para 
dotar de agua potable a los habitantes 
de Crucitas; habiéndose informado 
que, tras haberse explorado y evaluado 
infructuosamente diversas fuentes y 
opciones de abastecimiento, se definió 
que la alternativa viable para proporcionar 
el agua consiste en la extensión de un 
ramal de Santa Rosa de Pocosol, en 
la zona norte del país, proyecto cuya 
formulación, diseño y construcción estará 
a cargo de la Subgerencia de Gestión de 
Sistemas Delegados. 

Por otro lado, se han llevado a cabo 
acciones a f in  de que el  Inst i tuto 
C o s t a r r i c e n s e  d e  A c u e d u c t o s  y 
Alcantari l lados (AyA), las diferentes 
ASADAS y los acueductos municipales, 
atiendan las quejas planteadas entre 
otras por comunidades como las de 
Aserrí2, Santa Bárbara de Heredia3, Paraíso 
de Cartago4 y Coto Brus5, todo con el 
objetivo de que los habitantes de dichas 
poblaciones puedan disfrutar de una 
mejor calidad de vida. 

En el caso de la Municipalidad de Aserrí, 
se logró que se disponga de lo necesario 
para asegurar la prestación del servicio 
de abastecimiento de agua potable de 
manera adecuada y bajo las medidas 
sanitarias correspondientes, con el fin 

2	  Expediente N° 355165-2021.
3	  Expedientes N° 292707-2019-SI, N° 292333-2019, 
N° 295772-2019, N° 312975-2020 y N° 314087-2020.
4	  Seguimiento al expediente N° 313349-2020.
5	  Expediente N° 311020-2020.
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que la población a la cual se le presta 
el servicio, disponga del l íquido de 
“forma continua, regular, célere, eficaz 
y eficiente”, como ha señalado la Sala 
Constitucional (resolución N° 17522-2019 
del 13 de setiembre de 2019) y bajo los 
estándares de calidad adecuados. 

En relación con el tema del acueducto de 
Coto Brus, la Defensoría de los Habitantes  
ha dado seguimiento puntual al caso con 
el Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados, en adelante AyA, durante 
todo el año 2021, durante el cual se ha 
logrado una continuidad del servicio 
que ha sido estable para la comunidad. 
Las mejoras correctivas para lograr esa 
estabilidad y modernización del sistema, 
se llevan a cabo en varios campos. Las 
mejoras en la red de distribución tienen 
que ver con la instalación de válvulas de 
aire en varios sectores del cantón, control 
de fugas, instalación de hidrómetros, 
sustitución de tubería de asbesto cemento, 
cambios de abastecimiento desde el 
tanque de Santa Teresa al sector de Orotina 
y la colocación de tanques plásticos en 
varios sectores del cantón. En relación con 
la protección de las líneas de conducción, 
se han conformado y rellenado más de 150 
metros lineales de tubería, se ha protegido 
la tubería en el sector de Las Tablas y 
se ha conformado un talud en el sector 
de Quebrada Mellizas. Con respecto 
a la gestión comercial, se sustituyeron 
alrededor de 600 medidores, se colocaron 
toldos en las zonas con trabajos nocturnos 
y se adquirió equipo de transporte para la 
atención del acueducto. 

Respecto a los proyectos de inversión y el 
seguimiento que la Defensoría ha venido 
llevando a cabo, AyA ha informado que 
se trabaja en el Proyecto Intervención 
Obras Menores UEN PyC. Con este 
proyecto, se pretende proteger la tubería 
en forma preventiva ante futuros efectos 
de nuevos fenómenos naturales en zonas 
catalogadas como vulnerables. Por otra 
parte, el proyecto de Intervención Obras 
Mayores UEN PyC, consiste en mejoras 

requeridas para la protección de la línea 
ante los efectos de fenómenos naturales, 
trabajos con mayor grado de complejidad 
y se espera que finalice en octubre del 
2022. El proyecto de mejoras en la línea 
paralela, consiste en realizar una segunda 
toma a la par de la captación actual, la 
cual se espera que duplique la producción 
que se tiene en el sistema de Las Tablas y 
se divide en dos fases: a) construcción de 
una línea de conducción de 16 kilómetros 
desde el sector de la Lucha hasta el 
puente Sabalito, por una ruta de caminos 
públicos con mayor estabilidad de suelos. 
Esta fase le servirá de redundancia al 
sistema actual en caso de alguna falla 
en la línea de conducción, mientras se 
construye la segunda fase del proyecto; 
b) construcción de 18 kilómetros desde la 
captación en el sector de Las Tablas y la 
línea de conducción desde la toma hasta 
el sector de la Lucha. 

Adicionalmente, han informado que 
se ofertó mediante licitación pública 
internacional la elaboración de los estudios 
de factibilidad y diseños preliminares para 
varios acueductos, incluido el de Coto 
Brus, la cual se espera que esté concluida 
para noviembre de este año 2022. 

Ot ra intervención para agi l i zar  la 
atención de los casos relacionados con 
el derecho humano al agua potable, fue 
el establecimiento de una Mesa Técnica 
de Trabajo con el AyA y funcionarios de 
la Defensoría de los Habitantes, en la cual 
se trabajó interinstitucionalmente para un 
mejor abordaje de los casos presentados 
ante la institución  y lograr soluciones a 
problemáticas particulares de forma más 
expedita, así como establecer canales 
de comunicación más eficientes y ágiles 
entre ambas instituciones. 

En la primera mesa de trabajo, la Defensoría 
encontró disposición de AyA en atender 
conjuntamente los casos que se plantean 
a la institución sobre violación de derechos 
de sus usuarios, y se generaron canales 97
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de comunicación que fortalecieron el 
seguimiento de los mismos. 

Dentro de los temas que se conocen en la 
Mesa técnica, se discutió por ejemplo lo 
relacionado con proyectos de agua para 
las poblaciones indígenas en la provincia 
de Puntarenas, territorio indígena de 
Conte Burica, proyectos integrados de San 
Rafael, Pueblo Nuevo y Brazo de Oro de 
Cabagra de Buenos Aires, Capri Mosca, 
Boruca, Abrojo Moctezuma, Altamira, 
Puente Salitre y zonas indígenas de Buenos 
Aires. Adicionalmente, se dedicó una 
sesión a la situación del agua en Isla 
Caballo, como se indicó anteriormente, 
y la estrategia para la atención de la 
emergencia ocasionada por las fuertes 
lluvias en el mes de julio del 2021. 

Otro de los temas tratados, fue la 
planificación y distribución de los caudales 
en el Acueducto Metropolitano y, para el 
mes de marzo del 2022, se conversó sobre 
las acciones preventivas del AyA para 
garantizar el servicio de agua potable a los 
usuarios durante la época de verano. 

El valor agregado y principal de este 
espacio radica en tener a la mano la 
información sobre casos puntuales y 
el acercamiento con los funcionarios 
encargados de los diferentes temas para 
resolver de una mejor forma los casos 
presentados ante la Defensoría de los 
Habitantes. 

Aunque se ha visto que aún queda mucho 
camino por recorrer, y que para lograr 
un respeto completo del derecho de los 
habitantes de Costa Rica a contar con 
“(…) agua suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal 
y doméstico (…)”6.  La Defensoría considera 
que tanto el Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantaril lados, como 
las ASADAS y los diferentes acueductos 
municipales, deben continuar realizando 

6	  Observación N° 15 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la Organización 
de Naciones Unidas. http://www.ohchr.org/
Documents/Publications/FactSheet35sp.pdf

obras y mejoras a sus sistemas, así como 
tomar medidas de protección de las zonas 
de recarga acuífera y explotar nuevos 
acuíferos para que la población pueda 
contar con el preciado líquido, sin dejar 
de lado, la importancia de campañas 
de concientización para el ahorro del 
agua y su mejor uso, ante los retos que 
significa para el país, el cambio climático 
y sus impactos en las fuentes de agua, 
tanto superficiales como subterráneas. Así 
como, mantener espacios que fortalezcan 
acciones y la comunicación para la 
rendición de cuentas y la transparencia 
del quehacer institucional en aras de 
brindar un servicio cada vez más eficiente.

Finalmente, dentro de acciones relevantes 
en esta mater ia,  la Defensor ía ha 
trabajado en el apoyo y fortalecimiento 
de la participación de las comunidades 
locales en la gestión del agua, mediante 
el acompañamiento a organizaciones de 
la sociedad civil que, a nivel local, buscan 
proteger y restablecer los ecosistemas 
relacionados con dicho recurso. De este 
modo, se ha venido acompañando a 
la Asociación Ecológica de Guatuso de 
Patarrá (AECOGUAPA), en sus gestiones 
para proteger el recurso hídrico y mejorar 
el abastecimiento de agua potable en la 
comunidad, así como en su participación 
en el proceso de creación del Subcorredor 
Biológico Damas, el cual forma parte 
del Corredor Biológico Interurbano del 
Bicentenario Tiribi. 
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El ODS 7 se refiere a que se garantice el ac-
ceso de las personas a energía asequible, 
segura, sostenible y moderna. Este acceso 
no sólo alude al concepto de la búsqueda 
de nuevas formas de energía renovable 
que no provoquen consecuencias poste-
riores al ambiente y los ecosistemas, sino 
también, en cuanto a la seguridad que el 
proceso de generación de la energía tie-
ne que cumplir. 

El Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD)1 señala que la seguridad 
humana, en su sentido más amplio, es fun-
damento básico para el desarrollo sosteni-
ble y la efectividad gubernamental. Una 
de las funciones elementales del Estado, 
es la de proporcionar seguridad a sus 
habitantes, lo que implica la protección 
de los abusos sistemáticos a los derechos 
humanos, a las amenazas físicas, a la vio-
lencia y a los riesgos extremos en lo eco-
nómico, en lo social y en lo ambiental. Es 
por lo anterior, que la posición del Estado 
costarricense debe ser pro activa y más 
bien garantizar la seguridad física y, por lo 
tanto, la vida a toda la población.

La inclusión de las normas técnicas INTE2 
y NFPA (siglas en inglés de Asociación 

1	  Human Development Report 2005: International 
cooperation at a crossroads: Aid, trade and security 
in an unequal world, United Nations Development 
Programme, 2005, p. 162
2	 Norma INTE: documento voluntario que 
establece requisitos, especificaciones, directrices, 
procedimientos o características que tienen como 

Nacional de Protección contra el Fuego) 
en la reglamentación nacional, son de vi-
tal importancia para darle contenido a la 
normativa y asegurar la calidad y la seguri-
dad de los recipientes, cilindros, transporte 
y otros del gas LP. Las normas INTE tienen 
que estar vinculadas a un reglamento o 
decreto ejecutivo, con el fin de que éstas 
sean obligatorias; caso contrario, son re-
quisitos voluntarios para los aplicadores de 
la norma.  

Ante este panorama, la Defensoría ha 
venido participando en el Comité Técnico 
Nacional sistemas de manejo y distribución 
de GLP, convocado por el Instituto de 
Normas Técnicas de Costa Rica, INTECO, 
que es el Ente Nacional de Normalización, 
según la Ley N° 8279 del año 2002. Este 
ente colabora con el sector guberna-
mental y apoya al sector privado del país 
para lograr ventajas competitivas en los 
mercados, tanto interno como externo. 
Durante el año 2021, se conocieron las 
normas técnicas de inspección en servicio, 
reparación, alteración y recalificación 
de recipientes sujetos a presión para 

objetivo garantizar que los productos, los servicios y los 
sistemas sean seguros, coherentes y confiables. Brinda 
a las organizaciones un conjunto de herramientas 
con el potencial de ayudarles a tener un mejor 
desempeño y ser más competitivas. 

Las normas son desarrolladas a través del consenso 
de las partes interesadas (grupos de expertos 
de la industria, consumidores, organizaciones de 
investigación, gobierno, organizaciones sectoriales, 
entre otros). Fuente: www.inteco.org

ENERGÍA ASEQUIBLE Y 
NO CONTAMINANTE7
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almacenamiento de Gas LP (PN INTE 
I39:2022) y Cilindros de gas. Cilindros y 
tubos de gas compuesto recargables. 
Diseño, construcción y pruebas. Parte 4: 
Cilindros de gas compuestos reforzados 
con fibra totalmente envueltos hasta 150 L 
con revestimientos metálicos soldados de 
carga compartida (INTE/ISO 11119-4:2022), 
las cuales fueron aprobadas y pasadas a 
consulta pública.

Estas normas tratan sobre cómo proceder 
con la reparación de componentes a 
presión por placas de inserción soldadas 
a tope. Asimismo, cubre la inspección en 
servicio, reparación, alteración y recali-
ficación de recipientes sujetos a presión 
para almacenamiento de Gas LP que han 
sido puestos en servicio, además de los dis-
positivos de alivio de presión instalados en 
estos recipientes.

Señala la norma que la aplicación de ésta 
es restringida a propietarios o usuarios que 
cuenten con personal calificado (ya sea 
interno o contratado externamente) u or-
ganizaciones tales como:

a.	Empresas de inspección autorizada;

b.	Organización que ejecuta reparación;

c.	Ingenieros;

d.	Inspectores;

e.	Examinadores;

f.	 Ente nacional competente;

g.	Seguridad del personal.

Con el fin de velar por la seguridad hu-
mana, estas normas disponen que la 
seguridad del personal que trabaja con 
estos equipos es responsabilidad conjunta 
del propietario o usuario y del inspector. 
Asimismo, indica que se deben seguir to-
das las normas de seguridad aplicables. 
El inspector debe emplear los procedi-
mientos de salud y seguridad en el trabajo 
del propietario. Para la Defensoría es fun-

damental que este tipo de procesos de 
revisión se convierta en una constante, 
siguiendo lo manifestado por parte de la 
Organización de las Naciones Unidas acer-
ca del obstáculo que, para el desarrollo 
humano y económico, representa la falta 
de sistemas de transformación.
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El crecimiento económico inclusivo y soste-
nido puede impulsar el progreso, siempre 
y cuando promueva la empleabilidad y 
creación de empleos decentes, mejore los 
estándares de vida para todas las y los ha-
bitantes. En este sentido, la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT)1, ha señala-
do que el Objetivo 8 incluye los siguientes 
temas prioritarios: 

•	 El empleo pleno y productivo y el 
trabajo decente;

•	 La desigualdad salarial por razón de 
sexo;

•	 El desempleo entre los jóvenes;

•	 La eliminación de todas las formas 
de trabajo infantil;

•	 La formalización de la economía in-
formal;

•	 Los emprendimientos, las microem-
presas y las pequeñas y medianas 
empresas;

•	 La protección de los derechos labo-
rales y la promoción de un entorno 
de trabajo seguro;

•	 Los trabajadores migratorios.

Asimismo, es oportuno señalar que este 
tema está relacionado con otros ODS, 
como lo es el objetivo N° 5 sobre la 
Igualdad de Género, ya que en materia 

1	  https://www.un.org/es/chronicle/article/
objetivo-8-analisis-del-objetivo-8-relativo-al-trabajo-
decente-para-todos

laboral se busca la igualdad salarial entre 
hombres y mujeres, el reconocimiento del 
trabajo no remunerado de las mujeres (es-
pecíficamente el trabajo doméstico y el 
de cuido), así como la participación de las 
mujeres en la vida política y en la toma de 
decisiones en el ámbito público. Además, 
el trabajo decente está incorporado en el 
objetivo N° 10, que busca la reducción de 
la desigualdad en y entre los países me-
diante la adopción de políticas, especial-
mente fiscales, salariales y de protección 
social para lograr progresivamente una 
mayor igualdad. Finalmente, en el objetivo 
N° 16, sobre la paz, la justicia e instituciones 
sólidas, se busca la creación de institucio-
nes eficaces y transparentes; por lo que es 
necesario que los Estados garanticen la 
libertad de asociación, la libertad sindical 
y el fomento de la negociación colectiva, 
así como la búsqueda del diálogo social y 
el tripartismo.2

En relación con el período que abarca el 
presente informe, tal y como lo ha seña-
lado el Estado de la Nación3, la atención 
de la pandemia del COVID-19 profundizó 

2	  Definido como “(…) La interacción del 
gobierno, empleadores y trabajadores (a través 
de sus representantes) como asociados iguales e 
independientes para buscar soluciones a asuntos 
de interés común. (…)”, https://www.oitcinterfor.org/
taxonomy/term/3563?page=1
3	 h t tps : / /es tadonac ion .o r .c r /cua les - son-
los-pr incipales-desafios-economicos-para-el-
proximo-gobierno-de-costa-rica/#:~:text=El%20
p r i n c i p a l % 2 0 p r o b l e m a % 2 0 e s % 2 0 l a , d e % 2 0
empleos%20informales%20y%20precarios.

TRABAJO DECENTE Y 
CRECIMIENTO ECONÓMICO8
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la crisis del mercado laboral costarricense 
que, desde años atrás, venía mostrando 
deterioros importantes dada la baja ca-
pacidad de generar encadenamientos 
productivos y dificultades para multiplicar 
el empleo; enfatizando que “el principal 
problema es la insuficiente y desigual 
generación de puestos de trabajo de ca-
lidad, lo cual presiona las altas tasas de 
desempleo y el porcentaje de empleos 
informales y precarios.” Y aunque en el 
2021 se observa en promedio una recupe-
ración de la economía, esto se explica en 
gran medida, según señala el Estado de 
la Nación, por el fuerte motor productivo 
que representan las zonas francas, con un 
poco menos de la quinta parte de la pro-
ducción; mientras que el resto de sectores 
ha tenido un proceso de recuperación 
más lento y desigual.

Esta afirmación es respaldada por la 
Encuesta Continua de Empleo al cuarto 
trimestre de 20214, la cual señala que, si 
bien la situación del empleo en Costa Rica 
muestra un efecto positivo sostenido del 
2020 al 2021, esto no implica que se pue-
da volver al indicador de años anteriores, 
dado que los efectos todavía persisten y 
afectan a la economía en general; para 
lo que el INEC indica “(…) de ahí la impor-
tancia de identificar algunos efectos de la 
serie en el largo plazo con la evolución de 
los principales indicadores. (…)”

La Encuesta de cita nos permite realizar la 
siguiente semblanza acerca de la situa-
ción del empleo en nuestro país.

	- La fuerza de trabajo para el cuarto 
trimestre de 2021 fue de 2,44 millones 
de personas y la tasa neta de parti-
cipación laboral fue de 59,9%.  

	- La población fuera de la fuerza de 
trabajo se estimó en 1,63 millones de 
personas, con una tasa de no par-
ticipación de 40,1%, sin cambio de 
forma interanual.

4	 https://www.inec.cr/encuestas/
encuesta-continua-de-empleo

	- Al cuarto trimestre (octubre, no-
viembre y diciembre) del 2021 (OND 
2021), el 69,9% de la población fuera 
de la fuerza de trabajo se concen-
tra en los grupos de edad de 15 a 
24 años (454 mil personas) y 60 y más 
años (687 mil personas).

	- La población ocupada fue de 2,10 
millones de personas para el cuar-
to trimestre del 2021, lo que implica 
cerca de 151 mil personas más en 
relación con el año anterior. La tasa 
de ocupación se estimó en 51,7% 
aumentando 3,1 p.p. con respecto 
al mismo periodo del año anterior.

	- Del cuarto trimestre 2020 al cuarto 
trimestre 2021, la tasa de desempleo 
fue de 13,7%.

	- El 60,0% de la población desemplea-
da se concentra en los grupos de 
edad de 15 a 24 años (122 mil perso-
nas) y 25 a 34 años (78 mil personas). 

	- La población asalariada fue de 1,51 
millones de personas, lo que repre-
senta el 72% de la población ocupa-
da. 

	- El porcentaje de ocupados con em-
pleo informal fue 45,8%, siendo la 
población ocupada con un empleo 
informal cerca de 963 mil personas, 
de las cuales 603 mil son hombres y 
360 mil mujeres. 

	- Se estimó en 435 mil las personas 
asalariadas con empleo informal, lo 
que representa el 28,3% del total de 
asalariados. 

	- Por otra parte, las personas indepen-
dientes que trabajan por su cuenta 
o son empleadores, se clasifican en 
su mayoría con empleo informal; en 
total 528 mil ocupados que repre-
sentan el 92,9% de este grupo.

	- La estructura de las personas ocu-
padas por sector de actividad, refle-
ja que el 70,4% se concentra en las 
actividades de comercio y servicios, 
mientras que el sector primario y se-
cundario agrupa el resto de la po-
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blación ocupada con 11,3% y 17,9% 
respectivamente.

•	 Para este trimestre (cuarto trimestre 
del 2021), el 69,6% de las personas 
ocupadas trabajaron 40 horas o 
más por semana (incluye auxiliares 
no remunerados), e interanualmen-
te hubo un aumento de 44,7 % a 48,4 
% de personas que trabajan de 40 a 
48 horas. 

•	 Sin embargo, se observa un incre-
mento de las personas que trabaja-
ron en sobre jornada (más de 48 ho-
ras por semana), pasando de 19,5% 
a 21,3% en dicho periodo.

•	 En cuanto al porcentaje de perso-
nas ocupadas en condición de su-
bempleo, es mayor en las regiones 
Pacífico Central (con el 21,7% de 
la población ocupada con subem-
pleo) y 22,7% en la Huetar Norte; 
esto quiere decir que hay una can-
tidad mayor de personas ocupadas 
en jornadas de menos de 40 horas 
a la semana que están disponibles y 
desean trabajar más horas de lo que 
su ocupación actual les permite.

Sobre los datos que se generan en la en-
cuesta del INEC, de acuerdo con el Estado 
de la Nación, las personas desempleadas 
se caracterizan principalmente por tener 
un bajo logro educativo (60% no completó 
la secundaria); una de cada tres, tiene 
menos de 25 años de edad y la mitad son 
mujeres. Por ejemplo, las mujeres jóvenes 
son las que enfrentan mayores problemas 
para encontrar trabajo, más aún si no lo-
graron terminar la secundaria. Otro grupo 
relevante de atender, por su elevado des-
empleo e informalidad, son las personas 
que residen fuera del Valle Central, siendo 
que la mayoría de ellas también tienen 
baja escolaridad. En este contexto, con-
cluye el Estado de la Nación, el principal 
desafío es cómo generar más y mejores 
puestos de trabajo con un enfoque de 
género y considerando a las personas no 
calificadas. Lo anterior permitiría reducir 
las altas tasas de desempleo, disminuir el 

porcentaje de informalidad e incentivar la 
inserción laboral de personas fuera de la 
fuerza de trabajo5.

En el marco de la situación descrita, la 
Defensoría de los Habitantes llama la aten-
ción a todas las instancias involucradas en 
el tema, para adoptar acciones que se 
definen en tres sentidos. Primeramente, la 
necesidad de desarrollar una visión a largo 
plazo que adquiere un papel fundamen-
tal en el proceso de la planificación en la 
creación y desarrollo de empleo. La impor-
tancia de una visión a largo plazo, como lo 
ha señalado MIDEPLAN6, radica en lograr 
la articulación y coordinación con el corto 
y el mediano plazo que ha prevalecido 
en la acción política y la gestión pública 
del país. En este sentido, planificar a largo 
plazo, no significa dejar de lado la acción 
y planes de gobierno de ejecución cua-
trienal, sino más bien es complementar, 
articular, concertar y brindar sostenibilidad 
en la búsqueda de soluciones duraderas 
a los grandes temas y retos del país que 
trascienden los períodos de gobierno. La 
inclusión de la visión a largo plazo, conclu-
ye MIDEPLAN, implica fijar un norte y una 
ruta al país; es un ejercicio necesario para 
mejorar el nivel de desarrollo y avanzar en 
la consolidación de la gobernabilidad en 
un marco democrático y participativo, a 
fin de definir una agenda estratégica que 
enrumbe las intervenciones públicas (po-
líticas, planes, programas y proyectos) en 
los años venideros, lo cual será posible en 
la medida que se cambie el paradigma 
actual.

Segundo, se refiere a la necesidad urgente 
de una mayor articulación de la gober-
nanza sobre las intervenciones públicas, 
considerando aspectos como las proble-
máticas o situaciones que se pretenden 

5	 Ibidem. 
6	 MIDEPLAN.  Visión Largo Plazo. Visión construida 
con base en los resultados de la Consulta 
Ciudadana, realizada por funcionarios de la Unidad 
de Análisis Prospectivo del Área de Análisis del 
Desarrollo de MIDEPLAN, del 15 de junio al 25 de 
julio de 2011. https://documentos.mideplan.go.cr/
share/s/6N0xKCQTSGO5xEpkp6EXaw.
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resolver, su diseño y conceptualización, la 
gestión e implementación y, sobre todo, 
los resultados de obtener mejores condi-
ciones de vida de la ciudadanía y desarro-
llo del país en general; aspectos deseables 
en el marco concreto del Objetivo 8 de 
los ODS, el cual comprende el empleo y el 
trabajo decente.  

Tercero, la Defensoría de los Habitantes se-
ñala que todo lo anterior deberá ir acom-
pañado de instrumentos de evaluación 
con indicadores confiables y diagnósticos 
oportunos, bajo una concepción eficiente 
de la gobernanza pública y participación 
ciudadana en su formulación, desarrollo, 
aplicación y evaluación de intervenciones 
públicas.

En este sentido y de conformidad con 
lo señalado por la OIT, la experiencia ha 
demostrado que, aplicar un enfoque 
fragmentario en torno a la promoción del 
empleo, no funciona y que el primer paso 
es integrar los objetivos y metas de em-
pleo en los marcos de desarrollo nacional, 
las políticas económicas y las estrategias 
sectoriales7. 

Si bien el cumplimiento de la agenda 2030 
a partir de los ODS seguirá siendo volunta-
ria para los países miembros, la propuesta 
de desarrollar una visión a largo plazo con 
la articulación y la coordinación con el 
corto y el mediano plazo, permitirá al país 
orientar la opinión pública y las fuerzas 
políticas hacia un uso racional de los recur-
sos del Estado en el marco del desarrollo, 
ofreciendo parámetros para evaluar8 y 

7	  Guía para la formulación de políticas nacionales 
de empleo / Oficina Internacional del Trabajo, 
Departamento de Política de Empleo. - Ginebra: OIT, 
2012. Pag iii
8	 La función de evaluación se encuentra 
consagrada por una serie de normas que van 
desde la Constitución Política, en su artículo 11; la 
Ley 5525, la Ley 8131; hasta los Decretos Ejecutivos 
35755 y 37735. Dicho marco designa al Ministerio 
de Planificación Nacional y Política Económica 
(Mideplan), como rector del Sistema Nacional 
de Planificación (SNP) y del Subsistema Nacional 
de Seguimiento y Evaluación, este último, busca 
promover la capacidad gerencial del sector público 
por medio de diversas funciones.  Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica Área 

examinar las decisiones de los gobiernos 
(más allá del plan del Gobierno de turno, 
en el cual se debe incluir los tres poderes), 
a basarse en políticas de empleo coordi-
nadas y de múltiples componentes que se 
adapten a las condiciones y los contextos 
locales, las cuales deben ser negociadas 
en un ámbito de participación tripartito y 
en el marco de respeto y evolución de los 
derechos humanos.

Por lo tanto, por parte de la Defensoría 
de los Habitantes, se hace un llamado en 
materia de cumplimiento de las metas 
establecidas en los ODS, específicamente 
con el objetivo 8, que va más allá de lo ya 
planteado en el Decreto N° 40203-PLAN-
RE-MINAE, mediante el cual se desarrolla el 
sistema de indicadores ODS determinados 
previamente a través de un diagnóstico 
de disponibilidad que traslada los produc-
tos del nivel de la Secretaría Técnica al 
Consejo de Alto Nivel y que deberían per-
mitir generar, actualizar, diseñar y evaluar 
políticas públicas para el cumplimiento 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS)9.  

Cabe destacar que el país cuenta con 
iniciativas e instrumentos que deben, a 
criterio de esta Defensoría, acompañar 
toda intervención pública. Así, por ejem-
plo, es oportuno resaltar la evaluación de 

de Evaluación y Seguimiento Unidad de Evaluación 
METODOLOGÍA AGENDA NACIONAL DE EVALUACIÓN 
2019-2022 file:///C:/Users/Fabricio/Downloads/
Metodologia_ANE_2019-2022.pdf
9	 Ante consulta vía correo a MIDEPLAN, el Sr. Adrián 
Moreira Muñoz, Asesor Despacho Ministerial señaló 
“Mideplan como Secretaría técnica de los ODS, vela 
por el seguimiento a los indicadores ODS mediante 
las intervenciones públicas (planes, políticas públicas, 
programas o proyectos) ya sea a los indicadores 
nacionales que mide el INEC (medición directa) o 
a una adaptación de ellos (medición indirecta). 
Cabe destacar que el Plan Nacional de Desarrollo 
e Intervenciones Públicas (PNDIP) 2019-2022 reúne 
a su vez una serie de intervenciones públicas que 
contribuyen a los ODS. Sobre su interés particular 
por evaluación, el PNDIP trae aparejada la Agenda 
Nacional de Evaluaciones: https://www.mideplan.
go.cr/agenda-nacional-de-evaluacion que consiste 
en distintas intervenciones (al menos una por cada 
sector) que son evaluadas. Cada una de ellas brinda 
el detalle de a cuáles ODS contribuye. Es importante 
además conocer que la selección de ODS se hace también 
en función de si contribuye a los ODS.”
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diseño del Programa Nacional de Empleo 
(PRONAE) del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (MTSS)10, que se realizó 
en el marco de la Agenda Nacional de 
Evaluaciones (ANE) de agosto del 2017 a 
enero del 2018, y comprende un período 
de estudio del Programa de enero del 
2013 a junio del 2017. El análisis sobre dicho 
programa concluyó lo siguiente: Debido a 
lo cambiante de la dinámica del mercado 
laboral, los objetivos del Programa no se 
adaptan a las necesidades del mercado 
de trabajo, dadas al menos las siguientes 
5 situaciones mencionadas por todas las 
personas expertas en empleo consultadas: 

i.	 Ausencia de opciones de empleo 
sostenible para personas en situación 
de vulnerabilidad social y con bajos ni-
veles educativos, lo cual afecta, princi-
palmente, a la población joven y a las 
mujeres; 

ii.	 Ausencia de concordancia entre la 
oferta y la demanda laboral; 

iii.	 Ausencia de estudios de prospec-
ción laboral, sobre los cambios en las 
tendencias en el sector ocupacional; 

iv.	 Dinámica del mercado laboral alta-
mente cambiante, lo que requiere de 
la inclusión de nuevas tecnologías y la 
incorporación de la llamada “cuarta re-
volución industrial”; 

v.	 Dificultad de acceso y poca infor-
mación de la población sobre los pro-
gramas y servicios de empleo a nivel 
institucional, especialmente en las co-
munidades más alejadas.

Por su parte, cabe destacar que el Informe 
Final de la Evaluación de Diseño del 
Programa DESCUBRE11, que se llevó a cabo 
en el marco de la Agenda Nacional de 
Evaluaciones (ANE), incorporó el análisis 

10	  https://documentos.mideplan.go.cr/share/s/
orv1HD9sT4yN_YSpkByTcQ
11	 Evaluación de diseño. Programa DESCUBRE 
/ Ministerio de Planificación Nacional y Política 
Económica, Ministerio de Comercio Exterior. – San 
José, CR: MIDEPLAN, 2021.  
https://repositorio-np.mideplan.go.cr/
handle/123456789/278

de cumplimiento de los ODS, señalando 
que, en “la documentación de plani-
ficación se pudo evidenciar que no se 
menciona de forma directa la relación 
de la intervención con el cumplimiento 
de algunos de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible incorporados en la Agenda 
2030. Al igual que con los ODS, no se pudo 
evidenciar de forma explícita que la pla-
nificación del programa DESCUBRE haga 
referencia a la Agenda 2030, a sus esferas 
de importancia o al compromiso de que 
nadie se quede atrás”.

En el tema de los Derechos Humanos 
Laborales, se deben implementar interven-
ciones públicas enfocadas en las personas, 
que promuevan el diálogo social y el forta-
lecimiento institucional, acompañadas de 
instrumentos de diagnóstico e indicadores 
confiables, bajo una nueva concepción 
eficiente de la gobernanza pública y par-
ticipación ciudadana en su formulación, 
desarrollo, aplicación y evaluación; para 
lo que se deberán utilizar instrumentos de 
evaluación que permitan identificar opor-
tunamente si se requiere un giro de timón 
para el cumplimiento de los resultados de-
seados y no convertirse en estudios foren-
ses de intervenciones que quedaron sólo 
plasmadas como buenas intenciones; que 
para que se cumplan efectivamente tales 
derechos fundamentales dentro del ám-
bito del trabajo decente, además de las 
políticas sociales estatales, no se debe de-
jar de lado el componente de verificación 
(no sólo entendido de manera represiva, 
sino también de prevención y enseñanza). 

En cuanto a las metas que se desarrollan 
en el Objetivo de Desarrollo Sostenible N° 
8, se encuentra el logro del empleo ple-
no y productivo de diversos grupos, entre 
ellos, las personas con discapacidad. 
Acerca de este tema, cabe indicar que 
la Defensoría de los Habitantes recibió dos 
denuncias en el año 2021, por motivo de 
discriminación en el ingreso, permanencia, 
trato y remuneración en el empleo de las 
personas con discapacidad. Podría consi-
derarse que dicha cantidad es muy baja 
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considerando el alto nivel de desempleo 
de las y los integrantes de este sector de la 
población. Según la ENADIS “(…) el 43.6% 
de las personas con discapacidad tienen 
algún trabajo o están en búsqueda de 
uno, mientras que en las personas sin dis-
capacidad corresponde al 68.2%; esta di-
ferencia obedece, principalmente, a que 
la población ocupada de este último gru-
po es de 24 p.p. superior al de las PeSD”12.

Sin embargo, es preciso indicar que mu-
chas personas con discapacidad han 
desistido de buscar empleo, ya que lo han 
intentado durante mucho tiempo, pero 
no lo han conseguido. En ese sentido, la 
ENADIS indica que, entre los motivos por 
los cuales las personas con discapacidad 
no buscan trabajo, está el que no les dan 
trabajo por su condición13.

No se omite señalar que también se re-
cibió una denuncia sobre el tema de los 
despidos ilegales o violaciones a normas 
laborales en el sector público a personas 
con discapacidad. 

En cuanto a lo que se ref iere a la 
Convención Sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, su artículo 
27 señala las obligaciones de los esta-
dos signatarios con respecto al trabajo 
y el empleo. Este artículo es muy am-
plio, estableciendo medidas que deben 
adoptar los Estados y que se pueden 
clasificar en acciones de protección y 
promoción. Entre las primeras, se encuentran 
la protección contra la discriminación, el 
contar con condiciones laborales justas, 
favorables, seguras y saludables y el resguardo 
de los derechos laborales colectivos. Entre 
las segundas, están el acceso a programas 
de orientación técnica y vocacional, de 
oportunidades empresariales, de empleo 
en el Sector Público, de empleo en el 
Sector Privado y de ajustes razonables.

12	  Encuesta Nacional de Personas con 
Discapacidad, op. Cit., p.65.
13	  Op. cit., Encuesta Nacional de Discapacidad, 
p.66.

La deuda del país en relación con la 
oferta de trabajo para las personas que 
presentan alguna discapacidad se ha 
reducido, pero sigue latente. Es por ello que 
la Defensoría insta al Estado costarricense 
y a los miembros de los distintos Poderes de 
la República a implementar todas aquellas 
medidas que permitan que se cumpla 
con el derecho de todas las personas de 
acceder a un trabajo decente. 
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Según la página de Naciones Unidas 
dedicada a los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, en relación con el ODS 10, so-
bre la reducción de las desigualdades, se 
indica lo siguiente:

(…) Reducir las desigualdades y 
garantizar que nadie se queda 
atrás forma parte integral de la 
consecución de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible.

La desigualdad dentro de los paí-
ses y entre estos es un continuo 
motivo de preocupación. A pesar 
de la existencia de algunos indi-
cios positivos hacia la reducción 
de la desigualdad en algunas 
dimensiones, como la reducción 
de la desigualdad de ingresos en 
algunos países y el estatus comer-
cial preferente que beneficia a los 
países de bajos ingresos, la des-
igualdad aún continúa.

La COVID-19 ha intensificado las 
desigualdades existentes y ha 
afectado más que nadie a los 
pobres y las comunidades más 
vulnerables. Ha sacado a la luz las 
desigualdades económicas y las 
frágiles redes de seguridad social 
que hacen que las comunida-
des vulnerables tengan que sufrir 
las consecuencias de la crisis. Al 
mismo tiempo, las desigualdades 

sociales, políticas y económicas 
han amplificado los efectos de la 
pandemia. (…)1

El ODS 10, se refiere a la reducción de las 
desigualdades en la población. Las des-
igualdades no sólo son de tipo vertical 
como lo son de los ingresos percibidos por 
miembros de los países, sino también des-
igualdades de tipo horizontal como lo son 
prácticas, costumbres y tradiciones muy 
arraigadas. 

En relación con este tema, la Defensoría de 
los Habitantes, por medio de la Dirección 
de Gobernanza Pública y en conjunto con 
el Mecanismo Nacional de Supervisión de 
la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, desarrolló 
la investigación denominada “El papel 
transformador de las TIC y los derechos 
de las Personas con Discapacidad”. Las 
Nuevas Tecnologías de la Comunicación 
e Información (TIC), tienen un potencial 
inclusivo que puede permitir el ejercicio 
de los derechos de las y los integrantes 
de este segmento de la población; sin 
embargo, pueden también convertirse en 
muros que se sumen a los ya existentes que 
discrimen más.

La investigación citada, definió como ob-
jetivo general identificar la accesibilidad 
de las personas con discapacidad a las 

1	  https://www.un.org/sustainabledevelopment/
es/inequality/
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Nuevas Tecnologías de la Comunicación e 
Información (TIC), de conformidad con lo 
estipulado en la Convención de Derechos 
de las Personas con Discapacidad y desde 
el enfoque de la Gobernanza y el Derecho 
al Buen Gobierno como Derecho Humano.

Sobre el particular, fueron consultadas va-
rias instituciones y según la información su-
ministrada por el MICITT, Costa Rica ha con-
tado con el denominado Plan Nacional 
de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
vigente hasta el 2021. 

Entre los principales hallazgos, se en-
cuentra que el Plan Nacional de las 
Telecomunicaciones vigente no abarca 
todas las obligaciones establecidas en la 
CDPD. Únicamente se incluye lo que es la 
accesibilidad a las páginas web que sin 
duda importante; sin embargo, es preciso 
añadir todas las obligaciones contenidas 
en el artículo 9 de dicha Convención, 
que incluyen la promoción del diseño, 
desarrollo, producción y distribución de 
las TIC. Otro hallazgo importante de la in-
vestigación es que las organizaciones de 
personas con discapacidad no han sido 
consultadas con respecto a las políticas 
de accesibilidad a las TIC, tal y como lo 
establece el párrafo 4° del artículo 4 de 
la Convención Sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad. Este es 
un requisito básico para que las políticas 
en cualquier campo y, sobre todo, en el 
acceso a las TIC, se incorporen las necesi-
dades y perspectivas de las personas con 
discapacidad.

Finalmente, un hallazgo muy importante 
se relaciona con la distribución de las TIC 
producida en forma accesible; es preciso 
indicar que se presenta una dispersión 
de esfuerzos por parte de las instituciones 
públicas, toda vez que algunas de ellas 
dotan a la población con discapaci-
dad de las mismas pero los esfuerzos son 
desarticulados.

Por lo indicado, la Defensoría solicitó al 
MICITT que, durante el proceso de ela-

boración del nuevo Plan Nacional de 
Desarrollo de las Telecomunicaciones, 
sean consultadas las organizaciones de 
personas con discapacidad, bajo las con-
diciones adecuadas de accesibilidad, 
con servicios de apoyo y ajustes razona-
bles requeridos para las y los miembros 
de este sector de la población, en aras 
de garantizar su participación activa en 
procesos de esta naturaleza. Asimismo, 
se recomendó al mencionado ministerio, 
incorporar dentro del nuevo Plan Nacional 
de Desarrollo de las Telecomunicaciones, 
todas las obligaciones contenidas en la 
Convención de Derechos de las Personas 
con Discapacidad (CDPD).

Vale destacar que la citada Convención, 
establece las principales áreas donde 
las aplicaciones de TIC tienen un mayor 
potencial para empoderar a las personas 
con discapacidad, tales como:

•	 Facilitar el acceso de las personas 
con discapacidad a las informacio-
nes, productos y servicios móviles y 
otros equipos e internet (Artículo 9); 

•	 Permitir a las personas con discapa-
cidad ejercer su derecho a la Liber-
tad de Opinión y de Expresión, así 
como su acceso a las informaciones 
(Artículo 21);

•	 Facilitar los sistemas educativos in-
clusivos y el aprendizaje continuo 
(Artículo 24);

•	 Facilitar el derecho al trabajo, sobre 
la base de la igualdad con los de-
más (Artículo 27);

•	 Facilitar la participación en la vida 
política y pública (Artículo 29);

•	 Facilitar la participación en la vida 
cultural, la recreación, el tiempo li-
bre y el deporte (Artículo 30); 

•	 Facilitar la cooperación y el acceso 
a conocimientos científicos y técni-
cos (Artículo 32) en la búsqueda de 
soluciones razonables para todos: 
acceso razonable y diseño universal.
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Como se indicó, las TIC deben ser acce-
sibles desde su concepción; o sea, debe 
de implementarse en las mismas lo que 
se denomina el “diseño universal”. Así, la 
investigación adquiere una relevancia 
especial ya que puede contribuir a que 
la accesibilidad a las TIC sea tomada en 
cuenta desde su diseño, de tal manera 
que sea un componente esencial de di-
chas tecnologías. 

La investigación para el diseño de la ac-
cesibilidad a las TIC, debe ser incorporada 
como un elemento más en las políticas 
públicas, a efecto de que las personas con 
discapacidad puedan hacer uso de ellas 
y, de esa manera, prevenir la discrimina-
ción a las y los miembros de este segmento 
de población. 

Asimismo, en este campo debe consi-
derarse la diversidad de este colectivo, 
por lo que debe tomarse en cuenta las 
diferentes deficiencias funcionales (física, 
sensorial, intelectual y mental), su grado 
de severidad, el sexo, la ubicación geo-
gráfica, entre otras. 

Evidentemente, la investigación para el 
diseño accesible de las personas con dis-
capacidad a las TIC, debe considerar el 
desarrollo tecnológico y económico de 
cada Estado que ha suscrito la CDPD. No 
obstante, todos deben esforzarse, en su 
nivel de desarrollo, para alcanzar la acce-
sibilidad posible según su realidad. Costa 
Rica no debe ser la excepción y se debe 
avanzar hacia ese objetivo dentro de un 
claro enfoque basado en los derechos 
humanos.

Como se ha indicado previamente, este 
Objetivo de Desarrollo Sostenible plantea 
para los Estados la necesidad de crear 
políticas fiscales y de protección social, 
direccionadas a la reducción de la des-
igualdad de ingresos y oportunidades, 
con la finalidad de lograr progresivamente 
una mayor igualdad. A pesar de ello, en 
los últimos años se han realizado una serie 
de recortes presupuestarios, afectando 

directamente a los programas sociales, 
incluyendo aquellos dirigidos a la atención 
y calidad de vida de las personas menores 
de edad.

En el caso del PANI, para el ejercicio eco-
nómico del año 2021, el presupuesto ordi-
nario aprobado sufrió un recorte de un 53% 
en relación con los dos años anteriores, im-
pactando de manera directa y negativa la 
continuidad de financiamiento a las ONG 
residenciales. Lo anterior se traduciría en la 
afectación de casi 6000 niños, niñas y ado-
lescentes residentes de las alternativas de 
protección que brindan las organizaciones 
no gubernamentales. Finalmente, el riesgo 
no se materializó, debido a la aprobación 
de un presupuesto extraordinario, pero a 
pesar de que la situación se solventó de 
manera favorable, la Defensoría emitió el 
informe final N° 00136-2022-DHR, señalan-
do la grave amenaza a la protección inte-
gral de las personas menores de edad, la 
transgresión a la normativa internacional y 
el roce de legalidad que implica la reduc-
ción presupuestaria de los últimos años. 

Según el informe señalado, la Defensoría 
hizo un llamado a las diferentes autori-
dades involucradas en la aprobación y 
formulación del presupuesto nacional, a 
efecto de valorar el contenido económico 
otorgado al PANI, de forma que se asegu-
re el cumplimiento de la finalidad del ente 
rector de la niñez, reafirmando la protec-
ción de las personas menores de edad. 
En ese sentido, se reiteró la necesidad 
de apegarse a la normativa nacional e 
internacional; al respecto, el artículo 4 de 
la Convención de los Derechos del Niño 
instituye la obligación de todos los Estados 
parte de tomar las medidas necesarias 
para garantizar la efectividad de dichos 
derechos y la Observación General N° 
19 del Comité de los Derechos del Niño, 
determina una serie de obligaciones para 
los países a la hora de elaborar los presu-
puestos públicos, de forma que se asegure 
el pleno respeto a los derechos de las per-
sonas menores de edad, estableciendo 
que los recursos públicos se deben asignar 
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de forma tal que sean suficientes para la 
aplicación de las políticas y los programas, 
en aras de afirmar la efectividad de los de-
rechos de los niños y niñas. Sobre este as-
pecto, el Comité de los Derechos del Niño, 
tanto en su cuarto informe periódico2, 
como en las observaciones finales sobre 
los informes periódicos quinto y sexto com-
binados de Costa Rica3, llamó la atención 
al Estado Costarricense. 

De esta forma, la Defensoría de los 
Habitantes dejó de manifiesto que, con la 
asignación presupuestaria de los últimos 
años, el Estado costarricense ha transgre-
dido la Convención sobre los Derechos del 
Niño, incumpliendo con sus obligaciones 
en materia de derechos humanos, vul-
nerando a la población que mayor pro-
tección requiere del Estado, en una clara 
violación al principio del interés superior de 
la persona menor de edad, el cual debe 
estar presente en todas las actuaciones de 
la administración pública.

En los últimos años, se ha hecho evidente 
en las calles de las principales ciudades 
y pueblos del país, el incremento de las 
personas que viven y sobreviven en ellas. 
Usualmente, el acercamiento a esta rea-
lidad reduce la condición de calle a un 
tema de pobreza extrema, cuando es el 
resultado de procesos complejos de discri-
minación y exclusión de determinados de 
sectores de la población. Estas son perso-
nas que no cuentan con las capacidades 
para la satisfacción de sus necesidades 
más elementales, pero el análisis de esta si-
tuación debe abarcar otros factores como 
la fármaco-dependencia y/o alcoholismo, 
la condición etaria, la expulsión temprana 
de los núcleos familiares o la condición 
migratoria, nacionalidad o la discapaci-
dad. Además, se añaden la pérdida de 

2	  ONU: Comité de los Derechos del Niño (CRC), 
Examen de los informes presentados por los Estados 
partes en virtud del artículo 44 de la Convención, 
párrafo 16, 3 de agosto de 2011, CRC/C/CRI/CO/4.
3	  ONU: Comité de los Derechos del Niño (CRC), 
Examen de los informes presentados por los Estados 
partes en virtud del artículo 44 de la Convención, 
párrafo 10, 7 de febrero de 2020, CRC/C/CRI/5-6

los vínculos con las actividades laborales o 
económicas, la carencia de lazos comuni-
tarios, familiares y culturales que los vincule 
con el resto de la sociedad.  

Estas personas, por sus características, son 
frecuentemente vinculadas en el imagi-
nario social como parte de la delincuen-
cia o problemas de seguridad pública u 
orden público. Los cuerpos policiales son, 
por tanto, uno de los primeros canales de 
contacto de estas personas con la institu-
cionalidad y con la posibilidad de atender 
sus demandas y escuchar sus necesida-
des por parte del Estado. En el año 2021, 
la Defensoría de los Habitantes recibió la 
denuncia planteada por un ciudadano 
a favor de una persona en condición de 
calle.4 La información suministrada, indicó 
que se trata de una persona que en reite-
radas ocasiones ha sido detenida por las 
autoridades policiales y trasladada, humi-
llada y abandonada en zonas lejanas al 
lugar en el que suele encontrarse. Las au-
toridades policiales negaron la detención 
y la existencia de registros de incidentes o 
partes policiales.

La ausencia de registros en la actividad 
policial, lejos de poder ser considerada 
como sinónimo de la inexistencia de los 
hechos, lo que denota es el irrespeto a la 
dignidad de estas personas y su invisibiliza-
ción por parte del Estado. No sólo se da la 
negación del derecho a la personalidad 
jurídica de las personas en condición de 
calle, sino que, además, valiéndose de 
la ausencia de una red familiar o comu-
nitaria que exija una explicación frente a 
la violación de los derechos humanos de 
estas personas, se niega el derecho a un 
recurso efectivo frente a las situaciones de 
abuso policial y detenciones arbitrarias. Al 
respecto, la Defensoría continuará velan-
do por el reconocimiento de las personas 
en situación de calle como sujetos de de-
rechos que deben ser respetados y garan-
tizados por parte del Estado costarricense.

4	  Expediente N° 375925-2021-RI.
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En los temas relacionados con la pobla-
ción migrante en nuestro país, se encuen-
tra la necesidad de ampliar la vigencia de 
la categoría de protección complemen-
taria, hasta tanto no se acoja la definición 
ampliada de persona refugiada, conte-
nida en la Declaración de Cartagena. 
Como resultado de los compromisos 
adquiridos por el país para garantizar la 
protección internacional de las personas 
refugiadas en Costa Rica, se adoptó un 
plan de acción orientado a involucrar a 
los diferentes sectores e instituciones en-
cargados de garantizar dicha protección. 
En este plan de acción, conocido como 
“Marco de Protección de Soluciones de 
Respuestas a la situación de personas refu-
giadas (MINARE)”, el Estado costarricense 
aprobó una categoría especial de protec-
ción complementaria para las personas 
de nacionalidad nicaragüense, venezo-
lana y cubana a quienes se les denegó la 
solicitud de refugio, por no cumplir con los 
presupuestos de la definición incluida en la 
legislación nacional vigente. 

Esta “respuesta temporal” del país, asu-
me que estas personas requieren de una 
protección internacional en virtud de que 
su vida, libertad e integridad personal, se 
encuentran amenazadas en sus países de 
origen o de residencia habitual; no obs-
tante, considerando que Costa Rica no 
ha firmado la Declaración de Cartagena 
y, por lo tanto, no ha incluido la definición 
ampliada de refugiado en su normativa 
vigente5, el país se ve obligado a buscar 
“categorías migratorias alternas” que ga-
ranticen esa protección internacional, lo 
cual podría significar un debilitamiento de 
los estándares de protección a los que se 
ha comprometido el país. 

Considerando que esta categoría se en-
contraba vigente hasta el 28 de febrero 
del 2022, la Defensoría se encuentra dan-

5	  Definición ampliada de persona refugiada 
contemplada en la Declaración de Cartagena: 
“violencia generalizada, una agresión externa, 
conflictos internos, violación masiva de los derechos 
humanos u otra circunstancia capaz de perturbar 
gravemente el orden público”.

do seguimiento al análisis y revisión que 
están llevando a cabo las autoridades 
migratorias, con el fin de insistir en que, 
hasta tanto no se incorpore la Declaración 
de Cartagena a la normativa sobre refu-
gio, esta categoría resulta fundamental y 
necesaria para brindar protección inter-
nacional a quienes huyen con base en 
esas razones de persecución y requieren 
del Estado costarricense las herramientas 
necesarias para resguardar su vida e inte-
gridad personal.

Por otra parte, en cuanto a la necesidad 
de ratificar la Convención Internacional 
sobre la Protección de los derechos de 
todos los trabajadores migratorios y sus 
familiares, la Defensoría de los Habitantes 
considera importante reiterar, tal y como 
lo ha planteado con ocasión de otros 
Informes Anuales y como lo señala el 
Informe Periódico Universal en sus reco-
mendaciones al Estado costarricense, la 
necesidad de que la Asamblea Legislativa 
promueva el análisis, discusión y aproba-
ción de la Convención Internacional sobre 
la Protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y sus familiares, 
con el fin de ampliar el marco de protec-
ción de los derechos fundamentales de las 
personas migrantes que se encuentran en 
el país, independientemente de su condi-
ción migratoria. 
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En cuanto al ODS 11: Ciudades y co-
munidades sostenibles, el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo indica 
que, para el 2050, dos tercios de la huma-
nidad vivirá en zonas urbanas, por lo que 
es necesario transformar la forma en la 
que se construyen y gestionan las ciuda-
des. El aumento de la población, así como 
la migración interna y externa, hacen que 
las ciudades crezcan cada vez más, lo 
que ha generado que los barrios margi-
nales sean una característica importante 
de las urbes en los países en desarrollo. Por 
ello, es importante que las ciudades sean 
espacios sostenibles, que brinden opor-
tunidades de trabajo a sus pobladores, 
viviendas seguras y asequibles, transporte 
público constante y de calidad, además 
de espacios públicos que permitan a sus 
habitantes el esparcimiento y oxigenación 
que toda gran urbe requiere, pero siempre 
tomando en cuenta que todos sus pobla-
dores deben participar en la consecución 
de dichos objetivos de forma activa e 
inclusiva.

Por más de dos décadas, Costa Rica ha 
mantenido el déficit habitacional más 
bajo de América Latina y el Caribe; este 
logro se ha obtenido gracias a la coordi-
nación de los diversos sectores del Sistema 
Financiero Nacional para la Vivienda, el 
cual ha definido las principales acciones 
estratégicas para enfrentar este desafío. 
Con el fin de mejorar esos logros, no dejar 

a nadie atrás y asegurar la vivienda para 
todos los hombres y mujeres con servicios 
básicos adecuados, seguros y asequibles, 
tanto el Banco Hipotecario de la Vivienda 
(BANHVI) como el Ministerio de Vivienda 
y Asentamientos Humanos, han venido 
desarrollando estrategias para lograr estos 
objetivos. 

Una de ellas coincide con lo que la 
Defensoría de los Habitantes ha venido 
señalado en informes anuales de años pa-
sados en relación con la responsabilidad 
del Estado y no de los desarrolladores de 
los proyectos de viviendas o las entidades 
autorizadas, de buscar a las personas con 
necesidades de vivienda y ofrecerles la 
posibilidad de ser beneficiario de una vi-
vienda de interés social. 

Lo anter ior  se ve p lasmado en e l 
Reglamento para la identificación de 
población beneficiaria de los proyectos 
de vivienda financiados al amparo del 
Artículo 59 de la Ley del Sistema Financiero 
Nacional para la Vivienda y creación del 
Banco Hipotecario de la Vivienda N° 7052, 
aprobado recientemente por la Junta 
Directiva del BANHVI y que salió a consulta 
pública, de acuerdo con lo señalado en el 
Boletín N° 13-2022 del BANHVI. 

Este reglamento permitirá, entre otras co-
sas, identificar preliminarmente a las per-
sonas y/o núcleos familiares que cumplen 
con los requisitos para acceder al Bono 

CIUDADES Y COMUNI- 
DADES SOSTENIBLES11
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Familiar de Vivienda, para su posterior ca-
lificación y atención prioritaria. Asimismo, 
se amplían los mecanismos para que las 
personas o núcleos familiares tengan ac-
ceso a ser considerados como potenciales 
beneficiarios de un proyecto de vivienda 
y, además, se fortalecen los procesos para 
asegurar que las personas o familias que 
no se acercaron a hacer la solicitud me-
diante los medios tradicionales -y que se 
encuentran en condiciones vulnerables- 
puedan ser tomadas en cuenta también. 

Este proceso de identificación de las perso-
nas y núcleos familiares se realizará por me-
dio del Sistema Nacional de Información y 
Registro Único de Beneficiarios del Estado 
(SINIRUBE), que agrupa a todas las perso-
nas que reciben algún tipo de subsidio del 
Estado, lo que permitirá priorizar de acuer-
do con su nivel de vulnerabilidad. Dicho 
proceso se realiza de manera automati-
zada y objetiva, mediante una aplicación 
web diseñada para tal fin, que es admi-
nistrada por el SINIRUBE y que se conoce 
como la Plataforma de población benefi-
ciaria de proyectos de vivienda del SFNV. 

La importancia de este reglamento radica 
en que permite identificar preliminarmen-
te a las personas y núcleos familiares que 
cumplen con requisitos para acceder al 
Bono Familiar de Vivienda, y establece 
su atención prioritaria, con base en los 
criterios que se encuentran definidos en 
distintas normas del ordenamiento jurídico 
vigente, a fin de identificar las condiciones 
de las personas y núcleos familiares con 
mayor necesidad. Adicionalmente, este 
reglamento pretende acabar con los lla-
mados “Gavilanes de la vivienda”, ya que 
para acceder a un bono no se necesita-
ría la conformación de una asociación o 
cualquier otro grupo organizado, sino que 
las familias que lo soliciten pueden estar en 
el SINIRUBE y a partir de ahí, se generarían 
las listas de las personas que califican para 
recibir dicho beneficio. 

El Sector Vivienda también trabaja en una 
estrategia interinstitucional para fortalecer 

el acceso de las mujeres a una vivienda 
adecuada y al hábitat, la cual plantea la 
ejecución de acciones afirmativas para 
reducir las brechas, considerando seis 
brechas de género que se clasifican en 
brechas de acceso y brechas de disfrute. 

Las brechas de acceso tienen que ver con 
el acceso a la información y generación 
de datos con enfoque de género, acceso 
al crédito y tramitología y acceso a la te-
nencia de la tierra y la vivienda. En cuanto 
a las brechas de disfrute, se refieren al 
estado de las viviendas, diseño urbano y 
vivienda adecuada desde la perspectiva 
de género, así como ubicación y acceso 
a servicios básicos. 

El MIVAH asumirá la coordinación general 
de la mencionada estrategia, de manera 
articulada con las instituciones responsa-
bles, en el marco del Sistema Nacional 
del Hábitat. Asimismo, en concordancia 
con el principio de coordinación admi-
nistrativa, el MIVAH puede coordinar con 
otros entes que coadyuven a alcanzar las 
metas de la Estrategia, tales como univer-
sidades públicas y privadas, asociaciones 
profesionales, organismos no guberna-
mentales, entre otras.

Son muchos los retos que tiene Costa Rica 
para los años venideros y la Defensoría 
está convencida de que, para cumplir con 
lo señalado por este Objetivo de Desarrollo 
Sostenible, es necesario continuar con la 
aprobación de estrategias como las indi-
cadas, que, sin duda alguna, favorecen a 
mejorar la calidad de vida de las personas 
que requieren de una vivienda adecuada. 

L a  L e y  d e  P a t r i m o n i o  H i s t ó r i c o 
Arquitectónico de Costa Rica y los tra-
tados internacionales suscritos, disponen 
que es obligación del Estado velar por la 
protección y conservación del patrimo-
nio declarado y no declarado del país. 
Asimismo, el Estado costarricense debe 
incluir dentro de su presupuesto ordinario 
anual, los recursos necesarios para cumplir 
con las obligaciones prescritas por esta 
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normativa, cuando el titular del derecho 
sea un ente público.

El Estado tiene la obligación de generar 
y buscar las formas de preservar el patri-
monio cultural e histórico del país. Como 
parte de la Convención sobre Defensa 
del Patrimonio Arqueológico, Histórico 
y Artístico de las Naciones Americanas 
(Convención de San Salvador), aproba-
da el 16 de junio de 1976 y ratificada por 
Costa Rica mediante Ley N° 6360, se debe 
considerar el artículo 6 numeral 3 el que 
“obliga a no tomar deliberadamente nin-
guna medida que pueda causar daño, 
directa o indirectamente, al patrimonio 
cultural y natural situado en el territorio de 
otros Estados Partes en esta Convención”, 
además de cumplir con lo dispuesto en los 
objetivos de desarrollo sostenible.

El derecho humano a la identidad cultural, 
a través de la protección del patrimonio 
histórico y arquitectónico, es de gran im-
portancia para el desarrollo del país, ya 
que rescata los valores del pasado, sus 
costumbres y su historia, imprescindibles 
para la construcción del futuro de la na-
ción. Dentro de lo dispuesto en el objetivo 
11 de los ODS acerca de que las ciudades 
y los asentamientos humanos sean inclu-
sivos, seguros, resilientes y sostenibles, es 
importante redoblar los esfuerzos para pro-
teger y salvaguardar el patrimonio cultural 
y natural del mundo. En octubre de 2016, 
durante la Conferencia Hábitat III cele-
brada en Quito (Ecuador), se adopta la 
Nueva Agenda Urbana, la cual diseña la 
hoja de ruta para orientar el desarrollo ur-
bano sostenible y transformar las ciudades 
del mundo en los próximos años.

La Defensoría ha venido trabajando en 
lograr que haya una reforma integral en 
el Reglamento de la Ley N° 7555 (Ley de 
Patrimonio Histórico- Arquitectónico de 
Costa Rica), solicitando a la jerarca del 
Ministerio de Cultura y Juventud su revisión 
integral, con el fin de incorporar mejoras 
en los trámites, con el propósito de velar 
por la conservación y protección del pa-

trimonio histórico y arquitectónico del país. 
La institución ha sido clara en exponer, 
ante el Ministerio, que esta reforma debe 
incluir las acciones para poder solucionar 
los problemas existentes en el actual re-
glamento y no aprobar una publicación 
sin una valoración exhaustiva de las situa-
ciones presentadas en años anteriores, las 
cuales han afectado nuestro patrimonio.

En términos generales, la Defensoría con-
sidera que la reforma puesta a consulta 
no incluye lo resuelto en las observacio-
nes emitidas por la Comisión Nacional 
de Patrimonio Histórico Arquitectónico 
de Costa Rica y no se incorpora ningún 
procedimiento para actuar en casos de 
impedimento de ingreso a los inmuebles 
con valor patrimonial, situación que ha ge-
nerado la pérdida de inmuebles con valor 
patrimonial por la negativa para valorar su 
interior, como, por ejemplo, en el caso de 
los apartamentos de Cuesta Núñez.

En cuanto a la necesidad de que las 
ciudades cuenten con espacios abier-
tos para la población, la Defensoría de 
los Habitantes considera fundamental la 
coordinación interinstitucional, siendo que 
el desarrollo de las ciudades no correspon-
de exclusivamente a los municipios, sino 
también a todas las instituciones que, por 
ejemplo, posean bienes inmuebles con 
potencial de transformarse en espacios 
aptos para la recreación y la tutela del 
derecho a la salud.

La creación de tales espacios persigue 
garantizar el acceso universal a zonas 
verdes y espacios públicos seguros, inclu-
sivos y accesibles. En tiempos en que las 
ciudades se desarrollan cada vez más y 
que las zonas verdes tienden a ser más 
limitadas, proyectos como estos deben 
ser una prioridad para las administracio-
nes públicas, a partir de los beneficios 
que pueden aportar, como por ejemplo: 
promover la tranquilidad, paz y salud a los 
habitantes; mejorar la salud física, men-
tal y emocional de los mismos; potenciar 
espacios recreativos en contacto con la 
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naturaleza; combatir el estrés, las enferme-
dades producto del sedentarismo y la falta 
de ejercicio; así como lograr un desarrollo 
ecosistémico urbano que permita accesi-
bilidad al deporte y recreación para todas 
las poblaciones.

Sobre este tema, a modo de ejemplo, la 
Defensoría analizó una solicitud de inter-
vención1 en la que el Área Rectora del 
Ministerio de Salud en el sector Merced-
Uruca-Tibás, tiene inscrito a su nombre un 
terreno que incluye un parque administra-
do por la Municipalidad de Tibás, y en ra-
zón de la solicitud de las y los vecinos para 
lograr la reactivación del parque, ambas 
instituciones han coordinado acciones 
mediante un convenio de cooperación 
que permita hacer de la zona de dicho in-
mueble, un verdadero espacio de recrea-
ción pero también un punto de estímulo y 
promoción de la salud.

Es justo bajo este modelo, que la Defensoría 
observa un equilibrio entre los dos dere-
chos implícitos (derecho a la recreación y 
el derecho a la salud). En este caso, se lo-
gró un acuerdo sobre el uso de los terrenos 
según las diferentes prioridades institucio-
nales, colocando a las y los habitantes en 
primer lugar, creándose espacios para la 
atención a la salud (por parte del Ministerio 
de Salud) y dejando zonas donde las per-
sonas pueden realizar actividades físicas y 
de recreación (aspecto abarcado por la 
Municipalidad).

El Derecho a la Ciudad, que integra el sis-
tema internacional de derechos humanos, 
se puede definir como “el usufructo equi-
tativo de las ciudades dentro de los prin-
cipios de sustentabilidad y justicia social.”2 
Este tema ha sido incorporado dentro de 
los derechos humanos emergentes y en 
este sentido, el Foro Social Mundial de Porto 
Alegre, trató el tema de “Ciudad Global”, 

1	  Expediente de la Defensoría de los Habitantes 
N° 354215-2021
2	 Hábitat International Coalition América 
Latina. Derecho a la Ciudad. Consultado el 19 
de abril de 2022. https://hic-al.org/que-hacemos/
derecho-a-la-ciudad/

referido a la idea de “piensa globalmente 
y actúa localmente”. Desde el año 1999, 
la Organización de Naciones Unidas- 
Hábitat3 ha desarrollado la Campaña 
Mundial sobre Gobernanza Urbana, que 
establece como principios de Buena 
Gobernanza de las zonas urbanas, los de 
Equidad, Sostenibilidad, Subsidiaridad, 
Eficiencia, Transparencia y Obligación de 
Rendir Cuentas, Participación y Seguridad, 
principios que son interdependientes, se 
refuerzan mutuamente y tienen relación 
directa con los Principios Generales de 
Buen Gobierno.

Es claro entonces que algunos desafíos 
país en este ámbito, serán procurar un de-
sarrollo urbano en armonía con el entorno, 
utilizar eficientemente los terrenos pertene-
cientes a distintas instituciones, conciliar y 
equilibrar distintos derechos en el espacio 
urbano, en procura de alcanzar el ODS 11 
y su meta 11.7.1, en cuanto a la propor-
ción media de la superficie edificada en 
las ciudades, que debe corresponder a 
espacios abiertos para el uso público de 
todos y todas.

3	 ONU-Hábitat. La Nueva Agenda Urbana. 
Consultado el 19 de abril de 2022. http://ww2.
unhabitat.org/campaigns/governance/documents/
Urban%20Governance_spanish.pdf
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El cambio climático representa una ame-
naza para la humanidad, puesto que 
atenta contra el disfrute efectivo de los 
derechos humanos, incluyendo aquellos 
derechos relacionados con la vida, el 
agua y el saneamiento, la alimentación, la 
salud, la vivienda, la autodeterminación, 
la cultura y el desarrollo, particularmente, 
de quienes viven en condiciones de mayor 
vulnerabilidad.

Factores como la quema de combustibles 
fósiles –carbón, petróleo y gas natural-, la 
deforestación desmedida y diversas acti-
vidades agrícolas e industriales, así como 
también otros factores naturales, -fenóme-
nos de El Niño y La Niña, erupciones vol-
cánicas, por ejemplo--, inciden en la com-
posición de la atmósfera, afectando la 
temperatura y los polos del planeta y, por 
ende, elevando el nivel del mar en las cos-
tas, lo cual representa una amenaza para 
las diferentes poblaciones alrededor del 
mundo. De acuerdo con estudios interna-
cionales y convenciones celebradas, de 
las cuales Costa Rica ha sido partícipe, la 
comunidad internacional se ha propuesto, 
sin muy buenos resultados, variar ciertas 
actividades humanas y concientizar a la 
población sobre la importancia de prote-
ger y preservar los bosques, los humedales 
y otros ecosistemas, con el fin de disminuir 
los impactos del cambio climático.

La Defensoría de los Habitantes, histórica-
mente, ha destacado el aporte que los 
bosques y humedales significan para el 
medio natural y, por lo tanto, ha exigido 
la obligación del Estado de protegerlos, 
tomando en consideración la múltiple le-
gislación, tanto nacional como internacio-
nal, que existe al respecto. No obstante, se 
continúa observando cómo se destruyen 
los diferentes ecosistemas en el país; entre 
estos, los humedales, en beneficio de di-
versas actividades comerciales, agrícolas 
y turísticas. Asimismo, se ha podido consta-
tar como la falta de planificación urbana 
de muchos gobiernos locales en el país, 
pone el riesgo los diferentes espacios natu-
rales, ya que las autoridades competentes 
desoyen las advertencias de los diferentes 
actores sobre su debida protección.

Según el artículo 50 de la Constitución 
Política y el artículo 45 de la Ley de 
Biodiversidad, el Estado tiene la obligación 
de evitar riesgos o peligros que amenacen 
la permanencia de los ecosistemas y debe 
mitigar o restaurar los daños ambientales 
causados al medio natural. Al respec-
to, el artículo 46 de la Ley Orgánica del 
Ambiente, destaca las acciones que debe 
tomar el Estado para la protección de la 
vida silvestre del país e indica que son de 
interés público las actividades destinadas 
a la conservación, mejoramiento y recu-
peración de la biodiversidad del territorio 
nacional, dirigidas a asegurar su uso soste-

ACCIÓN POR 
EL CLIMA13
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nible. También, la Guía de identificación y 
manejo para humedales en propiedades 
privadas en Costa Rica, señala:

“La disminución, pérdida o des-
t rucción de humedales  ge-
neran costos importantes a la 
sociedad, por ejemplo, en inver-
sión de obras para reducir ero-
sión de ríos e infraestructura para 
controlar inundaciones que dañan las 
propiedades, descontaminación de 
aguas, entre otras. Estas pérdidas y 
alteraciones también comprometen 
los benef ic ios tan importantes 
que proporcionan los humedales 
incluyendo hábitat para una gran 
variedad de plantas y animales, 
protección de la calidad del 
agua, y reducción de daños 
por inundaciones. Aunque la 
preservación de los humedales 
que quedan es crítica para la 
salud ambiental de la nación, 
el restaurar, crear y mejorar 
humedales es también esencial 
para mejorar la calidad de los 
sistemas acuáticos.”1

En relación con los humedales, desde 
el año 2017 se cuenta con la Política 
Nacional de Humedales 2017-2030, oficiali-
zada mediante Decreto Ejecutivo N° 40244 
y publicada en La Gaceta N° 68, Alcance 
Digital N° 76 del 5 de abril de 2017, en la 
cual se dispone que la conservación y el 
uso sostenible y racional de los ecosiste-
mas de humedal, deberán incorporarse a 
las actividades, los planes, programas y es-
trategias sectoriales e intersectoriales, con 
el fin de que se integren al proceso de pla-
nificación nacional. Los humedales se en-
cuentran entre los medios más productivos 
del mundo y reportan un amplio abanico 
de beneficios, debido a sus importantes 

1	  Moss, Ryan. Guía de identificación y manejo 
para humedales en propiedades privadas en Costa 
Rica. https://docplayer.es/2126861-Indice-ryan-
moss-2006-guia-de-identificacion-y-manejo-para-
humedales-en-propiedades-privadas-en-costa-
rica-1.html, página 2. 

funciones y valores para el ambiente y la 
salud humana.

Al respecto, en la meta N° 1 de las Metas 
Ramsar2, se indica que los beneficios de 
los humedales deben estar integrados en 
las políticas o estrategias y planes nacio-
nales o locales relativos a sectores clave. 
Asimismo, señala este documento que:

“Se prevé que todos los hume-
dales y la red de sitios Ramsar 
tendrán una relevancia directa 
para cualesquiera Objetivos de 
Desarrollo Sostenible que se ela-
boren en relación con la calidad y 
el abastecimiento de agua, la se-
guridad alimentaria y del agua, la 
adaptación al cambio climático, 
el suministro de energía, la vida 
saludable, la biodiversidad y el uso 
sostenible de los ecosistemas, los 
asentamientos humanos sosteni-
bles, la erradicación de la pobre-
za, la innovación y el desarrollo de 
infraestructuras adecuadas.”

A pesar de los efectos científicamente 
demostrados del cambio climático, la hu-
manidad continúa realizando prácticas no 
sostenibles que impactan negativamente 
el medio ambiente y contribuyen al calen-
tamiento global. Por ejemplo, los sedimen-
tos de los fondos marinos son considerados 
uno de los grandes almacenes de dióxido 
de carbono del mundo; no obstante, 
prácticas que aún son legales en muchos 
países del mundo, como lo es la pesca de 
arrastre de fondo, alteran el fondo marino 
y colaboran, año con año, al incremento 
del cambio climático y al aumento de las 
temperaturas globales.

En este sentido, en concordancia con el 
ODS 13, el cual promueve adoptar me-
didas urgentes para combatir el cambio 
climático y sus efectos, se deben incluir 
metas y acciones dirigidas a mejorar la 
educación, la sensibilización y la capaci-
dad humana e institucional respecto de la 

2	  Convención Ramsar, www.ramsar.org.
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mitigación del cambio climático, la adap-
tación a él, y la reducción de sus efectos.

Iniciativa Cocos: 

Entre otras acciones realizadas para 
la mitigación del cambio climático, la 
Defensoría lanzó la Iniciativa Cocos, con el 
fin de prohibir la pesca de arrastre de fon-
do en todo el mundo, por ser una práctica 
que libera el carbono almacenado en el 
fondo marino y, por ende, contribuye al 
incremento del cambio climático y a la vul-
neración de los derechos humanos, incluyendo 
el derecho a un empleo digno.

Estudios científicos han demostrado que 
la pesca de arrastre de fondo, además 
de impactar negativamente a la biodi-
versidad y distintos ecosistemas marinos, 
también es responsable de la liberación 
anual de enormes cantidades de dióxido 
de carbono almacenado en el fondo ma-
rino. Recientemente, un estudio científico 
cuantificó que la pesca de arrastre libera 
mil millones de toneladas de CO2 al año, 
lo que “es lo mismo que emite todo el 
sector de la aviación en el mundo”, según 
lo señaló el biólogo marino y explorador 
residente de National Geographic, Enric 
Sala, quien encabezó esta investigación 
publicada en la prestigiosa revista Nature, 
en la cual participaron 26 expertos inter-
nacionales. Es en este sentido que, como 
Institución Nacional de Derechos Humanos 
entre cuyas obligaciones están la promo-
ción y defensa de los derechos humanos, 
mediante dicha iniciativa, se busca pro-
mover una acción concreta por el clima, 
como lo es la prohibición de la pesca de 
arrastre de fondo, con el fin de reducir los 
efectos del cambio climático y su impacto 
sobre la vida en nuestro planeta.

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), reconocen que la dignidad de la 
persona humana es fundamental. De ahí 
que uno de sus mensajes clave, es “No 
dejar a nadie atrás”, consagrando los prin-
cipios de igualdad y no discriminación con 
el objetivo de garantizar que se incluya a 

todas las personas, especialmente aque-
llas en condiciones de mayor exclusión, 
que se reduzca la desigualdad, se proteja 
el planeta y se asegure la prosperidad 
para todos.

En este contexto, y al tenor de la Iniciativa 
Cocos, “no dejar a nadie atrás” implica 
que quienes se dedican actualmente a 
la pesca de arrastre de fondo, puedan 
también disfrutar de los beneficios que se 
alcancen en la lucha contra la pobreza y 
la desigualdad, la promoción de la educa-
ción y la salud, el empleo digno, la protec-
ción del ambiente y el fortalecimiento de 
la justicia. Bajo los principios de igualdad y 
no discriminación, las instituciones nacio-
nales de derechos humanos deben velar 
porque los Estados le garanticen a esta 
población, el acceso a recursos y medidas 
de adaptación efectivos que les permitan 
vivir dignamente y dedicarse a activida-
des más sostenibles.

Las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos (INDH), con fundamento en el 
compromiso adquirido en la declaración 
de GANHRI de 2020 sobre el cambio cli-
mático, de “contribuir con los esfuerzos 
de acción climática de acuerdo con las 
obligaciones de derechos humanos y los 
principios de no discriminación y partici-
pación, informando y asesorando a los 
organismos gubernamentales, así como a 
otras partes interesadas sobre un enfoque 
basado en los derechos humanos para las 
medidas de mitigación y adaptación al 
clima”, debemos exhortar a los gobiernos 
para que, mediante acciones integrales, 
se disminuyan las actividades productivas 
que contribuyen al cambio climático y, 
a la vez, se diseñen políticas, iniciativas y 
estrategias que permitan a las personas, 
directamente ligadas a estas actividades, 
gozar también de los beneficios de un de-
sarrollo sostenible.
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El Objetivo de Desarrollo Sostenible núme-
ro 14 busca conservar y utilizar sostenible-
mente los océanos, los mares y los recursos 
marinos. El océano impulsa los sistemas 
mundiales que hacen de la Tierra un lugar 
habitable para el ser humano: la lluvia, 
el agua potable, el tiempo, el clima, los 
litorales, gran parte de nuestra comida; e 
incluso el oxígeno del aire que respiramos, 
los proporciona y regula el mar.

En este contexto, la Iniciativa Cocos -men-
cionada en el ODS anterior- pretende tam-
bién el aprovechamiento sostenible de los 
océanos, los mares y los recursos marinos, 
mediante la prohibición del uso de artes 
de pesca que afectan el lecho marino, 
propiciando la liberación del carbono 
almacenado en el fondo del mar y la aci-
dificación de los océanos.

Bajo este ODS 14, la Defensoría partici-
pó como observadora en el proceso de 
consulta de la propuesta de ampliación 
del Parque Nacional Isla del Coco (PNIC) 
y del Área Marina de Manejo Montes 
Submarinos (AMMMS), al margen de la 
resolución N° R-001-D-ACMC-2017 del Área 
de Conservación Marina Cocos, denomi-
nado “Vialidad técnica, científica, social, 
financiera y legal de posibles cambios y/o 
modificaciones de áreas marinas prote-
gidas del Área de Conservación Marina 
Cocos”, llevado a cabo en Puntarenas, 
entre las autoridades gubernamentales y 

representantes del sector pesquero y so-
ciedad civil. 1 (La Defensoría actuó como 
observadora en el proceso de consulta, 
con el fin de velar por una participación 
abierta y representativa. Si bien se garan-
tizó la participación y la representación 
de numerosas organizaciones del sector 
pesquero en las mesas multisectoriales de 
consulta, con la participación de repre-
sentantes de las industrias pesqueras de 
atún y de palangre, de exportadores y co-
mercializadores de productos pesqueros, 
así como de organizaciones de pesca ar-
tesanal de pequeña escala y de organiza-
ciones no gubernamentales, lo cierto del 
caso es que no se cumplió con la agenda 
del proceso y no se tuvo claridad sobre el 
resultado final del mismo y su impacto o 
efecto sobre la propuesta de ampliación 
consultada. 2

El objetivo del proceso de consulta, tal 
como lo expuso el MINAE, era el enrique-
cimiento de la propuesta de ampliación 
del PNIC y del AMMMS. En este sentido, la 
participación de las y los habitantes debió 
de haber sido considerada y tomada en 
cuenta en el proceso de toma de deci-
siones, enriqueciendo dicho proceso y, 
por ende, influyendo positivamente en la 
decisión o producto final consultado. No 
obstante, no se tuvo conocimiento de que 

1	  Solicitud de intervención N° 364135-2021 -RI
2	   Informe final con recomendaciones enviado 
mediante oficio N°  01185-2022-DHR, del 08 de febrero 
de 2022, en solicitud de intervención N° 364135-2021-SI

VIDA  
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el proceso produjera el enriquecimiento o 
modificación de la propuesta como resul-
tado de la participación en la consulta.

Este tipo de proceso de consulta partici-
pativa no sólo debe garantizar la parti-
cipación, sino que debería incluir algún 
tipo de actividad de devolución sobre los 
aspectos o elementos aportados por los 
participantes que fueron considerados e 
incorporados en la propuesta consultada 
para el enriquecimiento o modificación 
de la misma. De este modo, no sólo se ob-
tendría un resultado o producto concreto 
de esta participación ciudadana, sino que 
se fortalecerán los valores democráticos 
al evidenciarse a los participantes, y al 
público en general, que la participación 
ciudadana es efectiva y tomada en cuen-
ta para la toma de decisiones e implemen-
tación de acciones en materia ambiental.

Sin embargo, no fue posible obtener el 
mencionado resultado del proceso de 
consulta, debido a que una parte conside-
rable del tiempo disponible de las sesiones 
de las mesas multisectoriales se dedicó a la 
discusión y resolución de asuntos de forma 
del proceso y no a la discusión o aporte de 
información sobre los temas de fondo de 
la propuesta. Entre los factores que influye-
ron en que la discusión se orientara hacia 
los aspectos formales del proceso de con-
sulta y no hacia los aspectos sustantivos 
de la propuesta consultada, estuvieron el 
incumplimiento de la agenda establecida 
y la falta de claridad o acuerdo sobre la 
metodología del proceso, lo cual se debió 
principalmente a una comunicación defi-
ciente entre las partes.

El proceso de consulta no logró desarrollar 
el ambiente y las condiciones necesarias 
para alcanzar su objetivo, por cuanto no 
hubo una comunicación clara, eficiente 
y efectiva entre las partes, que permitiera 
generar confianza entre quienes participa-
ron de la consulta, así como transparencia 
en el desarrollo y resultado del proceso. 
El proceso se vio afectado por la falta de 
claridad sobre la metodología, así como 

la constante modificación e incumpli-
miento de la agenda establecida, lo que 
evidenció que la metodología y la agen-
da deben de establecerse y acordarse 
de previo al proceso y ser respetadas y 
cumplidas por todas las partes, para lo 
cual se requiere del establecimiento de 
canales directos de comunicación entre 
los representantes de los distintos sectores 
o grupos participantes y las autoridades 
de gobierno.

Los aspectos antes indicados resultaron en 
un proceso falto de orden y de controles, 
en el que una eficiente labor de facilita-
ción pudo haber desempeñado un papel 
esencial para el buen desarrollo del mis-
mo. Por este motivo, resulta necesario con-
tar con facilitadores experimentados, que 
puedan apoyar en el desarrollo del mismo; 
preferiblemente, desde la fase previa de 
preparación, a fin de no solo crear un am-
biente de confianza, sino también servir de 
canal de comunicación entre las partes.

Asimismo, el proceso resultó ser un espacio 
más de carácter informativo que partici-
pativo y de aporte o enriquecimiento de la 
propuesta consultada, por cuanto el desa-
rrollo de la actividad estuvo más orientado 
a la entrega de información y consultas de 
las y los participantes sobre la propuesta, 
que al aporte de criterios sobre la misma. 
A este respecto, para que un proceso de 
consulta pueda ser provechoso, se requie-
re que las personas participantes cuenten 
previamente con toda la información po-
sible sobre la propuesta, proyecto o políti-
ca a consultarse, de lo contrario, no sería 
posible hacer un aporte o emitir criterios 
informados y debidamente fundamenta-
dos sobre la materia. Así las cosas, la infor-
mación sobre el proyecto o propuesta de-
bería estar disponible por medios de libre y 
fácil acceso y debería de haber un amplio 
proceso informativo de previo a que se 
lleve a cabo la consulta, de modo tal que 
las personas interesadas puedan tener 
claridad sobre la justificación científica, 
técnica y/o jurídica de la propuesta, y así 122
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puedan formar y fundamentar sus criterios 
sobre la materia.

Aunado a lo anterior, la Defensoría ha 
apoyado a organizaciones de sociedad 
civil relacionadas con la pesca artesanal 
de pequeña escala, como son la Red 
Nacional de Áreas Marinas de Pesca 
Responsable y CoopeSoliDar, participan-
do como observadora en el proceso de 
implementación del Modelo 12 Remos, el 
cual impulsa una pesca responsable que 
permita asegurar la sostenibilidad am-
biental, social, económica y cultural de los 
pueblos marino-costeros.

El Modelo 12 Remos, cómo se define en 
su guía metodológica, es una estrategia 
basada en el empoderamiento del sector 
a través de información, acción y esca-
lamiento a otras comunidades de pesca 
artesanal de pequeña escala, hacia el 
cumplimiento de principios de equidad 
y responsabilidad en el desarrollo de la 
actividad. Pretende potenciar las buenas 
prácticas de pesca artesanal que aporten 
al posicionamiento y escalamiento de un 
modelo ejemplar basado en 12 ejes (12 
remos), cada uno con criterios particula-
res, los cuales son fundamentales para el 
mejoramiento de la calidad de vida y de 
los derechos de las comunidades de pes-
ca artesanal.

La Defensoría aceptó participar como 
observadora en el proceso de implemen-
tación del Modelo 12 Remos, a fin de apo-
yar un proceso participativo y voluntario, 
de comunidades organizadas de pesca 
artesanal que tiene como propósito la 
mejora de la calidad de vida y el pleno 
disfrute de los derechos de quienes se 
dedican a la pesca artesanal de peque-
ña escala, teniendo en cuenta que las 
poblaciones costeras se encuentran entre 
quienes enfrentan mayores condiciones 
de vulnerabilidad.
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El Objetivo de Desarrollo Sostenible 15 
incluye metas relacionadas con la adop-
ción de medidas urgentes y significativas 
para detener la pérdida de la diversi-
dad biológica en las zonas terrestres. La 
Defensoría de los Habitantes ha trabajado 
históricamente en el tema de plaguicidas. 
En el 2021, se procedió a interponer un re-
curso de amparo solicitando la prohibición 
del uso del plaguicida Fipronil, debido a 
que, tal y como lo determinó el Ministerio 
de Ambiente y Energía, el uso de este 
plaguicida genera riesgos inaceptables 
para las abejas, así como también para 
la biodiversidad de los ecosistemas y la 
propia estabilidad del ser humano, quien 
depende del trabajo de polinización que 
realizan estos insectos.

Las abejas y otros polinizadores desem-
peñan un papel indispensable, no sólo 
para el medio ambiente en sí, sino tam-
bién para muchas actividades humanas, 
particularmente la producción de alimen-
tos. En virtud de ello, la Defensoría de los 
Habitantes, con base en la evaluación de 
riesgo ambiental realizada por el Ministerio 
de Ambiente y Energía, en la que se con-
cluyó que el Fipronil representa riesgos 
inaceptables para las abejas, consideró 
urgente y crítico que los Ministerios compe-
tentes procedieran a la prohibición del uso 
de dicho plaguicida y a la cancelación 
de los registros existentes de este produc-
to, por cuanto se demostró que el Fipronil 

ha sido responsable de la muerte masiva 
de abejas en nuestro país. Se señaló que, 
dado lo crítico del daño ambiental gene-
rado y la gran relevancia de los polinizado-
res para el bienestar ambiental y humano, 
se debía actuar con la mayor celeridad 
para acatar la recomendación urgente 
del Ministerio de Ambiente y Energía a fin 
de prohibir el uso del ingrediente activo 
grado técnico fipronil y de los productos 
formulados que contengan este ingredien-
te activo dentro de su formulación.

La Defensoría argumentó que el no pro-
hibir el registro, importación, exportación, 
fabricación, formulación, almacenamien-
to, distribución, transporte, reempaque, 
reenvase, manipulación, venta, mezcla y 
uso de ingredientes activos grado técnico 
y plaguicidas sintéticos formulados que 
contengan el ingrediente activo Fipronil, 
así como el no proceder a cancelar el 
registro de todos los productos formulados 
que contengan dicho ingrediente activo 
y que hayan sido aprobados para uso 
agrícola o veterinario, violenta el derecho 
a disfrutar de un ambiente sano y ecoló-
gicamente equilibrado, establecido en el 
artículo 50 de la Constitución Política. En 
este mismo sentido, se violenta el derecho 
a la salud, que se deriva del derecho a 
la vida establecido en el artículo 21 de la 
Constitución Política, por cuanto, como se 
indicó anteriormente, las abejas prestan el 
servicio ecosistémico esencial de asegurar 

VIDA DE ECOSISTEMAS 
TERRESTRES15
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la polinización y, de este modo, la repro-
ducción de plantas silvestres y de cultivos, 
lo que es crucial para la producción de 
alimentos, los medios de vida humanos y 
la biodiversidad.

El recurso de amparo fue acogido y decla-
rado con lugar por la Sala Constitucional, 
que consideró que el Estado está obligado 
a la implementación de las medidas pre-
cautorias y preventivas necesarias para la 
tutela del ambiente. En vista de lo anterior, 
se ordenó que el equipo de trabajo inte-
rinstitucional conformado para determinar 
la afectación del Fipronil en abejas y otros 
insectos polinizadores culmine todos los 
estudios técnicos requeridos y rinda el in-
forme final correspondiente.

De este modo, la Defensoría logró que 
el Ministerio de Ambiente y Energía y el 
Ministerio de Salud, así como el Servicio 
Fitosanitario del Estado y el Servicio 
Nacional de Salud Animal, entidades 
adscritas al Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, empezaran a implementar 
las acciones necesarias para prohibir y 
regular el uso de este plaguicida, a fin de 
proteger, no sólo la biodiversidad, el am-
biente y la salud pública, sino también a la 
producción agropecuaria, que depende 
en gran parte de la polinización llevada 
a cabo por las abejas y otros insectos 
polinizadores.
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El ODS 16 establece la aspiración de “Paz, 
Justicia e Instituciones Sólidas” e incluye: 
la promoción de sociedades pacíficas e 
inclusivas, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y construir en todos los niveles, 
instituciones eficaces e inclusivas que rin-
dan cuentas. Específicamente en la meta 
16.10, se establece: “Garantizar el acceso 
público a la información y proteger las 
libertades fundamentales, de conformi-
dad con las leyes nacionales y los acuer-
dos internacionales”, todo lo cual está 
íntimamente relacionado con el impulso 
al mencionado concepto de desarrollo 
sostenible.

La Defensoría de los Habitantes ha to-
mado como referencia lo establecido 
en la Resolución N° 2000/ 64 del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, en cuanto a la 
forma en que debe responder la institu-
cionalidad a las demandas ciudadanas y 
lo que ello significa para el crecimiento y 
desarrollo humano sostenible. Entre otras 
cosas, se menciona que la gestión pública 
debe ser transparente, responsable, inclu-
siva, efectiva y eficiente.  

De acuerdo con lo anterior y conside-
rando lo dispuesto en la ley de creación 
de la Defensoría de los Habitantes de la 
República (N° 7319), la institución se ha 
sumado al impulso de iniciativas que están 
directamente relacionadas con el ODS 

16.10; a saber, la Red Interinstitucional 
de Transparencia (RIT) ,  e l  Foro de 
Transparencia y el Índice de Transparencia 
del Sector Público Costarricense (ITSP).

La Red Interinstitucional de 
Transparencia y el Índice de 
Transparencia del Sector Público 
Costarricense: 

La Red Interinstitucional de Transparencia 
(RIT) se conceptualiza como una herra-
mienta para facilitar a las y los habitantes 
el ejercicio del derecho humano y cons-
titucional de acceso a la información de 
carácter público, por medio de su publica-
ción en internet. Esta iniciativa nace de la 
preocupación institucional por las situacio-
nes que el país ha venido experimentan-
do alrededor del tema de la corrupción 
y que han involucrado a organizaciones 
públicas y privadas al más alto nivel, todo 
lo cual amerita una objetiva reflexión y 
acciones concretas que permitan forta-
lecer la institucionalidad democrática, la 
gobernabilidad y el compromiso con la 
transparencia, la rendición de cuentas 
y la participación ciudadana. Mediante 
este instrumento se puede ofrecer a la ciu-
dadanía información de interés público, 
de forma concentrada, de fácil acceso y 
actualizada.

Se han incorporado a la RIT las siguien-
tes instituciones: Universidad Técnica 
Nacional (UTN); Colegio de Contadores 

PAZ, JUSTICIA E 
INSTITUCIONES SÓLIDAS16
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Públicos de CR; Concejo Municipal de 
Distrito de Monteverde; Municipalidad de 
San Isidro de Heredia; Municipalidad de 
Los Chiles; Municipalidad de Talamanca; 
Municipalidad de Carrillo; Municipalidad de 
Guatuso; Municipalidad de Goicoechea; 
Municipalidad de Cartago; Dirección 
General de Aviación Civil; Municipalidad 
de Golfito; Municipalidad de Tarrazú; 
Municipalidad de Limón; Municipalidad 
de Coronado; ICAFE y Municipalidad de 
Paraíso.

A la fecha, se han incorporado a la RIT un 
total de 118 instituciones, según el siguien-
te detalle: 

Por otra parte, en conmemoración 
del Día Internacional de Acceso a la 
Información, la Defensoría ha organizado, 
desde hace más de una década, el “Foro: 
Transparencia como estrategia contra 
la corrupción”; el cual se ha constituido 
en un espacio de intervención en el que 
han participado representantes de insti-
tuciones de gobierno, agencias interna-
cionales, academia y organizaciones no 
gubernamentales. Este foro ha posibilitado 
conversatorios por medio de los cuales se 

analizan políticas y prácticas instituciona-
les en relación con temas de interés nacio-
nal vinculados al tema de transparencia. 
En el presente período, el tema principal 
estuvo enfocado en el fortalecimiento del 
sistema democrático y la construcción de 
transparencia: “Una experiencia de so-
ciedad civil desde el Foro Ciudadano de 
las Américas”, cuya exposición magistral 
estuvo a cargo de la experta Dra. Diana 
Carolina Silva Morales. 

El Índice de Transparencia del Sector 
Público Costarricense (ITSP), es el instru-
mento de medición de la transparencia de 
las instituciones que conforman el sector 
público costarricense, centrado en el ac-
ceso a la información pública disponible 
en sus sitios web, con lo cual busca ofrecer 
una medición anual que permita fortale-
cer la institucionalidad costarricense. 

El ITSP concibe a la transparencia en un 
sentido amplio de acceso a la informa-
ción y evalúa las dimensiones de: Acceso 
a la información; Rendición de cuentas; 
Participación ciudadana y Datos abiertos 
o reutilizables.  En la edición 2021 del ITSP, 
se evaluaron 255 instituciones, cuya con-
formación por sectores se puede observar 
en el cuadro de la página siguiente:

Las instituciones que lograron ubicarse en 
los 10 primeros lugares en el ranking del 
Índice de Transparencia del Sector Público 
Costarricense (ver cuadro en la página 
siguiente).

Entre las conclusiones de esta última 
evaluación del ITSP, se puede subrayar lo 
siguiente:

•	 La transparencia del sector público 
costarricense, según el índice, pre-
sentó un retroceso en el 2021, por 
dos años consecutivos, ya que el 
2020 fue el primer año en que los 
promedios nacionales se redujeron.

•	 Las empresas y entes públicos son 
el grupo de instituciones con el pro-
medio más bajo; entre ellas, los 33 

Sectores
Número de 
Instituciones

Gobierno Central 41
Sector Descentralizado 35
Sector Municipal 33
ONGs y Otros 9
Total 118

Fuente: Dirección Gobernanza Pública Defensoría de los 
Habitantes de la República
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colegios profesionales evaluados 
promedian solo 21 puntos de los 100 
posibles.

•	 El número de instituciones públicas 
sin un sitio web disminuyó al máximo 
punto, de 22 en el 2018, a 15 en el 
2019 y 12 en el 2020, en el 2021 fue-
ron 7 instituciones las que no tuvieron 
un sitio web disponible. 

•	 Las instituciones públicas con un 
apartado de transparencia aumen-
taron de manera importante: de 53% 
en el 2018, a 60% en el 2019 y 64% 

en el 2020; durante el 2021, fueron el 
70% las que ofrecen esta sección.

•	 Las instituciones del sector municipal 
fueron el único grupo de institucio-
nes, según naturaleza jurídica, que 
mejoró su promedio en el Índice res-
pecto al año anterior.

•	 Las instituciones que pertenecen a 
la Red Interinstitucional de Transpa-
rencia de la Defensoría de los Habi-
tantes se mantienen duplicando el 
promedio obtenido por las que no 
pertenecen a la Red. 129
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•	 La dimensión de datos abiertos au-
mentó en promedio más de 4 pun-
tos respecto al año anterior, pese a 
la baja en los resultados del índice 
en otras dimensiones. 

Adicionalmente, durante el período 
2021-2022, se coordinaron y realizaron 
19 capacitaciones para funcionarios, 
jerarcas subordinados y público en ge-
neral sobre el tema de transparencia; 
específicamente, sobre los principios, 
alcances y objetivos tanto de la Red 
Interinstitucional de Transparencia como 
del Índice de Transparencia del Sector 
Público Costarricense.  

Finalmente, es importante insistir en la ne-
cesidad de dirigir la atención a una versión 
2.0 del ITSP, considerando que este tipo 
de mediciones deben ir evolucionando y 
adaptándose a los tiempos. Este cambio y 
modernización es con miras a potenciar su 
utilidad no sólo a nivel de aparato público 
sino también, y quizás más importante, a 
que tenga un impacto sobre la colectivi-
dad en la tutela particularmente del dere-
cho humano del acceso a la información 
de carácter público. Actualmente, se está 
a la búsqueda de financiamiento para 
esta actualización, la cual se enfocaría en 
los siguientes puntos:

1.	 Revisar qué está superado y qué se 
quedó fuera: es necesario revisar los 95 
indicadores que conforman el ITSP para 
determinar cuáles están superados y no 
resulta necesario evaluar más; así como 
estudiar qué temas de importancia no 
fueron incorporados en un inicio para 
que puedan ser considerados y suma-
dos al instrumento. Junto a esto, en el 
camino se ha reconocido que los indi-
cadores existentes pueden evaluarse 
con mejores criterios, los cuales también 
serán sometidos a revisión y actualiza-
ción.

2.	 Mejorar la evaluación de la calidad 
del contenido público: se reconoce que 
la mayoría de los indicadores del ITSP 
sólo evalúan la disponibilidad de infor-

mación, muchas veces en la figura de 
documentos o informes, sin que se eva-
lúe si los contenidos de éstos cumplen, 
al menos, con estándares mínimos de 
calidad. En este sentido, es necesario 
identificar los documentos clave y de 
mayor importancia para trabajar de 
manera colaborativa en la definición 
de condiciones mínimas de contenido, 
lo cual se reflejaba en la definición de 
estándares que no sólo permitirían com-
prender mejor la información, sino ga-
rantizar interconexión y comparabilidad 
entre instituciones públicas. 

3.	 Mejorar la evaluación de datos 
abiertos: con apenas cuatro conjuntos 
de datos distintos sometidos a evalua-
ción en la actual versión del ITSP, resul-
ta necesario sumar más datos que, por 
su valor, son de alta demanda por par-
te de la ciudadanía, academia, sector 
empresarial e incluso otras instituciones 
públicas. En este sentido, es necesa-
rio mejorar la evaluación de los datos 
abiertos para que su disponibilidad y 
calidad aumente y como resultado, el 
valor público, económico y social que 
se puede generar a partir de los mismos.

4.	 Mejorar la evaluación de las solici-
tudes ciudadanas: con la finalidad de 
acercar las instituciones públicas a la 
ciudadanía y que éstas estén en mejor 
capacidad de atender las necesida-
des, es necesario mejorar la forma en 
que se evalúa la participación ciudada-
na y la manera en que las instituciones 
escuchan y responden a las solicitudes 
de los habitantes.

5.	 Replanteamiento de pesos: como 
respuesta a los ajustes en los componen-
tes del ITSP, en la figura de dimensiones, 
variables, sub-variables e indicadores, 
será necesario ajustar los pesos de los 
mismos; de manera que se consideren 
las nuevas incorporaciones y la relevan-
cia que tienen los diferentes temas en la 
actualidad. 
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Gobernanza en el combate a la 
corrupción:

El estudio sobre la “Gobernanza en el 
combate a la corrupción” (Expediente N° 
262862-2018-SI) había subrayado que la 
construcción de entornos propicios para 
la realización de los derechos humanos, 
conlleva la responsabilidad que atañe 
al Estado de generar la institucionalidad 
necesaria que posibilite su cumplimien-
to efectivo. A tal efecto, se citó a la 
Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE), que en su 
informe “Estudios de Gobernanza Pública, 
Costa Rica, Aspectos Claves 2015”, con-
cluyó que el país cuenta con “una admi-
nistración pública fragmentada (…), con 
mecanismos de rendición de cuentas y de 
dirección limitados”.1  

Asimismo, en ese momento se citaron las 
recomendaciones de la OCDE al país 
en este campo, entre las cuales destaca 
“Fortalecer la capacidad de coordinación 
y liderazgo del centro de gobierno como 
una respuesta a altos niveles de fragmen-
tación del sector público y político”2 y que 
ha motivado una reflexión institucional so-
bre la debilidad de los liderazgos y meca-
nismos de coordinación en determinados 
sectores y espacios de intervención del 
Estado, como el relativo a la lucha contra 
la corrupción; respecto del cual señaló 
esta Defensoría en el mismo Informe3:

La lucha contra la corrupción exige, ante 
todo, la coordinación de los diferentes 
poderes del Estado, priorizando la articu-
lación, fortalecimiento e impulso de los 
necesarios esfuerzos e iniciativas que se 
vienen realizando por parte de distintos 
órganos de control, del Gobierno de la 
República y de la misma sociedad civil.

1	  Informe Anual, Defensoría de los Habitantes, 
2015-2016, página 191.
2	  Informe Anual, Defensoría de los Habitantes, 
2015-2016, página 193.
3	  Informe Anual, Defensoría de los Habitantes, 
2015-2016, página 194.

Las consideraciones anteriores motivaron 
a la Defensoría para que emprendiera la 
referida investigación en el año 2018, cuyo 
Informe Final recomendó al Presidente de 
la República y a varios ministros y ministras, 
designar un órgano de control superior 
con responsabilidades de rectoría técnica 
en la lucha contra la corrupción; formular 
una política nacional anticorrupción y su 
plan de acción, así como gestionar la ac-
tualización del marco jurídico anticorrup-
ción, incluyendo nuevas regulaciones en 
materia de acceso a la información, liber-
tad de expresión y veedurías ciudadanas. 
Al día de hoy, se visualizan los siguientes 
desafíos a nivel nacional:

•	 El país continúa sin designar una rec-
toría técnica en materia de comba-
te a la corrupción; 

•	 Se carece de una política pública 
expresamente dirigida a acabar 
con este flagelo;

•	 El marco regulatorio exhibe una serie 
de lagunas que debilitan la acción 
del Estado y de la propia ciudada-
nía para prevenir, detectar y sancio-
nar este mal; 

Control de Armas 

En el año 2018, de un informe que abordó 
la gestión y uso de las armas de fuego; 
enfocado especialmente en las gestiones 
del Estado en cumplimiento a las obliga-
ciones que establece el Tratado sobre el 
Comercio de Armas. La investigación in-
corporó un análisis sobre el funcionamien-
to de la plataforma ControlPas, que el 
Estado costarricense ha concebido como 
herramienta tecnológica para gestionar 
las solicitudes de venta, inscripción y per-
misos de portación de armas; así como la 
regulación de las empresas y los agentes 
de seguridad privada. 

Como resultado, se determinó que los 
ministerios de la Presidencia, Seguridad y 
Relaciones Exteriores y Culto, los cuales in-

131



O
D

S 16 |Paz, justicia e instituciones sólid
as

tegran el Ente Rector del Sistema Nacional 
de Control de Armas, debían mejorar los 
procesos de coordinación, además de 
establecer una agenda de trabajo cohe-
sionada y articulada en todo lo que tiene 
relación con dicho sistema. Asimismo, se 
solicitó al Ministerio de Seguridad Pública 
realizar, de manera urgente, un diagnós-
tico de riesgos respecto a los alcances 
de la vigencia o no del contrato que en 
la actualidad permite el desarrollo de la 
plataforma ControlPas, así como las condi-
ciones contractuales que regían hasta no-
viembre de 2020. Para la Defensoría, dicho 
diagnóstico resulta de vital importancia de 
cara a las acciones que debe emprender 
este ministerio para garantizar la continui-
dad de la plataforma en materia de con-
trol de armas, permisos de portación y uso, 
así como la fiscalización de las empresas y 
agentes de seguridad privada.

Pese a los señalamientos realizados des-
de el año 20184, en relación con el ven-
cimiento del contrato de la plataforma 
ControlPAS, a finales del 2020 se presentó 
la interrupción del servicio público apro-
ximadamente por un mes, situación que 
generó un retraso importante en la venta 
de armas, su inscripción y el procesamien-
to de solicitudes de permisos de porta-
ción; incrementando el envío de correos 
y llamadas telefónicas; lo cual, sumado 
al poco personal disponible y limitaciones 
presupuestarias para la contratación de 
más servidores en la Dirección General 
de Armamento, impactó la calidad del 
servicio y motivó a la Defensoría a iniciar 
un nuevo proceso de intervención5 sobre 
las acciones del Ministerio de Seguridad 
Pública en relación con el tema.  

Es importante destacar que, según el 
reporte realizado por el Ministerio de 
Seguridad Pública, para el mes de julio 
del 2021 existía un pendiente de 17.000 
trámites en el Departamento de Control 

4	  Defensoría de los Habitantes. Oficio N° 
15101-2018-DHR.
5	  Defensoría de los Habitantes. Expediente 
367917-2021-RI

de Armas y Explosivos; cuyo circulante fue 
disminuido de forma considerable; siendo 
que, para el mes de marzo del 2022, los 
trámites pendientes eran de 1.477.

La plataforma ControlPas constituye una 
herramienta clave en el desarrollo y aplica-
ción del Sistema Nacional de Control que 
establece el Tratado sobre el Comercio de 
Armas; asimismo, resulta fundamental en 
el control del tráfico ilícito de armas para 
reducir los intercambios comerciales irre-
gulares y la delincuencia organizada que 
se genera alrededor de esta actividad. 
Por lo anterior, la Defensoría considera 
necesario insistir ante las autoridades del 
Ministerio de Seguridad que se valoren 
los aspectos presupuestarios para la con-
tinuidad de la plataforma, continuar con 
el análisis de las mejoras tecnológicas y 
la revisión de sus aspectos contractuales. 
También, resulta necesario que los nuevos 
jerarcas de ese ministerio revisen las limita-
ciones de recurso humano en la Dirección 
General de Armamento para el desarrollo 
efectivo de sus competencias legales. 

Instituto Mixto de Ayuda Social y la 
falta de respuesta a la población:

La Defensoría de los Habitantes brindó se-
guimiento a las recomendaciones emitidas 
en el Informe Final N° 06872-2018-DHR que 
examinó la falta de respuesta formal por 
parte del Instituto Mixto de Ayuda Social 
(IMAS) a las gestiones o solicitudes de be-
neficios. La Defensoría logró verificar que, 
para ese momento, el IMAS carecía de un 
registro formal de las respuestas que se le 
brindan a la población y concluyó que, a 
pesar de existir normativa interna sobre la 
obligación de comunicar el resultado de 
la gestión mediante acto escrito, el IMAS 
no cuenta con los mecanismos para veri-
ficar que dicha obligación se cumpla en 
todos los casos. 

La Defensoría recomendó a las autori-
dades del IMAS crear un mecanismo de 
verificación interna que incremente la 
eficiencia en la gestión documental, espe-
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cialmente en los niveles de respuesta para 
los habitantes; además, se solicitó unifor-
mar los formatos de respuesta institucional 
y generar mejores controles internos que 
permitan determinar que en sus Unidades 
Locales y Oficinas Regionales, las y los fun-
cionarios estén brindando la debida res-
puesta según lo indica el Manual para el 
Otorgamiento de Beneficios Institucionales. 

Posterior a dichas recomendaciones, 
durante el año 2021, la Defensoría se 
encargó del seguimiento de dichas reco-
mendaciones por parte de la Presidencia 
Ejecutiva y la Gerencia General del IMAS. 
Es importante indicar que la emergencia 
por el COVID 19 retrasó la implementación 
del sistema automatizado de notificacio-
nes sobre el estado de los trámites de esa 
entidad; pese a lo cual, durante la gestión 
de la crisis, se logró implementar el Sistema 
de Autogestión que se encuentra publi-
cado en el sitio web, el cual permite a las 
personas usuarias externas, autogestionar 
su registro para completar el formulario de 
medios de notificación y recibir las notifica-
ciones de pagos de beneficios en caso de 
ser personas beneficiarias. 

Sin embargo, en lo que respecta a la im-
plementación del Sistema Automatizado 
de Notificaciones, el cual pretende aten-
der de forma oportuna y unificada las 
respuestas a las personas solicitantes de 
beneficios, está pendiente su ejecución, 
ya que se tiene prevista su conclusión para 
el mes de diciembre de 2022; por ello, las 
nuevas autoridades del Poder Ejecutivo y 
del IMAS tienen el reto de dar seguimiento 
a la implementación de dicho sistema a 
los servicios y trámites que brinda esa enti-
dad de seguridad social.

Los retos de las mujeres en el acce-
so a la justicia: el tema de pensiones 
alimenticias y la violencia en contra 
de la mujer

En cuanto al tema de los obstáculos que 
enfrentan las mujeres que buscan la resti-
tución de los alimentos, históricamente, las 

mujeres han tenido la responsabilidad en 
el cuido de las niñas y niños, y por ello, en 
su mayoría son las personas beneficiarias y 
actoras dentro de un proceso de pensión 
alimentaria, teniendo que acudir a los 
estrados judiciales para hacer valer su de-
recho a los alimentos. Lamentablemente, 
las diversas dificultades en el acceso a la 
justicia en el tema de pensiones alimenti-
cias, dificulta la restitución de ese derecho 
a las mujeres; siendo una de las mayores 
complicaciones, la dilación y complejidad 
en la ejecución de órdenes de apremio.

Las mujeres han seguido enfrentándose 
con la dilación en la emisión de órdenes 
de apremio por parte de algunos despa-
chos judiciales de pensiones alimentarias y 
con dificultades en la ejecución de dichas 
órdenes por parte de las delegaciones 
policiales. A partir de estas situaciones, la 
Defensoría ha intervenido frente a estas 
denuncias específicas, advirtiendo que 
este tipo de dificultades en el acceso a la 
justicia, revictimiza a las demandantes y 
limita el disfrute de su derecho, agravando 
el ciclo de violencia que sufren muchas de 
las mujeres que están en el proceso. 

La violencia patrimonial se compone de 
manifestaciones de violencia que com-
prometen el ejercicio, goce y protección 
del derecho a los alimentos de las mujeres 
y del grupo familiar que depende econó-
micamente de ellas. La Defensoría consi-
dera de extrema urgencia la erradicación 
de toda forma de violencia contra las 
mujeres, como un requisito indispensable e 
impostergable para su desarrollo individual 
y social.   

En el ámbito nacional, la Defensoría 
de los Habitantes participa de los dife-
rentes espacios que forman parte del 
Sistema Nacional para la Prevención de la 
Violencia contra las Mujeres y la Violencia 
Intrafamiliar, creado mediante la Ley N° 
8688 y cuya misión es promover políticas 
públicas que garanticen el cumplimiento 
de la normativa nacional y los compromi-
sos que el país ha asumido a nivel interna-
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cional en materia de derechos humanos y 
del derecho a vivir una vida libre de violen-
cia6. Dichas políticas públicas garantizan 
los mandatos de la Convención Belem 
do Pará, el cumplimiento de la normati-
va nacional, entre otros objetivos, que se 
desarrollará por medio de la Comisión de 
Seguimiento. Este Sistema es una instancia 
de deliberación, concertación, coordi-
nación y evaluación entre el INAMU, las 
organizaciones civiles, los Ministerios y las 
instituciones descentralizadas del Estado.

Con la idea de cumplir sus objetivos, se 
creó la Política Nacional para la preven-
ción y atención de la violencia contra las 
mujeres (PLANOVI), que refleja un compro-
miso del Estado costarricense por atacar 
las causas estructurales de la violencia 
contra las mujeres.

Dentro del Sistema, es la Comisión de 
Seguimiento integrada por más de veinte 
instituciones 8entre ellas la Defensoría), 
la instancia técnica encargada de vigi-
lar el cumplimiento de las políticas para 
atender, prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y la violencia 
intrafamiliar. 

Asimismo, la Ley de Creación del Sistema 
Nacional para la Atención y Prevención 
de la Violencia contra las Mujeres y la 
Violencia Intrafamiliar, en su artículo 14, 
informa sobre la Comisión de Evaluación 
y Cumplimiento de Políticas, integrada 
por una persona representante de las or-
ganizaciones privadas, una representante 
de la Red Nacional de Redes, una repre-
sentante del Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica, una re-
presentante de la Secretaría Técnica y 
una representante de la Defensoría de 
los Habitantes. Dicha comisión debe “ 
fiscalizar y evaluar el eficiente y efectivo 
cumplimiento, por parte de las institucio-
nes, órganos e instancias estatales, de las 
políticas y los acuerdos aprobados en la 
Comisión de Seguimiento; rendir un infor-
me anual a la Comisión de Seguimiento, 

6	  Ley N° 8688, artículo 2.

de este se enviará una copia al Consejo 
Nacional para la Prevención y la Atención 
de la Violencia Intrafamiliar y diseñar una 
estructura que permita registrar de forma 
integral las acciones que se realizan en 
el tema de atención y prevención de la 
violencia contra las mujeres y la violencia 
intrafamiliar”.7

La Comisión de Evaluación y Cumplimiento 
de Políticas Públicas, en su último informe, 
indica que las metas establecidas por ejes 
por parte de la Comisión de Seguimiento 
en el año 2021, no han sido cumplidas 
pese a que algunas han mostrado avan-
ces; por lo que, en general, se muestra una 
valoración insatisfactoria al no ser posible 
su cumplimiento total. Sin embargo, la 
Comisión de Evaluación es “consciente 
de que el país y el mundo entero están 
atravesando en este y el año anterior una 
situación compleja a raíz de la pande-
mia por el COVID-19, los ajustes sociales, 
económicos, culturales y políticos son 
innegables. Siendo este el terreno donde 
se desenvuelve la Administración Pública, 
para las intervenciones y, en particular 
para el PLANOVI, este contexto genera un 
impacto en las acciones programadas; te-
niendo en consideración que las priorida-
des institucionales pueden variar a partir 
de la pandemia, no es descartable que 
en el futuro cercano se presenten mayores 
modificaciones a las documentadas en 
este informe, en cuanto al avance y cum-
plimiento de las actividades comprometi-
das”, donde la prevención de la violencia 
en contra de las mujeres continúa siendo 
el objetivo principal. 

El Patronato Nacional de la Infancia y 
los albergues para menores.

En cuanto a la situación de los alber-
gues para personas menores de edad, 
la Defensoría de los Habitantes da segui-
miento a las recomendaciones giradas al 
Patronato Nacional de la Infancia (PANI), 

7	  Ley de Creación del Sistema Nacional para 
la Atención y Prevención de la Violencia contra las 
Mujeres y la Violencia Intrafamiliar y su reglamento 
(N°39208-MP-MCM).
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en relación con el cumplimiento de los 
derechos de las personas menores de 
edad ubicadas en albergues institucio-
nales transitorios.8 Según los informes de 
cumplimiento que se han recibido, se han 
llevado a cabo acciones institucionales 
orientadas a la atención de la necesidad 
contar con un modelo único de atención 
en albergues; la observación de normas 
de carácter nacional e internacional en 
cuanto a la particular excepcionalidad de 
medidas que contemplen la institucionali-
zación de personas menores de tres años; 
el reporte bimensual de permanencia de 
población de esa edad en albergues bajo 
la responsabilidad del Patronato; la for-
malización de la Unidad de Albergues; la 
capacitación al personal de cuido directo 
vinculada con el modelo de atención, la 
implementación de planes de emergen-
cia en albergues institucionales; la eva-
luación de la infraestructura, así como el 
plan de trabajo derivado y la elaboración 
de un estudio que respalde la apertura de 
nuevas alternativas de protección bajo 
esta modalidad.

Entre los hallazgos de la investigación 
se destaca la necesidad de contar con 
un Modelo de Albergues alineado a los 
parámetros y estándares internaciona-
les y, aunque los informes del Patronato 
dan cuenta de algunos avances y de las 
complejidades que presenta el proceso,9 
la realidad es que no se han logrado con-
cretar los esfuerzos que permitan dotar al 
PANI de este importante instrumento para 
la atención de personas menores de edad 
institucionalizadas. 

Entretanto, la Sala Constitucional re-
cientemente resolvió dos recursos de 
amparo planteados por el Sindicato de 
Trabajadores del PANI SEPI y personal de 
cuido directo (tías) de la institución, en los 

8	  Informe Final con recomendaciones, Oficio N° 
00298-2021-DHR-[NA], de fecha 14 de enero 2021. 
Resolución de Recurso de reconsideración, Oficio 
N°05604-2021-DHR-[NA], de fecha 27 de mayo de 
2021
9	 PANI-GT-OF-01320-2021, de fecha 23 de 
setiembre de 2021

que denunciaban la mezcla de perfiles de 
población no compatibles en varios alber-
gues institucionales. El primero fue decla-
rado parcialmente con lugar en el mes de 
febrero y el otro con lugar, mediante reso-
lución del mes de marzo, ambos de 2022.10

Se destaca la precisión que hace la Sala 
Constitucional respecto de la mezcla de 
personas menores de edad con perfiles 
no compatibles en el PANI. En este senti-
do, la problemática se presenta cuando 
en un albergue a su cargo o supervisión, 
conviven personas menores de edad con 
perfiles incompatibles entre sí, tales como 
“jóvenes violentos, con serios problemas 
de conducta, que… agreden, amena-
zan, o manipulan, a quienes no presentan 
esta problemática, son más pequeños, o 
se encuentran en una condición de vul-
nerabilidad.” Pero subraya que sus votos 
“no deben ser interpretados de forma tal 
que se exija su aplicación y cumplimiento, 
sin tomar en cuenta las condiciones par-
ticulares de cada situación”, sino que la 
determinación de la existencia de mezcla 
de perfiles debe responder siempre a valo-
raciones de orden casuístico.

Es importante señalar que, a la par de las 
recomendaciones de la Defensoría de los 
Habitantes, que continuarán siendo obje-
to de seguimiento institucional debido al 
poco grado de avance que se ha reporta-
do, el PANI debe considerar la jurispruden-
cia de la Sala Constitucional en el proceso 
de definición de su Modelo de Albergues.

Las personas menores de edad en 
explotación sexual comercial:

La Defensoría de los Habitantes ha dado 
seguimiento al cumplimiento de las reco-
mendaciones emitidas en el Informe Final 
N° 9507-2017-DHR, relacionado con las 
personas menores de edad en explota-

10	  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA, Exp: 21-012753-0007-CO, Res. Nº 
2022003175 de las nueve horas treinta minutos del 
once de febrero de dos mil veintidós y Exp: 22-
002403-0007-CO, Res. Nº 2022005630 de las nueve 
horas veinte minutos del once de marzo de dos mil 
veintidós.
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ción sexual comercial. En el recuento de 
las acciones de cumplimiento destacan:

•	 El Consejo Nacional de Niñez y Ado-
lescencia (CNNA) definió como 
línea de trabajo prioritaria (2018-
2022), la sostenibilidad de las Comi-
siones especiales de trabajo; entre 
estas, la Comisión Nacional con-
tra la Explotación Sexual Comer-
cial de Niños, Niñas y Adolescentes 
(CONACOES)11, asignando en el mes 
de abril del 2019, un equipo de pro-
fesionales del PANI y replanteando 
su propuesta de reestructuración.12 
Además, el CNNA acordó incorpo-
rar de manera integral e inclusiva, 
la temática de Explotación Sexual 
Comercial (en adelante ESC), diver-
sidad sexual, identidad de género, 
VIH - SIDA y los fenómenos de discri-
minación por orientación sexual, en 
la nueva Política Nacional de Niñez 
y Adolescencia, con el fin de hacer 
efectiva la promoción, respeto y ga-
rantía de los derechos humanos de 
todos los niños, niñas y adolescentes. 
También se encuentra en construc-
ción un Protocolo para la Atención 
Interinstitucional de Personas Meno-
res de Edad en ESC y la creación 
del directorio interinstitucional que 
incorpore la oferta de servicios y pro-
gramas de atención y prevención a 
personas menores de edad (en ade-
lante PME) en ESC acorde con el 
Modelo de Gestión de los Procesos 
Atencionales del PANI.

•	 El Ministerio de Salud (MS) emitió 
un protocolo en el tema de explo-
tación sexual comercial en el caso 
de las personas menores de edad y 
cuenta actualmente con los datos 
anuales de casos nuevos de las per-
sonas menores de edad detectadas 

11	 En la Sesión Ordinaria N° 52-18 del 28 de 
noviembre del 2018
12	  Oficio CNNA-OF-83-2020 del 15 de setiembre 
del 2020, suscrito por la Licda. Gladys Jiménez 
Arias, Presidenta del Consejo Nacional de Niñez y 
Adolescencia.

con VIH, confirmando que todos los 
pacientes positivos están con trata-
miento. Los casos nuevos de VIH en 
personas menores de 18 años son 14 
en el 2015, 9 en el 2016, 13 en el 2017, 
19 en el 2018 y 22 en el 2019. Por otra 
parte, el MS en coordinación con la 
CCSS, el MTSS y el PANI desarrollaron 
el Manual para la Atención Interins-
titucional de Personas Menores de 
Edad en Explotación Sexual, Trata 
De Personas, Trabajo Infantil Y Tra-
bajo Adolescente Peligroso, con el 
propósito de fortalecer las estrate-
gias y mecanismos de coordinación 
interinstitucional a nivel nacional, 
regional y local, a fin de avanzar en 
la prevención, detección temprana, 
atención y restitución de derechos 
en casos de explotación sexual co-
mercial y trata de personas menores 
de edad, trabajo infantil y trabajo 
adolescente peligroso. Además, el 
MS ha desarrollado los Lineamien-
tos para la divulgación y elabora-
ción de informes de seguimiento a 
la implementación de las Directri-
ces para la Garantía del Derecho 
a la Salud de las personas LGTBI; las 
directrices técnicas para la promo-
ción y garantía del derecho a la sa-
lud de las personas gais, lesbianas, 
bisexuales, trans e intersex en Costa 
Rica y la Norma Nacional para la 
Atención en Salud Libre de Estigma 
y Discriminación a Personas Lesbia-
nas, Gais, Bisexuales, Trans, Intersex y 
Otros Hombres que Tienen Sexo Con 
Hombres (HSH).13

Finalmente, cabe informar que, en coor-
dinación con el Instituto de Educación de 
Derechos Humanos, la Dirección de Niñez, 
Adolescencia y Juventud impartió una 
capacitación sobre “Disciplina sin Castigo 
Físico ni Tratos Humillantes”, en Facebook 
Live el 20 de octubre de 2021, abierta al 
público, con el objetivo de prevenir la 
violencia contra las personas menores 

13	  Oficio MS-DP-UP-023-2020 del 15 de septiembre 
del 2020. 
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de edad y promover su derecho a vivir 
en ambientes que propicien su desarrollo 
integral.

En cuanto a la prevención de la revictimi-
zación de las personas menores de edad, 
la Defensoría de los Habitantes, en coor-
dinación con la Asamblea Legislativa, en 
el marco de justicia administrativa para 
personas menores de edad, promovió 
el proyecto de ley que se convirtió en 
la Ley para Prevenir la Revictimización y 
Garantizar los Derechos de las Personas 
Menores de edad en el Sistema Educativo 
Costarricense14.

La Asociación de Profesores de Segunda 
Enseñanza (APSE), acudió a la Sala 
Constitucional solicitando la inconstitucio-
nalidad, por considerar contrarias a los 
derechos laborales de las y los funcionarios 
del Ministerio de Educación. Sin embargo, 
mediante una coadyuvancia pasiva, la 
Defensoría rechazó que las reformas y 
adiciones introducidas en la Ley N° 9999, 
violaran en modo alguno la Constitución 
Política o los principios que postula y, es-
pecíficamente, los principios del debido 
proceso y derecho de defensa, así como 
el principio de inocencia, principio de 
carga de la prueba, principio de igual-
dad y no discriminación; el principio de 
razonabilidad y proporcionalidad, o que, 
el principio de pro víctima, sea utilizado 
en perjuicio del personal docente investi-
gado, que alegó la APSE en su acción de 
inconstitucionalidad.

Mecanismo General de Consulta a 
Pueblos Indígenas:

La Defensoría considera que es indispensa-
ble que se fortalezcan los espacios de par-
ticipación y consulta como el Mecanismo 
General de Consulta a Pueblos Indígenas15  
y el acceso a la justicia pronta y cumpli-

14	  Ley N° 9999 del 27 de agosto del 2021.
15	  La Defensoría ha monitoreado el proceso de 
implementación desde su entrada en vigencia, en el 
periodo de este informe anual se requirieron informes 
de actualización a través de los oficios N° 08950-2021-
DHR, N° 09212-2021-DHR y N° DH-DIND-1072-2022.

da del sistema nacional16, entre otros. Los 
pueblos indígenas tienen sus propias cos-
movisiones, su concepto de desarrollo y de 
buen vivir17; por ello, es indispensable que 
las nuevas autoridades gubernamentales 
y legislativas, aseguren espacios de partici-
pación y consulta adecuados, pertinentes 
y respetuosos de los estándares internacio-
nales; particularmente el Poder Legislativo, 
que a la fecha no cuenta con un procedi-
miento de consulta legislativa específico 
para los pueblos indígenas.

Dado el nuevo periodo constitucional le-
gislativo, la Defensoría de los Habitantes 
estima oportuno señalar a las señoras y 
señores Diputados, que la atención de 
los temas indicados y otros de la agenda 
indígena nacional -como la aprobación 
de nuevas normas y realizar reformas que 
permitan actualizar la legislación vigente 
que vulnera los derechos de los pueblos 
indígenas y les impide, entre otros, la im-
plementación efectiva de la gobernabi-
lidad indígena; así como las relativas al 
empoderamiento de las mujeres indíge-
nas y a facilitar su participación política. 
Indiscutiblemente, la pandemia por el 
COVID-19 ha potenciado las desigualda-
des sociales, las cuales afectan de ma-
nera particular y desmedida a los pueblos 
indígenas, por lo que la oportuna adop-
ción de acciones legislativas, con la par-
ticipación y en consulta con los pueblos 
indígenas, puede coadyuvar a disminuir la 
brecha social de oportunidades y saldar 
deudas históricas.

Durante los últimos años, en los Informes 
Anuales de Labores, la Defensoría de los 
Habitantes consistentemente ha venido 

16	  Mediante los Registros de Intervención N° 
377664-2022, N° 377666-2022 y N° 380858-2022 la 
Defensoría solicitó informes a la Fiscalía de Asuntos 
Indígenas sobre las garantías de acceso a la justicia 
para las personas víctimas de los hechos de violencia, 
las amenazas y agresiones, así como las acciones de 
implementación de la Ley N° 9593 de Acceso a la 
Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.
17	  Si bien los pueblos indígenas comparten 
elementos sustanciales de su identidad cultural, es 
improcedente homogenizarlos; cada pueblo y cada 
territorio tiene sus propias aspiraciones, condiciones y 
necesidades.
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informando sobre la exacerbación de la 
violencia en los territorios indígenas y el 
estancamiento e incluso retroceso, de las 
acciones para asegurar el derecho de los 
pueblos indígenas sobre sus tierras y terri-
torios. Las amenazas contra la dignidad y 
la vida de líderes y lideresas indígenas, las 
agresiones materializadas y los asesinatos 
de líderes indígenas se mantienen impu-
nes, constituyéndose esa impunidad en 
cómplice e incitadora del aumento y la 
gravedad de los hechos que se presentan, 
así como en factor determinante de la 
pérdida de confianza en el sistema judicial 
nacional.

El miedo y la violencia han tomado terri-
torios como China Kichá y Cabagra; con 
una frecuencia indeseable. La Fuerza 
Pública ha sido la única que ingresa a los 
territorios para atender los incidentes que 
se reportan, porque la respuesta guber-
namental siempre ha sido policial. No hay 
programas enfocados a la lucha contra 
el racismo ni de prevención y erradica-
ción de toda manifestación de violencia 
o discriminación. Tampoco hay medidas 
encaminadas a promover la paz social, 
ni se han implementado programas para 
atender a las víctimas de estos hechos, 
muchas de ellas mujeres y personas meno-
res de edad. 

Durante el último año, la Defensoría ha 
requerido informes18 sobre la atención 
a los  hechos de violencia en Cabagra, 
China Kichá y Bajo Chirripó, siendo que en 
todos los casos se da cuenta de los hechos 
acontecidos, de los reportes policiales ge-
nerados y las causas judiciales iniciadas, 
pero no de alguna acción concreta hacia 
las personas responsables y mucho menos 
de mecanismos de reparación.

A pesar de que se convirtió en la apues-
ta gubernamental para atender el tema 
de saneamiento y seguridad territorial y 
que su efectiva implementación se ha 
constituido en una recomendación per-

18	  Por ejemplo, en los registros de intervención: 
377664-2022, 377666-2022 y 380858-2022.

sistente de diferentes instancias,19 el plan 
de Recuperación de Tierras Indígenas no 
ha tenido resultados concretos durante 
sus más de 6 años de vigencia. El mínimo 
avance de este Plan se convierte en una 
de las principales barreras para el cumpli-
miento de la Agenda 2030 para los pue-
blos indígenas; por lo que no es casualidad 
que en el Encuentro Nacional Indígena20, 
las personas participantes priorizaron 
el uso sostenible de ecosistemas como 
transversal en su visión del Buen Vivir, pero 
además, imposible de alcanzar sin la titula-
ridad y el control de sus tierras y territorios. 

El Plan RTI tampoco ha sido reconocido 
por los pueblos indígenas como la alterna-
tiva para recuperar sus tierras, porque no 
tuvieron participación en su elaboración, 
ni fueron debidamente consultados; ade-
más, han tenido muy poca información 
sobre el proceso de implementación y los 
cambios que se han ido generando.  

Uno de los aspectos sobre los que la 
Defensoría ha llamado la atención, fue 
la ausencia de recursos económicos 
para el pago de las indemnizaciones que 
surgieran como resultado de la imple-
mentación del plan; sin embargo, se ha 
tenido conocimiento de que en diciem-
bre del 2021 se suscribió un Convenio 
Específico de Coordinación entre la 
Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, 
el Instituto de Desarrollo Rural y el Ministerio 
de Hacienda, para hacer efectivo el pago 
de los terrenos ocupados por personas no 
indígenas que deban ser adquiridos o ex-
propiados, en consonancia con el artículo 
5 de la Ley Indígena.

19	  Entre ellas, las del Examen Periódico Universal. 
Examen a Costa Rica el 13 de mayo de 2019 y el 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los pueblos indígenas, Francisco Calí 
Tzay en su Declaración Final al concluir su visita a 
Costa Rica el 17 de diciembre del 2021.
20	  Facilitado por el Sistema de Naciones Unidas, 
en noviembre del 2016, con la finalidad de conocer 
la visión de los Pueblos Indígenas en Costa Rica en 
relación con la Agenda 2030 y sus 17 ODS.  Citado en 
Visión 2030 Poblaciones Excluidas en Costa Rica No 
dejar a nadie atrás. Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo Costa Rica, 2017.
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En la cláusula undécima del Convenio, 
se estableció que el INDER transferirá 
¢656.400.000, como único aporte para el 
inicio de las indemnizaciones. Además, el 1 
de marzo del 2022, mediante Comunicado 
Público, la Presidencia de la República in-
formó que destinará ¢3 200 000 000 para 
iniciar el proceso de indemnización de tie-
rras indígenas y anunció que las tres prime-
ras fincas que están en proceso avanzado 
de recuperación están localizadas en los 
territorios indígenas Cabagra (dos fincas) y 
Maleku (una finca).  

Después de 6 años de estar en ejecución 
el Plan RTI, se anuncia por primera vez el 
inicio del proceso de indemnización de 
las tres primeras fincas. De acuerdo con 
los avalúos realizados, dichas indemniza-
ciones comprenden un monto superior a 
los ¢400 000 000, es decir, casi dos terceras 
partes del fondo que el INDER transfirió a 
la CONAI a través del Convenio. Dicha 
comunicación del gobierno ha generado 
una gran expectativa entre las personas 
no indígenas y cuestionamientos de parte 
de las comunidades indígenas, principal-
mente, ante la duda de los criterios para 
determinar la posesión de buena fe, los 
motivos para priorizar esas tres fincas y no 
otras, y la realidad de las fincas ubicadas 
en el territorio indígena Cabagra, ya que 
desde hace más de un año se encuentran 
en posesión de familias indígenas bribris 
del territorio.

F inalmente,  t iene conocimiento la 
Defensoría que en el marco de las fun-
ciones que la ley le asigna y de previo a 
otorgar el visto bueno que el INDER solicitó 
para el pago de las tres indemnizacio-
nes, la CONAI comunicó a ese Instituto el 
hallazgo por parte de su Junta Directiva, 
de defectos de forma y fondo en los ex-
pedientes administrativos21; elevó una 
consulta ante la Contraloría General de la 
República sobre el manejo de  los recursos 
económicos depositados a su nombre 

21	  Oficios JD-OF-006-2022 del 14 de febrero de 2022 
y JD-OF-008-2022 del 15 de marzo del 2022.

para atender el precitado Convenio22 y 
solicitó, en el marco de la cláusula décima 
del Convenio, relativo a las controversias 
que se pudieran suscitar, una reunión con 
el Ministro de Hacienda y el Presidente 
Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Rural23, 
para evitar que el proceso de indemniza-
ciones sufra un nuevo retraso.

Los derechos de las personas migran-
tes y refugiadas: 

En relación con los derechos de las perso-
nas migrantes y refugiadas, como parte 
del monitoreo a las labores de control 
migratorio, la Defensoría ha reconocido 
los esfuerzos que han realizado las autori-
dades migratorias, con el apoyo de otros 
cuerpos policiales, con el fin de realizar 
un monitoreo constante de los puntos no 
habilitados para el ingreso de personas y 
evitar que la propagación del Covid-19 se 
realice de una forma desmedida o des-
controlada; sin embargo, en esa misma 
línea, ha llamado la atención de las auto-
ridades migratorias sobre la necesidad de 
llevar a cabo estos procesos de control, 
propios de las facultades soberanas del 
Estado, en el marco del respeto de los de-
rechos fundamentales de estas personas, 
considerando su especial situación de vul-
nerabilidad por diferentes circunstancias. 

No es un secreto que la emergencia sa-
nitaria que enfrenta el mundo en este 
momento, ha obligado a los Estados a 
tomar medidas urgentes para resguardar 
la salud y seguridad pública de sus habi-
tantes; sin embargo, debe quedar claro 
que estas medidas de control, no pueden, 
bajo ningún supuesto, generar violaciones 
a derechos fundamentales de las personas 
migrantes y refugiadas, independiente-
mente de su condición migratoria.

Tal y como fue señalado por la Defensoría 
mediante oficio N° DIND-032-2020, resulta 
indispensable que las autoridades migrato-
rias y demás cuerpos policiales que están 

22	  Oficio JD-OF-009-2022 del 28 de marzo 2022.
23	  Oficio JD-OF-010-2022 del 04 de abril de 2022.
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brindando colaboración en el ejercicio 
del control migratorio, tomen en conside-
ración “la posible situación de vulnerabili-
dad de algunas personas detectadas en 
los operativos, con el fin de garantizar una 
intervención especializada, un abordaje 
diferenciado o la protección internacional 
que puedan requerir: personas mayores, 
personas menores de edad, personas 
LGBTIQ, personas indígenas, personas afro-
descendientes, entre otras”. Se hace 
necesario mencionar que la Dirección 
General de Migración y Extranjería aco-
gió las recomendaciones emitidas por la 
Defensoría y emitió la Circular N° 011-05-
2020, reiterando la necesidad de tomar 
en cuenta esas consideraciones frente a 
cualquier aplicación de una medida ad-
ministrativa de control migratorio. 

Teniendo en cuenta lo anterior, con oca-
sión de una solicitud de intervención reci-
bida en la institución, la Defensoría recor-
dó a la Policía Profesional de Migración, la 
necesidad de que las autoridades migra-
torias encargadas del control migratorio, 
siempre realicen un análisis de las circuns-
tancias que podrían colocar a una perso-
na extranjera en una situación de mayor 
vulnerabilidad, de forma tal que su inter-
vención tenga como propósito realizar 
un abordaje integral de estas situaciones 
y evitar así la criminalización de la migra-
ción. Este recordatorio fue comunicado 
de manera inmediata por parte de la ges-
tión de la Profesional de Migración a la 
gestión Policial Regional, con el fin de que 
“se sirva replicar a todos los puestos fronte-
rizos en aras de velar por lo indicado según 
las recomendaciones de la Defensoría de 
los Habitantes24”. 

En cuanto al tráfico ilegal de personas mi-
grantes, en el marco de su participación 
en la Coalición Nacional contra el tráfico 
ilícito de migrantes y la trata de personas, 

24	  Oficio N° DPPM-071-02-2022 de fecha 23 de 
febrero del 2022, suscrito por el Comisionado Stephen 
Madden Barrientos, Director de la Policía Profesional 
de Migración, dirigido al Lic. Carlos Herra Canales, 
Gestor Policial Regional a.i, Policía Profesional de 
Migración. 

la Defensoría ha llamado la atención 
sobre la necesidad de que el país emita 
una legislación especializada no solo en 
el combate, persecución y sanción del 
delito de tráfico ilícito de migrantes, sino 
en una que, además, garantice la pro-
tección integral de aquellas personas que 
utilizaron estas vías para ingresar al país y 
que, como consecuencia de esa decisión, 
sufrieron graves vejaciones a manos de 
redes criminales. 

Durante el año 2021, la Comisión de 
Procuración de Justicia de la CONATT, con 
el apoyo de la Organización Internacional 
para las Migraciones, elaboró una pro-
puesta de legislación especializada en 
el delito de tráfico ilícito de migrantes. 
Al respecto, la Defensoría tiene conoci-
miento de que el pasado 30 de marzo, 
el Despacho del entonces Ministro de 
Seguridad Pública, Michael Soto Rojas, 
remitió el proyecto de ley al Ministerio de 
la Presidencia, solicitando su revisión e in-
clusión en los proyectos que serán presen-
tados en la Asamblea Legislativa. 

La Defensoría es del criterio que la nueva 
composición de la Asamblea Legislativa 
podría representar un escenario propicio 
para el análisis, discusión y aprobación 
de esta normativa, en el tanto resulta 
indispensable que el país fortalezca los 
mecanismos y herramientas para combatir 
el crimen organizado y garantizar los dere-
chos fundamentales de las personas que 
resultan víctimas de estas redes.

Las personas privadas de libertad:

En cuanto a las personas privadas de liber-
tad y el cumplimiento de la Agenda 2030 y 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible, no se 
observan referencias a la emisión de políti-
cas públicas que combatan el fenómeno 
de la criminalidad desde una óptica pre-
ventiva y la atención de los problemas que 
el Sistema Penitenciario acarrea desde 
hace muchos años, en detrimento de los 
derechos de este sector de la población y 
de los derechos laborales del personal que 
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labora en los centros penitenciarios, inclu-
yendo el no proveer a la Administración 
Penitenciaria del presupuesto adecuado 
para el correcto funcionamiento de di-
chos establecimientos.

Respondiendo a los más de 800 casos reci-
bidos durante el período de análisis, corres-
ponde a la Defensoría de los Habitantes 
señalar, que el Sistema Penitenciario con-
tinúa atravesando una difícil situación, no 
sólo por los fenómenos de la sobrepobla-
ción y el hacinamiento, sino también por 
la pandemia ocasionada por el COVID-19.

La sobrepoblación y el hacinamiento en 
centros penitenciarios traen como con-
secuencia la violación de los derechos 
de las personas privadas de libertad, 
pues producen afectación en los diver-
sos servicios que deben prestarse en esos 
establecimientos, tales como la atención 
médica, la atención técnica, afectación 
en los procesos educativos y laborales, y 
dificultades para garantizar otros derechos 
reconocidos por la normativa penitencia-
ria nacional e instrumentos internacionales 
de protección de Derechos Humanos, ya 
que, ante la alta demanda, no existe ca-
pacidad de respuesta por parte del perso-
nal de los centros penitenciarios.25

La desproporcionalidad entre el personal 
técnico y de seguridad, y la cantidad de 
personas privadas de libertad ubicadas 
en los centros, impide que los servicios se 
brinden dentro de los plazos estipulados, y 
que, en ocasiones, se ponga en riesgo la 
seguridad institucional, por cuanto algu-
nos puestos quedan al descubierto por fal-
ta de personal de la Policía Penitenciaria, 
siendo que las autoridades policiales de-
ben priorizar la custodia para algunos servi-
cios en detrimento de otros, lo que impide 

25	   Algunos de los expedientes referidos a 
denuncias sobre la temática referida son: 366072-
2021-RI; 366598-2021-RI; 367175-2021-RI; 367185-2021-
RI; 368253-2021-RI; 372510-2021-RI; 373363-2021-
RI; 373922-2021-RI; 374595-2021-RI; 376344-2022-RI; 
377119-2022-RI;  377699-2022-RI; 377730-2022-RI; 
377557-2022-RI; 378114-2022-RI;  378124-2022-RI; 
378885-2022-RI; 378950-2022-RI; 380578-2022-RI; 
380564-2022-RI; entre centenares más.

garantizar una óptima atención. Esto trae 
como consecuencia, por ejemplo, atrasos 
en la atención técnica, en las valoraciones 
ordinarias y en la realización de procesos 
grupales. 

A dos años de la pandemia, deben reco-
nocerse los esfuerzos realizados por el per-
sonal penitenciario para tratar de poner al 
día las valoraciones técnicas ordinarias, ya 
que en su momento fueron suspendidas 
para realizar valoraciones extraordinarias 
que permitieran egresar a personas cuya 
salud podría verse afectada por el COVID, 
así como volver a impartir los diferentes 
procesos técnicos, los cuales se han ido 
brindando poco a poco en vista de que 
debe cumplirse con las medidas sanitarias 
establecidas por las autoridades para su 
puesta en práctica. 

Por lo tanto, la Defensoría de los Habitantes 
insiste en que, en cumplimiento de las obli-
gaciones internacionales de protección 
de los Derechos Humanos de la pobla-
ción privada de libertad adoptadas por 
el Estado Costarricense, con base en las 
recomendaciones o comentarios emitidos 
por órganos de tratados, tales como el 
Comité contra la Tortura y el Subcomité 
para la Prevención de la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, y con la proclama de “no 
dejar a nadie atrás”, el Estado debe abo-
carse a la elaboración de una Política 
Criminal Integral desde una óptica pre-
ventiva orientada a la disminución y erra-
dicación de los factores que originan la 
delincuencia y la criminalidad. Este factor 
de prevención está conformado por todas 
aquellas políticas públicas orientadas al 
campo social, económico, de educación 
y de atención a la población joven, entre 
otras, y son las que deben atender a las 
poblaciones excluidas en condiciones de 
vulnerabilidad, respetando y garantizando 
los Derechos Humanos de estas poblacio-
nes a vivir en condiciones de dignidad.

Dicha política debe suponer el esfuerzo 
coordinado entre instituciones públicas, 
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sociedad civil, universidades, empresa 
privada, medios de comunicación y cual-
quier otra organización interesada en su 
ejecución. También supone que el Estado 
disponga y se encuentre en capacidad 
de otorgar a las instituciones los recursos 
humanos y materiales necesarios para po-
der cumplir con sus funciones a cabalidad, 
a fin de garantizar el desarrollo humano y 
disminuir la brecha de la inequidad social. 
Asimismo, resulta indispensable que el 
Estado, con el apoyo de la sociedad, se 
aboque al establecimiento de políticas de 
reinserción de las personas ex privadas de 
libertad, con el fin de evitar que estas per-
sonas reincidan en la comisión de hechos 
delictivos. 

La solución para los fenómenos de la so-
brepoblación y el hacinamiento peniten-
ciario no está en la construcción de más 
cárceles, sino en un enfoque preventivo, 
limitando la aplicación de la medida de 
prisión preventiva, así como imponiendo 
medidas alternativas a la prisión, enfoca-
das en el ámbito de la justicia restaurativa 
o implementando mecanismos de reso-
lución alternativa de conflictos. Es claro 
que existe conciencia de que se requiere 
más infraestructura penitenciaria para ga-
rantizar condiciones de vida dignas a las 
personas privadas de libertad (y mejorar 
la existente), pero también es cierto que la 
única forma de evitar los fenómenos men-
cionados es impidiendo que más personas 
sean ubicadas en prisión, por lo que la 
Defensoría insiste en la importancia de la 
emisión de la anteriormente mencionada 
Política Criminal Integral para enfrentar 
la criminalidad, no de manera represiva 
(creando nuevas penas o incrementan-
do las ya existentes), sino de manera 
preventiva.

El combate contra la violencia y la cri-
minalidad no es responsabilidad única 
del Sistema de Justicia Penal (Policía 
Administrativa, Poder Judicial, Sistema 
Penitenciario), sino que requiere de la 
adopción en forma integral de acciones o 
medidas adoptadas por todos los sectores 

del Estado, de la sociedad, de las instan-
cias educativas y de los sectores encar-
gados de prevenir la violencia, es decir, es 
responsabilidad de todos y todas.

A pesar, de la cantidad de centros pe-
nitenciarios con que cuenta el país, se 
carece de uno que tenga las condiciones 
necesarias para albergar a las personas 
con discapacidad, un centro accesible 
en su estructura, que cuente con las ayu-
das técnicas (andaderas, sillas de ruedas, 
muletas, camillas, etc.,) que requieren las 
personas con alguna capacidad física dis-
minuida, para incorporarse plenamente a 
la convivencia diaria.

Esta situación vulnera aún más la condi-
ción de las personas con discapacidad 
que tienen algún conflicto con la ley, ya 
de por sí la sola condición de privación de 
libertad, hace que las personas dependan 
prácticamente de terceros para realizar 
sus gestiones o trámites, como incidentes 
o recursos; sin embargo, en el caso de las 
personas con discapacidad, se refiere a 
cuestiones de entorno, desplazamiento, 
colaboración incluso para la atención de 
necesidades básicas, lo que demanda de 
personas sensibilizadas con el tema, ade-
más de la preparación para su atención 
y cuido.

Algunas situaciones de las expuestas por 
las personas privadas de libertad con dis-
capacidad, son atendidas por el Comité 
de Privados de Libertad; en otras ocasio-
nes, estas personas cuentan con el apoyo 
de sus pares, quienes lo hacen por una 
cuestión de humanidad; no obstante, esta 
obligación corresponde al Estado, en el 
tanto debe contemplar las necesidades 
de las personas privadas de libertad. A la 
fecha la administración ha atendido esta 
situación ubicando algunas personas con 
discapacidad en el APAC, en donde se 
maneja la opción de casitas para alber-
gar a las personas privadas de libertad, 
no obstante, estas no están acondiciona-
das para la contención de personas con 
discapacidad.
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Discapacidad:  el régimen no contri-
butivo de pensiones y certificaciones:

Y es que entre los problemas que enfren-
tan las personas que presentan algún tipo 
de discapacidad,  se encuentran aquellos 
relacionados con los tiempos de espera 
en cada una de las etapas que deben 
seguirse ante la solicitud de pensiones del 
régimen no contributivo (RNC), el cual es 
más que dilatorio. Un año y medio o has-
ta más, ha sido el tiempo invertido para 
contar con una resolución que conceda o 
deniegue el derecho26. En ese sentido, se 
encuentra en etapa de seguimiento por 
parte de la Defensoría de los Habitantes, 
un expediente que tiene como principal 
objetivo, la definición de plazos para cada 
una de las tres etapas que debe atravesar 
una persona solicitante de pensión por 
invalidez27.

La atención y abordaje de la pandemia 
generada por el Covid 19, vino a contri-
buir, al menos durante el 2020 y el primer 
semestre del 2021, en importantes atrasos 
en la valoración médica que se realiza en 
las áreas de salud de la Caja Costarricense 
del Seguro Social, dado que atendiendo 
a la vulnerabilidad de las personas con 
discapacidad y personas adultas mayores, 
se emitió el Lineamiento técnico-operativo 
y administrativo temporal en los Servicios 
de Consulta Externa de los tres niveles de 
atención de la CCSS ante la situación epi-
demiológica de Covid-1928, mediante el 
cual se suspendían las valoraciones, con 
el fin de no exponer a las personas solici-
tantes de pensión del RNC al posible con-
tagio. Esta situación ha incidido negativa-

26	  Expediente N°308799-2020, cerrado en el actual 
periodo del Informe Anual, en esta investigación se 
corrobora que la persona interesada, presentó la 
solicitud de pensión del RNC en el año 2014, y tardó 
más de 7 años en su tramitación, dada la negligente 
tramitación del Área de Salud de Palmar. En esta 
investigación se tuvo que acudir a la Gerencia de 
Pensiones de la CCSS, desde donde se abrió una 
investigación por la dilación incurrida en esta solicitud 
de pensión.
27	  Expediente N° 289163-2019, Informe Final con 
Recomendaciones.
28	  Lineamiento GMMDD3720-2020, Decreto 
Ejecutivo 42227- MPS. 

mente en un atraso en la tramitación de 
estas solicitudes, lo que provoca, además, 
el aumento en la lista de espera.

En la actualidad, con el fin de agilizar este 
procedimiento, desde las sucursales y con 
el SINIRUBE, se constata la condición so-
cioeconómica de la persona solicitante, 
como primer filtro en este tipo de solicitu-
des y ad portas se rechaza si el solicitante 
no se encuentra en condición de pobreza 
o pobreza extrema; no obstante, los datos 
arrojados por este sistema, no siempre se 
encuentran actualizados.

Ante esta situación y la insistencia de las 
personas solicitantes de que se investigue 
su real condición socioeconómica, los 
funcionarios de las sucursales solicitan una 
constancia extendida por el IMAS, que 
acredite la condición socioeconómica 
real; sin embargo, se presentan inconsisten-
cias entre los datos de SINIRUBE y el IMAS29. 
Lo anterior obedece a que, pese a que el 
sistema SINIRUBE es el que se autoriza para 
determinar la calificación socioeconómi-
ca de las personas solicitantes de pensión 
del RNC, lo cual se hace con base en la 
medición de la línea de pobreza y no el ín-
dice de pobreza multidimensional, el IMAS 
continúa utilizando su propio sistema para 
trámites internos. Llama la atención que 
en casos como el descrito, la CCSS remita 
al solicitante al IMAS para la constancia 
que acredite la condición socioeconómi-
ca, cuando ambas instancias, el IMAS y la 
CCSS, pueden actualizar el SINIRUBE, estos 
últimos, por medio del Asistente Técnico 
de Atención Primaria (ATAPs).

En cuanto a los tiempos de espera en pen-
siones del Régimen No Contributivo, son de 
alrededor de un año, lo que hace un poco 
dilatoria la resolución de los mismos, siendo 
el tema de las cuotas asignadas a cada 
sucursal lo que incide en que las solicitudes 
que son aprobadas, sean efectivas me-
diante su gestión de pago algunos meses 
posteriores a la aprobación.

29	  Expediente N° 377010-2022, véase oficio N° 
IMAS-SINIRUBE-079-2022.
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Actualmente, la Caja Costarricense del 
Seguro Social, se encuentra trabajando 
en el Modelo de Mejora en la Gestión del 
Régimen No Contributivo, el cual tiene 
como principal objetivo, que las pensiones 
por la tipología de vejez sean resueltas en 
un plazo de 30 días a partir del cuarto año 
de su implementación, es decir, una dismi-
nución de alrededor de 90%, con respecto 
a los tiempos reales actuales.

Sin embargo, esta meta sólo podrá ser 
alcanzada si se cuenta de manera com-
plementaria con una estrategia de finan-
ciamiento por parte del Gobierno, que 
permita asegurar la disponibilidad de 
recursos para hacer frente a las pensiones 
en curso de pago y a la demanda, para 
otorgar -al menos- la meta de 5.000 nue-
vas pensiones anuales, establecidas en 
el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión 
Pública 2019-202230.

En cuanto al tema de las Certificaciones 
por Discapacidad, es importante recordar 
que el CONAPDIS, como ente rector en 
materia de discapacidad, tiene dentro de 
sus competencias y a través del SECDIS, 
la función de emitir el carné que acredi-
ta la condición de discapacidad de las 
personas. Dicho documento faculta a la 
persona con discapacidad para acceder 
a políticas afirmativas implementadas por 
el Estado, por ejemplo: espacios de par-
queo, plazas de reserva del Servicio Civil, 
acceso a subsidios como pensiones o bo-
nos de vivienda, entre otros.

Ha informado el SECDIS que el plazo seña-
lado para la entrega del carné de disca-
pacidad tarda alrededor de 4 a 6 meses, 
siendo que la administración se ampara al 
plazo mayor. Lo anterior, conforme el aná-
lisis técnico que implica la evaluación de 
la persona solicitante y validación de los 
documentos aportados y solo se cuenta 
con 6 profesionales para todas las valora-

30	  Expediente N° 289163-2019, Informe 
Final con Recomendaciones, Véase Oficio N° 
GP-DAP-ARNC- 181- 2021.

ciones a nivel nacional, siendo que la lista 
de espera es importante. 

Esta situación incide en la afectación de 
los solicitantes, en el tanto el plazo de 
espera para contar con el carné de dis-
capacidad es largo y hasta tanto no se 
cuente con el mismo, tampoco se puede 
acceder a los beneficios que la ley les am-
para. Al respecto, la Defensoría considera 
que resulta urgente tomar las acciones ad-
ministrativas que permitan mejorar los pla-
zos de respuesta del CONAPDIS en cuanto 
a los servicios que brinda.

Sobre las Becas Avancemos que son utili-
zadas por personas que presentan alguna 
discapacidad, el Instituto Mixto de Ayuda 
Social, ente encargado de la aprobación 
y giro de dichas becas, hace cada año 
el proceso de actualización de la infor-
mación para el giro de los recursos a los 
beneficiarios mediante la Generación 
Masiva de Resoluciones. Al respecto, se ha 
detectado para el presente período, que 
dicho procedimiento excluye a personas 
beneficiarias sin razón aparente, lo que les 
obliga a tener que acudir a la entidad en 
busca de una solución y por ende al inmi-
nente atraso para percibir la beca31.

La población LGTBIQ+: identidad y 
personalidad jurídica

La población LGTBIQ+, desde antes de 
la emisión de la Opinión Consultiva OC-
24/17, la Defensoría de los Habitantes ha 
gestionado ante la Administración Pública, 
en especial ante el Tribunal Supremo de 
Elecciones, el reconocimiento de la iden-
tidad de género autopercibida en el caso 
de las personas trans. Con la emisión de la 
opinión consultiva, se cuenta con la defi-
nición de estándares internacionales con 
respecto a la forma en la cual los Estados 
deben actuar frente a las personas trans 
para cumplir con sus obligaciones esen-
ciales en materia de derechos humanos.

31	  Expedientes N° 349051-2021, 349853-2021, 
347866-2021, 351131-2021, 352011-2021, entre otros. 

144



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
Pese a lo anterior, subsisten los problemas 
en el funcionamiento de la administración 
acerca de las identidades de género 
diversas y que afectan directamente el 
reconocimiento real, colocando a estas 
personas en condición de vulnerabilidad 
frente a la actuación del Estado y de la 
sociedad. En esta línea, el ODS 16 con 
respecto al derecho a la identidad y a la 
personalidad jurídica, se concentra en lo 
referente al registro de los nacimientos por 
parte de los Estados, como garantía de re-
conocimiento de la dignidad humana que 
les corresponde como seres humanos y 
como tales, receptores de las obligaciones 
del Estado en materia de DDHH.32  A la luz 
de la Opinión Consultiva, se extiende esta 
obligación de reconocimiento legal a las 
personas trans y a todos los elementos que 
constituyen los datos de identidad, con el 
fin de garantizar la adecuación integral 
de éstos de conformidad de la identidad 
de género autopercibida, lo que implica 
los datos tanto del nombre como el sexo/
género, además del registro fotográfico.33

Pese a los rezagos que aún se presentan 
para el reconocimiento de la identidad de 
género autopercibida, la Defensoría de los 
Habitantes celebra las acciones que algu-
nas instituciones han realizado con el fin de 
reconocer este derecho. Recientemente, 
a raíz de la presentación de un recurso 
de amparo que contó como prueba con 
la información remitida a esta Defensoría, 
la Dirección General de Migración y 
Extranjería habilitó la elección del sexo/
género que se consigna en el pasaporte 
ordinario, con el fin de que éste garantice 
la adecuación integral de la información 
personal a la identidad de género auto-
percibida. Pese a este avance, se han de-
terminado problemas en la emisión de los 
pasaportes de las personas no binarias, es 
decir, aquellas que no se identifican con 
el género masculino o femenino. Este fue 

32	  Meta 16.9 De aquí a 2030, proporcionar acceso 
a una identidad jurídica para todos, en particular 
mediante el registro de nacimientos.
33	  Corte IDH.  Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 
de noviembre de 2017. Serie A No. 24. Párrafos 121 al 
126.

un aspecto que no fue incorporado por el 
Tribunal Supremo de Elecciones en sus pro-
cedimientos para la emisión de la cédula 
de identidad.

La labor de la Defensoría ante la vul-
neración de derechos en el servicio 
público remunerado de personas, 
modalidad colectiva. 

Con la promesa de no dejar a nadie atrás, 
la Organización de las Naciones Unidas 
asume el compromiso de implementar la 
Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible -ODS- y para lograrlo, los vincula 
estrechamente con diversos instrumentos 
de derechos humanos, buscando con ello 
poner fin a la pobreza, proteger el planeta 
y garantizar que para el 2030 todas las per-
sonas disfruten de paz y prosperidad. 

Costa Rica, a partir del 09 de setiembre del 
año 2016, se convierte en el primer país a 
nivel mundial en firmar un Pacto Nacional 
por el Avance de los ODS, el cual se con-
vierte en una agenda país que involucra a 
diversos actores del espectro social costa-
rricense. En esa línea, en el 201734se esta-
blece la estructura de gobernanza para 
la implementación de los ODS35, definién-
dose los tres ejes para la implementación 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible: 
el combate a la pobreza, la producción 
y consumo sostenible e infraestructura y 
comunidades sostenibles. 

I.  Impacto del servicio público de trans-
porte en las acciones del país para dar 
cumplimiento a los ODS.

Durante el período 2020-2021, el impacto 
que ha tenido la COVID-19 en la dinámica 
de la humanidad ha ido más allá del tema 
salud, de la cual el país no se ha escapa-

34	   Mediante Decreto Ejecutivo 40203 
PLAN-RE-MINAE-MDHIS
35	  En julio del año 2020, en plena crisis mundial 
por la propagación de la COVID – 19, Costa Rica 
rinde el Segundo Informe Nacional Voluntario. Para 
la emisión del segundo informe país, la propagación 
de la COVID-19 apenas iniciaba, y se empezaban a 
conocer las alteraciones que ocasionarían en la vida 
de miles de millones de personas, poniendo además 
en peligro la economía mundial.
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do, ya que sus ramificaciones se exten-
dieron a todos los órdenes de las diversas 
actividades que se llevaban a cabo antes 
de su aparición; ejemplo de ello, entre mu-
chos otros, es el impacto ocasionado en el 
sistema de transporte público remunerado 
de personas. 

Cabe recordar que el transporte público 
es un servicio de interés público y general, 
que permite llevar a cabo actividades 
tales como ir al trabajo, desplazarse para 
recibir educación (sea primaria, secun-
daria, universitaria o técnica), la comer-
cialización de productos, entre un sinfín 
de actividades humanas que requieren 
el desplazamiento entre sectores para su 
ejecución y satisfacción, por lo que la me-
dida adoptada por el gobierno impactó la 
economía de las familias y empresas. 

Uno de los desafíos sociales en estos tiem-
pos es la movilidad de las personas y los 
bienes, cuando la población mundial se 
encuentra en constante crecimiento en 
diferentes partes de nuestro mundo y las 
expectativas de vida de la población es-
tán aumentando; por lo que contar con 
un plan de transporte eficiente que cum-
pla las expectativas y necesidades de las 
personas usuarias, debe ser una de las prin-
cipales preocupaciones de nuestro país.

El transporte es uno de los medios más 
importantes que permite apoyar un desa-
rrollo económico y social para alcanzar los 
ODS, mediante estructuras resilientes, lo-
grar ciudades y comunidades sostenibles, 
con mayor alcance en todo el territorio 
nacional y así, de esa manera, cumplir la 
meta propuesta, no dejar a nadie atrás; así 
como evitar grandes desigualdades, las 
cuales a la fecha existen, tanto en temas 
de movilidad entre espacios, calidad de 
servicio, como costos tarifarios, entre otros. 
Es por ello que una adecuada gestión en 
materia de transporte público, dará impul-
so a cumplir las metas país en relación con 
los ODS.

1. La Evaluación de la Calidad del Servicio, 
en el transporte público remunerado de 
personas, modalidad colectiva36.

La Defensoría de los Habitantes, ha tenido 
un rol protagónico en torno al seguimien-
to a los procesos de renovación que el 
Consejo de Transporte Público viene efec-
tuando sobre las concesiones y permisos 
de transporte remunerado de personas, 
en su modalidad autobús37; ello le ha per-
mitido efectuar un análisis comparativo en 
lo actuado por el Consejo de Transporte 
Público -CTP- desde el proceso de reno-
vación del año 2007, con lo que se ha 
podido evaluar con mayor profundidad 
la renovación estipulada para el año 2014 
y contemplar los factores ignorados por 
parte de la Administración que afectan los 
derechos de las y los usuarios, evidencia-
dos a través de la recepción continua de 
denuncias en la Defensoría sobre la temá-
tica de transporte público38.   

36	  De acuerdo con la lectura de los artículos 1° y 
21 de la Ley Reguladora Transporte Remunerado de 
Personas Vehículos Automotores –Ley N°3503 del 10 de 
mayo de 1965-, se establece como un servicio público 
la actividad de transporte remunerado de personas 
en vehículos automotores colectivos. Prestación 
del servicio público aludido que es efectuada a 
través de particulares, como consecuencia de un 
acto delegatorio que efectúa el Estado mediante 
la intervención del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, concretamente uno de sus órganos de 
desconcentración máxima, el Consejo de Transporte 
Público. 
37	  De acuerdo con la lectura de los artículos 1° y 
21 de la Ley Reguladora Transporte Remunerado de 
Personas Vehículos Automotores –Ley N°3503 del 10 de 
mayo de 1965-, se establece como un servicio público 
la actividad de transporte remunerado de personas 
en vehículos automotores colectivos. Prestación 
del servicio público aludido que es efectuada a 
través de particulares, como consecuencia de un 
acto delegatorio que efectúa el Estado mediante 
la intervención del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, concretamente uno de sus órganos de 
desconcentración máxima, el Consejo de Transporte 
Público.
38	  Fue en ese contexto, que la Defensoría de los 
Habitantes, interpuso recurso de apelación ante el 
Tribunal Administrativo de Transporte -TAT-, por cuanto 
en el procedimiento de renovación de los contratos 
de concesión de transporte remunerado de personas 
para el periodo 2014-2021 no fue considerada la 
participación de los usuarios mediante los parámetros 
establecidos en la evaluación para la verificación de 
la calidad determinado en el Decreto Ejecutivo N° 
28833-MOPT.
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Ante el escenario descrito, en el año 2014, 
el Tribunal Administrativo de Transporte39, 
declaró con lugar el recurso incoado por 
la Defensoría de los Habitantes, al validar 
los argumentos de esta institución y de-
terminar la importancia indubitable de la 
evaluación de la calidad, como un medio 
efectivo de participación de las perso-
nas usuarias en la toma de decisiones en 
materia de transporte público, razón por 
la cual, la falta de una evaluación que 
contemple el criterio del usuario, acarrea 
grave perjuicio a los mismos al no incor-
porarse a la realidad –sea renovaciones o 
licitaciones- los cambios necesarios para 
la satisfacción de los intereses de las per-
sonas usuarias, siendo que las necesidades 
mutan de manera constante, por lo que 
recabar la información de manera fide-
digna es de vital importancia para el cum-
plimiento de este precepto normativo, sea 
la evaluación de la calidad de los servicios 
y la incorporación de la realidad de las 
necesidades de las personas usuarias del 
servicio.

Dado lo anterior, cuando la Administración 
en el año 2015 emitió el instrumento de 
medición del criterio de la persona usua-
ria, la Defensoría de los Habitantes inició 
una investigación de oficio para dar se-
guimiento al procedimiento de aplicación 
del Manual de Calidad de Servicio para la 
evaluación de las Empresas de Transporte 
Público modalidad autobús, obteniendo 
como resultado una serie de cuestiona-
mientos al uso de este instrumento como 
una forma efectiva para la evaluación de 
la calidad de este servicio, aspecto que 
genera preocupación a la Defensoría, ya 
que de mantenerse usando este manual 
como instrumento de evaluación, sin que 
se le realicen mejoras, se continuaría vul-
nerando la participación de los usuarios.

La Defensoría de los Habitantes constató 
-nuevamente40- la conculcación del de-

39	  Mediante resolución N°2336-2014 de fecha 12 
de agosto de 2014.
40	   Valga recordar que el recurso de apelación 
incoado por la Defensoría de los Habitantes en el año 
2014, obedeció al factor ignorado en la evaluación 

recho de participación de las personas 
usuarias en la evaluación de los servicios 
del transporte remunerado de personas 
modalidad colectiva, obteniendo los si-
guientes resultados:

a)	Las calificaciones obtenidas por las 
rutas de transporte público en el pe-
ríodo 2015-2019 son altas y con poca 
variación. Una de las posibles razo-
nes de esto es que los usuarios no 
comprendan las preguntas, lo que 
provoca que el resultado de la ca-
lificación no refleje el criterio de los 
usuarios.

b)	El Manual para la Evaluación y Ca-
lificación de la Calidad del Servicio 
Público de Transporte Remunerado 
de Personas aprobado por el CTP 
presenta múltiples deficiencias, lo 
cual podría explicar los resultados 
de las evaluaciones en el período 
2015-2019. 

c)	En el marco de la Ley del Sistema 
Nacional de la Calidad, se aproba-
ron normas técnicas que tienen el 
potencial de sustituir al actual siste-
ma de evaluación de la calidad del 
servicio de buses. Además, su obje-
tivo principal es fomentar el acer-
camiento de la calidad a la gestión 
del transporte público, poniendo es-
pecial interés en las necesidades y 
expectativas de los clientes y/o per-
sonas usuarias. 

d)	La renovación de las concesiones 
que se realizarían en el año 2021, se 
haría sin evaluaciones de la calidad 
del servicio ni criterio de las personas 
usuarias, además de que tomaría 
como base los débiles estudios de 
calidad existentes correspondiente 
al 2019. 

de la calidad de servicio, es decir, el criterio del 
usuario.
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1.1         Vinculación de los ODS con el crite-
rio de la persona usuaria en la evaluación 
de la calidad del servicio de transporte 
público. 

Los hallazgos anteriormente indicados y 
las posibles acciones para mejorar la par-

ticipación de las personas usuarias en la 
evaluación de la calidad del servicio, co-
adyuvan con el cumplimiento país de los 
objetivos de desarrollo sostenible, como se 
verá a continuación: 

Cuadro 1:  
Vinculación ODS con la calidad del servicio del transporte público

Objetivo ODS Meta Acción o Inacción

Objetivo 16. Promover socieda-
des pacíficas e inclusivas para 
el desarrollo sostenible, facilitar 
el acceso a la justicia para todos 
y construir a todos los niveles ins-
tituciones eficaces e inclusivas 
que rindan cuentan

Meta 16.6 Crear a todos los 
niveles instituciones eficaces 
y transparentes que rindan 
cuentas.

La Administración de Transporte 
está implementando la adop-
ción vinculante de las nor-
mas técnicas (INTE G20:2020/
INTEG21:2020) como un medio 
de evaluación de la calidad 
del servicio.

16.6.2 Proporción de la po-
blación que se sienta satisfe-
cha con la última experien-
cia de los servicios públicos.

La adopción de las normas téc-
nicas como medio de evalua-
ción de la calidad del servicio 
de transporte público remune-
rado de personas, modalidad 
colectiva permitirá una real 
valoración del criterio de los 
usuarios que utilizan el transpor-
te público.

16.7 Garantizar la adop-
ción en todos los niveles de 
decisiones inclusivas, par-
ticipativas y representati-
vas que respondan a las 
necesidades. 

La eficiente evaluación del cri-
terio del usuario, permitirá que 
la adopción de decisiones en 
materia de transporte público 
se realice acorde con las ne-
cesidades de las personas que 
utilizan este medio, para las 
actividades cotidianas, como 
traslado al trabajo, a centros 
educativos, comercialización 
de productos, entre otros.

Con una herramienta de eva-
luación eficiente en la calidad 
del servicio público, se resguar-
da el derecho constitucional 
de todas las personas a par-
ticipar en la dirección de los 
asuntos públicos que son de su 
interés.
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1.2   Importancia de la vinculación de los 
ODS con el criterio de la persona usuaria 
en la evaluación de la calidad del servicio 
de transporte público. 

La intervención de este órgano defensor 
en esta temática, encuentra su razón de 
ser en validar de manera real, confiable 
y certera la opinión de los usuarios, toda 
vez que el origen de la anulación de los 
acuerdos de la renovación de concesio-
nes 2014-2021, obedeció a la desidia de 
la Administración en la aplicación de los 
instrumentos necesarios para conocer el 
criterio del usuario.  

De tal suerte, la intervención que ha rea-
lizado la Defensoría de los Habitantes en 
las últimas décadas por visibilizar la parti-
cipación efectiva de las personas usuarias 
del servicio de transporte público remune-
rado de personas, modalidad colectiva, 
ha culminado en la operativización de 
mecanismos para una mejor evaluación 
de la calidad del servicio, a fin de que se 
incorpore la realidad de las necesidades 
de las personas usuarias del servicio y así 
dar cumplimiento al Objetivo de Desarrollo 
Sostenible N° 16, visibilizando las necesida-
des de los usuarios en el servicio público de 
transporte y propiciando que el criterio de 
esas personas sea tomado en cuenta por 
la Administración de Transporte como par-
te de las decisiones en este servicio. 

No obstante,  la Defensor ía de los 
Habitantes ha podido constatar la rei-
terada vulneración de los derechos de 
participación ciudadana por parte de la 
Administración de Transporte, por cuanto 
-al menos en las últimas dos renovaciones 
de concesiones de transporte público re-
munerado de personas, modalidad colec-
tiva-, o no ha implementado herramientas 
eficaces para la medición del criterio del 
usuario; o en su defecto, las implementa-
das han sido deficitarias, sin que se eviden-
cie la existencia de un interés expedito por 
solventar la flagrante lesión a los derechos 
de las personas.

 Lo anterior ha generado que, en las reno-
vaciones de las concesiones de transporte 
público efectuadas, no se haya contem-
plado de manera certera el criterio de los 
usuarios sobre los servicios que han brinda-
do los operadores, es decir, se han reno-
vado concesiones de servicios a empresas 
con deficitaria atención e irregularidades 
en el servicio de transporte, como lo de-
muestran las denuncias interpuestas por 
las personas usuarias ante la Defensoría.

 Empero, la lucha de la Defensoría para 
que se escuche la voz de las personas 
usuarias del transporte público no ha cul-
minado, hasta tanto la Administración 
adopte de manera vinculante las normas 
técnicas INTE G20:2020/INTEG21:2020 y 
aún después, se continuará fiscalizando la 
aplicabilidad de las herramientas, hasta 
lograr una efectiva medición de la eva-
luación de los operadores del transporte 
público que sea insumo ante las decisiones 
en esta materia.

 2. Pago electrónico en el servicio de 
transporte público remunerado de 
personas.

Desde su creación, la Defensoría de los 
Habitantes ha intervenido en numerosas 
ocasiones, tanto de oficio como promo-
vidas por habitantes, con respecto a la 
prestación del servicio de transporte públi-
co modalidad autobús, en aras de cumplir 
con el mandato que le fue legalmente en-
comendado: la defensa de los derechos 
e intereses de las y los habitantes, velando 
por el buen funcionamiento de la activi-
dad administrativa del sector público, a 
fin de incidir para que los actos adminis-
trativos y las actuaciones materiales de la 
Administración Activa tengan como norte 
y fin último, el interés público y, por lo tan-
to, a la persona usuaria.

La Administración de Transportes, en los 
últimos años, ha establecido lineamien-
tos de modernización que comprenden, 
además, saltos cualitativos que se debían 
adoptar para aprovechar los avances tec-
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nológicos en manejo de información y ca-
nales transaccionales, con lo que se pue-
da promover un servicio más eficiente, así 
como fortalecer las labores de regulación 
y fiscalización de las autoridades compe-
tentes; en el marco de lo cual surge el siste-
ma de pago electrónico, estrechamente 
ligado al proyecto de sectorización.

Para la implementación del pago elec-
trónico, se creó una comisión conforma-
da a través de la firma de un Convenio 
Interinstitucional entre el Banco Central 
de Costa Rica (BCCR), el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes (MOPT-CTP), 
el Instituto Costarricense de Ferrocarriles 
(INCOFER) y la Autoridad Reguladora de 
los Servicios Públicos (ARESEP), cuyos jerar-
cas constituyen el Comité Director, con el 
apoyo de la Casa Presidencial.

Como parte de esta organización, existe 
también un Comité Coordinador confor-
mado por el Viceministro de Transportes, 
un representante y director del BCCR, 
el Intendente de Transporte Público de 
la ARESEP y el Director Financiero del 
INCOFER, con la presencia también del 
Director Ejecutivo del CTP. En el proceso, 
se han integrado varios representantes de 
empresas y cámaras de transportistas y 
operadores.

El Sistema de Pago Electrónico en el 
Transporte Público (SPETP) es, en esencia, 
el uso de tarjeta de crédito o débito (tam-
bién códigos QR y tarjetas prepago) para 
el pago del pasaje al utilizar el transporte 
público en modalidad autobús, así como 
en el servicio de ferrocarril. Sin embargo, 
aunque describirlo resulta sencillo, el cami-
no transitado por las autoridades públicas 
para su construcción ha sido complejo y 
todavía queda un trayecto importante 
por recorrer, ya que la implementación 
del pago electrónico en el servicio de 
transporte público es a la vez, el medio 
para la implementación del sistema de 
integración tarifaria que también forma 
parte de la política de modernización del 
transporte, cuya finalidad es, primordial-

mente, promover la preferencia de este 
medio de movilización frente a otros de 
tipo individual.

Es así como el pago electrónico constituye 
una herramienta esencial para lograr la in-
tegración tarifaria de servicios y la tronco-
alimentación asociada a la Sectorización, 
siendo este su principal objetivo. En este 
sentido, el sistema de transporte público 
como un todo, incluye una gran cantidad 
de componentes: el plan operativo, la 
infraestructura vial, la infraestructura de 
apoyo al usuario, la estructura tarifaria 
integrada, la integración física y el pago 
electrónico, entre otros. Es necesario, des-
de esta perspectiva, comprender que la 
razón de ser fundamental del pago elec-
trónico debe obedecer a la posibilidad de 
que los usuarios puedan tener descuentos 
e incentivos a través de la integración ta-
rifaria, los cuales promoverán un uso inten-
sivo de los modos masivos de transporte y 
se logre un aumento en la demanda en 
beneficio del interés colectivo.

Es por ello que el desarrollo de un sistema 
de pago electrónico tiene un impacto 
trascendental en la mejora de la presta-
ción de los servicios que recibe el usuario, 
permitiendo trazar la movilidad de los pa-
sajeros de manera con información sobre 
tiempos de desplazamiento, recorridos y 
cantidad de usuarios transportados, lo que 
impulsa un mayor entendimiento del sec-
tor y la construcción de modelos de orga-
nización y funcionamiento más eficientes 
para el transporte masivo de personas.

Según información suministrada por el 
entonces Ministro de Obras Públicas y 
Transportes en mayo de 2020, se tenía pre-
visto que la implementación del sistema; 
al menos los planes piloto, iniciaran tanto 
en el servicio de ferrocarril como en el de 
autobuses entre febrero y setiembre de 
2021. Sin embargo, a setiembre del 2021, 
únicamente dio inicio el uso de esta forma 
de pago en el servicio de ferrocarril.
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Luego de que la Defensoría revisara el 
diseño del proyecto piloto establecido 
por el MOPT-CTP, surgieron inquietudes 
relativas a las medidas de seguridad para 
el manejo y resguardo de la información. 
No obstante, de la información proporcio-
nada por el Director de la División Sistemas 
de Pago del BCCR, entiende y valora de 
manera positiva la Defensoría el que las 
políticas, procedimientos y medidas de 
seguridad que deberán ser observadas en 
el manejo de la información en el marco 
de la implementación del sistema de pago 
electrónico en el servicio de autobús, 
serán las aplicadas en materia bancaria 
para las transacciones comerciales/mer-
cantiles, lo que confiere al sistema el más 
alto nivel de resguardo de la información 
personal y confidencial de las personas 
usuarias. También permite concluir que los 
protocolos para el traslado de información 
a las entidades reguladoras y fiscalizado-
ras del servicio, así como en lo conducen-
te a los operadores, atenderán, asimismo, 
el mismo nivel de seguridad.

Por otra parte, la Defensoría de los 
Habitantes ha identificado una diver-
gencia de criterios entre el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes y la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos en re-
lación con los parámetros de metodología 
tarifaria vigente para la fijación de tarifas 
integradas y tarifas excepcionales, lo que 
ha impactado que el plan piloto, que ini-
ció ejecución el pasado mes de abril y se 
extenderá hasta diciembre de 2022 para 
un grupo seleccionado de rutas en el Gran 
Área Metropolitana, se realice bajo reglas 
tarifarias y tarifas vigentes al momento de 
la ejecución del mismo; y en el caso de las 
rutas para las cuales se preveía aplicar el 
concepto de integración tarifaria, no se 
ejecute hasta tanto las autoridades com-
petentes (MOPT-ARESEP) lleguen a un con-
senso en relación con la política pública 
sectorial tarifaria.

Dada la divergencia de criterio entre la 
Autoridad Reguladora y las autoridades 
de gobierno salientes, la Defensoría de los 

Habitantes estará vigilante del abordaje 
que lleven a cabo las nuevas autoridades 
en concordancia con la ARESEP, para lle-
gar a acuerdos apegados a la ciencia y 
la técnica en relación con la integración 
tarifaria.

3. Vulneración de derechos de las 
personas usuarias ante la falta de 
nombramiento de miembros de ór-
ganos colegiados en materia servicio 
público remunerado de personas, 
modalidad colectiva.

Con ocasión de la fijación extraordinaria 
de tarifas a nivel nacional para el servicio 
de transporte remunerado de personas 
modalidad autobús correspondiente al I 
semestre de 2021, se determinó por parte 
de la ARESEP la reducción en un -4,75% 
las tarifas de dicho servicio para todas 
las rutas contenidas en el pliego tarifario 
vigente.

No obstante, si bien la ARESEP41 realizó el 
mencionado ajuste, decidió suspender los 
efectos de la fijación extraordinaria, moti-
vando el acto administrativo en el impac-
to que la emergencia sanitaria ha tenido 
en el sector autobusero, por lo que -según 
su dicho- existe un desequilibrio financiero 
que se agravaría con la aplicación de la 
rebaja, que a su vez redundaría en la afec-
tación de la continuidad de la prestación 
del servicio, ante la posibilidad de que los 
operadores devuelvan las rutas.

Ante la grave lesión a los derechos de las 
personas usuarias a pagar el servicio de 
conformidad con los principios legales, 
como es el servicio al costo, la Defensoría 
de los Habitantes interpuso un recurso de 
revocatoria con apelación en subsidio y 
nulidad concomitante, basado en los as-
pectos que se detallaran.

41	  Mediante resolución N°RE-0043-IT-2021, del 08 de 
julio de 2021.
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Tabla 3. Argumentos recurso de revocatoria con apelación en subsidio y nulidad 
concomitante

Hecho Fundamento

Impacto de la 
COVID – 19.

La realidad nacional y mundial por el impacto de la COVID-19 no sólo 
afecta al sector autobusero, sino también a todos los sectores del 
país; para muestra, la tasa de desempleo nacional para el II semestre 
de 2021, acrecentada por la crisis económica.

El Estado adop-
tó medidas para 
aliviar la situación 
económica en 
general y en par-
ticular para el sec-
tor autobusero.

Medidas tales como el costo del crédito, las obligaciones tributarias, 
el pago de seguros y una cobertura especial para turistas. Se abara-
taron créditos para flexibilizar la readecuación de deudas, se esta-
bleció una mora tributaria temporal, la reducción de las jornadas de 
trabajo, la suspensión temporal de contratos de trabajo, la promulga-
ción de la ley N° 9911 (Ley para el alivio en el pago del marchamo 
2021). Y en particular para ese sector, la Ley N° 9980, que prevé la 
disminución en el monto del canon que deben pagar los prestatarios 
de un 25% y sobre el monto restante, se suspendió el cobro del canon 
para el año 2020 siempre que se cancele al menos el 25% del monto 
del canon, y el no pago de intereses y multas del monto restante. 
Asimismo, se otorgó la exoneración de presentar la evaluación y cali-
ficación de la calidad del servicio de transporte remunerado de per-
sonas para el periodo 2020 y 2021, que conlleva la no erogación pe-
cuniaria de contratación de organismos de inspección acreditados 
por el ECA, para su realización. Además, se autorizó la disminución en 
un 60% de la cantidad de carreras por día. 

Conculcación del 
principio de servi-
cio al costo.

Este principio lleva aparejado una tutela en dos vías: la del usuario, 
que debe pagar un servicio fijado al costo de las erogaciones que 
realiza el concesionario, incluyendo un margen de utilidad razona-
ble; y la vía del concesionario o permisionario que se garantiza que 
la explotación del servicio no sea ruinosa y permita un margen de 
ganancia justo.

Mecanismo inco-
rrecto para rea-
lizar un equilibrio 
financiero y ade-
más sin mediar so-
licitud expresa.

El ordenamiento jurídico prevé un mecanismo legal42, la solicitud de 
reajuste ordinario para que las empresas autobuseras que conside-
ren que existe un desajuste que genere un desequilibrio financiero 
en la concesión, puedan solventar la situación. Del estudio realizado 
por la Defensoría de los Habitantes, desde el 2016 al 2021, de 338 
prestatarias del servicio solo el 6% de los operadores han presentado 
solicitudes de reajuste ordinario y de ese 6%, solo el 43% fueron apro-
badas por la ARESEP. Particularmente, en el año 2020, solo 20 ope-
radores presentaron solicitudes, de las cuales solo fueron aprobadas 
10. Es decir, las empresas que no han presentado ajuste ordinario, 
han encontrado rentable la actividad únicamente con los ajustes 
extraordinarios.

42	  Artículo 30 de la Ley N°7593, Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.
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Análisis de las ru-
tas supuestamen-
te devueltas es 
erróneo

Para acreditar el supuesto riesgo de devolución de rutas por parte 
de los operadores, la ARESEP hizo referencia a 6 de ellas. Esas rutas 
fueron objeto de análisis por parte de la Defensoría de los Habitantes, 
determinando factores importantes, a saber: las razones de la re-
nuncia a continuar con el servicio no son hechos comprobados por 
el ente regulador, obedecen a la manifestación de los operadores 
sin que exista un estudio que las acredite; cuatro de las rutas fueron 
trasladadas a otros operadores, dos de las rutas aún siguen siendo 
operadas43 por el mismo concesionario.

M u e s t r e o  s o -
bre disminución 
de pasajeros es 
erróneo.

La ARESEP fundamentó una supuesta disminución de los pasajeros 
transportados, tomando para ello una muestra de 92 operadores del 
servicio. Dicha muestra contiene deficiencias importantes; como por 
ejemplo, no indica si el cálculo corresponde a pasajeros totales o re-
gulares (sin contar adultos mayores), la zona o tipo de rutas, si es ruta 
urbana tipo carrusel o ruta interurbana larga; si el muestreo contem-
pló por lo menos el Principio de Pareto 80/20. La información recaba-
da por la ARESEP se obtuvo del sistema SIR, la cual se abastece de 
información suministrada por los operadores, por lo que la ARESEP no 
validó esa información para realizar el muestreo. La Defensoría llevó 
a cabo un análisis de toda la población de operadores que suminis-
traron información en el SIR e hizo la comparación contra el volumen 
de pasajeros de los 92 operadores presentados como muestreo por 
la ARESEP y existe una diferencia durante el período de enero 2020 a 
mayo del 2021 de 171 millones de pasajeros entre el total de opera-
dores y la selección de ARESEP.

No acreditación 
de incertidumbre 
de adopción de 
nuevas medidas 
restrictivas.

Señala la ARESEP la supuesta incertidumbre de que el Poder Ejecutivo 
adoptará nuevas medidas restrictivas que impactarán la moviliza-
ción de pasajeros en el transporte público. Al respecto la Defensoría 
de los Habitantes le recordó al ente rector, la donación de 500.000 
vacunas contra la COVID, lo que equivalía al 20% de las dosis que el 
país había colocado hasta el momento, y permitiría la aceleración 
de la vacunación: inclusive para finales del mes de julio, la inocula-
ción del grupo 5 conformado por personas de 12 a 57 años sin fac-
tores de riesgo. Además, que el gobierno anunció que esa donación 
se sumaría a más de 2.5 millones de dosis que llegarían por contrato 
entre el mes de julio y el mes de setiembre.

43	  Según información de la plataforma tecnológica SIR de la ARESEP.
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Evasión de análi-
sis de impacto de 
la rebaja tarifaria 
en la economía 
nacional.

La Intendencia evadió analizar la repercusión y el impacto que una 
rebaja tarifaria puede tener en la economía de cada una de las per-
sonas que utilizan el servicio de transporte público, dado que el país 
pasa por uno de los niveles de desempleo más graves de nuestra 
historia: siendo que además el Estado ha adoptado medidas tales 
como la reducción de jornada y suspensión de los contratos labo-
rales, lo que ha generado una disminución significativa en el ingreso 
económico en las familias costarricenses, ingresos que deben alcan-
zar para los gastos de vivienda (alquiler o pago de cuotas bancarias 
de casa propia), alimentación, luz, agua, internet (para la recepción 
de clases virtuales de los niñas y niñas), vestido, etc. Además, aquellas 
personas que han visto disminuidos o suprimidos sus ingresos, deben 
disponer de dinero para el pago del transporte público a fin de movi-
lizarse y encontrar un trabajo digno.

 

3.1 Incumplimientos en ODS del país por 
falta de nombramiento de los miembros 
de la Junta Directiva de la ARESEP.

En consecuencia, la adopción de una 
medida de esta naturaleza impactó de 
manera negativa el objetivo de desarrollo 
sostenible para lograr un servicio público 
de transporte asequible para la población, 
toda vez que, por razones no fundamenta-
das en las reglas de la ciencia y la lógica, 
se dispuso la suspensión de una rebaja 
tarifaria, lo que impactó la economía de 
los hogares costarricenses que utilizan este 
medio de transporte para realizar sus ac-
tividades cotidianas, con las cuales ade-
más coadyuvan a la economía del país. 

Aunado a lo anterior, se suma la desidia 
de la Administración en los procesos de 
nombramiento de miembros de órganos 
colegiados relacionados con el servicio 
público de transporte remunerado de per-
sonas, modalidad colectiva, como lo es el 
caso de la paralización de labores por es-
pacio de un año de la Junta Directiva de 
la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos. Es competencia del Consejo de 
Gobierno44 el nombramiento de 4 de los 
miembros que conforman la Junta Directa 
de la ARESEP, siendo el quinto miembro el 
Regulador General. Los nombramientos 

44	  Art. 47 de la Ley N°7593, Ley de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos.

de conformidad con la normativa legal, 
deben ser ratificados por la Asamblea 
Legislativa.

La correcta conformación de ese órgano 
colegiado reviste de trascendental impor-
tancia, por varias razones, pero especial-
mente como principio jurídico para que 
sesione válidamente y pueda conocer 
-entre otros- asuntos relacionados con las 
apelaciones en materia de fijación tarifa-
ria y precios45.

A la fecha, la Junta Directiva de la ARESEP 
se encuentra conformada por 3 miem-
bros, siendo que se encuentran vacantes 
dos cargos que impiden que ese órgano 
colegiado pueda actuar de forma ple-
na y eficiente. Los dos cargos vacantes 
fenecieron el 7 de mayo de 2020 y el 07 
de mayo de 2021. Es decir, hace dos y un 
año respectivamente, sin que el Consejo 
de Gobierno haya culminado con éxito el 
proceso de nombramiento.

Desconoce esta Defensor ía de los 
Habitantes las motivaciones de la inefi-
ciencia en el nombramiento de las dos 
plazas vacantes, pero lo cierto es que el 
actuar del gobierno ha socavado insos-
layable e injustificadamente los derechos 
de las personas que tienen pendiente 
de conocimiento recursos de apelación 

45	  Art. 54 y 55 de la Ley N°7593.
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incoados en materia de fijación tarifaria 
-entre otros-, violentando el derecho a 
una justicia pronta y cumplida, lo que ha 
permeado en que la Junta Directiva de la 
ARESEP se convierta en un ente ineficiente.

Al mes de noviembre de 2021, la Junta 
Directiva de ARESEP tenía pendientes de 
resolución alrededor de 21 recursos de 
apelación del sector energía y del sector 
transportes. Valga indicar que entre dichas 
apelaciones se encuentra el recurso in-
coado por la Defensoría de los Habitantes 
contra la suspensión de la rebaja tarifaria 
señalada anteriormente.

3.2 Incumplimientos en ODS del país por 
falta de nombramiento de jueces del 
Tribunal Administrativo de Transporte.

Asimismo, la ineficiencia del gobierno ha 
incidido en la paralización de labores de 
otro órgano colegiado relacionado al 
transporte público, como lo es el Tribunal 
Administrativo de Transporte. Corresponde 
al Poder Ejecutivo46 el nombramiento de 
los 3 jueces integrantes propietarios y 3 
miembros suplentes, por un período de 6 
años.

El Tribunal conoce, entre otros asuntos, los 
relacionados con las apelaciones contra 
cualquier acto o resolución del Consejo de 
Transporte Público47, lo que ha impedido 
que se conozca en esa instancia el recurso 
de apelación y solicitud de medida caute-
lar contra los acuerdos adoptados por la 
Junta Directiva del Consejo de Transporte 
Público, concerniente a la renovación 
de la concesión del período 2021-2028, 
favoreciendo al sector autobusero en des-
mejora de los derechos de las personas 
usuarias.

A la fecha, el Consejo de Gobierno y el 
Poder Ejecutivo tienen paralizadas las la-
bores de la Junta Directiva de ARESEP48 y 

46	  Art. 17 de la Ley N°7969, Ley Reguladora del 
Servicio de Transporte Remunerado de Personas en 
Vehículos en modalidad Taxi.
47	  Art. 22 de la Ley N°7969.
48	  En temas de apelaciones de tarifas.

el Tribunal Administrativo de Transporte, en 
detrimento de los derechos de las perso-
nas usuarias que han interpuesto recursos 
de apelación en contra de los acuer-
dos adoptados por las Intendencias y la 
Junta Directiva del Consejo de Transporte 
Público, o de aquellas instituciones le-
galmente facultadas para defender los 
derechos de las personas usuarias, como 
es la Defensoría de los Habitantes, con la 
impugnación a la suspensión de la rebaja 
tarifaria y los acuerdos de renovación de 
concesión del servicio de transporte públi-
co remunerado de personas, modalidad 
colectiva.

La situación descrita demuestra cómo la 
Administración ha socavado la institucio-
nalidad mediante la paralización de las 
labores de revisión de órganos encarga-
dos fiscalizar temas de transporte público, 
lesionando los principios básicos de la ac-
tividad de los entes públicos, como es la 
eficiencia; derivando en una transgresión 
a los objetivos de desarrollo sostenible, 
particularmente el 16, que establece la 
obligación de los Estados de crear institu-
ciones eficientes que rindan cuentas.

4.  Atención de denuncias contra el 
Consejo de Transporte Público.

La Defensoría de los Habitantes ha atendi-
do una serie de denuncias en contra del 
Consejo de Transporte Público por dilacio-
nes en la resolución de quejas contra em-
presas autobuseras, solicitudes de demar-
cación de paradas de autobús, cambio 
de base de taxi, concentración de conce-
siones de autobuses en detrimento de las 
disposiciones del ordenamiento jurídico; 
además de la operatividad de una em-
presa cuya concesión fue caducada por 
la ARESEP por vulneraciones a los derechos 
de las población adulta mayor, sin que a la 
fecha se haya realizado la licitación de la 
ruta y manteniéndose el mismo operador, 
ahora en su condición de permisionario.

Este órgano defensor, en la tramitación de 
las solicitudes de intervención efectuadas 
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por las personas habitantes, ha tenido que 
realizar todas las acciones administrati-
vas que la normativa prevé para lograr 
que el Director Ejecutivo del Consejo de 
Transporte Público y la Junta Directiva de 
ese ente, efectúen las labores cuyas com-
petencias fueron asignadas por ley.

Es así como, el 16 de setiembre de 2021 
se efectuó el procedimiento de citación 
de funcionarios públicos, al tenor del 
ordinal 12 de la Ley de la Defensoría de 
los Habitantes, en virtud de la reiterada 
omisión de respuesta ante solicitudes de 
información requeridas para tramitar las 
denuncias de las personas habitantes.

La Defensoría de los Habitantes constató la 
reiterada vulneración al derecho de una 
justicia pronta y cumplida por parte de 
las autoridades del Consejo de Transporte 
Público, lo anterior ante la excesiva supe-
ración de plazos para la resolución por el 
fondo de las solicitudes planteadas y en 
aquellos casos en que no se han resuelto 
las denuncias, se evidenció que por una 
falta de integración del órgano colegiado, 
ante la renuncia de una de las integrantes 
de la Junta acaecida el pasado 30 de 
marzo de 202249[15], no han podido sesio-
nar válidamente y ni podrán hacerlo hasta 
que se realice el nombramiento respecti-
vo, es decir, hay solicitudes de habitantes 
que no se han resuelto. Asimismo, el cam-
bio de gobierno supone una ampliación 
desconocida del plazo para que se con-
forme nuevamente la Junta Directiva del 
CTP, a fin de que pueda continuar con la 
tramitación de las denuncias incoadas por 
las personas habitantes.

 

49	  Oficio N°CTP-SDA-OF-044-2022, de fecha 20 de 
abril de 2022.
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Con la suscr ipción por parte de la 
Defensoría de la Declaración de Mérida: 
“El papel de las Instituciones Nacionales 
de Derechos Humanos (INDH) en la ejecu-
ción de la agenda 2030” del 10 de octubre 
de 2015, se participó en el Pacto Nacional 
por el Avance de los ODS en Costa Rica, 
inscribiéndose el mismo el día 09 de se-
tiembre del 2016, en condición de testigo, 
junto con la Coordinadora Residente del 
Sistema de Naciones Unidas en CR. 

Asimismo, en los diferentes Informes Anuales 
presentados ante la Asamblea Legislativa, 
la Defensoría ha venido desarrollando el 
tema de los ODS, relacionándolos con los 
Derechos Humanos y estableciendo una 
suerte de línea de base desde la óptica de 
trabajo de la institución.1  

M e d i a n t e  D e c r e t o  E j e c u t i v o  N ° 
40203-PLAN-RE-MINAE del 15 de febrero 
2017, se establece para Costa Rica un 
Sistema de Gobernanza Multinivel para los 
ODS. En dicho sistema, se crea un Comité 
Consultivo Asesor del Consejo de Alto Nivel 
(político), en materia de ODS, del cual for-
ma parte la Defensoría desde el momento 
de su conformación. Aunado a lo ante-
rior, la Defensoría ha sido parte del Foro 

1	  Informe Anual 2015-2016: Vinculación ODS 
y Derechos Humanos. Línea base. Informe Anual 
Informe Anual de Labores 2016-2017: análisis sobre la 
Gobernanza de los ODS propuesta. Se crea a nivel 
interno el Programa Pobreza y Exclusión. Informe 
Anual 2018-2019: ODS 16: Sociedades Pacíficas, 
Justas e Inclusivas. 

Nacional de Cumplimiento de los ODS des-
de el año 2017 a la fecha; espacio donde 
anualmente se presentan avances a nivel 
país en relación con el cumplimiento de 
los ODS por parte de los diferentes actores 
involucrados.

Para el período del presente informe, se 
reporta la participación en las sesiones, en 
su mayoría virtuales debido a la Pandemia 
por COVID-19, realizadas por el Comité 
Consultivo de Alto Nivel sobre los ODS 
(CCAN). 

Al respecto, los principales temas aborda-
dos en el período giraron en torno a la defi-
nición del plan de trabajo de los años 2021 
y 20222. De igual forma, se informa sobre el 
trabajo que se viene realizando coordina-
do por el Poder Ejecutivo para la creación 
de un Sistema de Información Integrado 
de ODS3. En el mes de septiembre del 
2021, se realizaron actividades de conme-
moración de la firma del Pacto Nacional 
ODS y la firma de la Agenda 2030, donde 
cada parte interesada expuso los avances 
obtenidos. 

Para el mes de febrero del 2022, durante 
un Taller Presencial del CCAN en las insta-
laciones del Poder Judicial, se estableció 
una ruta de trabajo de cara al cambio 
de las autoridades gubernamentales. 

2	  Sesiones virtuales del 16 de febrero y 05 de 
marzo 2021
3	  Sesión 20 agosto 2021.

ALIANZAS PARA LOGRAR 
LOS OBJETIVOS17
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Actualmente, se encuentra en consulta 
una memoria sobre el trabajo realizado 
durante la existencia del CCAN, de cara a 
ser presentada a dichas autoridades.

La Defensoría de los Habitantes conside-
ra que este espacio no solo permite el 
encuentro de las múltiples partes involu-
cradas en el cumplimiento de los ODS, 
sino que además debe de fortalecerse 
mediante mayor cantidad de reuniones y 
la generación de productos concretos del 
mismo. De igual forma, se considera que 
dicho Comité debe relacionarse de forma 
más regular con las autoridades superiores 
encargadas de tomar las decisiones en 
materia de ODS, ya que la retroalimenta-
ción en ambas vías es lo que permitirá el 
éxito del proceso y mayor avance en la 
consecución de las metas país.

Otra de las acciones de la Defensoría a 
fin de lograr el eficaz cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, por me-
dio de alianzas, es la participación de este 
órgano defensor como Secretaría Técnica 
del Foro Permanente sobre Población 
Migrante y Refugiada; cuyo origen se 
remonta al mes de noviembre del año 
1995, cuando con el objeto de analizar la 
procedencia y legalidad de la realización 
de operativos policiales de deportación 
masiva de personas indocumentadas radi-
cadas en territorio nacional, la Defensoría 
convocó a un conversatorio sobre el tema 
con participación de representantes de 
instituciones de gobierno, agencias inter-
nacionales, academia y organizaciones 
no gubernamentales. Como resultado de 
este conversatorio, se concluyó en la ne-
cesidad de sostener encuentros regulares 
para el análisis de las políticas y prácticas 
a nivel regional y nacional en atención 
del fenómeno de las migraciones y sus 
especiales connotaciones en el ámbito 
del respeto de los derechos humanos de 
las personas migrantes y refugiadas. Es 
así como, desde entonces, la Defensoría 
funge como Secretaría Técnica de este 
espacio, que se caracteriza por facilitar el 
intercambio de información oportuna en 

relación con las directrices y regulaciones 
tanto administrativas como legales emiti-
das por las autoridades competentes, en 
relación con el ingreso, salida, atención y 
regularización de la población migrante y 
refugiada en el país. 

Durante el período que comprende el 
presente Informe Anual, la Defensoría 
convocó y dio seguimiento a sesiones 
ordinarias mensuales, con el propósito de 
generar ese intercambio de información 
en cuanto a las principales disposiciones 
administrativas y reglamentarias emitidas 
por la Dirección General de Migración 
y Extranjería. Igualmente, la Defensoría 
aprovechó para brindar información acer-
ca de las diferentes acciones llevadas a 
cabo por la institución y en relación con las 
diversas actuaciones llevadas a cabo por 
las autoridades migratorias.  

Finalmente, resulta importante mencionar 
que, en el marco de este espacio, en el 
mes de junio de 2021, la Defensoría convo-
có a una audiencia Pública a todas las or-
ganizaciones de la sociedad civil vincula-
das al tema migratorio y de refugio, con el 
fin de llevar a cabo el proceso de elección 
de las organizaciones que participarán en 
el Consejo Nacional de Migración. Como 
resultado de este proceso, se eligieron a las 
siguientes dos organizaciones de la socie-
dad civil: Servicio Jesuita para Migrantes 
y Fundación Centro de Derechos Sociales 
del Inmigrante, CENDEROS. De conformi-
dad con la normativa vigente, dicho nom-
bramiento empezará a regir a partir del lu-
nes 30 de agosto del 2022 y se mantendrá 
vigente por el plazo de dos años4.

Siempre en relación con el tema de los 
derechos de las personas migrantes, la 
Defensoría ha llamado la atención sobre 
la necesidad de que el país emita una 

4	  Oficio N° Nº DH-PE-938-2021 mediante el cual la 
Defensoría de los Habitantes comunicó al Viceministro 
de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, en 
su calidad de Presidencia del Consejo Nacional de 
Migración, el resultado del proceso de elección de 
las Organizaciones de la Sociedad Civil que integran 
en el Consejo Nacional de Migración.
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legislación especializada, no sólo en el 
combate, persecución y sanción del deli-
to de tráfico ilícito de migrantes; sino que 
además, garantice la protección integral 
de aquellas personas que utilizan estas vías 
para ingresar al país y que, como conse-
cuencia de esa decisión, sufrieron graves 
vejaciones a manos de redes criminales. 

Otra de las acciones de la Defensoría 
para la creación de alianzas, en este 
caso en el tema de los derechos de las 
personas adultas mayores, se refiere a la 
participación en la Consulta Global sobre 
el Envejecimiento y la necesidad de una 
Convención Mundial de Derechos de las 
Personas Mayores.

Sin duda, el envejecimiento ocupa un lu-
gar prioritario en la agenda mundial, tema 
que no ha sido la excepción dentro de la 
Alianza Global de Instituciones Nacionales 
de Derechos Humanos (GANHRI por sus 
siglas en inglés), en cuya integración se 
encuentra la Defensoría de los Habitantes 
con estatus “A”, siguiendo lo establecido 
por los Principios de París. 

Los Principios de París exigen que las 
Instituciones de Derechos Humanos (INDH) 
se comprometan con el sistema interna-
cional de derechos humanos y cooperen 
con el sistema de Naciones Unidas y cual-
quier otro órgano del mismo, las institucio-
nes regionales y las instituciones de otros 
países, en el ámbito de la protección y 
promoción de los derechos humanos. 

En este contexto, GANHRI ha apoyado 
el desarrollo de un instrumento interna-
cional vinculante para brindar mayor 
protección a los derechos y la dignidad 
de las personas mayores, planteándose 
la necesidad de participar formalmente 
en el Grupo de Trabajo de Composición 
Abierta sobre Envejecimiento en Naciones 
Unidas (OEWGA, por sus siglas en inglés). 
Al efecto, en el 2015 alcanzó a obtener la 
aprobación para conformar un grupo es-
pecífico de Trabajo sobre Envejecimiento, 
compuesto por representantes de las cua-

tro regiones de GANHRI (Américas, Asia-
Pacífico, Europa y África) para coordinar 
las contribuciones y participación directa 
en el OEWGA. 

Dentro de las funciones del grupo de 
trabajo, destaca el brindar asesoría a 
GANHRI sobre los objetivos propósitos y 
oportunidades de participación a nivel 
internacional para promover y proteger los 
derechos de las personas mayores; ade-
más del desarrollo de iniciativas de educa-
ción y sensibilización, así como actividades 
para motivar y promover el intercambio 
de información de buenas prácticas y lec-
ciones aprendidas, entre otros. A todo lo 
anterior se añade la participación formal 
de las INDH en los procesos internaciona-
les que conducen a la valoración de un 
instrumento sobre los derechos de esta 
población. 

De esta forma, durante el presente pe-
ríodo, en el mes de febrero del 2022, 
GANHRI en colaboración con el Grupo 
de Trabajo sobre Envejecimiento y el Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos 
de la ONU realizó, en forma virtual, una 
consulta global a las INDH para analizar 
las oportunidades de participación en 
la 12° sesión del Grupo de Trabajo de 
Composición Abierta de las Naciones 
Unidas sobre Envejecimiento (OEWGA), 
mediante el intercambio de experiencias, 
prioridades y enfoques, discusión de dile-
mas y definición de acciones, en la cual 
participó activamente esta Defensoría. 

La Defensoría contribuyó con el intercam-
bio de conocimiento y de la experiencia 
nacional en materia de la defensa de los 
derechos de las personas adultas mayo-
res, destacando la relevancia del cum-
plimiento del derecho a la salud, al igual 
que la necesidad de fortalecimiento de 
la protección social de esta población en 
concordancia con la tendencia hacia el 
reconocimiento de este derecho de ma-
nera específica y la urgencia de promover 
el trato diferenciado a efecto de disminuir 159
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las consecuencias que conducen a la dis-
criminación de este grupo etario. 

Al mismo tiempo, se continuará con el se-
guimiento de los resultados de la 12° sesión 
del Grupo de Trabajo de Composición 
Abierta de las Naciones Unidas sobre 
Envejecimiento (OEWGA) con miras a 
que, en un corto plazo, finalice el proce-
so de elaboración de una Convención 
Internacional sobre los Derechos de las 
Personas Adultas Mayores, así como en 
cuanto a otros procesos dirigidos a la reali-
zación de la Tercera Conferencia Mundial 
sobre Envejecimiento en el seno de las 
Naciones Unidas. 
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Cuando un país cuenta con estrategias de 
desarrollo que buscan dignificar las con-
diciones de vida de un segmento impor-
tante de la población que se encuentra 
en situación de pobreza, exclusión social y 
discriminación, es de fundamental impor-
tancia que dichas estrategias sean respal-
dadas por políticas públicas que centren 
sus líneas de acción en el desarrollo huma-
no, entendido éste a partir del crecimiento 
económico, la sostenibilidad ambiental 
y la inclusión social (eliminación de des-
igualdades ya sea por género, raza, color, 
edad, procedencia geográfica, religión, 
entre otros). Es con base en lo anterior, que 
Costa Rica promulgó y aceptó la adhesión 
a la Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico (OCDE).

La OCDE tiene como misión promover polí-
ticas que mejoren el bienestar económico 
y social de las personas alrededor del mun-
do. Dichas políticas se comparten entre los 
países miembros, con el fin de que cada 
uno de ellos las aplique en su entorno país 
y el beneficio sea para toda la población.

A la Defensoría de los Habitantes, como 
institución nacional de derechos humanos 
de Costa Rica, le corresponde estar pen-
diente de la aplicación de estas políticas 
para que los derechos de las personas 
sean respetados y potenciados. En esa 
línea de trabajo, se han llevado a cabo 
intervenciones sobre el accionar y des-

empeño del Estado costarricense que se 
vinculan directa e indirectamente con re-
querimientos de la OCDE, siempre que los 
mismos se relacionen con el respeto a los 
derechos humanos de la población. Este 
capítulo, detalla las principales acciones 
en relación con el estado de situación del 
país en temas socioeconómicos según las 
acciones demandadas y los compromisos 
asumidos con la OCDE en diferentes dere-
chos económicos, evidenciando la impor-
tancia de monitorear el actuar institucio-
nal en función de esas “mejores prácticas” 
que permitan la realización plena de los 
derechos de las y los habitantes del país.

Las acciones a las que nos referiremos a 
continuación fueron desarrolladas por 
la Dirección de Estudios Económicos 
y Desarrollo de la Defensoría de los 
Habitantes, órgano consultivo técnico 
económico encargado de realizar investi-
gaciones de carácter general sobre asun-
tos relacionados con los intereses econó-
micos de los y las habitantes, y el manejo 
de la Hacienda Pública; así como de la 
Dirección de Calidad de Vida, encargada 
de los asuntos relacionados con la protec-
ción del ambiente, el acceso a la salud, la 
vivienda de interés social y la incidencia 
de la actividad humana en el entorno.

VINCULACIÓN DE ACCIONES LLEVADAS 
A CABO EN RELACIÓN CON LOS 
REQUERIMIENTOS DE LA OCDE

CAPÍTULO 3
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I- Una mirada desde el abordaje eco-
nómico y de desarrollo

1. Régimen de Pensiones de Invalidez, Vejez 
y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de 
Seguro Social (CCSS)

En relación con el Régimen de Pensiones 
de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), la tabla 
1 resume las propuestas de la OCDE para 
Costa Rica.

Tabla 1  
Hallazgos de la OCDE sobre el régimen de 
pensiones del IVM y su sostenibilidad

Descripción de 
Estudios de OCDE Hallazgos de OCDE

Sistema de pensio-
nes y sostenibilidad

1. El bono demográ-
fico1 está finalizando 
y el sistema de pen-
siones tendrá déficits 
operativos en 10 años.
3. Para el 2021, se pro-
cedió con la reforma 
del IVM, se modificó la 
edad de pensión para 
acceder al beneficio y 
la fórmula de cálculo 
del mismo. 
5. Cartera de inver-
siones muy concen-
trada en deuda del 
gobierno.

Fuente: Elaboración propia con información de OCDE.

1	  El bono demográfico es el crecimiento 
económico potencial creado por cambios en la 
distribución por edades de la población. A medida 
que la fertilidad disminuye de forma permanente 
durante varias décadas, la distribución de la 
población por edad cambia de una estructura 
etaria joven a una dominada por jóvenes adultos en 
edad de trabajar. Esto proporciona una ventana de 
oportunidad para un mayor crecimiento económico y 
una reducción de la pobreza. Es decir, a medida que 
el tamaño relativo de la fuerza laboral aumenta, la 
producción del país se expande porque simplemente 
hay más personas trabajadoras y productoras. 
Sin embargo, esta ventana de oportunidad no es 
automática y puede tener una duración corta. Pinto 
Aguirre, Guido. “El bono demográfico en América 
Latina: El efecto económico de los cambios en la 
estructura por edad de una población”, https://ccp.
ucr.ac.cr/psm/13-2-8/13-2-8.html.

En el tema de pensiones, la Defensoría 
participó en el análisis de la consulta públi-
ca convocada por la Caja Costarricense 
de Seguro Social (CCSS) para la reforma 
del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte 
(IVM), en procura de velar por el respeto 
al derecho humano a una pensión digna. 
Este proceso inició en el año 2020 y su 
objetivo era implementar reformas para 
la sostenibilidad del fondo de pensiones 
en el largo plazo. Dentro de las reformas 
consultadas estaban: el aumento de la 
edad de retiro de las personas cotizantes 
y la modificación en la fórmula de cálculo 
para la pensión. En esta oportunidad, la 
Defensoría envió su posición sobre ambos 
aspectos con base en un enfoque crítico 
con sustento económico y de derechos 
humanos. Los temas que fueron analizados 
en dicho criterio se presentan en la siguien-
te tabla:

Tabla 2  
Temas abordados por la Defensoría de los 
Habitantes en relación con 

el Régimen de Pensiones del IVM y la 
sostenibilidad

Tema de abordaje 
de la OCDE

Temas abordados por 
la Defensoría

Sistema de pensio-
nes y sostenibilidad

Innovación en los pla-
nos institucional, edu-
cacional y fiscal del 
país.
Envejecimiento de 
la población (bono 
demográfico).
Empleo, informalidad 
y mejora en la produc-
tividad del país.
Inversiones de corto 
y largo plazo de la 
CCSS.
Nuevas formas de fi-
nanciamiento o dife-
renciación de las con-
tribuciones sociales.162
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Transparencia, rendi-
ción de cuentas. 
Educación a la pobla-
ción para así fortale-
cer el tercer pilar de 
pensión.
Visualización de pro-
puestas como que el 
sistema de pensiones 
debe basarse más en 
años de cotización y 
menos en edad de 
pensión.
Deuda del Estado con 
la CCSS

Fuente: Elaboración propia con datos del oficio 
DH-DEED-1543-2021

La Defensoría analizó la reforma que plan-
teó la CCSS, llegando a la conclusión de 
que los cambios propuestos no garantizan 
la sostenibilidad financiera del régimen en 
el largo plazo, y, su objetivo se centró en 
paliar la crisis del sistema del IVM al retrasar 
el momento crítico en 12 años, con lo que 
se mejoraba la razón de solvencia en un 
60%2. En respuesta a esta conclusión, la 
Gerencia de Pensiones de la CCSS indicó 
que las reformas estructurales quedarían 
para una segunda etapa, donde partici-
parán los técnicos de la CCSS, así como 
otros sectores sociales con el acompaña-
miento técnico de la SUPEN, OIT e INAMU.3

Por otra parte, la Defensoría externó en su 
posición lo relativo al hecho de que el pro-
ceso de la consulta pública no se realizó 
de una manera transparente; el documen-
to inicial que fue socializado y sometido a 
consulta pública, varió significativamente 
respecto al finalmente aprobado por la 
Junta Directiva. Posteriormente, con base 

2	  En sesión N°9195 de fecha 3 de agosto de 2021, 
la Junta Directiva dio por recibida la “Propuesta para 
el Fortalecimiento y Sostenibilidad del Seguro de IVM 
con los resultados de la consulta pública” y solicito su 
presentación final para el 12 de agosto de 2021.
3	  En 18 de agosto del 2021 en respuesta a la 
consulta a la Defensoría de los Habitantes sobre las 
propuestas para las reformas al Régimen del IVM, 
mediante el oficio GP-1390-2021

en el documento aprobado por la Junta 
Directiva, se realizaron las modificaciones 
al Reglamento del Régimen y se convocó 
a una nueva consulta pública para que 
los interesados se manifestaran sobre as-
pectos de forma del mismo. Esta falta de 
transparencia resalta la importancia de 
incentivar la participación de los sectores 
involucrados en estos procesos a través del 
planteamiento de una ruta clara, así como 
una comunicación efectiva y entendible 
para toda la población. 

Con base en las recomendaciones de la 
OCDE, la Defensoría considera que en 
el tema de pensiones se debe de trazar 
una ruta a largo plazo, con rendición de 
cuentas y transparencia de las entidades 
participantes, buscando el equilibrio entre 
las reformas.

2. Situación de las PYMES

En la conmemoración del Día Internacional 
de las Microempresas y las Pequeñas y 
Medianas empresas (PYMES), la Defensoría 
inició una investigación de oficio relacio-
nada con la importancia de las PYMES en 
la economía costarricense. La creación y 
la promoción de las PYMES permite gene-
rar empleo, a partir del cual, las personas 
obtienen ingresos para consumir. Ese ingre-
so hace aumentar la demanda de bienes 
y servicios, lo cual estimula a las empresas 
a suplir esa demanda aumentando su 
capacidad productiva, contratando más 
trabajadores y aumentando la compra de 
insumos. Esto genera un ciclo beneficioso 
para la economía, apoyando el creci-
miento del PIB y aumentando los ingresos 
del Estado.

En relación con el tema de las Pymes en 
Costa Rica, la OCDE compartió una se-
rie de hallazgos; no obstante, dentro del 
presente informe solo se incluyen aquellos 
puntos acerca de los cuales hizo referen-
cia la Defensoría. 
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Tabla 3  
Hallazgos de la OCDE en relación con las Pymes en el caso costarricense

Descripción de Estudios 
de OCDE Hallazgos de OCDE

Exceso de trámites y 
regulaciones

1. Las barreras de entrada son altas. Establecer una empresa es 
costoso y oneroso.
2. La carga regulatoria es alta. Pocos procedimientos pueden 
resolverse en línea. 
3. Introducir mecanismos de ventanilla única en línea y asegu-
rarse que todas las licencias y personas estén presentes en todas 
las ciudades principales. 
4. Las barreras de entrada afectan más a las PYMES. 

Acceso al sistema 
financiero

1. Las distorsiones regulatorias fragmentan el mercado banca-
rio, obstaculizan la competencia y la eficiencia y se traducen en 
márgenes altos en las tasas de interés. 
2. Reducir gradualmente las distorsiones regulatorias existentes 
que afectan a los bancos públicos y privados, incluyendo, a su 
debido tiempo, la eliminación gradual de la garantía pública de 
los pasivos bancarios estatales. Oportunidad para las PYMES, las 
cuales pueden ayudar al crecimiento y desarrollo económico. 
3. Se debe cambiar el modelo del Sistema de Banca para el 
Desarrollo, es difícil el acceso al financiamiento para las PYMES. 
Se debe impulsar la oferta y alcance de los créditos del SBD, por 
lo que una promoción en cultura de innovación y emprendi-
miento es importante para el crecimiento de las PYMES. Mejorar 
la divulgación de información del SBD. Fortalecer la asociación 
del SBD con Procomer y CINDE. 
4. Acceso a productos financieros. 
5. Mejorar la penetración de los seguros. 
6. Al mejorar la inclusión financiera, tienden a mostrar mejores 
resultados de desarrollo humano y menos pobreza. 
7. El crédito para las PYMES es considerablemente más costoso 
para las empresas más pequeñas y pagan más intereses. 
8. La inclusión financiera de las PYMES agrícolas es baja y crédi-
tos para los microempresarios. 
9. Reducir el costo de las solicitudes de préstamos. 
10. Ofrecer programas de microcréditos para microempresas 
para ayudarlos en su formalización.

Fuente: Elaboración propia con información de OCDE.

La revisión de los aspectos señalados por 
la OCDE y la evidencia encontrada por 
la Defensoría, permitió concluir que las 
PYMES en Costa Rica enfrentan diversas di-
ficultades para subsistir. Como se observa 
en el gráfico 1, la probabilidad de sobrevi-

vencia de una PYME disminuye a la mitad 
a los 10 años de funcionamiento, es decir, 
de las que inician operaciones en el año 
1, solo el 50% llega a superar los 10 años. 
Además, en las zonas de la periferia es 
donde la probabilidad de sobrevivencia 
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es menor, dando como conclusión de que 
Costa Rica tiene un modelo de negocios 

del centro y no llega a cubrir la periferia 
del país.

Fuente: Informe Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible 
2019.

Gráfico 1

Probabilidad de sobrevida, según regiones (porcentaje)

La Defensoría, después de realizar el análi-
sis de la información, obtuvo datos que son 

relevantes para demostrar lo que indica la 
OCDE:

Tabla 4 

Relación entre los hallazgos de la OCDE y los temas abordados por la Defensoría en materia 
de PYMES 

Descripción de 
Estudios de OCDE Hallazgos de OCDE Temas abordados por la 

Defensoría

Exceso de trámites y 
regulaciones

 Las barreras de entrada son 
altas. Establecer una empresa 

es costoso y oneroso.

Costos elevados para abrir una 
empresa: para abrir una em-
presa con empleados, el costo 
ronda aproximadamente USD 
$1 000, mientras que en el pro-
medio de los países miembros 
de la OCDE, ronda entre los USD 
$352 y USD $177.

165



C
A

PITULO
 3 |V

inculación d
e acciones llevad

as a cabo en relación con los requerim
ientos d

e la O
C

D
E

 La carga regulatoria es alta. 
Pocos procedimientos pueden 

resolverse en línea. 

Largo tiempo para el arranque 
de una empresa: de acuerdo 
con el último estudio de Doing 
Business-2020[1], para abrir un 
negocio en Costa Rica, se re-
quieren 23 días y realizar trámites 
en 10 instituciones. Esto coloca 
a Costa Rica en el lugar 144 de 
190 en la clasificación, que se 
enfoca en la cantidad de trámi-
tes y el costo en que deben in-
currir las nuevas empresas para 
abrir un negocio.

 Introducir mecanismos de 
ventanilla única en línea y ase-
gurarse que todas las licencias 
y personas estén presentes en 
todas las ciudades principales. 

Poca disponibilidad de trámi-
tes institucionales en línea: en 
Costa Rica sólo un 15% de esos 
trámites pueden hacerse de 
forma digital. De hecho, de los 
países miembros de la OCDE de 
Latinoamérica, Costa Rica ocu-
pa el último lugar en este rubro.

Estado
 Ser el impulsor para las PYMES, 

reduciendo la brecha de la 
productividad. 

El Gobierno, mediante sus insti-
tuciones, debe ser el facilitador 
de un ambiente de negocios 
que incentive la creación de las 
PYMES.

Fuente: Elaboración propia con información de OCDE y denominado “Estudio sobre el reto de la PYMES en el 
contexto del Día Internacional de las PYMES”

El Estado no facilita la proliferación de 
PYMES, por lo que debería crear las con-
diciones económicas, jurídicas, tecnológi-
cas y otras facilidades para el desarrollo 
de las mismas. Si eso se diera, aumentaría 
el empleo y traería beneficios para todas 
las instituciones por el aporte a las contri-
buciones sociales y tributarias y el impacto 
social asociado. Además, es necesario 
la coordinación y comunicación entre 
las instituciones competentes de esta 
materia, como el Ministerio de Economía 
en temas de tramitología, el Ministerio de 
Planificación y Política Económica gene-
rando una hoja de ruta para aplicación 
de políticas para el mejoramiento del 
ambiente de los negocios, el Ministerio de 
Hacienda en materia tributaria, así como 
la Caja Costarricense de Seguro Social y 

el Ministerio de Salud. Si estas entidades 
estuvieran concentradas en una misma 
ubicación (física o virtual) facilitarían la 
apertura de nuevos negocios, los cuales 
representan el 97,5% del parque empresa-
rial del país.4 

En conclusión, cada uno de los proble-
mas y dificultades descritos tiene como 
explicación una carencia del Estado cos-
tarricense en el diseño o ejecución de sus 
estrategias para promover y fortalecer las 
PYMES. En ese ámbito, la institucionalidad 
ha quedado en deuda, ha sido poco dili-
gente o no ha desarrollado la capacidad 
que se requiere para enfrentar los retos 

4	  Estudio Situacional de las PYMES elaborado por 
el Ministerio de Industria y Comercio (MEIC) y el Banco 
Central de Costa Rica (BCCR), 2017.
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en la promoción y fortalecimiento de las 
PYMES.  

3. Participación en audiencias públi-
cas de fijación de tarifas de los servi-
cios públicos.

La Defensoría de los Habitantes participa 
activamente en las audiencias públicas 
para la determinación de los modelos 
tarifarios, los precios y tarifas de los ser-

vicios públicos que regula la Autoridad 
Reguladora de Servicios Públicos (ARESEP). 
Durante el periodo del presente informe, la 
Defensoría participó en 18 audiencias pú-
blicas, incluyendo: el tema de transporte 
público modalidad autobús, solicitudes de 
tarifas en generación, transmisión y distri-
bución de los prestatarios de electricidad y 
la metodología de fijación de los precios al 
consumidor de los hidrocarburos. (Tabla 5).

Tabla 5

Intervenciones de la Defensoría en audiencias públicas. Junio 2021 a mayo 2022.

Intendencia Tipo Tipo de audiencia Cantidad de 
participación

Transportes Modalidad Autobús Revisión de tarifas 13

Transportes Modalidad Autobús
Modificación de 

metodología
1

Energía Electricidad Revisión de tarifas 5

Energía Combustibles
Modificación de 

metodología
1

Total 20

Fuente: Elaboración propia, 2022.

En materia de participación ciudadana en 
la fijación de precios y tarifas de los servi-

cios públicos, la OCDE señaló las siguientes 
limitaciones en el caso costarricense:

Tabla 6 

Hallazgos de la OCDE sobre el exceso de trámites y regulaciones

Descripción de Estudios de 
OCDE Hallazgos de OCDE

Exceso de trámites y 
regulaciones

Mejora en las metodologías para fijar tarifas reguladas, 
debido a que el uso de información incompleta y obso-
leta en los cálculos por parte de ARESEP, implican que se 
han establecido tarifas más altas y los costos resultantes 
se han pasado a los consumidores.

Fuente: Elaboración propia con información de OCDE.
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Después de 18 audiencias públicas donde 
se analizaron las solicitudes de los prestata-
rios, la Defensoría concluyó que la ARESEP 
debe realizar un cambio en el mejora-
miento de las metodologías. La Defensoría 

encontró deficiencias en cada una de 
ellas, las cuales fueron resaltadas durante 
el proceso, todo en defensa de las perso-
nas usuarias. 

Tabla 7 

Hallazgo de la OCDE en materia de exceso de trámites y regulaciones, en relación con 
la mejora tecnológica. Efectos negativos y recomendaciones de la Defensoría de los 
Habitantes

Efectos negativos Recomendaciones de la Defensoría

1. La no inclusión de información financie-
ra no permite que se logre medir la eficien-
cia de los prestatarios, en la modalidad 
de autobús, al no evaluar la información 
financiera no se observa sí la empresa 
está el equilibrio financiero se está viendo 
comprometido.

1. Establecer estudios integrales de los estados 
financieros, por ejemplo, en una audiencia 
pública la Defensoría hizo énfasis en que la 
empresa poseía fideicomisos con fuentes de 
ingresos, sin embargo, en la resolución la res-
puesta hacia ese fundamento fue que por la 
metodología no se toman en consideración 
los estados financieros para los estudios de 
tarifas.

2. Al tener una tasa de retorno estable-
cida, las empresas no cuentan con un 
incentivo para aumentar la productividad 
y la eficiencia económica. 

2. Realizar el cambio en las metodologías para 
incluir la eficiencia en los servicios públicos. A 
las empresas se les da un crédito al desarrollo 
o retorno de inversión por fórmula sin evaluar 
la eficiencia y el servicio del prestatario, es 
decir, se los asignan sin una evaluación de las 
labores de las empresas.

3. Por el tipo de metodología, se incenti-
va a realizar inversiones y por medio de 
las tarifas, estos rubros se le reintegran al 
prestatario. Aquí no se toma en cuenta el 
desglose de los rubros de la tarifa, el cual 
debería de ser informado a la persona 
usuaria del servicio 

3.	 Evaluar y controlar las inversiones y 
gastos de las empresas, es decir, que ARESEP 
refuerce la auditoría sobre estos rubros, de-
bido a que esto permite que las empresas 
realicen inversiones y luego trasladar el costo 
al usuario, siendo que se dan casos en los que 
la inversión no sea necesaria. 

4. La no aplicación de solicitudes ordina-
rias, hace que a los prestatarios (modali-
dad autobús), no se les obligue a presen-
tar cada año. Debido a la pandemia por 
Covid-19, las empresas vieron afectado el 
flujo del volumen de pasajeros y con ello, 
sus ingresos; por lo que, a la hora de la so-
licitud ordinaria, salió a la luz que algunas 
tenían 10 años sin aplicar revisión de tarifa, 
con aumentos del 100%, afectando a las 
personas usuarias.

4. En la modalidad de transporte público mo-
dalidad autobús, modificar la ley para que 
los prestatarios y concesionarios realicen por 
obligación solicitudes ordinarias de aumento 
de tarifas.

Fuente: Elaboración propia, 2022.168
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4. Otros procesos de consulta pública

Además de las audiencias públicas con-
vocadas por la ARESEP, la Defensoría par-
ticipó en la consulta pública convocada 
por el Ministerio de Economía (MEIC) para 
aumentar el precio del arroz de consumo 
popular (grano calidad 80/20) al consumi-
dor. En esa oportunidad, se presentó una 
oposición al incremento recomendado 
mediante el oficio N° DH-0979-2021, se-
ñalando al MEIC la escasa claridad del 
documento sometido a consulta pública 
además de la escueta información cuan-
titativa brindada, pues los datos ofrecidos 
no permitían realizar ningún tipo de análisis 
técnico, científico o jurídico; de manera 
que el instrumento suministrado para re-
ferirse a la propuesta, solo permitía incluir 
observaciones en aspectos de forma y de 
redacción del nuevo decreto con el incre-
mento propuesto.

En su oposición, la Defensoría fue enfáti-
ca al señalar que con estas actuaciones 
se habían contravenido los principios de 
transparencia, seguridad jurídica, rendi-
ción de cuentas y participación ciudada-
na efectiva en la toma decisiones en la 
Administración Pública, al tiempo que se 
ocasionó un perjuicio al MEIC por la pérdi-
da de credibilidad ante la opinión pública. 
Concluyó la Defensoría en que el MEIC 
ha convertido los procesos de consulta 
pública en una pura formalidad de ley y 
que, además, desincentiva la participa-
ción ciudadana, ya que se generan falsas 
expectativas.

5. Reactivación económica

Desde el año 2019, la Defensoría de los 
Habitantes ha llamado la atención de las 
autoridades en torno a la urgencia de 
reactivar la economía para brindar una so-
lución real y sostenible a los problemas del 
desempleo, déficit fiscal y desigualdad en 
la distribución de los ingresos, entre otros. 
La reactivación económica se concibe 
como una condición necesaria pero no 

suficiente para el mejoramiento del bien-
estar de la sociedad costarricense.

La reactivación es una condición nece-
saria para superar la crisis económica en 
la que la sociedad se encuentra inmersa, 
pero per se no es una condición suficiente, 
porque se requiere de la decisión política 
de los poderes Legislativo y Ejecutivo para 
que los frutos del mayor dinamismo de 
la economía se distribuyan con equidad 
entre todos los sectores y grupos de la so-
ciedad, sin ningún tipo de discriminación.

La falta de un plan de reactivación econó-
mica ha sido evidente durante este último 
año. Si bien, se han ejecutado algunas ac-
ciones para paliar la crisis y la recesión ac-
tual, las mismas no han obedecido a una 
estrategia integral de reactivación que 
establezca políticas y acciones para los 
diversos grupos y sectores de la economía. 
Se puede considerar que las acciones to-
madas durante la administración Alvarado 
Quesada (2018-2022) obedecieron a un 
tema de recuperación de la economía en 
el muy corto plazo, con la finalidad de evi-
tar que la recesión económica fuese más 
profunda y tratar de llevar a la economía, 
al menos, a como estaba antes de la crisis 
sanitaria provocada por la COVID-19.

Ahora, en relación con los temas de la 
OCDE, el análisis de Costa Rica fue previo 
a la pandemia. Sin embargo, los hallazgos 
obedecen a cambios estructurales del 
Estado costarricense. Como se observa 
en la tabla 8, las recomendaciones que 
se pueden aplicar en el país podrían ha-
ber ayudado a paliar un poco la crisis por 
la pandemia del Covid-19. Sin embargo, 
aunque ya se han flexibilizado un poco las 
restricciones de carácter sanitario, el con-
flicto entre Rusia y Ucrania y la posibilidad 
de un nuevo conflicto bélico, pone en vilo 
las posibilidades de consumo de todas las 
personas a nivel mundial.
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Tabla 8

 Hallazgos de la OCDE sobre el Estado de Costa Rica

Descripción 
de Estudios 
de OCDE

Hallazgos de OCDE Temas abordados 
por la Defensoría

Estado

1. Gobernanza pública, eficiencia del Estado.

Investigación so-
bre reactivación 

económica.

2. Transparencia del Estado e intercambio de 
información. 
3. Rendición de cuentas. 
4. Mejorar la competencia en temas de electricidad, 
permitiendo la competencia.
5. Garantizar el uso de las NIIF5. 
6. En los países miembros de la OCDE, las universidades 
asumen un papel determinante para estimular las acti-
vidades de innovación de las PYMES. 
7. La interacción entre las universidades y el sector pro-
ductivo es débil. 
8. Modificar la asignación de recursos para las universi-
dades con base en criterios de desempeño. 
9. Eficiencia en las compras del Estado e instituciones 
autónomas. 
10. Impulsar el gobierno digital, crear más herramientas 
digitales para interactuar con ciudadanos y empresas. 
11. Reforzar el marco de la competencia para las 
empresas. 
12. Empresas del Estado deben ser revisadas; en algu-
nos casos, no representa gasto para el Estado en tema 
de presupuesto como los bancos; sin embargo, existen 
otras como Japdeva, Fanal, Incofer, Incop, AYA que 
necesitan ayuda. 
13. El ICE tiene una situación financiera débil, esto pue-
de ser una causa de las altas tarifas eléctricas en com-
paración con el promedio en la región. 
14. Las operaciones logísticas en Costa Rica son consi-
deradas como mediocres, el tiempo para importar es 
prolongado y los costos altos. 
15. Recomendaciones para el emprendedurismo, 
eliminar el requisito de notario para el registro de una 
empresa, hacer la firma electrónica más fácil, ampliar 
el silencio positivo. 
16. Establecer y monitorear indicadores de desem-
pleo para las empresas públicas, incluyendo su salud 
financiera. 

Fuente: Elaboración propia con información de OCDE.

5	  Normas Internacionales de la Información Financiera.

170



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
Las acciones realizadas por la Defensoría en el tema fueron:

Oficio de consulta Tema consultado

Oficio N° DH-0550-2020 de fe-
cha 22 de julio de 2020 

Se solicitó información a la Presidencia de la República 
sobre las medidas inmediatas y de corto plazo que eje-
cutó el Gobierno para atender los efectos de la pande-
mia provocada por el COVID-19, con referencia especial 
a la micro y pequeña empresa.

Oficio N° DM-889-2020 de fecha 
3 de agosto de 2020 

El Ministerio de la Presidencia comunicó a la Defensoría 
que se habían definido una serie de acciones para mi-
tigar los efectos económicos de la pandemia debida 
al COVID-19, con el fin de que los hogares y empresas 
pudieran contar con los recursos necesarios para poder 
hacer frente a sus diversos compromisos. En este oficio, 
el Ministerio de la Presidencia enumera, entre otras, una 
serie de acciones relativas al mercado monetario y fi-
nanciero para disminuir el costo del crédito e impulsar el 
acceso al mismo. 

Oficio Nº 12206-2020-DHR de 
fecha 14 de octubre de 2020 
(ratificado con el oficio N° 
124775-2020-DHR) 

La Defensoría solicitó al Presidente Ejecutivo del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero 
(CONASSIF), información en cuanto a la implementación 
y resultados de las medidas indicadas por el Ministerio 
de la Presidencia en el oficio DM-889-2020, en particular 
sobre el costo del crédito y su colocación en micro y pe-
queñas empresas.

Oficio N° 12201-2020-DHR de fe-
cha 14 de octubre de 2020 

La Defensoría solicitó a la Superintendente General de 
Entidades Financieras (SUGEF), información sobre la im-
plementación y resultados de las medidas indicadas por 
el Ministerio de la Presidencia en el oficio DM-889-2020, 
en particular sobre el costo del crédito y su colocación 
en micro y pequeñas empresas

Oficio N° 12202-2020-DHR de fe-
cha 14 de octubre de 2020 

La Defensoría solicitó al presidente ejecutivo del Banco 
Central de Costa Rica (BCCR), información sobre la im-
plementación y resultados de las medidas indicadas por 
el Ministerio de la Presidencia en el oficio DM-889-2020, 
en particular sobre el costo del crédito y su colocación 
en micro y pequeñas empresas.

Oficio N° 02654-2021-DHR de 
fecha 17 de marzo de 2021

La Defensoría solicitó al Sr. Rodrigo Cubero Brealey, 
Presidente Ejecutivo del BCCR, una ampliación de la 
información remitida mediante el oficio N° PRE0099/2020

171



C
A

PITULO
 3 |V

inculación d
e acciones llevad

as a cabo en relación con los requerim
ientos d

e la O
C

D
E

Oficios Nº 02647-2021-DHR, 
N°02652-2021-DHR y N°02653-
2021-DHR, remitidos a los seño-
res, Marvin Rodríguez Calderón, 
Gerente General del Banco 
Popular y Desarrollo Comunal, 
Bernardo Alfaro Araya, Gerente 
General del Banco Nacional 
de Costa R ica y Douglas 
Soto Leitón, Gerente General 
del Banco de Costa Rica, 
respectivamente.

-La Defensoría manifestó su preocupación acerca de la 
colocación de recursos en instrumentos de alta liquidez 
del propio Banco Central, de manera que el crédito no 
está llegando a las pequeñas y medianas empresas que 
lo requieren.

-Se solicitó un informe detallado sobre los planes, pro-
gramas, proyectos y acciones para mejorar el acceso al 
crédito y reducir su costo, en beneficio de las pymes y los 
hogares, como medidas de recuperación o reactivación 
de la economía; así como los resultados que a la fecha 
esas acciones han tenido y sus proyecciones a mediano 
y largo plazo.

-En relación con la inversión de los recursos provistos 
por el Banco Central en el Mercado de Integrado de 
Liquidez, se solicitó informar si dichas instituciones optaron 
por colocar los fondos adicionales en instrumentos finan-
cieros del Banco Central o del Ministerio de Hacienda, 
así como indicar las razones técnicas y legales para no 
colocarlos en el sector productivo, especialmente en las 
pymes y microempresas.

-El Banco Central informó que, a inicios de setiembre del 
año anterior, puso a disposición del sector financiero su-
pervisado por la SUGEF, una facilidad especial de crédi-
to, hasta por cuatro años, por un monto máximo de ¢700 
mil millones (2% del PIB) a una tasa de interés del 0,8%, 
con el objetivo de aumentar el crédito al sector priva-
do en condiciones favorables y apoyar la reactivación 
económica; por lo que se solicitó a dicha instituciones 
bancarias, informar si hicieron uso de esos recursos, el 
monto captado, el tipo de crédito otorgado con dichos 
recursos a hogares, pymes y micropymes, tasas de inte-
rés activas aplicadas y las proyecciones de colocación 
en crédito productivo, entre otros aspectos de interés.

Fuente: Elaboración propia con datos del expediente Nº 331211-2020-IO.

La Defensoría analizó la información re-
cibida y concluyó que las políticas de-
ben plantearse de manera estructural. 
El gobierno debe formular políticas para 
el constante crecimiento y desarrollo del 
país en el largo plazo, por lo que todas las 
acciones que se realicen deben de estar 
sustentadas en un proceso y evaluación. 
Además, en un mundo globalizado don-
de las crisis económicas, guerras y ahora 
pandemias golpean a todos por igual, la 

capacidad de reacción de cada una de 
las economías es diferente.

Tal y como se ha mencionado, la genera-
ción de empleo digno, la promoción de las 
PYMES y la creación de un ambiente bue-
no para la generación de los negocios, son 
buenos mecanismos para la reactivación. 
La Defensoría tiene clara la necesidad de 
aplicar políticas de corto plazo y está de 
acuerdo con ello; sin embargo, las mismas 
deben ser congruentes con la situación y 
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tener una fecha límite de finalización; ya 
que uno de los problemas presentados re-
cientemente es las políticas se desarrollan 
para ser aplicadas de manera temporal 
y luego se convierten en permanentes, lo 
cual afecta a los habitantes. 

La Defensoría ha resaltado la necesidad 
de la rendición de cuentas por parte de los 
Gobiernos. De acuerdo con la Universidad 
de Lee Kuan Yew School Of Public Policy, 
se recomienda establecer 10 reglas de oro 

para aplicar políticas públicas. En cada 
una de las reglas, indica cómo debería ser 
el proceso, donde primero se identifica el 
problema, pasa por unas etapas de inves-
tigación y a quiénes les estaría afectando. 
Dentro de lo más relevante, se encuentra 
el proceso de implementar la política 
para el largo plazo y evaluarla; aunque 
este proceso se encuentra excluido de 
los planes de reactivación económica. 
(Ilustración 1).

Ilustración 1: 

Diez reglas de oro para aplicar políticas públicas

1. Identificar el problema.
2. Definir el curso de la política para el bien público y las bases del éxito.
3. Elegir una política o acción que esté basada en la evidencia y fundamentada en la 

realidad.
4. Adoptar una mentalidad de largo plazo. No buscar soluciones de corto plazo.
5. Asegurarse de que sea implementable.
6. Tener una comprensión profunda de las consecuencias políticas.
7. Tener en cuenta el interés y la retroalimentación de las partes interesadas.
8. Comunicar los objetivos y resultados de las políticas al público.
9. Establecer un mecanismo de monitoreo y revisión continua del desempeño.
10. Evaluar el éxito y fracaso de la nueva política.
Fuente: Elaboración propia, con información de la Universidad de Lee Kuan Yew School Of Public Policy.

En conclusión, la reactivación económica 
debe estar presente en todos los plantea-
mientos de cada una de las administra-
ciones del país y, sobre todo, sus políticas 
deben ser políticas de Estado o de largo 
plazo, con el fin de que se observen los 
beneficios por parte de los habitantes. 
Además, se requiere de la inclusión de 
rendición de cuentas, así como comunica-
ción oportuna para que los agentes eco-
nómicos puedan realizar los cambios res-
pectivos en las expectativas de inversión 
en el país; eso sí, siempre con el enfoque 
de derechos humanos presente en cada 
una de las propuestas.

6. Conectividad, nuevas tecnologías 
digitales y reactivación económica.

Conforme avanza el siglo XXI, la conecti-
vidad se ha convertido en una condición 
necesaria para el cumplimiento efectivo 
de los derechos humanos; constituye un 
elemento transversal para hacer efectivo 
el derecho a la información y la libertad 
de expresión, el derecho a la educación 
(educación a distancia y virtual), el dere-
cho a la salud (consulta virtual), el derecho 
al trabajo (teletrabajo) y el derecho al 
desarrollo.

Durante el último año, la Defensoría ha 
insistido ante el Ministerio de Ciencia 
Tecnología y Telecomunicaciones (MICITT), 
que uno de los aspectos medulares para 
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aumentar la conectividad de la sociedad 
es el desarrollo de infraestructura en te-
lecomunicaciones, especialmente en las 
zonas vulnerables; en ese sentido se ha 
brindado seguimiento a la elaboración 
del Plan Nacional de Desarrollo de las 
Telecomunicaciones (PNDT) para el perío-
do 2022-2027 (oficio N° DH-1654-2021 del 
22 de noviembre de 2021).

Los hallazgos de la Defensoría en sus giras 
y la información recibida, evidencian se-
rias limitaciones en infraestructura para la 
conectividad en muchas zonas del país, 
especialmente en zonas vulnerables, falta 
de equipamiento en los centros educa-
tivos y poca atención a las necesidades 
de alfabetización digital de los actores del 
proceso educativo. Todas estas circuns-
tancias están limitando el salto evolutivo 
para lograr un mayor nivel de desarrollo 
del país en beneficio de la población. De 
esta forma, para avanzar en este aspecto, 
es necesario fortalecer las acciones insti-
tucionales en tres puntos fundamentales: 
(a) La conectividad, (b) La dotación de 
equipo para hogares y escuelas y (c) la 
alfabetización digital.

Considera la Defensoría que, como una 
medida de reactivación económica, se 
puede analizar por parte de la Asamblea 
Legislativa, la posibilidad de aprovechar 
el desarrollo de la conectividad y de las 
nuevas tecnologías digitales a fin de de-
mocratizar la distribución del empleo públi-
co entre zonas rurales y urbanas. Con esta 
finalidad, se insta a los señores y señoras 
diputados y diputadas a valorar la elabo-
ración de un proyecto de Ley que obligue 
a las entidades públicas a utilizar una 
proporción de sus puestos teletrabajables 
para la contratación de personal cuyo 
arraigo y residencia se encuentre ubicada 
en las zonas rurales del país, principal-
mente, en las zonas menos desarrolladas; 
siempre que se cuente con la conectivi-
dad adecuada y se les provea el equipo 
necesario. Con esta práctica, se puede 
reducir la migración de la población a las 
ciudades donde las entidades públicas 

cuentan con oficinas, no se desvincula a la 
persona trabajadora de su familia y lugar 
de residencia y se contribuye a dinamizar 
las economías locales.

7. Impuesto único a los combustibles y 
reactivación económica.

Dentro del marco de discusión legislativa 
del proyecto de Ley N° 22 922, que esta-
blecía una suspensión de 12 meses en el 
mecanismo de actualización del impues-
to único a los combustibles, en gestiones 
efectuadas ante el señor Presidente de 
la República y la señora Presidenta del 
Directorio Legislativo de ese entonces, la 
Defensoría solicitó el establecimiento de un 
procedimiento en la Ley de Simplificación 
y Eficiencia Tributarias, Ley N° 8114, que 
condicione las actualizaciones del monto 
del impuesto único ante situaciones de 
volatilidad de los precios internacionales 
de los hidrocarburos por situaciones de 
crisis de la economía mundial, entre otros 
aspectos.

El análisis realizado por la Defensoría deter-
minó que la actualización (indexación) por 
medio del Índice de Precios al Consumidor 
(IPC), según se establece en la norma, 
puede implicar un incremento inercial, cir-
cular y acumulativo en la inflación interna 
en el mediano plazo. Ese sesgo inflaciona-
rio se exacerba en períodos de crisis inter-
nacionales del petróleo por los aumentos 
erráticos e impredecibles de los precios de 
los combustibles que importa el país.

Debido a lo anterior, la Defensoría indicó al 
Poder Legislativo y al Poder Ejecutivo que 
la solución a la problemática del alto im-
puesto a los combustibles no consiste en la 
adopción de una ley de contingencia con 
un plazo específico, ni en la eliminación 
del mecanismo de actualización del im-
puesto como lo proponen algunos de los 
proyectos de ley, porque en el mediano 
plazo se presentaría el problema que pre-
cisamente buscaba subsanar el legislador 
con el mecanismo de indexación estable-174
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cido, cual es la pérdida de valor adquisiti-
vo del impuesto recaudado por el Estado.

La Defensoría propuso a las señoras y se-
ñores diputados una reforma del artículo 
3 de la Ley N° 8114 para condicionar el 
ajuste trimestral del impuesto en el siguien-
te sentido: “La actualización del impuesto 
único se aplicará únicamente si el aumen-
to en colones del precio internacional de 
los combustibles importados por RECOPE, 
en los mismos tres meses, es menor o 
igual al aumento del Índice de Precios 
al Consumidor”; considerando siempre 
lo dispuesto en la ley de que en ningún 
caso el ajuste trimestral podrá ser superior 
al tres por ciento (3%). La intención de la 
Defensoría es que esta propuesta sea valo-

rada en procura de brindar una respuesta 
estructural a una problemática recurrente 
en el tiempo.

8. Sistema Banca para el Desarrollo y 
su relación con la OCDE.

Respecto a lo indicado por la OCDE en 
su informe de estudios económicos Costa 
Rica 2020, “Algunas de las prioridades de 
política son mejorar la transparencia for-
taleciendo el registro de créditos y asignar 
los créditos de banca para el desarrollo 
de manera más efectiva.” Tal y como se 
muestra en los siguientes gráficos, la inclu-
sión financiera en Costa Rica se encuentra 
rezagada con respecto a otros países de 
la OCDE. 

La inclusión financiera en Costa Rica está rezagada con respecto a la OCDE

Fuente: World Bank Global Findex Database (2017). Tomado de Estudios Económicos de la OCDE: Costa Rica 2020
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Según el Banco Central de Costa Rica en 
la Encuesta de Desempeño y Perspectiva 
Empresarial realizada en 2016, las PYMES 
que operan en el sector agrícola son me-
nos respaldadas financieramente, aunque 
están sujetas constantemente al riesgo cli-
mático. Por lo anterior, el SBD surge como 
una opción para aumentar la inclusión 
financiera de las PYMES.

Datos de OCDE en Costa Rica, registran 
que el otorgamiento de créditos de ban-
cos privados a microempresarios es limi-
tado, lo cual es consecuencia de que las 
tasas de interés que los bancos privados 
cobran a las PYMES son más altas. Señalan 
que es posible aumentar el crédito de la 
banca para el desarrollo a las PYMES y así 
aliviar las condiciones financieras de éstas 
y mejorar sus condiciones financieras sin 
crear inestabilidad.

Fuente: World Bank Global Findex Database (2017). Tomado de Estudios Económicos de la OCDE: Costa Rica 2020

Fuente: Banco Central de Costa Rica, base de datos del Economic Outlook 107 de la OCDE y 
Sistema de Banca para el Desarrollo.
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A partir de la intervención de la Defensoría 
de los Habitantes y tomando como base 
las acciones realizadas como parte del se-
guimiento a las recomendaciones emana-

das en el informe sobre el Sistema Banca 
para el Desarrollo, se identifican una serie 
de aspectos que se vinculan a una serie 
de estudios de la OCDE:

Tabla 9.

Descripción 
de estudios 
de la OCDE

Hallazgos OCDE Acción

P o b r e z a  y 
desigualdad

1.	 Desigualdad en mate-
ria de ingresos de las 
personas.

Puesta en práctica por parte del IMAS de la 
Estrategia de Modelo de Atención Integral, 
que considera la atención a las personas 
beneficiarias desde la dimensión familiar y el 
seguimiento al emprendimiento.

2.	 Distribución equitativa 
del gasto social.

Coordinación del IMAS y el SDB con actores 
de cada proyecto de la matriz de proyectos 
2020, para conjugar poblaciones e iniciar las 
coordinaciones.

3.	 La pobreza sigue sien-
do alta a pesar del au-
mento de los programas 
sociales.

Se iniciaron trabajos conjuntos entre el IMAS 
y el SBD para determinar en qué puntos po-
drían las dos instituciones tener sinergias y 
sumar esfuerzos para la atención de los be-
neficiarios del programa que se encuentren 
en condición de pobreza. 

4.	 Mejora en la focalización 
de los programas de gas-
tos sociales, centrándo-
se en personas de bajos 
ingresos.

El SBD seguirá respondiendo a su mandato 
legal de utilizar los IDS como parámetros 
para la inclusión financiera.

A c c e s o 
a l  s i s t e m a 
financiero

1. Sistema de Banca para 
el Desarrollo, se debe cam-
biar el modelo, es difícil el 
acceso al financiamiento 
para las PYMES. Se debe 
impulsar la oferta y alcance 
de los créditos del SBD, por 
lo que una promoción en 
cultura de innovación y em-
prendimiento es importante 
para el crecimiento de las 
PYMES. Mejorar la divulga-
ción de información del SBD. 
Fortalecer la asociación del 
SBD con Procomer y CINDE.

Realización de un estudio por parte del MEIC 
sobre las casas comerciales que ofrecen 
planes de crédito para la adquisición de 
bienes y servicios, en específico sobre la in-
formación que reciben los clientes a la hora 
de asumir estas deudas, en cuanto a las con-
secuencias de caer en morosidad.

Actualización de los datos relacionados con 
la identificación de los beneficiarios finales 
dentro del SBD por sexo, región y sector, los 
cuales pueden ser consultados en la página 
Web del SBD.
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2 .  Acceso a productos 
financieros.

El SBD se comprometió a establecer una 
Contraloría de Servicios que pueda asumir 
como un ente fiscalizador sobre procesos, y 
esto dará una retroalimentación importante 
para la constante mejora.

Por parte del SDB se crea un “Kit de herra-
mientas” para mejorar las capacidades de 
las microfinancieras que por distintas razones 
no logran completar el proceso de acredita-
ción ante el SBD.

El SBD está trabajando en un proceso de 
sensibilización para mejorar tiempos de res-
puesta y disminuir requisitos. Se hará junto 
con el INA un taller de sensibilización.

3. Existe disparidad y des-
igualdad en la inclusión 
financiera.

El SBD cuenta con el sistema de medición 
de indicadores de impacto que fue imple-
mentado y está operativo en la plataforma 
interna, éste se actualiza automáticamente 
cada mes.

4. Al mejorar la inclusión fi-
nanciera, tienden a mos-
trarse mejores resultados de 
desarrollo humano y menos 
pobreza.

En el caso del monitoreo, actualmente la co-
locación de crédito se realiza con reportes 
mensuales de los operadores financieros que 
realizan digitalmente al CIC de la SUGEF.

5. El crédito se distribuye de 
manera desigual entre los 
hogares. Lo que hace es que 
cuando los consumidores de 
bajos ingresos tienen menos 
acceso al crédito, les resulta 
más difícil enfrentar la volati-
lidad de sus finanzas perso-
nales y mantener un nivel de 
consumo estable.

En el marco de la Agenda Nacional de 
Evaluación (ANE) del Plan Nacional de 
Desarrollo e Inversión Pública 2019-2022, 
efectivamente se encuentra consignada la 
evaluación del Sistema de Banca para el 
Desarrollo (SBD).
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9.  Estudio de Brechas

Con el propósito de identificar, a partir de 
la incorporación del país a la OCDE, la 
situación actual de Costa Rica, donde se 
encuentra hoy y cuánto camino se debe 
recorrer para llegar al menos al promedio 
de la OCDE en los diferentes temas, se 
procedió a efectuar un primer ejercicio de 
análisis de brechas entre Costa Rica y al-
gunos países miembros de la OCDE; como 
base para los datos se tomó el Estudio de 

Económicos de la OCDE Costa Rica de 
Julio del 2020.

9.1.	 Sistemas de pensiones

En relación con el sistema de pensiones, 
Costa Rica tiene los índices de calidad de 
vida más altos comparados con los están-
dares de la OCDE. Además, se destaca 
por la alta cobertura en salud; sin embar-
go, este sistema está llegando a la satura-
ción, por lo que la CCSS procedió a realizar 
la reforma del IVM. La OCDE indica que “el 

Gráfico 2

Fuente: OCDE.

sistema contributivo no genera suficientes 
recursos para ser sostenibles a mediano 
plazo” 6 y por ello se procedió a identificar 
dónde está Costa Rica en relación con 
el gasto público previsto en pensiones en 
2050 como porcentaje del PIB.

A partir de los datos del gráfico 2, este 
Órgano Defensor, llevó a cabo un análisis 
en relación a las pensiones cuyos resul-
tados se muestran en el gráfico 3, dando 
como resultado que Costa Rica se en-
cuentra cerca del promedio de la OCDE. 

Sin embargo, esto es lo que planteó la 
Defensoría en la posición de la reforma 

6	  OCDE. Estudio económico de Costa Rica 2022. 
Pág. 61.

sobre el IVM, donde si no se hacen los 
cambios estructurales, el gasto estaría au-
mentando de manera tal que las finanzas 
públicas se podrían ver comprometidas. 
Además, la CCSS debería de pensar en la 
reducción de la informalidad, problema 
que representa la fuga de ingresos frescos 
de la contribución social, dato que para el 
tercer trimestre del 2021 fue del 45.8%.
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9.2	 PYMES

En relación con las PYMES, la Defensoría 
analizó lo indicado por la OCDE en re-
lación con la cantidad de créditos y la 
tasa de interés. Se encontró que Costa 
Rica, en comparación con otros países 
de Latinoamérica, tiene más porcentaje 
de créditos para las PYMES; sin embargo, 
posee una tasa de interés mayor en com-
paración con los demás. (Gráfico 4)

De acuerdo con el informe de la OCDE, 
una de las razones del aumento de la tasa 
de interés para el financiamiento, es que 
las empresas prefieren utilizar el método de 
la tarjeta de crédito (menos tramitología) 
para realizar las inversiones en lugar de ir a 
solicitar financiamiento crédito prendario 
u otro tipo de crédito (más barreras), los 
cuales tienen una tasa de interés menor. 

Además, la mayoría de las microempresas 
se encuentran en el sector informal, por lo 
que se les dificulta obtener financiamiento 

debido a la regulación o requisitos que se 
le presentan. Tal y como se observa en la 
tabla 10, la diferencia está alrededor de 
los 7 p.p (puntos porcentuales) entre la 
tasa de interés que se le presta a la PYMES 
y las grandes empresas; esto hace que 
los créditos para las PYMES sean caros y 
obstaculicen su crecimiento; realidad que 
provoca que la probabilidad de sobre-
vivencia de las PYMES sea menor con el 
transcurso de los años.

Gráfico 3. 

Brechas del gasto público previsto en pensiones en 2050 % del PIB compara-
tivo con Costa Rica y miembros de la OCDE.

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE. LAC5 corresponde al promedio de 
Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica y México.
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propiedad personal, evidenciándose que 
el país se encuentra en el primer lugar en 
cuanto a cantidad de requisitos, por de-
trás del promedio de los miembros de la 
OCDE; es decir, observa la Defensoría que 
abrir una empresa conlleva altos requisitos, 
licencias, permisos y duración en tiempo. 

Asimismo, en término de licencias y per-
misos, se encuentra en segundo lugar por 
detrás de países como Colombia, donde 
las empresas deben obtener más licen-
cias y permisos para iniciar operaciones. 
Cabe destacar que los requisitos conlle-
van un costo, por lo cual se hace caro 
mantenerse en el ámbito de la formalidad. 

Gráfico 4 

Brecha entre Costa Rica y países de Latinoamérica de por-
centaje de crédito y tasa de interés.

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE.

9.2. PYMES: TRAMITOLOGÍA, BARRERAS DE 
ENTRADA E INFORMALIDAD

Otro de los temas que se analizó fue las 
barreras de entrada para las empresas. 
Según la OCDE, los países miembros, en 
pro de la mejora para iniciar negocios y 
generar competencia en los mercados, 
buscan que la tramitología no se convier-
ta en una barrera en la promoción de la 
competencia. 

En el gráfico 4, se muestra la posición de 
Costa Rica en cuanto al cumplimiento de 
requisitos para hacer la apertura de una 
empresa de responsabilidad limitada y 

Tabla 10 

Tasas de interés del sistema financiero costarricense para las PYMES y las grandes empresas. 
Período 2019

Tasa de interés 2016 2017 2018 2019
PYMES 20.70% 21.70% 23.70% 24.90%

Empresas 
grandes

13.10% 14.80% 16.80% 18%

Margen 7.60% 6.90% 6.90% 6.90%

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE
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Entonces, para generar el ambiente de 
negocios, la incorporación de la formali-
dad es importante para el Gobierno, por 
lo que se deben aplicar políticas para ir 
avanzando hacia ello. (Gráfico 5).

9.3. PYMES Y DIGITALIZACIÓN 

A las trabas mencionadas, se añade la 
digitalización en Costa Rica, medidas 
a través de un Índice de Desarrollo del 
Gobierno Digital, donde éste toma en 
cuenta la prestación de servicios en línea, 
conectividad de telecomunicaciones y 
capacidad humana. 

Tal y como se evidencia en el gráfico 6, 
Costa Rica está por delante de México, 
pero muy lejos del promedio de la OCDE; 
por lo cual, a pesar de que el Estado esté 
incentivando el uso de la firma digital, 
aún son muy pocos lugares que pueden 
aplicar este método, según información 
solicitada por la Defensoría al Ministerio de 
Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones 
(MICITT), el cual indica que a nivel general, 

al 31 de mayo del 2021, solo el 7.6%7 de la 
población de 18 años o más contaba con 
un certificado de firma digital. 

En conclusión, en temas de PYMES y digita-
lización del Estado, Costa Rica se encuen-
tra por detrás de las mejores prácticas de 
la OCDE. La Defensoría tiene claro que el 
país ingresó en el 2021 y esta es una des-
ventaja en relación con otros países que 
llevan más tiempo siendo miembros; sin 
embargo, estos temas han sido evidencia-
dos por este Órgano Defensor mediante 
consultas, audiencias públicas, oficios y 
estudios, por lo que las recomendaciones 
de la OCDE vienen a reforzar lo dicho por 
esta Defensoría durante el período que se 
reporta a través de este informe anual. 

Es así como la Defensoría de los Habitantes 
desea destacar que las brechas no se 
cerrarán en el corto plazo, pero sí es fun-
damental el avance en cada tema pro-
puesto por la OCDE, así como dar pasos 
en legislación digital y  en la coordinación 

7	  Oficio de MICITT, MICITT-DGD-OF-084-2021, del 
28 de junio del 2021.

Gráfico 5 

Brechas entre Costa Rica, OCDE y países de Latinoamérica, de requisitos, 
licencias y personas para abrir una empresa. 

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE.
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entre instituciones, lo cual sería benefi-
cioso para el país, logrando un impacto 
significativo en la calidad de vida de la 
población.  

II- La visión OCDE  desde Calidad de Vida 
y atención de la salud

En la descripción de estudios de la OCDE, 
en el apartado del tema de salud, esta 
Organización ha identificado como ha-
llazgo el ítem denominado “Protección 
para las personas habitantes en temas de 
salud”.  En su Estudio del año 2018 señala 
que, si bien se ha visto una reducción de 
la desigualdad en el acceso al sistema de 
salud costarricense, la producción hospi-
talaria diaria promedio o la cantidad de 
visitas ambulatorias por profesional han 
disminuido, así como también, el hecho 
que las personas usuarias enfrentan tiem-
pos de espera excesivamente largos.  

Con el advenimiento de la emergencia 
sanitaria por COVID, el acceso al derecho 
de la salud se convierte en una prioridad 

a nivel mundial; esto impacta la capa-
cidad de respuesta del sistema sanitario 
en general. Tanto las listas de espera y el 
acceso a los servicios de salud, los estados 
han debido enfrentar la atención de la 
pandemia y la estrategia de vacunación, 
elemento que ha sido priorizado por esta 
Defensoría como tema a ser monitoreado.  
Paralelamente, se ha dado seguimiento al 
impacto de dicha emergencia sanitaria 
en la salud mental, en la prestación de los 
servicios de salud en los centros peniten-
ciarios, así como en el control sanitario en 
los aeropuertos internacionales.

1. OCDE y Covid -19

La OCDE no ha realizado comentarios 
puntuales respecto de la estrategia de 
vacunación contra la covid-19 de Costa 
Rica, que ha sido, por el contrario, el 
énfasis que esta Defensoría respecto al 
tema de la emergencia sanitaria por la 
pandemia. 

Gráfico 6 

Índice de desarrollo del gobierno digital., 0 a 1 (mejor), 2018.

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE. 
*Nota: Países miembros de la OCDE. 
La OCDE es el promedio de los miembros excepto de Costa Rica. 
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En 2020 la OCDE le señaló al país que 
“Costa Rica hace lo correcto al centrar 
sus esfuerzos en combatir la crisis sanita-
ria, social y económica causada por la 
pandemia de Covid-19 con oportunas 
medidas de confinamiento y ayudas eco-
nómicas innovadoras y bien dirigidas a los 
más afectados por la crisis. Una vez haya 
pasado lo peor y la recuperación esté en 
marcha, será crucial estabilizar las cuentas 
públicas y mejorar la eficiencia del gasto 
a fin de mantener los logros económicos 
y sociales cosechados en los últimos años, 
concluye el nuevo informe de la OCDE.” 8

La Caja Costarricense de Seguro Social ha 
realizado un esfuerzo en atender el impac-
to de la pandemia y a la vez intentar dar 
continuidad a los servicios regulares, sien-
do que la salud de las personas enfermas 
con coronavirus es una prioridad, pero 
igualmente debe serlo la de pacientes 
con otras patologías a los que el sistema 
de salud tiene el mismo deber ético y legal 
de atender. 

Para la respectiva asignación de recursos, 
la valoración de la gravedad de los casos 
ha contado con criterios de priorización 
eminentemente clínicos, contemplando 
medidas excepcionales, precisamente por 
el estado de necesidad a que enfrenta 
la emergencia al sistema sanitario en su 
conjunto.  

Para el año 2021, la OCDE destacó la labor 
de Costa Rica respecto de su desempeño 
de frente a la pandemia al señalar que 
“Costa Rica logró contener el brote de 
COVID-19 en los primeros meses de la pan-
demia, pero el progreso en la vacunación 
ha sido lento.”  Con esto último coincide 
esta Defensoría.9

La OCDE señaló que “Un virus en una 
pandemia mundial no discrimina entre 

8	  https://www.oecd.org/costarica/costa-rica-
la-ocde-considera-crucial-estabilizarlas-cuentas-
publicas-una-vez-que-se-afiance-la-recuperacion-
tras-la-crisis-del-covid-19.htm
9	  https://www.oecd.org/centrodemexico/
medios/NOTA%20DE%20PAIS%20COSTA%20RICA.pdf

ricos y pobres, pero el acceso desigual a 
las vacunas conduce a la discriminación 
en la protección.”10  También, en este 
sentido coincide esta Defensoría, motivo 
por el cual el énfasis de la estrategia de 
defensa del derecho a la salud respecto 
de esta cuestión ha sido la vigilancia del 
respeto de las campañas de vacunación 
de conformidad con los grupos de priori-
dad establecidos por el Ministerio de Salud 
y, por otro lado, evaluar la equidad en la 
aplicación de vacunas entre las distintas 
regiones y grupos de población prioritarios. 

En el caso de Costa Rica, como ya se de-
sarrolló en el apartado de los ODS, Meta 
3.8 sobre cobertura sanitaria universal y 
acceso a vacunas seguras, eficaces, ase-
quibles y de calidad para todos, el modelo 
de priorización de grupos de población 
para la aplicación de la vacuna para 
Covid-19, respondió a criterios técnicos-
epidemiológicos. En este sentido se señaló 
que el “Estado costarricense a través de 
sus instituciones debe garantizar el res-
peto a los mismos, en un marco de total 
transparencia y rendición de cuentas.  La 
Defensoría de los Habitantes como órgano 
de control de legalidad ha velado por el 
cumplimiento del mismo y su estricto ape-
go a los criterios científicos establecidos 
por las autoridades sanitarias.” 

Si bien es cierto esta Defensoría constató 
por medio de un acercamiento con la 
Auditoría de la CCSS una serie de vicios, 
tal y como se mencionó en el apartado 
de los ODS, como lo son incumplimientos, 
errores y debilidades en la aplicación de la 
vacuna, que van desde la necesidad de 
optimizar la capacidad operativa del pro-
ceso de inmunización en la CCSS, en te-
mas tales como: planificación, capacidad 
instalada, dispersión geográfica, partes 
interesadas y de comunicación, los cuales 
requieren mayor evaluación y ajuste de 
cara a una toma de decisiones oportuna, 
como parte de la gestión del proceso de 
inmunización contra el Covid-19.

10	  https://www.oecd.org/coronavirus/en/vaccines
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Además, los sistemas de control de la jor-
nada de vacunación requieren fortalecer 
la gobernanza de datos, de forma tal que 
la información apoye la estrategia, el logro 
de los objetivos institucionales del proceso 
de inmunización contra el Covid-19 y la 
toma de decisiones en procura de corregir 
desviaciones en el proceso y fortalecer la 
rendición de cuentas.11

La garantía de un acceso a las vacunas 
de manera equitativa en la población el 
monitoreo constantes por parte de este 
Defensoría, logrando constatar que la 
vacunación contra el COVID-19 a nivel 
institucional no se ha realizado de una 
manera uniforme. Como se ha planteado 
anteriormente “existen áreas de salud en 
las cuales se ha iniciado la vacunación de 
los grupos más avanzados, mientras que 
en otras unidades se observó que apenas 
aplican la vacuna a los primeros grupos. 
Para el primer trimestre del año 2021 a 
nivel nacional, si bien el país tenía un 
avance promedio en la aplicación de se-
gunda dosis (según la población objetivo) 
de 36,9%, los rangos entre regiones varían”.

Las limitaciones enfrentadas por las re-
gionales de vacunación, relacionadas 
principalmente con la disponibilidad de 
recurso humano, aunado a las diferencias 
identificadas en el avance de la inmuniza-
ción se suma a las áreas de mejora al plan 
de comunicación, debido a la persistente 
desinformación en la población, como ya 
fue anteriormente señalado.

2. OCDE y Salud Mental 

La OCDE ha señalado con ocasión de la 
Pandemia del Covid-19 que su impacto en 
la salud mental ha sido enorme, con una 
prevalencia de ansiedad y depresión de 
más del doble de los niveles observados 
antes de la crisis en la mayoría de los paí-
ses de la organización. 12

11	  Contraloría General de la República.   INFORME 
DFOE-BIS-IF-0009-2021  28 de setiembre, 2021
12	  https://www.oecd.org/health/covid-19-
pandemic-underlines-need-to-strengthen-resilience-
of-health-systems-says-oecd.htm

Esta Defensoría ha puesto especial énfa-
sis en materia de Salud Mental, tanto en 
lo referente al seguimiento a la Política 
Nacional de Salud Mental 2012-2021, 
como en la particularidad del impacto 
de la emergencia sanitaria vivida por el 
COVID-19.

Con la aprobación de la Política Nacional 
de Salud Mental 2012-2021 en el año 2012, 
se alcanza un importante avance en los 
compromisos país respecto en la insta-
lación progresiva del comunitario en la 
atención de pacientes psiquiátricos, supe-
rando el paradigma de atención cerrada 
y manicomial. Con la emergencia sanita-
ria por COVID-19, estos procesos se vieron 
afectados, como ya se señaló, “sobre 
todo porque una importante parte de los 
servicios de internamiento hospitalario se 
vieron reducidos para dar lugar a la aten-
ción de pacientes con complicaciones 
por Covid-19 que requería internamiento.”

La emergencia sanitaria ha constituido un 
punto de inflexión en la preparación para 
las emergencias sanitarias y la inversión 
en servicios públicos vitales, así como en 
la garantía de los derechos laborales en 
todos los niveles.  Sin embargo, si se ha-
bla de salud integral, la salud mental es 
un componente esencial en la vivencia 
de una buena calidad de vida. Al res-
pecto la OMS establece que “La salud es 
un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la au-
sencia de afecciones o enfermedades”.  
Consecuentemente debe entenderse que 
la salud mental va más allá de la ausencia 
de trastornos o discapacidades mentales, 
sino con un equilibrio, estabilidad y bienes-
tar psicoemocionales.

Por su parte, la Comisión Nacional de Salud 
Mental establece que “La Salud Mental se 
entiende como un proceso de bienestar 
y desempeño personal y colectivo carac-
terizado por la autorrealización, la auto-
estima, la autonomía, la capacidad para 
responder a las demandas de la vida en 
diversos contextos: familiares, comunita-
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rios, académicos, laborales y disfrutar de 
la vida en armonía con el ambiente”.  Es 
por ello que velar por un entorno favora-
ble para una buena salud mental, entraña 
particularmente el ámbito laboral, y esto 
impacta la posibilidad de un trabajo en 
condiciones dignas.

Tal y como ha señalado la OCDE, el im-
pacto a nivel de salud mental a partir 
de la vivencia de la pandemia, llama la 
atención sobre la necesidad de priorizar 
acciones, tanto a nivel preventivo, como 
en la atención de los altos índices de de-
presión y ansiedad, como ya se ha apun-
tado a partir de los estudios realizados a 
nivel nacional.  La academia ha tenido un 
rol preponderante para la comprensión de 
este impacto, con aproximaciones hacia 
la población en general, así como en el 
funcionariado que atiende la emergencia 
sanitaria.  Ciertamente la priorización de 
la atención a la pandemia ha sido una 
acción acertada; sin embargo, se hace 
necesario volver los ojos al impacto que, 
a nivel de salud mental, ha generado 
este tiempo de pandemia, incorporando 
los resultados de los estudios realizados, 
así como promoviendo la realización de 
nuevas aproximaciones diagnósticas de 
la realidad país a nivel de salud mental 
post-pandemia. La defensoría insta a las 
autoridades a no “engavetar” estos estu-
dios, sino que se promuevan acciones con 
un enfoque de salud integral, que incluya 
prevención y promoción como ejes de 
trabajo.

3. Atención de la pandemia en centros 
penitenciarios.

Es de intervención cotidiana para la 
Defensoría de los Habitantes, la puesta en 
ejecución de acciones que contribuyan a 
un mejoramiento integral de las falencias y 
fragilidades que el sistema de atención en 
salud del sistema penitenciario nacional 
presenta, y que aunado a la urgencia que 
se derivó de la pandemia, demandó ac-
ciones directas y asertivas para garantizar 
el disfrute pleno del derecho por parte de 

la población privada de libertad.  De las in-
vestigaciones realizadas por la Defensoría 
de los Habitantes se ha concluido que -en 
condiciones ordinarias- el sistema de aten-
ción de la salud del sistema penitenciario 
nacional, presentaba serias debilidades 
que constituían oportunidades urgentes 
de mejora y que enfrentando la enferme-
dad del COVID-19, el entorno de atención 
se visualiza más fragmentado y con mayo-
res requerimientos materiales y de recursos 
humanos para la atención de las personas. 

En este sentido, la priorización en la asig-
nación de recursos fue determinante para 
garantizar la atención de las personas con 
COVID -19, pero también aquellos que 
enfrentaban otras enfermedades crónicas 
o emergentes y que requerían atención 
médica. La impronta que trajo la pande-
mia acentuó la incapacidad resolutiva del 
Sistema penitenciario nacional.

4. Listas de espera

Como se ha mencionado, en el ítem 
“Protección para las personas habitantes 
en temas de salud”, el estudio de OCDE 
para el año 2018 ha señalado los tiempos 
de espera como excesivamente largos en 
nuestro país. Este tema fue identificado 
como una de las prioridades del país en 
tema de salud, siendo un desafío mante-
ner el control del gasto mientras se redu-
cen los tiempos de espera. 

Al respecto, Lo que se ha manifestado en 
el capítulo de los ODS de este Informe, en 
relación con el tema de Listas de Espera, 
igual se aplica en lo identificado por la 
OCDE sobre el acceso al sistema de salud 
en términos de los largos tiempos de espe-
ra que sufren los habitantes para que se les 
concrete el derecho a la atención oportu-
na en salud.  Ya se dijo en dicho capítulo 
lo siguiente: 

“Se tiene claro que no existe sistema de 
salud en el mundo que no enfrente listas 
de espera, ya que estas se originan en un 
desbalance entre la oferta y la demanda, 
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toda vez que las demandas en materia de 
salud son prácticamente infinitas, y están 
permeadas por diferentes factores. 

La CCSS, como el principal ente prestata-
rio de servicios de atención de la salud, ha 
enfrentado por años este problema. Ante 
esta situación la DHR desde el 2019 asumió 
el compromiso de construir una estrategia 
de defensa de los Derechos Humanos de 
la población ante este fenómeno. 

En este sentido se estableció una mesa de 
alto nivel que definió como punto de parti-
da los siguientes temas:

•	 Evolución del plan de acción de la 
CCSS en el tema de listas de espera 
en los servicios de consulta externa, 
procedimientos y cirugías 

•	 Plan de Rompimiento de Redes 
(RIPSS) 

•	 Evolución de las brechas por espe-
cialidad médica,

•	 Portafolio de inversión en equipa-
miento e infraestructura, 

•	 Campaña contra el ausentismo en 
las citas

•	 Fortalecimiento del rol del MINSA 
como ente rector para determinar 
el efecto de cada uno de ellos en la 
mejora en la prestación del servicio 
y el impacto en la realización del de-
recho a la salud. 

Con los temas mencionados y la docu-
mentación que le acompaña, se tenía 
una línea base para el año 2020 para eva-
luar el progreso de la gestión de Listas de 
Espera, que la CCSS ha identificado como 
“Plan para la Atención Oportuna de las 
Personas”  

Sin embargo, a causa de la pandemia de 
la COVID 19 y, partir del mes de marzo del 
2020, la CCSS dedicó la mayor parte de sus 
esfuerzos a prepararse para hacerle frente 
a esta enfermedad, tomando la decisión 
de atender principalmente solo casos on-
cológicos, emergencias y prioritarios, can-

celando con ello procedimientos y cirugías 
electivas de todas las demás patologías. 
Asimismo, también, a fin de evitar conta-
gios, canceló citas presenciales de con-
sulta externa y comenzó a otorgarlas en la 
medida de sus posibilidades vía teléfono o 
por videollamadas.

A marzo del 2021 la Defensoría elaboró, 
con información proporcionada por la 
CCSS, un estado de situación de TIEMPOS 
de espera en cirugías, consulta externa y 
procedimientos en la CCSS, evidenciándo-
se lo siguiente: 

Consulta externa: aumentó el plazo en 
días por consultas pasando de 151 días en 
diciembre 2019 a 157 días de espera pro-
medio en diciembre de 2020.

Procedimientos:  Para Procedimientos el 
plazo promedio de espera en días fue 
para diciembre del 2019 de 142 días, en 
diciembre de 2020 de 116 días y con la 
información adicional a diciembre 2021 
de que los procedimientos estaban a un 
promedio 134 días.

Cirugías: El área quirúrgica pasó de una 
espera de 341 días en diciembre 2019 a un 
promedio de espera de 495 días al cierre 
de 2020, y a diciembre del 2021, un prome-
dio de 594 días siendo esta última la más 
afectada.

Algunas acciones planificadas por la CCSS 
para atender el tema de los tiempos de 
espera incrementados por la pandemia 
COVID 19, -a lo que la Defensoría ha dado 
seguimiento mediante la solicitud de infor-
mes-, se encuentran: 

Atención de patologías y procedimientos 
no postergables; instauración de medios 
alternativos de atención (virtual, telefóni-
co) combinado con atenciones presen-
ciales; estrategia de desescalada de ca-
mas Covid 19, para recuperar capacidad 
instalada para una programación mayor 
de cirugías electivas de bajo riesgo; conti-
nuidad en la depuración de las listas. 
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Adicionalmente la institución mantuvo 
durante el 2020 entre otras, las siguientes 
estrategias adicionales: -Mejora de los sis-
temas y calidad de la información en listas 
de espera; -Gestión de salas quirúrgicas, 
-Disminución del Ausentismo - Recordatorio 
de citas y cirugías, - nuevo equipamiento 
que permite aumentar la producción y 
reducir riesgos,- Nueva Infraestructura y 
mejora en la existente (reforzamiento del 
primer nivel de atención, aumento de ca-
pacidad en hospitales nacionales, regio-
nales y periféricos) – Fortalecimiento en el 
equipamiento en general de los Hospitales 
y Áreas de Salud. -Dotación y formación de 
médicos asistentes especialistas: Durante 
el año 2019 se doto de nuevos especialis-
tas en servicio social obligatorio un total de 
179 profesionales, en 2020 se doto de 203 
profesionales, y en 2021 se han distribuido 
57 profesionales a las distintas redes de ser-
vicios. Además, ingresaron a contrato de 
retribución 106 especialistas en 2019, 154 
en 2020 y 101 durante este año.  -Gestión 
en Red de Servicios de Salud , -Gestión de 
camas hospitalarias; -Ambulatorización: El 
aumento de los procedimientos ambula-
torios a nivel nacional. -Fortalecimiento de 
la red de telesalud: -Grupos gestores de 
lista de espera. - Plan para la Adaptación 
y Recuperación de los Servicios ante la 
Pandemia por COVID19, para dar reacti-
vación progresiva y gradual de los servicios 
que incluye no solo los servicios esenciales 
de salud y pensiones, sino que también 
incluye los servicios financieros. “

5. Salud y COVID 19: control sanitario en los 
aeropuertos internacionales

En relación con el Ítem Salud y COVID 19 
a que hace alusión la OCDE, la Defensoría 
estuvo dando seguimiento a las acciones 
realizadas por las autoridades de salud en 
términos de control sanitario en los aero-
puertos internacionales. Sobre el particular 
se indicó lo siguiente: 

El informe del Estado de la Nación del año  
202113,  realiza un análisis del papel que 

13	  Estado de la Nación 2021. Página 99.

juega la actividad del  turismo respecto 
de la propagación del virus SARS-CoV-2  
señalando:

Costa Rica reabrió las puertas al 
turismo internacional en noviem-
bre y tuvo su temporada alta 
usual en los cuatro primeros meses 
de 2021. El análisis efectuado su-
giere que los destinos turísticos se 
distinguen por tener una elevada 
incidencia relativa de covid-19 y, 
especialmente, por el importante 
aumento de ésta en febrero y 
marzo de 2021.

La mayor incidencia de covid-19 
en los destinos turísticos a princi-
pios de 2021 creció dramática-
mente en febrero y, especialmen-
te, en marzo, hasta llegar a 2,7 en 
la Semana Santa.

La apertura de fronteras con la 
entrada de tanto turistas interna-
cionales como de ciudadanos 
costarricenses que visitaron otros 
países pudo, por tanto, ser el deto-
nante de esta cadena de eventos 
epidémicos.

Sobre es te  tema la  Organ izac ión 
Mundial de la Salud (OMS), dispuso en su 
Reglamento Sanitario Internacional medi-
das sanitarias para el COVID-19, (Decreto 
Ejecutivo Nº 34038, norma de rango supra-
nacional), entre las que se encuentran las 
siguientes:

“…Artículo 23 Medidas sanitarias a la llega-
da o la salida

1.     Sin perjuicio de los acuerdos inter-
nacionales aplicables y de lo dispuesto 
en los artículos pertinentes del presente 
Reglamento, un Estado Parte podrá exigir, 
con fines de salud pública, a la llegada o 
la salida:

a) a los viajeros:188
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…

i)  información sobre su destino para poder 
tomar contacto con ellos;

ii)  información sobre su itinerario, para 
averiguar si han estado en una zona afec-
tada o sus proximidades, o sobre otros po-
sibles contactos con una infección o con-
taminación antes de la llegada, así como 
el examen de los documentos sanitarios 
de los viajeros que prescriba el presente 
Reglamento; y/o

iii) un examen médico no invasivo lo me-
nos intrusivo posible que permita lograr el 
objetivo de salud pública;

b) la inspección de equipajes, cargas, 
contenedores, medios de transporte, 
mercancías, paquetes postales y restos 
humanos.

2.     Sobre la base de las pruebas obteni-
das mediante las medidas previstas en el 
párrafo 1 del presente artículo, o por otros 
medios, sobre la existencia de un riesgo 
para la salud pública, los Estados Partes 
podrán aplicar medidas adicionales de 
salud de conformidad con el presente 
Reglamento, en particular en relación con 
viajeros sospechosos o afectados, según el 
caso, el examen médico lo menos intrusivo 
e invasivo posible que permita lograr el 
objetivo de salud pública consistente en 
prevenir la propagación internacional de 
enfermedades.

3.     No se realizará ningún examen médi-
co ni se procederá a ninguna vacunación 
ni se adoptará ninguna medida profi-
láctica ni sanitaria en virtud del presente 
Reglamento sin el consentimiento infor-
mado previo y explícito del viajero o de 
sus padres o tutores, con la salvedad de 
lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 31, 
y de conformidad con la legislación y las 
obligaciones internacionales del Estado 
Parte.

4.     Los viajeros que deban ser vacunados 
o recibir medidas profilácticas en virtud 
del presente Reglamento, o sus padres o 
tutores, serán informados de los posibles 
riesgos relacionados con la vacunación 
o la no vacunación y con la aplicación o 
no aplicación de medidas profilácticas de 
conformidad con la legislación y las obli-
gaciones internacionales del Estado Parte. 
Los Estados Partes informarán al personal 
médico de estos requisitos de conformi-
dad con su respectiva legislación.

5.     Sólo se llevarán a cabo exámenes 
médicos o se someterá a los viajeros a 
protocolos médicos, vacunas u otras me-
didas profilácticas que entrañen un riesgo 
de transmisión de enfermedades si ello 
se hace de conformidad con normas de 
seguridad reconocidas nacionalmente o 
internacionalmente para reducir al mínimo 
ese riesgo.

Artículo 31 Medidas sanitarias relaciona-
das con la entrada de viajeros

(…) 2. Si un viajero al que un Estado Parte 
puede exigir un examen médico, la va-
cunación u otras medidas profilácticas 
de conformidad con el párrafo 1 del pre-
sente artículo no da su consentimiento 
para tales medidas o se niega a facilitar 
la información o los documentos a que 
hace referencia el párrafo 1(a) del artículo 
23, el Estado Parte de que se trate podrá 
denegar, de conformidad con los artículos 
32, 42 y 45, la entrada de ese viajero. Si 
hay pruebas de un riesgo inminente para 
la salud pública, el Estado Parte, de con-
formidad con su legislación nacional y en 
la medida necesaria para controlar ese 
riesgo, podrá obligar al viajero, con arreglo 
al párrafo 3 del artículo 23, a someterse a 
lo siguiente:

a) el examen médico lo menos invasivo e 
intrusivo posible que permita lograr el obje-
tivo de salud pública;

b) la vacunación u otra medida profilácti-
ca; o bien
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c) otras medidas sanitarias reconocidas 
que impidan o controlen la propagación 
de la enfermedad, con inclusión del aisla-
miento, la cuarentena o el sometimiento 
del viajero a observación de salud pública.

Sobre el tema particular de pasajeros 
que ingresan a Costa Rica, existen los 
Lineamientos Generales para el Ingreso 
de Pasajeros a Costa Rica por la Vía 
Aérea, Marítima y Terrestre en el Contexto 
de Emergencia Nacional por COVID-19 
(LS-VG-006) del 5 de noviembre de 2021 
del Ministerio de Salud, los que definen 
las medidas sanitarias que debe cumplir 
toda persona, nacional o extranjera, que 
ingrese al territorio costarricense por la vía 
aérea, marítima o terrestre.

La aplicación de este Lineamiento forma 
parte integral de las acciones preventivas 
y de mitigación dictadas por el Ministerio 
de Salud para la atención de la alerta por 
COVID-19.

En este lineamiento se disponen los requi-
sitos tanto para los nacionales como para 
extranjeros que ingresen de forma aérea, 
marítima o terrestre en particular sobre el 
seguro de viaje, la detección de casos 
sospechosos y la orden sanitaria para ais-
lamiento si fuera necesario.

Particularmente, existe un protocolo espe-
cífico creado para el Aeropuerto Daniel 
Oduber, (Protocolo para la operación 
paulatina del Aeropuerto Internacional 
Daniel Oduber Quirós durante la pande-
mia por COVID-19 posterior a la apertura 
de fronteras ( MRLB-02 ) del  Ministerio de 
Salud, el MOPT y la Dirección General de 
Aviación Civil, del 17 de diciembre de 
2020), que en su revisión contiene prác-
ticamente las mismas medidas de segu-
ridad para prevenir el contagio del virus: 
(distanciamiento, lavado de manos, alco-
hol en gel, uso de mascarillas,)

En el caso que detecten casos recurrentes 
de personas en el sector de llegadas inter-
nacionales generando aglomeraciones o 

incumplimiento las medidas sanitarias dis-
puestas en los protocolos, han previsto que 
se debe solicitar al Ministerio de Salud la 
intervención para la emisión de una Orden 
Sanitaria para el cumplimiento de las me-
didas sanitarias definidas por ese ente a las 
personas que estén ejerciendo las activi-
dades señaladas en este procedimiento.

Lo anterior deberá y podrá aplicarse a 
cualquier establecimiento en que se ge-
neren aglomeraciones, con base en los 
lineamientos emitidos por el Ministerio de 
Salud, así como su Ley General de Salud.

De la anterior normativa, se concluye que 
existe normativa vigente para imponer 
restricciones a las personas viajeras por 
cualquiera de los puertos de ingreso al país 
que ofrece fundamento a las medidas 
sanitarias para el prevención y control del 
covid-19, sobre todo que, desde el punto 
de vista epidemiológico, se valora que el 
turismo se comporta como una actividad 
de especial riesgo de transmisión.

Tal y como se aprecia de lo indicado ante-
riormente, existe ya un procedimiento es-
tablecido para la vigilancia de las medidas 
sanitarias determinadas por el Ministerio de 
Salud para minimizar el contagio por el 
virus SARS-CoV-2, las cuales son vigiladas 
expresamente por dos funcionarias de 
este, destacadas permanentemente en el 
Aeropuerto Juan Santamaría, en coordi-
nación con el Gestor de este aeropuerto.

Así las cosas, se considera que las autori-
dades del Ministerio de Salud han actua-
do de conformidad con los lineamientos 
institucionales, y han estado vigilantes de 
tener personal exclusivo in situ, ejerciendo 
su función de vigilancia y prevención de la 
salud, específicamente las medidas deter-
minadas para evitar el contagio del virus.

Aunado a lo anterior, se reconoce la 
complejidad de la atención en términos 
principalmente de distanciamiento dada 
la infraestructura del aeropuerto y las limi-
taciones de Migración y Extranjería para 

190



Inform
e A

nual d
e Labores 2021-2022 | D

efensoría d
e los Habitantes d

e la República
poder atender la cantidad de pasajeros 
que se reciben y que egresan del país en 
vuelos de gran envergadura, como los eu-
ropeos principalmente.
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O�cinas Regionales

Limón:

San Carlos:

(506) 2783-2640

Liberia:
Pérez Zeledón: (506) 2770-6454

Puntarenas: (506) 2661-6107

Ciudad Neily:

(506) 2460-9313 

(506) 2666-3837

(506) 2758-0789

*****

defensoria@dhr.go.cr

(506) 4000-8500

www.dhr.go.cr

686-1005, 
Barrio México-Costa Rica

Defensoría de los Habitantes
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